
LEY PARA LA PROTECCION DE LOS 
DERECHOS DE LAS Y LOS TRABAJADORES 

MIGRANTES Y SUS FAMILIAS

La Secretaria diputada María Dolores del Río Sánchez:
«Dictamen de la Comisión de Población, Fronteras y Asun-
tos Migratorios, con puntos de acuerdo por los que se de-
sechan dos iniciativas con proyecto de decreto que expide
la Ley para la Protección de los Derechos de las y los Tra-
bajadores Migrantes y sus Familias

Honorable Asamblea:

La Comisión de Población, Fronteras y Asuntos Migrato-
rios de la LXI Legislatura, con fundamento en las atribu-
ciones conferidas en los artículos 39, fracción 1 y 2, 45,
fracción 6, incisos e) y f), todos de la Ley Orgánica del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, emi-
te y somete a consideración del pleno de esta honorable
Cámara de Diputados el dictamen respecto de la iniciativa
con proyecto de decreto de Ley de Protección de los Dere-
chos de las y los Trabajadores Migrantes y sus Familias
con base en los siguientes

Antecedentes

1. Que en fecha 29 de abril de 2010, se presentó la inicia-
tiva con proyecto de decreto de Ley de Protección de los
Derechos de las y los Trabajadores Migrantes y sus Fami-
lias, a cargo del diputado Francisco Ramos Montaño, del
PRI. (8ª/2336)

Que en esa misma fecha, la Presidencia de la Mesa Direc-
tiva de la Cámara de Diputados dictó el siguiente trámite:
Túrnese a la Comisión de Población, Fronteras y Asuntos
Migratorios para su dictamen, con opinión de la Comisión
de Presupuesto y Cuenta Pública.

Que en fecha 8 de noviembre de 2010, se recibió la opinión
que emite la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, la
cual se anexa con las firmas autógrafas al presente dictamen.

2. Que en fecha, 17 de febrero de 2011, se presentó la ini-
ciativa que expide la Ley para la Protección y Apoyo a los

Migrantes y sus Familias, a cargo del diputado Juan Carlos
López Fernández, del PRD. (6ª/3919)

Que en esa misma fecha, la Presidencia de la Mesa Direc-
tiva de la Cámara de Diputados dictó el siguiente trámite:
Túrnese a la Comisión de Población, Fronteras y Asuntos
Migratorios.

Que en fecha 10 de marzo de 2011, la Presidencia de la Me-
sa Directiva de la Cámara de Diputados modificó el trámite:
Túrnese a la Comisión de Población, Fronteras y Asuntos
Migratorios para dictamen, y a las Comisiones de Presu-
puesto y Cuenta Pública, y de Gobernación para opinión.

Contenido de las iniciativas

La iniciativa del diputado Ramos Montaño, entre los obje-
tivos que plantea, se encuentra el de establecer un marco
jurídico que impulse y a su vez favorezca el derecho y pro-
tección de las y los trabajadores migrantes y sus familias,
así como favorecer la migración y el tránsito de las y los
trabajadores migrantes y sus familias en situación regular;
defender y proteger a las y los trabajadores migrantes y sus
familias en situación irregular. 

De esta manera, se busca que las políticas y el reglamento
que establezca el gobierno, aseguren la interdependencia,
integralidad y universalidad de los derechos humanos de
las y los migrantes, independientemente de su condición
migratoria regular o irregular. 

De esta manera, se busca garantizar los derechos de las y
los trabajadores migrantes y sus familias por el Estado me-
xicano, en todas las etapas de los procesos migratorios, en-
tendiendo a estas como: origen, preparación migratoria,
tránsito, destino, periodo de estancia y retorno, indepen-
dientemente de la condición migratoria. 

Que las y los trabajadores migrantes no puedan ser nunca
criminalizados, no importando su condición ni estado mi-
gratorio.

Se pretende que el Estado mexicano lleve a cabo la rela-
ción necesaria, la información, las consultas y la coopera-
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ción con las autoridades competentes de otros Estados in-
volucrados, especialmente con Estados Unidos, respecto
de las diferentes formas de migración de las y los trabaja-
dores y sus familias, para garantizar sus derechos funda-
mentales, los requisitos de trabajo, sus condiciones de vi-
da, sociales, de seguridad, económicas, culturales y
políticas.

En la misma Iniciativa, se establecen los principales dere-
chos de las y los trabajadores migrantes y sus familias, en-
tre los que se pueden destacar: 

El relacionado con la dignidad humana de las y los mi-
grantes, los derechos humanos y libertades fundamentales;
derecho a la libertad de migración y tránsito; derecho a la
documentación de identidad; derecho a la libertad de opi-
nión y expresión. 

Aquellos que se relacionan, con el derecho a la no discri-
minación; por su condición de indígenas, por su apariencia
física y vestimenta o por vivir en grave situación de pobre-
za, por racismo, discriminación racial, xenofobia o formas
conexas de intolerancia. Brindas atención prioritaria y es-
pecial a las mujeres que se encuentren en estado de gesta-
ción, a indígenas, a personas con discapacidad, a adultos
mayores o a quienes requieran de apoyos especiales para su
movilidad en dicho proceso. 

Se intenta, que el Estado implemente las garantías a través
de la Secretaría de Relaciones Exteriores con la participa-
ción del Instituto de los Mexicanos en el Exterior, en lo que
corresponde, acuerdos, convenios y tratados bilaterales o
multilaterales, políticas, programas y acciones, especial-
mente con Estados Unidos y Canadá. 

Apoyar el derecho al trabajo, a la seguridad social y pres-
taciones de ley: en situación regular, tendrán derecho a ser
informados por el Estado mexicano de las condiciones de
admisión, estancia, y de forma particular, del ejercicio la-
boral remunerado y actividades que podrán realizar; que
tengan las mismas condiciones que los nacionales. 

Se intentaría, con la aprobación de la iniciativa de referen-
cia, el poder proporcionar visas temporales suficientes y
oportunas para cubrir el mayor número posible de trabaja-
dores migrantes. Así como establecer programas de empleo
temporal que garanticen un flujo circular de regreso, con
un esquema de amplio alcance través de visas o permisos
especiales. Y el establecimiento de una comisión perma-
nente que dé seguimiento, evaluación y diagnóstico, en la

cual participen miembros del gobierno de México, de Es-
tados Unidos y del Congreso de la Unión. 

Se pretende dar seguimiento y evaluar sistemáticamente
aquellas acciones de los programas de la Dirección Gene-
ral Adjunta de Salud y Apoyo al Migrante, para las y los
trabajadores migrantes y sus familias, mediante estrategias
de colaboración binacional para la promoción de la salud,
acceso y atención hospitalaria, especialmente de los mi-
grantes mexicanos, en organizaciones, instituciones acadé-
micas y hospitales, con la colaboración del Instituto de los
Mexicanos en el Exterior; y de aquellos programas como el
de repatriación de connacionales enfermos; de trabajadores
temporales; del Seguro Popular para las familias migran-
tes; de traslado de connacionales difuntos; de prevención y
control de adicciones; de prevención y control del VIH-si-
da.

Se pretende con la iniciativa de referencia, garantizar el de-
recho a la integridad personal y a la administración y pro-
curación de la justicia: vigilar, prevenir, prohibir y sancio-
nar, la trata y el tráfico ilícito de migrantes por tierra, mar
y aire especialmente de mujeres y niños, que pongan en pe-
ligro sus vidas, los sometan a diversos tipos de esclavitud,
servidumbre, como la realizada por motivo de deudas, la
explotación, como la sexual, y los trabajos forzados, entre
otros. Bajo ninguna circunstancia podrán tener algún trato
inhumano, despreciable, degradante o cruel, sea en las re-
laciones sociales, en condiciones y relación laboral, en
condiciones de aprehensión por las autoridades y en condi-
ciones de deportación, buscando el Estado, sancionar los
abusos de los empleadores, impidiendo su violación, las
sospechas y el trato abusivo y degradante, las detenciones
arbitrarias y torturas, así como capacitar a los funcionarios
públicos que trabajan en esos servicios y en las zonas fron-
terizas. 

Se promueve que el Instituto Nacional de Migración y sus
dependencias en los estados evaluarán la implantación
concreta de las leyes, normativa y política de migración na-
cional de los trabajadores migrantes, especialmente en ma-
teria de los derechos humanos, laborales, sociales, econó-
micos y culturales. 

Derecho a la educación: El Estado garantizará el derecho a
la educación de los hijos de las y los trabajadores migran-
tes, independientemente de su condición migratoria. Res-
pecto a la educación de los hijos de las y los trabajadores
migrantes que constantemente viajan entre las naciones ve-
cinas, como Estados Unidos y Canadá, el Estado ofrecerá



a través de acuerdos binacionales, con la participación de
la Secretaría de Educación Pública, diferentes programas
de apoyo. 

Se pretende que el Instituto de los Mexicanos en el Exte-
rior, promueva para las y los trabajadores migrantes y sus
familias, programas de enseñanza del idioma, educación y
la cultura mexicana a través de sus redes, Internet, y de
aquellos que impulsen su integración en las comunidades
que les acogen.

Derecho a la unidad y reunificación familiares: El Estado a
través de las autoridades oficiales de migración evitará lle-
var a cabo redadas, las expulsiones masivas y las deporta-
ciones colectivas, que provocan la desunión familiar y una
dramática. 

Se propone que la Comisión Nacional Bancaria y de Valo-
res establezca el máximo de la cantidad en Udi que las y
los trabajadores migrantes podrán enviar al mes a sus fa-
miliares y allegados para que dicha cantidad sea considera-
da remesa. 

Las empresas, instituciones y entidades financieras debe-
rán proporcionar información sobre la operación de reme-
sas de las partes que las celebran, sea a las autoridades ju-
diciales, a las autoridades hacendarias federales, para
efectos fiscales para la detección y combate al lavado de
dinero o de acciones de prevención o castigo al financia-
miento de la delincuencia, terrorismo y otras formas seme-
jantes delictivas. 

Para impulsar la permanencia residencial y de trabajo y pa-
ra fortalecer el flujo circular de las y los trabajadores mi-
grantes El gobierno federal impulsará, una inversión más
eficiente, racional y productiva de las remesas de las y los
emigrantes y sus familias, a través de políticas y medidas
públicas, con la colaboración del sector privado y organi-
zaciones civiles. 

Constituir una comisión permanente de los Poderes Ejecu-
tivo y Legislativo con la participación del Instituto Nacio-
nal de Migración, de abogados especialistas en la materia,
de especialistas académicos y miembros de la sociedad ci-
vil para analizar, revisar, evaluar, y, en su caso implemen-
tar las modificaciones al marco jurídico e institucional, a
las normas legales y las políticas migratorias de las y los
trabajadores, ante las nuevas realidades de la región e in-
ternacionales, con un planteamiento a mediano y largo pla-
zo, especialmente en Estados Unidos y Canadá. 

Establecer soluciones integrales que promuevan soluciones
a las causas de la migración de las y los trabajadores mi-
grantes.

Por otra parte, la iniciativa propuesta por el diputado López
Fernández pretende garantizar la protección, el estudio, la
divulgación y el ejercicio de los derechos fundamentales de
los migrantes y sus familias, así como de brindar el apoyo
integral para su desarrollo en el marco de las leyes nacio-
nales y de la Convención Internacional sobre la Protección
de los Derechos de los Trabajadores Migratorios y de sus
Familias.

Es por lo anterior, que el proponente desarrolla su pro-
puesta en 114 artículos, los cuales tienen como objetivos
alcanzar los fines de la protección de los derechos de los
migrantes y que se desarrollan como a continuación se des-
cribe:

De esta manera, establece los principios rectores, que esta-
rán encaminados a la implementación de programas acor-
des a las características y circunstancias de los migrantes,
sobre todo a aquellos en situación de vulnerabilidad, man-
teniendo en todo momento la corresponsabilidad, equidad,
dignidad y autonomía y participación.

Asimismo, establece los derechos de los migrantes para re-
cibir información y ser beneficiarios de las políticas, ac-
ciones y apoyos gubernamentales a que se refiere la ley; así
como de presentar las quejas y denuncias que correspondan
por su incumplimiento o violación. Pudiendo dividirlos en
generales de los migrantes y en particulares (enfocado a los
grupos vulnerables), mujeres embarazadas, niños, niñas y
adolescentes, adultos mayores, indígenas, personas con ca-
pacidades diferentes, indigentes, derecho a la salud y asis-
tencia social, derechos sociales y culturales, derechos labo-
rales, derecho a la legalidad y a la justicia. No olvidando
mencionar las obligaciones de los mismos.

Se busca la coordinación entre la federación, el Distrito Fe-
deral, las entidades federativas y los municipios, para la
formulación y ejecución de las políticas públicas para los
migrantes, desarrollando esquemas colectivos que incenti-
ven y protejan el ahorro de los migrantes mexicanos, el es-
tablecimiento y aplicación de programas de generación de
empleos, construcción de infraestructura urbana y social,
apoyo a la productividad del campo, entre otros.

Con el objetivo de continuar, la búsqueda de la protección
de los derechos de los migrantes, así como de las obliga-
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ciones que estos tienen, y de su acceso a los diversos pro-
gramas sociales que permitan y ayuden a su desarrollo per-
sonal o familiar, se establecen las competencias de las di-
versas dependencias de la administración pública en la
materia, referencia de esta iniciativa en estudio.

En la relación con estados extranjeros, se establecen medi-
das de reciprocidad en el trato a los migrantes de ambas
partes, buscando en todo momento la igualdad de Derechos
para los Migrantes, el respeto a los derechos humanos, en-
tre otras cosas, de igual manera se establece la organiza-
ción y participación de la sociedad.

Por último, se propone la creación de una Comisión Na-
cional para la Defensa de los derechos de los migrantes y
sus familias, su objeto esencial, será el apoyo y la protec-
ción, a los migrantes y sus familias tanto mexicanos, den-
tro y fuera del país, como extranjeros dentro del territorio
nacional, su competencia será en todo el territorio nacional.

Tendrá como estructura un comisionado; el cual se elegirá
por las dos terceras partes del Senado de la República; y un
consejo consultivo que estará integrado por 23 funciona-
rios de las diversas dependencias de la administración pú-
blica federal y de diversos personalidades de opinión, así
como de los estados expulsores de migrantes un represen-
tante de la Secretaría de Gobernación; un representante de
la Secretaría de Relaciones Exteriores; un representante de
la Secretaría de Hacienda y Crédito Público; un represen-
tante de la Secretaría de Desarrollo Social; un representan-
te de la Secretaría de Educación Pública; un representante
de la Secretaría de Salud; un representante de la Secretaría
del Trabajo y Previsión Social; un representante de la Se-
cretaría de Turismo; un representante de la Secretaría de
Economía; un representante del Sistema para el Desarrollo
Integral de la Familia; un representante del Instituto Na-
cional de Migración; un representante del Instituto de los
Mexicanos en el Exterior; un representante de la Comisión
Nacional de Derechos Humanos; un representante de la
Universidad Nacional Autónoma de México; un represen-
tante de el Colegio de la Frontera Norte; un representante
del Instituto Nacional de Estadística y Geografía; un repre-
sentante del gobierno del Distrito Federal y de cada uno de
los estados fronterizos del norte y el sur del país; tres re-
presentantes de asociaciones de migrantes mexicanos en el
extranjero, establecidas en ciudades de Estados Unidos con
mayor número de migrantes mexicanos con personalidad
jurídica reconocida; y tres representantes de organizacio-
nes no gubernamentales, establecidas en México con per-
sonalidad jurídica reconocida, cuya labor coincida con el

objeto de la Comisión. 23 funcionarios de las diversas de-
pendencias de la administración pública federal y de diver-
sos personalidades de opinión, así como de los estados ex-
pulsores de migrantes: un representante de la Secretaría de
Gobernación; un representante de la Secretaría de Relacio-
nes Exteriores; un representante de la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público; un representante de la Secretaría
de Desarrollo Social; un representante de la Secretaría de
Educación Pública; un representante de la Secretaría de Sa-
lud; un representante de la Secretaría del Trabajo y Previ-
sión Social; un representante de la Secretaría de Turismo;
un representante de la Secretaría de Economía; un repre-
sentante del Sistema para el Desarrollo Integral de la Fa-
milia; un representante del Instituto Nacional de Migra-
ción; un representante del Instituto de los Mexicanos en el
Exterior; un representante de la Comisión Nacional de De-
rechos Humanos; un representante de la Universidad Na-
cional Autónoma de México; un representante de el Cole-
gio de la Frontera Norte; un representante del Instituto
Nacional de Estadística y Geografía; un representante del
gobierno del Distrito Federal y de cada uno de los estados
fronterizos del norte y el sur del país; tres representantes de
asociaciones de migrantes mexicanos en el extranjero, es-
tablecidas en ciudades de Estados Unidos con mayor nú-
mero de migrantes mexicanos con personalidad jurídica re-
conocida; y tres representantes de organizaciones no
gubernamentales, establecidas en México con personalidad
jurídica reconocida, cuya labor coincida con el objeto de la
comisión.

Consideraciones de la comisión

Esta Comisión, posterior al estudio y análisis de las inicia-
tivas de referencia, emite las siguientes opiniones y consi-
deraciones respecto de las mismas.

1. Nuestra Constitución Política en su artículo primero es-
tablece lo siguiente:

Artículo 1o. En los Estados Unidos Mexicanos todo in-
dividuo gozará de las garantías que otorga esta Consti-
tución, las cuales no podrán restringirse ni suspenderse,
sino en los casos y con las condiciones que ella misma
establece.

Está prohibida la esclavitud en los Estados Unidos Mexi-
canos. Los esclavos del extranjero que entren al territorio
nacional alcanzarán, por este solo hecho, su libertad y la
protección de las leyes.



Queda prohibida toda discriminación motivada por origen
étnico o nacional, el género, la edad, las discapacidades, la
condición social, las condiciones de salud, la religión, las
opiniones, las preferencias, el estado civil o cualquier otra
que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto
anular o menoscabar los derechos y libertades de las per-
sonas.

Nuestra Carta Magna establece y otorga garantías a todo
individuo, con el simple hecho de encontrarse en territorio
nacional, con las salvedades que la misma establezca. Asi-
mismo, estipula en su párrafo tercero, la prohibición para
todo tipo de discriminación, reforzando la aplicación de las
garantías en la búsqueda de un mejor trato hacia los mi-
grantes.

2. El artículo 2o. de la Ley Federal para Prevenir y Elimi-
nar la Discriminación, a la letra dice:

Artículo 2. Corresponde al Estado promover las condi-
ciones para que la libertad y la igualdad de las personas
sean reales y efectivas. Los poderes públicos federales
deberán eliminar aquellos obstáculos que limiten en los
hechos su ejercicio e impidan el pleno desarrollo de las
personas así como su efectiva participación en la vida
política, económica, cultural y social del país y promo-
verán la participación de las autoridades de los demás
órdenes de gobierno y de los particulares en la elimina-
ción de dichos obstáculos.

3. Por otro lado, cabe mencionar que esta Comisión de Po-
blación, Fronteras y Asuntos Migratorios, ha trabajado a
favor de los derechos de los migrantes, mediante la dicta-
minación de reformas a la Ley General de Población, la
cual ocupa o aborda todo lo relativo al tema de la migra-
ción en cualquiera de sus modalidades.

Hemos aprobado reformas para garantizar que los migran-
tes cuenten con servicios médicos cuando esté en peligro
su vida o alguna parte, así también para que reciban la pro-
curación de justicia, independientemente de su situación
migratoria.

En ese mismo sentido, se han aumentado las penas o san-
ciones para los empleados del gobierno, en caso de incum-
plir lo establecido por la Ley General de Población.

4. En la LX Legislatura se aprobaron reformas para despe-
nalizar la migración, como una manera de evitar que aque-

llos migrantes que fueran detenidos, se les penalizara con
multas o sanciones económicas y horas de arresto, sin ha-
ber cometido delito alguno, en un intento por encontrar al-
ternativas de ingreso o un trabajo para el mantenimiento de
sus familiares como sucede normalmente.

5. En cuanto a la protección y defensa de los derechos la-
borales que tienen los migrantes y sus familias, cabe desta-
car que la Constitución Política, establece en su artículo 5°,
lo siguiente:

Artículo 5o. A ninguna persona podrá impedirse que se
dedique a la profesión, industria, comercio o trabajo que
le acomode, siendo lícitos. El ejercicio de esta libertad
sólo podrá vedarse por determinación judicial, cuando
se ataquen los derechos de tercero, o por resolución gu-
bernativa, dictada en los términos que marque la ley,
cuando se ofendan los derechos de la sociedad. Nadie
puede ser privado del producto de su trabajo, sino por
resolución judicial.

Lo anterior es congruente, en lo establecido por la Ley Fe-
deral del Trabajo, que en su artículo 4o., establece lo si-
guiente:

Artículo 4o. No se podrá impedir el trabajo a ninguna
persona ni que se dedique a la profesión, industria o co-
mercio que le acomode, siendo lícitos. El ejercicio de
estos derechos sólo podrá vedarse por resolución de la
autoridad competente cuando se ataquen los derechos
de tercero o se ofendan los de la sociedad:

Estos dos referentes, se complementan o refuerzan con lo
establecido en el artículo 33 de la Constitución Política, la
cual a la letra dice:

Artículo 33. Son extranjeros los que no posean las cali-
dades determinadas en el artículo 30. Tienen derecho a
las garantías que otorga el capítulo I, título primero, de
la presente Constitución; pero el Ejecutivo de la Unión
tendrá la facultad exclusiva de hacer abandonar el terri-
torio nacional, inmediatamente y sin necesidad de juicio
previo, a todo extranjero cuya permanencia juzgue in-
conveniente.

Lo anterior, da la pauta para no negar a cualquier individuo
a dedicarse a algún trabajo siempre y cuando sea lícito.
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6. Por otro lado, en lo que respecta al uso de las remesas,
en la presente iniciativa de Ley que se dictamina, debemos
mencionar, que el Banco de México, cuenta con las atribu-
ciones para regular la prestación del servicio de transferen-
cia de fondos por medio de instituciones de crédito y otras
empresas (artículo 31 de la Ley del Banco de México), y en
apego a las reglas publicadas en el Diario Oficial de la Fe-
deración, el 29 de octubre de 2002.

Cabe mencionar, que las remesas que se envían desde el
extranjero, se encuentran reguladas como una operación en
el sistema financiero, en la ley del Banco de México (artí-
culo 31), Ley de Instituciones de Crédito (artículos 46 y
52), Ley General de Organizaciones y Actividades Auxi-
liares de Crédito (artículos 81, 81-A, 82, 84 y 95 Bis), Ley
de Ahorro y Crédito Popular (artículo 36, fracción VIII) y
las Reglas a las que se sujetarán las casas de cambio, las
cuales fueron publicadas en el Diario Oficial de la Federa-
ción el 19 de agosto de 1999.

Es así que, si en el proyecto de iniciativa de Ley, se pre-
tende establecer un tope o monto máximo mediante el cual
el connacional podrá enviar recursos a sus familias y estos
puedan ser reconocidos como remesa, pudiéramos caer en
una contradicción en la cual, si alguien envía a su familia
una cantidad adicional a la establecida por la ley, esta no se
considerará como remesa, y no se establecen los mecanis-
mo o procedimientos a seguir si sucede esta situación.

Por otro lado, se estaría castigando, sancionando o investi-
gando en determinado caso, a la familia del connacional
que haya hecho un esfuerzo adicional para mandar mayo-
res recursos a su familia. Tampoco se menciona cual será
el medio o fórmula que se utilizará para determinar la can-
tidad que será el máximo de envío y que se pueda conside-
rar remesa.

Por otro lado, si se busca llevar a cabo una inversión más
eficiente, racional y productiva de las remesas de las y los
emigrantes y sus familias, debemos mencionar que el obje-
tivo de fondo suele ser bueno, pero recordemos que en
promedio los migrantes que se encuentran en el exterior, en
promedio remiten a sus familias entre 300 y 350 dólares
mensuales, y que de estos el 85 ó 90 por ciento se destina
a consumo, y el restante a vestimenta, educación y salud. 

Ante estas cifras, cuanto consideramos que se destinará a
inversión como lo pretende la iniciativa de referencia, cre-
emos que no sería funcional una probación de ese apartado
sobre remesas.

Los ingresos por remesas, antes mencionados, fueron to-
mados del promedio total de envío mensual del periodo
comprendido de enero de 1995 a noviembre de 2010, el
cual se localiza en la página de Banco de México.

Por otro lado, debemos mencionar que la iniciativa de re-
ferencia, no establece o estipula qué autoridad será la en-
cargada de aplicar o implementar la Ley de referencia, aun-
que puede inferirse que se trataría del Instituto Nacional de
Migración, toda vez que es la autoridad encargada de par-
te de la Secretaría de Gobernación, para aplicar lo referen-
te a la política migratoria.

Otro punto de gran importancia, es el referente a que si se
aprueba esta iniciativa de Ley, no sabemos qué sucederá
con la Ley General de Población, o cuál será el marco nor-
mativo que aplicará la política migratoria, o si se deroga la
existente no fue establecido en la iniciativa, y si no fuera
así, tendríamos una controversia entre marcos legales, al
momento de querer aplicar alguna medida, de las ya regu-
ladas con las propuestas.

En ese tenor, debemos mencionar que en el pasado mes de
abril, se aprobó la minuta que crea una Ley de Migración, la
cual ya contiene muchos de los elementos que se proponen
en ambas iniciativas, y que al momento en que se lleve a ca-
bo su aplicación, se entraría en una situación de controversia
entre leyes, toda vez que si aprobáramos cualquiera o ambas
iniciativas en un documento único, la implementación de las
reglamentaciones sería controversial.

Es derivado de lo anterior, que los integrantes de esta Co-
misión de Población, Fronteras y Asuntos Migratorios, so-
metemos a consideración del Pleno de la Cámara de Dipu-
tados los siguientes

Acuerdos

Primero. Se desecha la iniciativa con proyecto de decreto
de Ley de Protección de los Derechos de las y los Trabaja-
dores Migrantes y sus Familias, presentada por el diputado
Francisco Ramos Montaño, del PRI, el 29 de abril de 2010. 

Segundo. Se desecha la iniciativa que expide la Ley para
la Protección y Apoyo a los Migrantes y sus Familias, pre-
sentada por el diputado Juan Carlos López Fernández, del
PRD, el 17 de febrero de 2011.

Tercero. Archívense las iniciativas como asuntos total-
mente concluidos.



Palacio Legislativo, a 27 de mayo de 2011.

La Comisión de Población, Fronteras y Asuntos Migratorios, di-
putados: Norma Leticia Salazar Vázquez (rúbrica), presidenta; Julieta
Octavia Marín Torres (rúbrica), Ana Georgina Zapata Lucero (rúbrica),
Cristabell Zamora Cabrera (rúbrica), Gumercindo Castellanos Flores
(rúbrica), Ramón Jiménez Fuentes (rúbrica), Teresa Guadalupe Reyes
Sahagún (rúbrica), secretarios; Heriberto Ambrosio Cipriano (rúbrica),
Guillermina Casique Vences, José del Pilar Córdova Hernández, Jorge
Venustiano González Ilescas (rúbrica), Olivia Guillén Padilla (rúbrica),
Sandra Méndez Hernández (rúbrica), Héctor Pedraza Olguín (rúbrica),
Miguel Ernesto Pompa Corella (rúbrica), Adriana Terrazas Porras (rú-
brica), Carlos Martínez Martínez, Jaime Oliva Ramírez (rúbrica), Ma-
ría Yolanda Valencia Vales, Francisco Arturo Vega de Lamadrid (rúbri-
ca), Ariel Gómez León (rúbrica), José M. Torres Robledo, Alfonso
Primitivo Ríos Vázquez, Roberto Pérez de Alva Blanco, Eduardo Le-
desma Romo, Rafael Rodríguez González, Moisés Villanueva de la
Luz.»

«Opinión de impacto presupuestario que emite la Comi-
sión de Presupuesto y Cuenta Pública, con fundamento en
la valoración del impacto presupuestario que elabora el
Centro de Estudios de las Finanzas Públicas, con relación
a la iniciativa que expide la Ley de Protección de los De-
rechos de las y los Trabajadores Migrantes y sus Familias,
presentada por el diputado Francisco Ramos Montaño 

Honorable Asamblea: 

A esta Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, corres-
pondiente a la LXI Legislatura de la honorable Cámara de
Diputados fue turnada, para opinión, la iniciativa que expide
la Ley de Protección de los Derechos de las y los Trabaja-
dores Migrantes y sus Familias, presentada por el Diputado
Francisco Ramos Montaña, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional. 

Esta comisión, con fundamento en los artículos 39, nume-
rales 1 y 2, fracción XXVIII; 45, numeral 6, incisos e) y f)
y 49, numeral 3, de la Ley Orgánica del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos; así como con base en
los artículos 18 párrafo tercero de la Ley Federal de Presu-
puesto y Responsabilidad Hacendaria; y 1 y 42 del acuer-
do de la Conferencia para la Dirección y Programación de
los Trabajos Legislativos por el que se establecen las nor-
mas relativas al funcionamiento de las comisiones y comi-
tés de la Cámara de Diputados, se abocó al estudio y aná-
lisis de la iniciativa anteriormente descrita al tenor de los
siguientes 

Antecedentes 

I. Con fecha 29 de abril de 2010, el diputado Francisco Ra-
mos Montaña, del Grupo Parlamentario del Partido Revo-
lucionario Institucional, presentó la iniciativa por la que se
expide la Ley de Protección de los Derechos de las y los
Trabajadores Migrantes y sus Familias.

II. En esa misma fecha, el presidente de la Mesa Directiva
de la Cámara de Diputados turnó dicha iniciativa a la Co-
misión de Población, Fronteras y Asuntos Migratorios con
opinión de la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública,
para efectos de estudio y dictamen correspondientes. 

III. Con base en el tercer párrafo del artículo 18 de la Ley
Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria y en
el numeral 3 del artículo 49 de la Ley Orgánica del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, se solici-
tó al Centro de Estudios de las Finanzas Públicas, median-
te oficio de fecha 18 de mayo de 2010, la valoración del
impacto presupuestario. 

IV. Esta comisión recibió el 21 de julio del 2010, por parte
del Centro de Estudios de las Finanzas Públicas, la men-
cionada valoración de impacto presupuestaria de la inicia-
tiva en comento, la cual sirve de fundamento para la pre-
sente opinión. 

Objetivo de la iniciativa 

El objetivo de la iniciativa, materia de la presente opinión,
es establecer un marco jurídico que impulse y fortalezca el
derecho y protección de las y los trabajadores migrantes y
sus familias; favorecer la migración y el tránsito de las y
los trabajadores migrantes y sus familias en situación regu-
lar; y defender y proteger a las y los trabajadores migran-
tes y sus familias en situación irregular. Asimismo la ini-
ciativa también pretende establecer los derechos de las y
los trabajadores migrantes, los cuales serán garantizados
por el Estado Mexicano en todas las etapas del proceso mi-
gratorio. 

Consideraciones 

La Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, con funda-
mento en la valoración de impacto presupuestario emitido
por el Centro de Estudios de las Finanzas Públicas del aná-
lisis realizado a la iniciativa, observa que la misma tiene
contenido jurídico regulatorio, normativo y procedimental,
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por lo que no contempla la creación de instituciones, ni la
modificación de estructuras orgánicas y ocupacionales
existentes y no genera aumento o creación de gasto adicio-
nal al Presupuesto de Egresos de la Federación autorizado
por la Cámara de Diputados para el ejercicio fiscal vigen-
te, toda vez que, propone dotar de elementos jurídicos que
fortalezcan los programas que lleva acabo la Secretaría de
Gobernación, la Secretaría de Salud, la Secretaría de Des-
arrollo Social y la Procuraduría General de la República.
En este sentido, el Centro de Estudios de las Finanzas Pú-
blicas considera que el marco jurídico que refiere la inicia-
tiva, brindaría a las instituciones del gobierno federal me-
jores instrumentos para su desempeño institucional e
instrumentos de coordinación y operación entre los tres ór-
denes de gobierno, por lo que no implica impacto presu-
puestario. 

Por todo lo anterior, es de emitirse la siguiente 

Opinión 

Primero. La Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública,
con fundamento en los artículos 39 numeral 1, y 45, nume-
ral 6, incisos e), f) y g), de la Ley Orgánica del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos; y en el artículo
18 párrafo tercero de la Ley Federal de Presupuesto y Res-
ponsabilidad Hacendaria, y con base en la valoración rea-
lizada por el Centro de Estudios de las Finanzas Públicas,
opina que la iniciativa por la que se expide la Ley de Pro-
tección de los Derechos de las y los Trabajadores Migran-
tes y sus Familias, presentada por el diputado Francisco
Ramos Montaño, no implica impacto presupuestario. 

Segundo. La presente opinión se formula solamente en la
materia de la competencia de esta comisión, tomando co-
mo base la valoración del impacto presupuestario que ela-
boró el Centro de Estudios de las Finanzas Públicas, por lo
que el sentido del dictamen que se dicte respecto de la ini-
ciativa por la que se expide la Ley de Protección de los De-
rechos de las y los Trabajadores Migrantes y sus Familias,
presentada por el diputado Francisco Ramos Montaño, es
competencia exclusiva de la Comisión de Población, Fron-
teras y Asuntos Migratorios. 

Tercero. Remítase la presente opinión a la Comisión de
Población, Fronteras y Asuntos Migratorios. 

Cuarto. Por oficio, comuníquese la presente opinión a la
Mesa Directiva de esta Cámara de Diputados para su co-
nocimiento. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 5 de noviembre de 2010.

La Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, diputados: Luis Vi-
degaray Caso (rúbrica), presidente; Baltazar Manuel Hinojosa Ochoa
(rúbrica), Felipe Enríquez Hernández (rúbrica), Jesús Alberto Cano
Vélez (rúbrica), Mario Moreno Arcos (rúbrica), Rolando Rodrigo Za-
pata Bello (rúbrica), Luis Enrique Mercado Sánchez (rúbrica), Alfredo
Javier Rodríguez Dávila (rúbrica), Sergio Ernesto Gutiérrez Villanue-
va, Vidal Llerenas Morales, María del Rosario Brindis Álvarez (rúbri-
ca), Pedro Vázquez González (rúbrica), Jorge Antonio Kahwagi Maca-
ri, Pedro Jiménez León (rúbrica), secretarios; Cruz López Aguilar
(rúbrica), David Penchyna Grub (rúbrica), Georgina Trujillo Zentella
(rúbrica), Héctor Pablo Ramírez Puga Leyva, Silvio Lagos Galindo
(rúbrica), Claudia Ruiz Massieu Salinas (rúbrica), Manuel Márquez
Lizalde, María Esther de Jesús Scherman Leaño (rúbrica), Miguel Ri-
quelme Solís (rúbrica), Óscar Guillermo Levín Coppel (rúbrica), Óscar
Javier Lara Aréchiga (rúbrica), Roberto Armando Albores Gleason (rú-
brica), Sebastián Lerdo de Tejada Covarrubias (rúbrica), Agustín To-
rres Ibarrola (rúbrica), Gabriela Cuevas Barron, Enrique Octavio Tre-
jo Azuara (rúbrica), Felipe de Jesús Rangel Vargas, Francisco Javier
Orduño Valdez (rúbrica), Guadalupe Vera Hernández, Marcos Pérez
Esquer (rúbrica), Mario Alberto Becerra Pocoroba (rúbrica), Ovidio
Cortazar Ramos, Rigoberto Salgado Vázquez, Armando Ríos Piter,
Claudia Anaya Mota, Emiliano Velázquez Esquivel (rúbrica), Juanita
Arcelia Cruz Cruz (rúbrica), Rafael Pacchiano Alamán (rúbrica).»

LEY GENERAL DE POBLACION

La Secretaria diputada María Dolores del Río Sánchez:
«Dictamen de la Comisión de Población, Fronteras y Asun-
tos Migratorios, con puntos de acuerdo por los que se de-
sechan cuatro iniciativas con proyecto de decreto que re-
forma y adiciona diversas disposiciones de la Ley General
de Población

La Comisión de Población, Fronteras y Asuntos Migrato-
rios de la LXI Legislatura, con fundamento en las atribu-
ciones conferidas en los artículos 39, fracciones 1 y 2, 45,
fracción 6, incisos e) y f), todos de la Ley Orgánica del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, emi-
te y somete a consideración del pleno de esta honorable
Cámara de Diputados el siguiente dictamen a iniciativas
que reforman y adicionan diversos artículos de la Ley Ge-
neral de Población, bajo los siguientes antecedentes:



Antecedentes

1. Que en fecha 4 de septiembre de 2007, se presentó la ini-
ciativa que reforma el artículo 138 de la Ley General de
Población, a cargo de la diputada Yary del Carmen Geb-
hardt Garduza, del Grupo Parlamentario Partido Revolu-
cionario Institucional.

Que en esa misma fecha, la presidencia de la Mesa Direc-
tiva de la Cámara de Diputados, dictó el siguiente trámite:
túrnese a la Comisión de Población, Fronteras y Asuntos
Migratorios.

2. Que en fecha 6 de marzo de 2008, se presentó la inicia-
tiva que reforma el artículo 153 de la Ley General de Po-
blación, a cargo del diputado Alejandro Chanona Burgue-
te, del Grupo Parlamentario de Convergencia.

Que en esa misma fecha, la presidencia de la Mesa Direc-
tiva de la Cámara de Diputados, dictó el siguiente trámite:
túrnese a la Comisión de Población, Fronteras y Asuntos
Migratorios.

3. Que en fecha 17 de marzo de 2011, se presentó la ini-
ciativa que reforma los artículos 16, 113 y 156 de la Ley
General de Población, a cargo de la diputada Elsa María
Martínez Peña, del Grupo Parlamentario de Nueva Alian-
za.

Que en esa misma fecha, la presidencia de la Mesa Direc-
tiva de la Cámara de Diputados dictó el siguiente trámite:
túrnese a la Comisión de Población, Fronteras y Asuntos
Migratorios.

4. Que en fecha 7 de abril de 2011, se presentó la iniciati-
va que adiciona las fracciones V y VI al artículo 7 de la Ley
General de Población, a cargo de la diputada María Joann
Novoa Mossberger, del Grupo Parlamentario PAN.

Que en esa misma fecha, la presidencia de la Mesa Direc-
tiva de la Cámara de Diputados, dictó el siguiente trámite:
túrnese a la Comisión de Población, Fronteras y Asuntos
Migratorios.

Contenido de las iniciativas

La diputada Yary del Carmen, busca en su iniciativa defi-
nir el término “ocultamiento” para el caso de extranjeros
que entren a territorio mexicano, entendiéndose éste como
“disfrazar, tapar, encubrir a la vista, esconder, callar adver-

tidamente lo que se pudiera o debiera decir, disfrazar la
verdad, omitir registrar o ubicar en áreas especiales a ex-
tranjeros sin haber realizado el trámite correspondiente”.

El diputado Chanona Burguete, propone establecer que los
aseguramientos de extranjeros que realice la autoridad mi-
gratoria deberán ser notificados a la oficina competente del
país del que se dice nacional el asegurado, y a la del lugar
de su detención.

Establecer que deberán ponerse en comunicación, a través
de los medios escritos adecuados, con dicha oficina consu-
lar o misión diplomática, a fin de que el asegurado se man-
tenga en contacto con la misma.

Asimismo, solicitar para el asegurado un asesor jurídico fe-
deral, a fin de que le brinde el patrocinio legal en todas las
fases procedimentales o instancias judiciales, con el fin de
regular su estancia migratoria.

La diputada Elsa Martínez, busca prohibir a cualquier ins-
titución federal, estatal o municipal, no autorizada, la rea-
lización de acciones de verificación y vigilancia migrato-
ria, la revisión de la documentación deberá hacerse sin
discriminación alguna. Facultar a la Secretaría de Gober-
nación para autorizar la participación de otra autoridad que
requieran las autoridades migratorias o la Policía Federal
para la ejecución de operativos. Sancionar a los empleados
de la Secretaría de Gobernación con suspensión de empleo
hasta por 30 días o destitución en caso grave, cuando rea-
licen el procedimiento de verificación y vigilancia de for-
ma distinta a la establecida en la ley y su reglamento.

Por último, la diputada María Joann propone en su inicia-
tiva facultar a la Secretaría de Gobernación para coordinar
esfuerzos con estados y municipios para crear grupos espe-
cíficos de protección para los niños migrantes, salvaguar-
dando el principio del interés superior del niño, respetando
de manera integral sus derechos, así como integrar un sis-
tema de información nacional sobre niñas, niños y adoles-
centes migrantes y repatriados; y para contar con albergues
y/o establecimientos adecuados y específicos, para que las
niñas, niños y adolescentes migrantes sean protegidos has-
ta su repatriación.

Consideraciones

Esta comisión, posterior al estudio y análisis de las inicia-
tivas de referencia, emite los siguientes argumentos por los
cuales no considera viable su aprobación:
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Primero. El proponer adicionar una definición al término
de ocultamiento, con el objetivo de poder dar una mayor
claridad al concepto y evitar o limitar de esta manera, la
discrecionalidad de las autoridades migratorias, en la apli-
cación de la Ley General de Población; aunque el objetivo
es bueno, consideramos que ese tipo de elementos o adi-
ciones, debieran tratarse o abonarse en el reglamento de las
legislaciones y no necesariamente en la estructura de la
misma.

Lo anterior obedece, a que si saturamos la estructura de las
legislaciones de conceptos o adiciones que pueden ayudar
a su implementación, podemos caer en el error de hacer los
marcos legales más difíciles de aplicación, debido a su ri-
gidez jurídica.

Segundo. Que la propuesta de adicionar dos párrafos al ar-
tículo 153 de la Ley General de Población presentada por
el diputado Alejandro Chanona Burguete presentada el 6 de
marzo de 2008 se encuentran abordados por los artículos
69, 70, 107 y 109.  

I. Los artículos 69, 107 y 109 contienen de manera es-
pecífica  los derechos que cada extranjero tiene al in-
gresar en una estación migratoria, los requisitos míni-
mos que debe tener cada una de las estaciones
migratorias y su subsecuente vínculo y compromiso con
la preservación de los derechos humanos de los extran-
jeros que ingresan a estas estaciones. 

II. En el artículo 70 se establece la posibilidad de brin-
darles servicios de asesoría y representación legal a tra-
vés de convenios de colaboración o bien sea, dando fa-
cilidades para que organizaciones de la sociedad civil
puedan prestar este servicio a los extranjeros detenidos
en las estaciones migratorias. Y en la primera fracción
del artículo 107 se obliga que al interior de las estacio-
nes migratorias se presten los servicios de asistencia ju-
rídica a todo extranjero detenido.

Tercero. Que la propuesta de adición de una fracción al ar-
tículo 113, incluida en la iniciativa presentada por la dipu-
tada Elsa María Martínez, se encuentra abordada en el  ar-
tículo 92, respectivamente, del dictamen que expide la Ley
de Migración. 

Cuarto. El objeto de las modificaciones legislativas exis-
tente al momento de la presentación de las iniciativas ha
caducado, toda vez que con la promulgación y publicación
en el Diario Oficial de la Federación de la Ley de Migra-

ción, fueron reformadas, derogadas y adicionadas diversas
disposiciones de la Ley General de Población, por tanto, la
materia específica de las iniciativas ha dejado de existir. 

Por lo anteriormente expuesto, los integrantes de esta Co-
misión de Población, Fronteras y Asuntos Migratorios, so-
metemos a consideración del Pleno de la Cámara de Dipu-
tados, el siguiente

Acuerdo

Primero. Se desecha la iniciativa que reforma el artículo
138 de la Ley General de Población, presentada por la di-
putada Yary del Carmen Gebhardt Garduza, del Grupo Par-
lamentario Partido Revolucionario Institucional, el 4 de
septiembre de 2007.

Segundo. Se desecha la iniciativa que reforma el artículo
153 de la Ley General de Población, presentada por el di-
putado Alejandro Chanona Burguete, del Grupo Parlamen-
tario de Convergencia, el 6 de marzo de 2008.

Tercero. Se desecha la iniciativa que reforma los artículos
16, 113 y 156 de la Ley General de Población, presentada
por la diputada Elsa María Martínez Peña, del Grupo Par-
lamentario de Nueva Alianza, el 17 de marzo de 2011.

Cuarto. Se desecha la iniciativa que adiciona las fraccio-
nes V y VI al artículo 7 de la Ley General de Población,
presentada por la diputada María Joann Novoa Mossber-
ger, del Grupo Parlamentario de Acción Nacional, el 7 de
abril de 2011.

Quinto. Archívense las iniciativas como asuntos totalmen-
te concluidos.

Palacio Legislativo, a 27 de mayo de 2011.

La Comisión de Población, Fronteras y Asuntos Migratorios, di-
putados: Norma Leticia Salazar Vázquez (rúbrica), Julieta Octavia
Marín Torres (rúbrica), Ana Georgnina Zapata Lucero (rúbrica), Cris-
tabell Zamora Cabrera (rúbrica), Gumercindo Castellanos Flores (rú-
brica), Ramón Jiménez Fuentes (rúbrica), Teresa Guadalupe Reyes Sa-
hagún (rúbrica), Heriberto Ambrosio Cipriano (rúbrica), Guillermina
Casique Vences, José del Pilar Córdova Hernández, Jorge Venustiano
González Ilescas (rúbrica), Olivia Guillén Padilla (rúbrica), Sandra
Méndez Hernández (rúbrica), Héctor Pedraza Olguín (rúbrica), Miguel
Ernesto Pompa Corella (rúbrica), Adriana Terrazas Porras (rúbrica),
Carlos Martínez Martínez, Jaime Oliva Ramírez (rúbrica), María Yo-
landa Valencia Vales, Francisco Arturo Vega de Lamadrid (rúbrica),



Ariel Gómez León (rúbrica), José M. Torres Robledo, Alfonso Primi-
tivo Ríos Vázquez, Roberto Pérez de Alva Blanco, Eduardo Ledesma
Romo, Rafael Rodríguez González, Moisés Villanueva de la Luz.»

LEY FEDERAL DE PROTECCION AL CONSUMIDOR

La Secretaria diputada María Dolores del Río Sánchez:
«Dictamen de la Comisión de Economía, con puntos de
acuerdo por los que se desecha la iniciativa con proyecto
de decreto que reforma el artículo 34 de la Ley Federal de
Protección al Consumidor

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Economía de la Cámara de Diputados del
Congreso de la Unión correspondiente a la LXI Legislatu-
ra, con fundamento en los artículos 66 y 68 de su Regla-
mento, fue turnada para estudio y dictamen la iniciativa
con proyecto de decreto por el que se reforma el artícu-
lo 34 de la Ley Federal de Protección al Consumidor,
presentada por el diputado Jorge Antonio Kahwagi Maca-
ri, del Grupo Parlamentario de Nueva Alianza, el 7 de abril
de 2011.

La Comisión de Economía, con fundamento en los artícu-
los 39 y 45, numeral 6, incisos e) y f), de la Ley Orgánica
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos,
así como 66, 68, 157 y 158, inciso 1, fracción IV, del Re-
glamento de la Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión, se abocó al estudio y análisis de la iniciativa men-
cionada, al tenor de los siguientes

Antecedentes

Primero. En sesión celebrada en la Cámara de Diputados
el 7 de abril de 2011, sus secretarios dieron cuenta al pleno
de esta soberanía de la iniciativa con proyecto de decreto
que se mencionó en el exordio del presente dictamen.

Segundo. El presidente de la Mesa Directiva acordó dar el
siguiente trámite: “Túrnese a la Comisión de Econo-
mía”.

Tercero. El legislador propone en resumen lo siguiente:

• Establecer que los aparatos portátiles de reproducción
de audio deberán consignar en su publicidad, empaques

y manuales de utilización el nivel auditivo adecuado en
la emisión del sonido, conforme a los criterios que esta-
blezca la Procuraduría Federal del Consumidor, con la
opinión de la Secretaría de Salud, considerando siempre
una leyenda que exprese “El uso incorrecto puede pro-
vocar sordera”.

Consideraciones

Primera. Que de conformidad con el numeral 3 del artícu-
lo 39 de la Ley Orgánica del Congreso General de los Es-
tados Unidos Mexicanos, en relación con el 34 de la Ley
Orgánica de la Administración Pública Federal, la Comi-
sión de Economía es competente para conocer sobre la ini-
ciativa mencionada en el exordio del presente dictamen.

Segunda. Los integrantes de la Comisión de Economía re-
conocen el trabajo del diputado Kahwagi Macari al tratar
de impulsar reformas legales que amplíen los derechos de
los consumidores. Sin embargo, estiman que la propuesta
que se dictamina ya se regula tanto en la Ley Federal de
Protección al Consumidor como en la NOM-24-SCFI-
0998.

1. En efecto, el artículo 41 de la Ley Federal de Protec-
ción al Consumidor a la letra reza:

Artículo 41. Cuando se trate de productos o servicios
que de conformidad con las disposiciones aplicables
se consideren potencialmente peligrosos para el con-
sumidor o lesivos para el medio ambiente o cuando sea
previsible su peligrosidad, el proveedor deberá incluir
un instructivo que advierta sobre sus características
nocivas y explique con claridad el uso o destino reco-
mendado y los posibles efectos de su uso, aplicación
o destino fuera de los lineamientos recomendados. El
proveedor responderá de los daños y perjuicios que cau-
se al consumidor la violación de esta disposición, sin
perjuicio de lo dispuesto en el artículo 92 Ter de esta ley.

Asimismo, el artículo 17 del Reglamento de la Ley Fe-
deral de Protección al Consumidor establece:

Artículo 17. Se entiende que un bien, producto o ser-
vicio afecta o puede afectar la vida, la salud o la se-
guridad de las personas cuando su consumo inte-
rrumpa o pueda interrumpir la vida, o ponga o pueda
poner en riesgo la continuidad de la misma, o suspenda
o pueda suspender el buen funcionamiento del orga-
nismo humano, bien sea por sus características corrosi-
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vas, reactivas, explosivas, tóxicas, inflamables, radiacti-
vas o biológico-infecciosas, o porque implique el uso de
mecanismos, instrumentos o aparatos peligrosos en sí
mismos por la velocidad que desarrollen, por la energía
que conduzcan o por otras causas análogas.

De los anteriores dispositivos, se desprende que la le-
gislación de protección de los consumidores vigente es-
tablece como obligación para los proveedores el que
cualquier tipo de producto que de alguna manera pueda
tener un efecto lesivo en el consumidor, deba advertir
las consecuencias de su uso fuera de las indicaciones re-
comendadas.

Además, la NOM-024-SCFI-0998 que regula “los re-
quisitos de información comercial que deben ostentar
los empaques, instructivos y garantías para los produc-
tos electrónicos, eléctricos y electrodomésticos, así co-
mo sus accesorios y consumibles, destinados al consu-
midor final, cuando éstos se comercialicen en el
territorio de los Estados Unidos Mexicanos”, establece
que dichos productos deben ir acompañados o tener im-
presos sobre el empaque los instructivos y advertencias
necesarios que contengan las especificaciones claras y
precisas para su uso normal, así como las advertencias
para el manejo seguro y confiable de los mismos.1

De lo apuntado, se puede señalar que la actual legisla-
ción establece una obligación genérica de advertir al
consumidor de los posibles daños que un cierto produc-
to puede causar por su uso indebido, lo que no sólo bar-
ca a uno en particular como la propuesta que se dicta-
mina –aparatos portátiles que emiten sonido–, sino que
es más amplia pues su espectro es para todo tipo de apa-
rato.

Con esto se puede concluir que la preocupación que se
desprende de la exposición de motivos de la iniciativa se
encuentra atendida en la ley actual.

2. Adicionalmente, cabe decir que la propuesta no es
acorde con la arquitectura legal de nuestro sistema jurí-
dico, pues si bien se encuentra en el campo de protec-
ción de los consumidores, de conformidad con la Ley
Federal sobre Metrología y Normalización, su regula-
ción corresponde a las normas oficiales mexicanas, pues
el artículo 40 de dicho cuerpo normativo establece:

Artículo 40. Las normas oficiales mexicanas tendrán
como finalidad establecer

I. Las características o especificaciones que deban reu-
nir los productos y procesos cuando éstos puedan cons-
tituir un riesgo para la seguridad de las personas o dañar
la salud humana, animal, vegetal, el medio ambiente ge-
neral y laboral, o para la preservación de recursos natu-
rales;

Así, se puede observar que la actual legislación en la
materia regula la preocupación expresada en la iniciati-
va siguiendo el parámetro establecido tanto en la Ley
Federal de Protección al Consumidor como en la Ley
Federal sobre Metrología y Normalización. Asimismo,
se puede concluir que realizar una regulación particular
para cada artefacto que pueda tener efectos nocivos en
la salud de las personas traería consigo una sobrerregu-
lación, para lo que no se encuentra suficiente justifica-
ción.

Tercera. En virtud de lo expuesto, la Comisión de Econo-
mía somete a consideración del pleno de esta asamblea los
siguientes

Acuerdos

Primero. Se desecha la iniciativa que reforma el artículo
34 de la Ley Federal de Protección al Consumidor, presen-
tada por el diputado Jorge Antonio Kahwagi Macari, del
Grupo Parlamentario de Nueva Alianza, el 7 de abril de
2011.

Segundo. Archívese el presente asunto, como total y defi-
nitivamente concluido.

Nota:

1 Numerales 6.1 y 6.1.1 de la NOM-024-SCFI-0998.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 8 de junio de 2011.

La Comisión de Economía, diputados: Ildefonso Guajardo Villarre-
al (rúbrica), presidente; Alejandro Cano Ricaud (rúbrica), Jorge Alber-
to Juraidini Rumilla, Narcedalia Ramírez Pineda (rúbrica), Melchor
Sánchez de la Fuente, José Luis Velasco Lino (rúbrica), Leoncio Al-
fonso Morán Sánchez (rúbrica), María Antonieta Pérez Reyes, Norma
Sánchez Romero (rúbrica), Indira Vizcaíno Silva, Rodrigo Pérez-Alon-
so González (rúbrica), Jorge Antonio Kahwagi Macari, secretarios;
Manuel Ignacio Acosta Gutiérrez, José Antonio Arámbula López (rú-
brica), Raúl Gerardo Cuadra García (rúbrica), Pavel Díaz Juárez, Ser-
gio Gama Dufour (rúbrica), Jorge Hernández Hernández (rúbrica), Su-
sana Hurtado Vallejo (rúbrica), Ramón Jiménez López (rúbrica), Vidal



Llerenas Morales, Ifigenia Martha Martínez y Hernández (rúbrica),
Luis Enrique Mercado Sánchez, María Florentina Ocegueda Silva (rú-
brica), David Penchyna Grub, Enrique Salomón Rosas Ramírez, Gui-
llermo Raúl Ruiz de Teresa, David Ricardo Sánchez Guevara, Víctor
Roberto Silva Chacón (rúbrica).»

LEY PARA PREVENIR Y SANCIONAR 
LA TRATA DE PERSONAS

La Secretaria diputada María Dolores del Río Sánchez:
«Dictamen de la Comisión de Derechos Humanos, con
puntos de acuerdo por los que se desecha la iniciativa con
proyecto de decreto que reforma los artículos 5 y 6 de la
Ley para prevenir y sancionar la Trata de Personas

Honorable Asamblea: 

La Comisión de Derechos Humanos de la Cámara de Di-
putados de la LXI Legislatura, con fundamento en los artí-
culos 39 y 45, numeral 6, incisos e), f) y g), de la Ley Or-
gánica del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, así como en los artículos 80, numeral 1, frac-
ción II; 157, numeral 1, fracción I; y 158, numeral 1, frac-
ción IV, del Reglamento de la Cámara de Diputados, so-
mete a su consideración el presente dictamen al tenor de
los siguientes

Antecedentes

1. En sesión celebrada el 15 de diciembre de 2010, la di-
putada Olivia Guillén Padilla, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional de la LXI Legislatura
de la Cámara de Diputados, presentó iniciativa con pro-
yecto de decreto por el que se reforma el artículo 5 y se adi-
ciona un inciso c) a la fracción III del artículo 6 de la Ley
Federal para prevenir y sancionar la Trata de Personas.

2. En la misma fecha, la Presidencia de la Mesa Directiva
de la Cámara de Diputados turnó la iniciativa en comento
a la Comisión de Derechos Humanos para análisis y elabo-
ración del dictamen correspondiente.

Contenido de la iniciativa

La iniciativa de la diputada Olivia Guillén señala la nece-
sidad de que se amplíen las hipótesis del tipo penal consig-
nado en la Ley Federal para prevenir y sancionar la Trata

de Personas, en virtud de que considera que la actual des-
cripción del tipo penal dificulta a los ministerios públicos
la comprobación de los elementos de este delito, “porque
limita la tipificación del delitos a los daños emocionales
que pueda causar y no a las modalidades en las que este de-
lito pueda darse”.  

Para conseguir el objetivo planteado, propone reformar el
artículo 5 de la ley referida, a efecto de ampliar las hipóte-
sis del tipo penal que contempla el citado precepto e incluir
los supuestos de explotación laboral, matrimonio forzado o
servil y venta de personas. 

Asimismo, plantea que para este delito en particular, se eli-
mine el consentimiento de la víctima como una causal de
exclusión del delito; para ello, propone adicionar un inciso
c) a la fracción III del artículo 6 de la ley en comento don-
de se establece expresamente este supuesto.

Consideraciones 

La iniciativa que nos ocupa describe las características
fundamentales de la trata de personas y aportan cifras y da-
tos que nos dan un panorama muy claro de la gravedad del
fenómeno en nuestro país y a nivel mundial, así como de
las repercusiones emocionales y psicológicas en las vícti-
mas. 

Esta iniciativa propone ampliar las conductas típicas que se
contemplan en el texto actual del artículo 5 de la Ley Fe-
deral para prevenir y sancionar la Trata de Personas
(LFPSTP), como resultado de las cifras referidas en la ex-
posición de motivos que han emitido organismos interna-
cionales y el Instituto Nacional de Estadística y Geografía;
sin embargo, al mismo tiempo reconoce expresamente que
“no se cuenta con estadísticas claras que nos den informa-
ción acerca de las dimensiones del problema. Se observa la
ausencia de registros oficiales, de estadísticas y de infor-
mes nacionales cualitativos que permitan caracterizar el fe-
nómeno para así poder combatirlo de manera más eficien-
te”. 

Por lo que corresponde a la adición propuesta al artículo 6
de la LFPSTP, se considera improcedente porque la redac-
ción del artículo al cual se pretende adicionar el inciso c, se
refiere a las penas que se aplicarán a quien cometa el deli-
to de trata de personas y, particularmente, a las agravantes
que deberán de aplicarse en caso de que concurran los si-
guientes supuestos:
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Artículo 6. A quien cometa el delito de trata de perso-
nas se le aplicarán:

… 

I. y II. …

III. Las penas que resulten de las fracciones I y II de es-
te artículo se incrementarán hasta en una mitad:

a) Si el agente se valiese de la función pública que tu-
viere o hubiese ostentado sin tener la calidad de servi-
dor público. Además, se impondrá al servidor público la
destitución del empleo, cargo o comisión públicos e in-
habilitación para desempeñar otro hasta por un tiempo
igual al de la pena de prisión impuesta; o cuando la víc-
tima sea persona mayor de sesenta años de edad; o se
trate de persona indígena;

b) Cuando el sujeto activo del delito tenga parentesco
por consanguinidad, afinidad o civil o habite en el mis-
mo domicilio con la víctima, aunque no existiera paren-
tesco alguno, o sea tutor o curador de la víctima; ade-
más, según las circunstancias del hecho, podrá perder la
patria potestad, el derecho a alimentos que le corres-
pondiera por su relación con la víctima y el derecho que
pudiere tener respecto a los bienes de ésta.

Cuando en la comisión del delito de trata de personas con-
curra otro delito, se aplicarán las reglas del concurso esta-
blecidas en el libro primero del Código Penal Federal.

El consentimiento otorgado por la víctima se regirá en tér-
minos del artículo 15 fracción III del Código Penal Fede-
ral.

En tal virtud la propuesta de incorporar a la fracción III, co-
mo inciso c), relativo al “consentimiento otorgado por la
víctima tratándose trata de personas, cualquiera que sea su
edad o condición jurídica no será causa de exclusión del
delito”, se encuentra fuera de contexto en razón de que es-
ta fracción se refiere a los supuestos por los que se incre-
menta la penalidad del delito tratándose de la calidad del
sujeto activo. 

Sumado a lo anterior, el último párrafo del artículo 6, mis-
mo que remite al artículo 15, fracción III, del Código Penal
Federal, para la aplicación de las causas de exclusión del
delito por el consentimiento de la víctima dispone que:

Artículo 15. El delito se excluye cuando:

I. El hecho se realice sin intervención de la voluntad del
agente;

II. Se demuestre la inexistencia de alguno de los ele-
mentos que integran la descripción típica del delito de
que se trate; 

III. Se actúe con el consentimiento del titular del bien
jurídico afectado, siempre que se llenen los siguientes
requisitos:

a) Que el bien jurídico sea disponible;

b) Que el titular del bien tenga la capacidad jurídica pa-
ra disponer libremente del mismo; y

c) Que el consentimiento sea expreso o tácito y sin que
medie algún vicio; o bien, que el hecho se realice en cir-
cunstancias tales que permitan fundadamente presumir
que, de haberse consultado al titular, éste hubiese otor-
gado el mismo;

En tal caso, la propuesta debe comprender este precepto
del código sustantivo por tratarse del ordenamiento corres-
pondiente en la materia y que regula de manera el consen-
timiento en la comisión de delitos.

Por lo expuesto y fundado, esta Comisión de Derechos Hu-
manos somete a consideración de la honorable asamblea de
la Cámara de Diputados los siguientes

Acuerdos

Primero. Se desecha la iniciativa con proyecto de decreto
por el que se reforma el artículo 5 y se adiciona un inciso
c) a la fracción III del artículo 6 de la Ley Federal para pre-
venir y sancionar la Trata de Personas, presentado por la
diputada Olivia Guillén Padilla el 15 de diciembre de 2010.

Segundo. Archívese el presente asunto como total y defi-
nitivamente concluido.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 2 de junio de 2011.

La Comisión de Derechos Humanos, diputados: Manuel Cadena
Morales (rúbrica), presidente; Sabino Bautista Concepción (rúbrica),
Jaime Flores Castañeda (rúbrica), Diva Hadamira Gastélum Bajo, Cla-
ra Gómez Caro (rúbrica), Rosa Adriana Díaz Lizama (rúbrica), Rosi



Orozco (rúbrica), Enoé Margarita Uranga Muñoz (rúbrica), secretarios;
Velia Idalia Aguilar Armendáriz, María del Rosario Brindis Álvarez,
Salvador Caro Cabrera (rúbrica), Yulenny Guylaine Cortés León, Sami
David David (rúbrica), Margarita Gallegos Soto, Lizbeth García Coro-
nado (rúbrica), Noé Fernando Garza Flores, Diana Patricia González
Soto, María del Carmen Guzmán Lozano (rúbrica), Héctor Hernández
Silva (rúbrica), Juan Pablo Jiménez Concha (rúbrica), Yolanda del Car-
men Montalvo López, Aránzazu Quintana Padilla, Teresa Guadalupe
Reyes Sahagún (rúbrica), Florentina Rosario Morales (rúbrica), Jaime
Sánchez Vélez (rúbrica), María Sandra Ugalde Basaldúa, Guadalupe
Valenzuela Cabrales (rúbrica), J. Eduardo Yáñez Montaño (rúbrica).»

LEY PARA PREVENIR Y SANCIONAR 
LA TRATA DE PERSONAS

La Secretaria diputada María Dolores del Río Sánchez:
«Dictamen de la Comisión de Derechos Humanos, con
puntos de acuerdo por los que se desecha la iniciativa con
proyecto de decreto que reforma el artículo 5 de la Ley pa-
ra prevenir y sancionar la Trata de Personas

Honorable Asamblea:

La Comisión de Derechos Humanos de la Cámara de Di-
putados de la LXI Legislatura, con fundamento en los artí-
culos 39 y 45, numeral 6, incisos e), f) y g), de la Ley Or-
gánica del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, así como los artículos 80, numeral 1, fracción
II; 157, numeral 1, fracción I, y 158, numeral 1, fracción
IV, del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a
su consideración el presente dictamen al tenor de los si-
guientes

Antecedentes

1. El 9 de junio de 2010, la diputada María Araceli Váz-
quez Camacho, integrante del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática, con fundamento en
el artículo 71 fracción II de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos y 55, fracción II, del Regla-
mento para el Gobierno Interior del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, presentó la iniciativa con
proyecto de decreto que reforma el artículo 5 de Ley para
Prevenir y Sancionar la Trata de Personas.

2. Ese mismo día, la Presidencia de la Mesa Directiva de
esta Cámara de Diputados turnó la iniciativa en comento a

la Comisión de Derechos Humanos, para su análisis y ela-
boración del dictamen correspondiente.

3. El 24 de febrero de 2011, la Presidencia de la Mesa Di-
rectiva de esta Cámara de Diputados, de nueva cuenta, tur-
nó la iniciativa mencionada a la Comisión de Derechos Hu-
manos, para su análisis y elaboración del dictamen
correspondiente, bajo los términos del nuevo Reglamento
de la Cámara de Diputados.

Contenido de la iniciativa

La diputada María Araceli Vázquez Camacho expresa en la
exposición de motivos de su iniciativa que la trata de per-
sonas en la actualidad es considerada como la nueva escla-
vitud, que en México de muy diversa y deficiente manera
se encuentra regulada y que por lo mismo sólo en el Dis-
trito Federal se ha logrado hasta ahora una sentencia con-
denatoria por este ilícito.

La legisladora en su propuesta destaca la importancia de
revisar el tipo penal de la trata de personas como han su-
gerido distintos especialistas del tema, por lo que estima
que el tipo penal definido en la legislación federal alude a
otras conductas como el lenocinio o la corrupción de me-
nores, circunstancia que han posibilitado que algunos jue-
ces no dicten sentencias congruentes con la trata de perso-
nas.

Agrega la proponente que el actual tipo penal de trata de
personas soslaya principios como el de “exacta aplicación
de la ley” y que los abogados postulantes se valen de otros
principios como el de in dubio pro reo para favorecer a sus
clientes y desvirtuar la imputación del delito de trata de
personas.

Refiere la diputada Vázquez que la trata de personas aten-
ta contra el libre desarrollo de la personalidad, por lo que
se le debe dar mayor importancia al elemento relativo a la
acción de “someter”, en virtud de que “lastima la dignidad
humana y priva de la libertada a quienes son sus víctimas”.
Por lo tanto, plantea modificar la redacción del tipo penal
de trata de personas previsto en el artículo 5 de la Ley pa-
ra Prevenir y Sancionar la Trata de Personas.

Derivado del análisis de la iniciativa de mérito, esta Comi-
sión formula las siguientes:
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Consideraciones

En su iniciativa con proyecto de decreto, la diputada Váz-
quez Camacho basa fundamentalmente su propuesta en la
necesidad de modificar el tipo penal de trata de personas,
por la falta de casos en los que jurisdiccionalmente se ha-
yan resuelto de manera condenatoria en los estados de la
República Mexicana. 

La legisladora menciona al Distrito Federal como la única
entidad federativa donde se ha dictado sentencia por el de-
lito de trata de personas. Al respecto, en aras de la autono-
mía y división de poderes, ésta Comisión omite pronun-
ciarse al respecto, en torno a los argumentos que expresa la
proponente a la legislación del Distrito Federal.

Por otra parte, dentro de otras de las causas que señala la
proponente en su iniciativa, se encuentran ciertos princi-
pios de los que se valen los abogados postulantes ante los
jueces para favorecer a sus clientes. Este señalamiento se
relaciona más a un tema de práctica legal (argumentación e
interpretación jurídica) que al concerniente a la manera en
que está redactado el tipo penal en estudio. 

El nuevo tipo penal de trata de personas que se propone, re-
quiere de mayores elementos técnicos, ya que por una par-
te la legisladora señala como un valor central el valor jurí-
dicamente tutelado como lo es el libre desarrollo de la
personalidad y por otra parte,  a la acción de “someter” lo
vincula con la expresión “para obtener un beneficio para sí
o un tercero”.

En cuanto al valor tutelado, en la primera parte de la re-
dacción propuesta se alude a que “comete el delito de trata
de personas quien realice conductas que resulten en el me-
noscabo de la personalidad del sujeto pasivo”, de cuya lec-
tura se deduce que el aspecto crucial precisamente es el tér-
mino “personalidad”, como el valor que vulnera la acción
del sujeto activo del ilícito. Sin embargo, en ninguna parte
del planteamiento se precisa lo que dicho concepto impli-
ca, lo que propicia que tal vocablo revista de un amplio
sentido de interpretación, y por tanto, de compleja deter-
minación.

En lo que se refiere a la segunda parte de la descripción tí-
pica del delito, el propósito fundamental de la conducta del
sujeto activo contra el sujeto pasivo, se centra en el verbo
“someter”. 

De acuerdo con los usos aplicables a este tema, el Diccio-
nario de la Lengua Española define la palabra “someter”
como “sujetar, humillar a una persona…”1 y la expresión
“beneficio” implica obtener “provecho”2 que sin la debida
precisión, el texto propuesto queda muy abierto y también
genera problemas para el intérprete de la norma. 

Además, no existe una correspondencia clara del verbo
“someter” con las diversas conductas relacionadas con la
trata de personas (violencia física o psicológica, explota-
ción sexual, esclavitud o servidumbre, extirpación de órga-
no, tejido o sus componentes), y no puede considerarse a la
vez una misma descripción como la configuración típica
del delito y las agravantes del mismo, tal y como se en-
cuentra planteado en la iniciativa.

Asimismo, esta dictaminadora considera indispensable in-
troducir en las propuestas de esta materia, los elementos
contenidos en los diversos instrumentos internacionales
que combaten la trata de personas. 

En la parte relativa a las agravantes del delito de trata de
personas, la propuesta no considera lo establecido en el ar-
tículo 6 de esta misma Ley, toda vez que las conductas es-
pecíficas que pretende agravar de los sujetos activos, debe
contemplarse en los supuestos ya previstos en la ley de
conformidad con la armonía y técnica legislativa que debe
contener todo cuerpo normativo. 

Por lo anteriormente expuesto, esta Comisión de Derechos
Humanos somete a la consideración de la honorable asam-
blea de la Cámara de Diputados el siguiente:

Acuerdo

Primero. Se desecha la iniciativa con proyecto de decreto
que reforma el artículo 5 de la Ley para Prevenir y Sancio-
nar la Trata de Personas, presentada por la diputada María
Araceli Vázquez Camacho, integrante del Grupo Parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática, el 9 de
junio de 2010.

Segundo. Archívese el presente asunto como total y defi-
nitivamente concluido.

Notas:

1 Diccionario de la Lengua Española, Tomo II, h/z, Madrid, Real Aca-
demia Española, vigésima segunda edición, 2001, p. 2089. 



2 Diccionario de la Lengua Española, Tomo I, a/g, Madrid, Real Aca-
demia Española, vigésima segunda edición, 2001, p. 308.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 2 de junio de 2011.

La Comisión de Derechos Humanos, diputados: Jesús Alfonso Na-
varrete Prida (rúbrica), presidente; Sabino Bautista Concepción (rúbri-
ca), Jaime Flores Castañeda (rúbrica), Diva Hadamira Gastélum Bajo,
Clara Gómez Caro (rúbrica), Rosa Adriana Díaz Lizama (rúbrica), Ro-
si Orozco (rúbrica), Enoé Margarita Uranga Muñoz (rúbrica), secreta-
rios; Velia Idalia Aguilar Armendáriz, María del Rosario Brindis Álva-
rez, Salvador Caro Cabrera (rúbrica), Yulenny Guylaine Cortés León,
Sami David David (rúbrica), Margarita Gallegos Soto, Lizbeth García
Coronado (rúbrica), Noé Fernando Garza Flores, Diana Patricia Gon-
zález Soto, María del Carmen Guzmán Lozano (rúbrica), Héctor Her-
nández Silva (rúbrica), Juan Pablo Jiménez Concha (rúbrica), Yolanda
del Carmen Montalvo López (rúbrica), Aránzazu Quintana Padilla, Te-
resa Guadalupe Reyes Shagún (rúbrica), Florentina Rosario Morales
(rúbrica), Jaime Sánchez Vélez (rúbrica), María Sandra Ugalde Basal-
dúa), Guadalupe Valenzuela Cabrales (rúbrica), J. Eduardo Yáñez
Montaño (rúbrica).»

LEY DE ASISTENCIA SOCIAL - 
LEY PARA LA PROTECCION DE LOS DERECHOS

DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES - 
LEY GENERAL DE LAS PERSONAS 

CON DISCAPACIDAD

La Secretaria diputada María Dolores del Río Sánchez:
«Dictamen de las Comisiones de Salud, y de Atención a
Grupos Vulnerables, con puntos de acuerdo por los que se
desecha la iniciativa con proyecto de decreto que reforma
los artículos 9o. de la Ley de Asistencia Social, 28 de la
Ley para la Protección de los Derechos de Niñas, Niños y
Adolescentes, y 7o. de la Ley General de las Personas con
Discapacidad

Honorable Asamblea:

Las Comisiones Unidas de Salud, y de Atención a Grupos
Vulnerables de la LXI Legislatura de la Cámara de Diputa-
dos del honorable Congreso de la Unión, con fundamento
en lo dispuesto en los artículos 1, 3, 43, 45 numerales 6, in-
ciso f), y 7 y demás relativos de la Ley Orgánica del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, y 80, 82,
numeral 1, 85, 157, fracción I, 173 y 174 del Reglamento

de la Cámara de Diputados y demás relativos de dicho or-
denamiento, presentan el siguiente dictamen.

I. Antecedentes

1. Con fecha 30 de noviembre del 2010, la diputada Janet
Graciela González Tostado, del Partido Revolucionario
Institucional, presentó iniciativa con proyecto de decreto
que reforma los artículos 9o. de la Ley de Asistencia So-
cial, 28 de la Ley para la Protección de los Derechos de Ni-
ñas, Niños y Adolescentes, y 7o. de la Ley General de las
Personas con Discapacidad.

2. Con la misma fecha la Mesa Directiva de este órgano le-
gislativo, turnó la mencionada iniciativa a la Comisión de
Salud, para su estudio y posterior dictamen.

II. Contenido de la iniciativa

Facultar a la Secretaría de Salud, en su carácter de autori-
dad sanitaria y coordinadora del Sistema Nacional de Asis-
tencia Social Pública y Privada el Sistema Nacional para el
Desarrollo Integral de la Familia, para celebrar convenios
con universidades públicas y privadas para recibir presta-
dores de servicio social en las áreas de trabajo social, psi-
cología, medicina, odontología y enfermería para que apo-
yen las acciones institucionales en la atención de las
personas adultas mayores, niñas, niños, adolescentes y per-
sonas con discapacidad, en las unidades geriátricas, médi-
cas o en el domicilio.

III. Consideraciones

Primera. La Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos consagra el derecho a la salud en su  párrafo
tercero del artículo 4o.:

Toda persona tiene derecho a la protección de la salud… y
establecerá la concurrencia de la federación y las entidades
federativas en materia de salubridad general, conforme a lo
que dispone la fracción XVI del artículo 73 de esta Consti-
tución.

Del precepto antes mencionado deriva el sistema de nor-
mas jurídicas de derecho social, que busca regular los me-
canismos y acciones para lograr que la protección de la sa-
lud sea un bien tutelado por los diversos órdenes de
gobierno, a través de la delimitación del campo de la acti-
vidad gubernamental, social e individual, siendo ésta uno
de los principales elementos de justicia social.
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El derecho a la protección de la salud, es un derecho social
y universal, independiente de la situación de vulnerabilidad
de sus destinatarios, ya que, además, es un elemento esen-
cial para que el Estado pueda sentar las bases para eliminar
la desigualdad existente entre los miembros de una socie-
dad.

En la exposición de motivos de la reforma mediante la cual
se elevó en 1983 a rango constitucional el derecho a la pro-
tección de la salud, se considera a éste como una responsa-
bilidad compartida entre los diversos órdenes de gobierno,
el individuo y la sociedad en su conjunto.

Segunda. Para poder entender la propuesta en los diferen-
tes artículos que pretende reformar, tanto de la Ley de Asis-
tencia Social, como de la Ley para la Protección de los De-
rechos de Niñas, Niños y Adolescentes, y de la Ley
General de las Personas con Discapacidad debe hacerse
mención, inicialmente, que en la carrera de médico ciruja-
no general de diferentes universidades, tanto privadas co-
mo públicas en el último año de la carrera, la Secretaría de
Salud junto con los Institutos de Salud Estatales, dentro del
Programa Nacional de Servicio Social en el Sistema Na-
cional de Salud, se establece que se cumpla con un año de
servicio social, en el cual se tiene la oportunidad de asistir,
educar, promover la educación a la salud y dar consulta a
las personas de la población que se nos fue asignada.

Igualmente sucede con los potenciales profesionistas en
odontología, psicología y pasantes de enfermería. No es
excedente mencionar, que en los médicos que realizan es-
pecialidades, igualmente en el último año de la carrera
vuelven a otorgar servicio social a poblaciones asignadas
por la Secretaría de Salud, sólo que en este caso es a uni-
versos diferentes, por ejemplo, los geriatras acuden a po-
blaciones con personas adultas mayores, los pediatras a la
población infantil, y así sucesivamente.

Tercera. En la Ley General de Salud, actualmente existe
un capítulo denominado “Servicio Social de Pasantes y
Profesionales”, un rubro completo sobre la normatividad y
articulado que deben de llevar a cabo los diferentes poten-
ciales a profesionistas. Se señala el capítulo anteriormente
mencionado, el cual debe ser considerado para el dictamen
que se pretende.

Capítulo II Servicio Social de Pasantes y Profesionales

Artículo 84. Todos los pasantes de las profesiones para
la salud y sus ramas deberán prestar el servicio social en

los términos de las disposiciones legales aplicables en
materia educativa y de las de esta ley.

Artículo 85. Los aspectos docentes de la prestación del
servicio social se regirán por lo que establezcan las ins-
tituciones de educación superior, de conformidad con
las atribuciones que les otorgan las disposiciones que ri-
gen su organización y funcionamiento y lo que determi-
nen las autoridades educativas competentes.

La operación de los programas en los establecimientos de
salud se llevará a cabo de acuerdo a los lineamientos esta-
blecidos por cada una de las instituciones de salud y lo que
determinen las autoridades sanitarias competentes.

Artículo 86. Para los efectos de la eficaz prestación del
servicio social de pasantes de las profesiones para la sa-
lud, se establecerán mecanismos de coordinación entre
las autoridades de salud y las educativas, con la partici-
pación que corresponda a otras dependencias competen-
tes.

Artículo 87. La prestación del servicio social de los pa-
santes de las profesiones para la salud, se llevará a cabo
mediante la participación de los mismos en las unidades
aplicativas del primer nivel de atención, prioritariamen-
te en áreas de menor desarrollo económico y social.

Artículo 88. La Secretaría de Salud y los gobiernos de
las entidades federativas, en sus respectivos ámbitos de
competencia, con la participación de las instituciones de
educación superior, elaborarán programas de carácter
social para los profesionales de la salud, en beneficio de
la colectividad, de conformidad con las disposiciones
legales aplicables al ejercicio profesional.

Cuarta. Dadas las anteriores consideraciones, en las cua-
les se expone que los potenciales profesionistas de sicolo-
gía, enfermería y odontología, entre otros, también partici-
pan de este servicio social establecido en la Ley General de
Salud.

Asimismo, el artículo 86 establece claramente, la obliga-
ción de las autoridades sanitarias para coordinarse con las
educativas, en materia de la prestación de los servicios so-
ciales de pasantes y profesionales en la salud, por lo que se
considera redundante e innecesaria la propuesta de la ini-
ciante.



Quinta. Esta dictaminadora, también considera convenien-
te señalar que el 15 de diciembre del 2010, el pleno de la
honorable Cámara de Diputados aprobó en lo general el
dictamen de la Comisión de Atención a Grupos Vulnera-
bles, con proyecto de decreto que expide la Ley General
para la Inclusión de las Personas con Discapacidad.

Dicho dictamen, fue un arduo trabajo de esta comisión y de
su correlativa en la Cámara de Senadores, y en el cual se
unieron 22 iniciativas que modificaban, reformaba y adi-
cionaban diversos artículos de las leyes que pretende mo-
dificar la promovente; del anterior dictamen, se desprendió
la creación de una nueva Ley General para el Desarrollo y
la Inclusión de las Personas con Discapacidad, la cual
abroga la Ley General de las Personas con Discapacidad
publicada en el Diario Oficial de la Federación el 10 de ju-
nio de 2005 y se derogan todas aquellas disposiciones que
se opongan al presente decreto.

Sexta. Es por lo anterior, y en razón de no obstaculizar el
trabajo realizado por la comisión dictaminadora de Aten-
ción a Grupos Vulnerables, mediante el dictamen mencio-
nado en la consideración anterior, el cual se encuentra en la
colegisladora para efectos de lo establecido en el artículo
72 inciso a), que no se considera viable la propuesta de la
diputada Janet González Tostado.

En mérito de lo expuesto, las Comisiones Unidas de Salud,
y de Atención a Grupos Vulnerables se permiten someter a
la consideración del pleno de la honorable Cámara de Di-
putados el siguiente

Resolutivo

Primero. Se desecha la iniciativa proyecto de decreto que
reforma los artículos 9o. de la Ley de Asistencia Social, 28
de la Ley para la Protección de los Derechos de Niñas, Ni-
ños y Adolescentes, y 7o. de la Ley General de las Perso-
nas con Discapacidad, presentada por la diputada Janet
Graciela González Tostado, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional.

Segundo. Archívese el asunto como total y definitivamen-
te concluido.

Palacio Legislativo, a los 12 días de abril del 2011.

La Comisión de Salud, diputados: Miguel Antonio Osuna Millán (rú-
brica), presidente; Marco Antonio García Ayala (rúbrica), María Cris-
tina Díaz Salazar (rúbrica), Antonio Benítez Lucho, Rosalina Mazari

Espín, Rodrigo Reina Liceaga (rúbrica), Gloria Trinidad Luna Ruiz,
José Antonio Yglesias Arreola, Silvia Esther Pérez Ceballos, Heladio
Gerardo Verver y Vargas Ramírez (rúbrica), Carlos Alberto Ezeta Sal-
cedo, María del Pilar Torre Canales (rúbrica), secretarios; Felipe Bor-
ja Texocotitla (rúbrica), Yolanda de la Torre Valdez (rúbrica), Olga Luz
Espinoza Morales, Leandro Rafael García Bringas (rúbrica), Clara Gó-
mez Caro, Delia Guerrero Coronado (rúbrica), José Manuel Hinojosa
Pérez (rúbrica), José Luis Marcos León Perea (rúbrica), Fernando Mo-
rales Martínez, Alfonso Primitivo Ríos Vázquez, Ana Elia Paredes Ár-
ciga (rúbrica), Guadalupe Eduardo Robles Medina, Sergio Tolento
Hernández (rúbrica), Alicia Elizabeth Zamora Villalva, Laura Piña Ol-
medo, Leticia Quezada Contreras (rúbrica), Malco Ramírez Martínez,
Oralia López Hernández (rúbrica).

La Comisión de Atención a Grupos Vulnerables, diputados: Yolan-
da de la Torre Valdez (rúbrica), presidenta; Delia Guerrero Coronado
(rúbrica), Susana Hurtado Vallejo (rúbrica), Daniela Nadal Riquelme
(rúbrica), Carlos Bello Otero (rúbrica), Yolanda del Carmen Montalvo
López (rúbrica), María Joann Novoa Mossberger (rúbrica), Claudia
Edith Anaya Mota (rúbrica), secretarios; Velia Idalia Aguilar Armen-
dáriz (rúbrica), Pedro Ávila Nevárez, Bélgica Nabil Carmona Cabrera,
Hilda Ceballos Lleneras (rúbrica), Olga Luz Espinosa Morales, Laura
Felícitas García Dávila (rúbrica), Inocencio Ibarra Piña (rúbrica),
Blanca Estela Jiménez Hernández (rúbrica), Margarita Liborio Arrazo-
la, Ilich Augusto Lozano Herrera, Rosalina Mazari Espín, Nely Edith
Miranda Herrera (rúbrica), Rosario Ortiz Yeladaqui, Ana Elia Paredes
Árciga (rúbrica), María Isabel Pérez Santos, Diana Patricia González
Soto, Caritina Sáenz Vargas (rúbrica), Laura Margarita Suárez Gonzá-
lez, María Sandra Ugalde Basaldúa, Guadalupe Valenzuela Cabrales
(rúbrica).»

LEY DE CIENCIA Y TECNOLOGIA

La Secretaria diputada María Dolores del Río Sánchez:
«Dictamen de la Comisión de Ciencia y Tecnología, con
puntos de acuerdo por los que se desecha la iniciativa con
proyecto de decreto que reforma los artículos 1o. a 3o. y
5o. de la Ley de Ciencia y Tecnología

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Ciencia y Tecnología de la LXI Legisla-
tura le fue turnada para su estudio, análisis y dictamen co-
rrespondiente, la iniciativa con proyecto de decreto que re-
forma los artículos 1, 2, 3 y 5 de la Ley de Ciencia y
Tecnología.
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Esta Comisión de Ciencia y Tecnología de la honorable
Cámara de Diputados de la LXI Legislatura, de conformi-
dad con lo dispuesto en los artículos 39 y 45, numeral 6, e
incisos e), f) y g), de la Ley Orgánica del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos; así como los artícu-
los 80, 82, numeral 1, 85, 157, numeral 1, fracción I, 158,
numeral 1, fracción IV, 176, 182, numeral 1, y demás rela-
tivos del Reglamento de la Cámara de Diputados, presenta
a consideración de esta soberanía el siguiente:

Dictamen

I. Antecedentes 

1. En sesión plenaria celebrada el 15 de febrero de 2011
por la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la
Unión, la diputada Laura Arizmendi Campos, integrante
del Grupo Parlamentario de Convergencia presentó ante el
Pleno de esta Soberanía, la iniciativa con proyecto de de-
creto que reforma los artículos 1, 2, 3 y 5 de la Ley de
Ciencia y Tecnología.

2. En la misma fecha, la Presidencia de la Mesa Directiva
de la Cámara de Diputados turnó la iniciativa en comento
a la Comisión de Ciencia y Tecnología, para el estudio,
análisis y elaboración del dictamen correspondiente.

II. Contenido de la iniciativa 

La iniciativa de la diputada Laura Arizmendi Campos, del
Grupo Parlamentario de Convergencia, propone reformar
los artículos 1, 2, 3 y 5 de la Ley de Ciencia y Tecnolo-
gía con el objeto de incluir en diversas disposiciones de
la ley a organizaciones de la sociedad civil con prestigio
reconocido en la materia.

La legisladora argumenta que de acuerdo con información
del Índice Mundial de Competitividad, difundido por la
Organización para la Cooperación y el Desarrollo Econó-
micos (OCDE) y el Consejo Nacional de Ciencia y Tecno-
logía (Conacyt), México presenta condiciones desfavora-
bles en los resultados claves para el desarrollo de la
ciencia, la tecnología y la innovación.

Esta afirmación se fundamenta en un cuadro comparativo
que mide el índice mundial de competitividad en el cual se
analizan diversos países miembros de la OCDE a partir de
diversos factores como el número de habitantes, número de
Investigadores, la producción anual de doctores, las paten-
tes que se producen, así como el porcentaje del PIB que

destinan para el gasto en Investigación y Desarrollo Expe-
rimental.

Menciona también la clara diferencia que existe entre Mé-
xico y países como Finlandia, China, Corea, Suecia y Es-
tados Unidos, quienes durante más de dos décadas encabe-
zan los comparativos del Índice de Competitividad, que
también toma en cuenta el grado de desarrollo económico,
la educación, el ingreso per cápita, el bienestar de la po-
blación, el empleo y en general el desarrollo social; entre
otros indicadores.

La legisladora expone también el problema de la demanda
insatisfecha de académicos e investigadores, en relación
directa con el presupuesto que se otorga al ámbito científi-
co, siendo que el porcentaje destinado a este rubro corres-
ponde al 0.35% del PIB, que representa la menor propor-
ción que se haya otorgado para la investigación en 20 años.

La diputada Arizmendi añade que el presupuesto asignado
no atiende a los preceptos de la Ley en cuestión, que obli-
ga al Estado a designar no menos del 1% del producto in-
terno bruto (PIB), aun cuando la cifra queda por debajo de
las recomendaciones de organismos internacionales como
la UNESCO, la OCDE y el Banco Mundial, que sugieren
invertir entre 1 y 1.5% del PIB en ciencia, tecnología e in-
novación para impulsar el crecimiento económico de las
naciones en desarrollo.

Con base en los argumentos antes expuestos, la diputada
Laura Arizmendi Campos propone las siguientes adiciones
a los artículos 1, 2, 3 y 5 de la Ley de Ciencia y Tecnolo-
gía:

Ley de Ciencia y Tecnología 

Capítulo I 
Disposiciones Generales 

Artículo 1. 

La presente Ley es reglamentaria de la fracción V del
artículo 3 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, y tiene por objeto: 

I. Regular los apoyos que el gobierno federal está obli-
gado a otorgar para impulsar, fortalecer, desarrollar y
consolidar la investigación científica, el desarrollo tec-
nológico y la innovación en general en el país; 



Estos apoyos deberán ser incorporados al proyecto
de Presupuesto de Egresos de la Federación y apro-
bados por la honorable Cámara de Diputados; para
lo cual deberán documentarse detalladamente los
proyectos, programas y actividades a desarrollar por
cada dependencia gubernamental, entidad federati-
va u organización de la sociedad civil. 

II. ... 

IX. ... 

Artículo 2. 

I. ... 

V. ... 

VI. Promover los procesos que hagan posible la defini-
ción de prioridades, asignación y optimización de recur-
sos del gobierno federal para la ciencia, la tecnología y
la innovación en forma participativa, y 

Para ello llevarán a cabo las reuniones necesarias
con los órganos establecidos en la Ley, así como con
organizaciones de la sociedad civil con reconocida
trayectoria, seriedad y responsabilidad en el manejo
de los asuntos relacionados con la ciencia y la tecno-
logía. 

Artículo 3. 

I. ... 

III. ... 

IV. Las dependencias y entidades de la Administración
Pública Federal que realicen actividades de investigación
científica, desarrollo tecnológico e innovación o de apo-
yo a las mismas, así como las instituciones de los secto-
res social y privado, gobiernos de las entidades federati-
vas, y organizaciones de la sociedad civil; a través de
los procedimientos de concertación, coordinación, parti-
cipación y vinculación conforme a ésta y otras leyes apli-
cables, y 

V. ... 

Artículo 4. 

...

Artículo 5. 

I. ... 

VIII. ... 

IX. (Nota: el texto actual de esta fracción será conte-
nida en la Fracción X) 

Un representante de los organizaciones de la socie-
dad civil con amplia y reconocida experiencia en el
manejo de políticas públicas, recursos humanos, ma-
teriales y financieros; así como en la implementación
de proyectos de ciencia y tecnología, y 

X. ... (Se coloca el texto que estaba en la fracción IX) 

Establecidos los antecedentes y el contenido de la iniciati-
va, los miembros de la Comisión de Ciencia y Tecnología
de la LXI Legislatura de la Cámara de Diputados que sus-
criben el presente dictamen, exponemos las siguientes.

III. Consideraciones

Aún cuando esta Comisión coincide con los argumentos
planteados en la iniciativa, inicialmente se manifiesta que
no son congruentes con el texto normativo propuesto.

Primera. Respecto de la Adición a la fracción I del artícu-
lo 1º. de la Ley de Ciencia y Tecnología esta Comisión con-
sidera lo siguiente:

El artículo 1º. de la Ley de Ciencia y Tecnología contiene to-
dos los objetos que esta norma deberá de cumplir, entre ellos
se encuentra la fracción I donde establece como objeto: 

“Regular los apoyos que el gobierno federal está obli-
gado a otorgar para impulsar, fortalecer, desarrollar y
consolidar la investigación científica, el desarrollo tec-
nológico y la innovación en general en el país.”

La proponente sugiere adicionar el párrafo siguiente:

“Estos apoyos deberán ser incorporados al proyecto de
Presupuesto de Egresos de la Federación y aprobados
por la honorable Cámara de Diputados; para lo cual de-
berán documentarse detalladamente los proyectos, pro-
gramas y actividades a desarrollar por cada dependencia
gubernamental, entidad federativa u organización de la
sociedad civil.”
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La incorporación de los apoyos al proyecto al Presupuesto
de Egresos de la Federación que propone la iniciativa, se
encuentran regulados en el artículo 6º Fracción V de la Ley
de Ciencia y Tecnología en donde se establece la facultad
del Consejo General para estos efectos. 

Por otra parte, la Comisión de Ciencia y Tecnología com-
parte la preocupación expuesta con relación a que la asig-
nación presupuestal del gobierno federal hacia el desarro-
llo científico, tecnológico e innovación, aún no cumple con
el monto que establece la Ley de Ciencia y Tecnología en
su artículo 9 Bis, que no debe ser menor del 1 por ciento
del PIB. 

En este sentido, los integrantes de esta Comisión dictami-
namos en positivo, enviamos al Pleno de la Cámara fue
aprobado el 8 de Marzo de 2011, una iniciativa que adicio-
na un segundo párrafo al artículo 9 Bis, antes citado, que
faculta a la Cámara de Diputados a realizar una revisión al
Presupuesto de Egresos de la Federación a fin de realizar
las previsiones presupuestales correspondientes para que el
monto destinado a ciencia y tecnología no sea inferior al
1% del PIB. 

Finalmente, sobre la última parte del párrafo propuesto por
la legisladora, relativo a la necesidad de que las dependen-
cias gubernamentales, las entidades federativas y las orga-
nizaciones de la sociedad civil documenten detalladamen-
te los proyectos, programas y actividades, el artículo 22 de
la Ley de Ciencia y Tecnología establece lo siguiente:

“Para la ejecución anual del Programa Especial de Cien-
cia, Tecnología e Innovación, las dependencias y enti-
dades de la Administración Pública Federal formularán
sus anteproyectos de programa y presupuesto para
realizar actividades y apoyar la investigación científica,
el desarrollo tecnológico, la innovación, la competitivi-
dad y la productividad, tomando en cuenta las priorida-
des y los criterios para la asignación del gasto en cien-
cia, tecnología e innovación que apruebe el Consejo
General, en los que se determinarán las áreas estratégi-
cas, y los programas prioritarios de atención, y apoyo
presupuestal especial, lo que incluirá las nuevas plazas
para investigadores y la nueva infraestructura para la
ciencia, la tecnología y la innovación, así como los te-
mas de bioseguridad y biotecnologías relevantes. Con
base en lo anterior, el Conacyt y la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público consolidarán la información
programática y presupuestal de dichos anteproyec-

tos para su revisión y análisis integral y de congruencia
global para su presentación y aprobación por el Conse-
jo General. En el proyecto de Presupuesto de Egresos
de la Federación se consignará el presupuesto conso-
lidado destinado a ciencia, tecnología e innovación
que apruebe el Consejo General.”

Adicionalmente, dentro del Presupuesto de Egresos de la
Federación se establecen los apoyos que el Programa de
Ciencia, Tecnología e Innovación destina para el desarrollo
de estas materias como lo establece el artículo 22 antes ci-
tado y contiene un Anexo específico donde se desglosan
los tipos de apoyo, lo que se regula en la fracción IX del ar-
tículo 3 del Presupuesto de Egresos de la Federación. 

Por lo anterior expuesto la primera modificación propues-
ta se considera atendida y regulada, por lo que se desecha.

Segunda. Respecto a la propuesta de adición de un segun-
do párrafo a la fracción VI del artículo 2 de la Ley de Cien-
cia y Tecnología, que instituye:

“Se establecen como bases de una política de Estado
que sustente la integración del Sistema Nacional de
Ciencia, Tecnología e Innovación, las siguientes:

…

VI. Promover los procesos que hagan posible la defini-
ción de prioridades, asignación y optimización de recur-
sos del gobierno federal para la ciencia, la tecnología y
la innovación en forma participativa”

La diputada Arizmendi plantea ampliarlo agregándole:

“Para ello llevarán a cabo las reuniones necesarias con
los órganos establecidos en la ley, así como con organi-
zaciones de la sociedad civil con reconocida trayectoria,
seriedad y responsabilidad en el manejo de los asuntos
relacionados con la ciencia y tecnología.”

No obstante la importancia de promover los procesos ne-
cesarios para cumplir con esta fracción; y aún más, que se
haga de forma participativa con la finalidad de incluir di-
versas opiniones y perspectivas relacionadas con la Cien-
cia, Tecnología e Innovación para que estos recursos sean
aprovechados de la mejor manera posible, las formas de
participación se encuentran reguladas por la Ley de Cien-
cia y Tecnología, de la siguiente manera:



• El artículo 1 de la citada ley establece en su fracción
IV como uno de sus objetos establecer las instancias y
los mecanismos de coordinación con los gobiernos de
las entidades federativas, así como de vinculación y par-
ticipación de la comunidad científica y académica de las
instituciones de educación superior, de los sectores pú-
blico, social y privado para la generación y formula-
ción de políticas de promoción, difusión, desarrollo y
aplicación de la ciencia, la tecnología y la innovación,
así como para la formación de profesionales en estas
áreas;

• La ley crea y regula por medio de su artículo 5o. el
Consejo General de Investigación Científica, Desarrollo
Tecnológico e Innovación, como un órgano de política y
coordinación, que será integrado por todos los órganos
que establece esta ley, entre ellos al Presidente de la Re-
pública, a diversos Secretarios de Estado, el Director
General del Conacyt, el Coordinador General del Foro
Consultivo Científico y Tecnológico, el Presidente de la
Academia Mexicana de Ciencias, entre otros.

• Adicionalmente, el artículo 8o. de la misma ley facul-
ta al Consejo General para crear Comités Intersectoria-
les y de Vinculación para atender los asuntos que el
mismo Consejo determine relacionados con la articula-
ción de políticas, la propuesta de programas prioritarios
y áreas estratégicas, así como para la vinculación de la
Investigación con la educación, la innovación y el desa-
rrollo tecnológico con los sectores productivos y de ser-
vicios.

• El artículo 12, en su fracción III determina que la to-
ma de decisiones, desde la determinación de políticas
generales y presupuestales en materia de ciencia, tecno-
logía e innovación hasta las orientaciones de asignación
de recursos a proyectos específicos, se llevará a cabo
con la participación de las comunidades científica,
académica, tecnológica y del sector productivo y de
servicios, lo cual puede incluir organizaciones de la
sociedad civil con reconocida trayectoria, seriedad y
responsabilidad en el manejo de los asuntos relacio-
nados con la ciencia y tecnología.

• El artículo 36 de la Ley de Ciencia y Tecnología esta-
blece:

“Se constituye el Foro Consultivo Científico y Tecnoló-
gico como órgano autónomo y permanente de consulta

del Poder Ejecutivo, del Consejo General y de la Junta
de Gobierno del Conacyt, el cual se establecerá y ope-
rará conforme a las siguientes bases:

I. Tendrá por objeto promover la expresión de la comu-
nidad científica, académica, tecnológica y del sector
productivo, para la formulación de propuestas en mate-
ria de políticas y programas de investigación científica,
desarrollo tecnológico e innovación;

II. Estará integrado por científicos, tecnólogos, em-
presarios y por representantes de las organizaciones e
instituciones de carácter nacional, regional o local, pú-
blicas y privadas, reconocidas por sus tareas perma-
nentes en la investigación científica, desarrollo tec-
nológico e innovación, quienes participarán, salvo en
los casos previstos en esta Ley, de manera voluntaria
y honorífica;

III. En su integración se observarán los criterios de
pluralidad, de renovación periódica y de representativi-
dad de las diversas áreas y especialidades de la comuni-
dad científica y tecnológica y de los sectores social y
privado, así como de equilibrio entre las diversas re-
giones del país;

IV. Tendrá una organización basada en comités de tra-
bajo integrados por especialistas en los diversos temas
de la ciencia y la tecnología;

V. Contará con una mesa directiva formada por veinte
integrantes, diecisiete de los cuales serán los titulares
que representen a las siguientes organizaciones: la
Academia Mexicana de Ciencias, A C; la Academia Me-
xicana de Ingeniería, A C; la Academia Nacional de Me-
dicina, A C; la Asociación Mexicana de Directivos de la
Investigación Aplicada y Desarrollo Tecnológico, AC;
la Asociación Nacional de Universidades e Instituciones
de Educación Superior; la Confederación Nacional de
Cámaras Industriales; el Consejo Nacional Agropecua-
rio; la Confederación Patronal de la República Mexica-
na; la Cámara Nacional de la Industria de la Transfor-
mación, y un representante de la Red Nacional de
Consejos y Organismos Estatales de Ciencia y Tecnolo-
gía, AC; la Universidad Nacional Autónoma de México;
el Instituto Politécnico Nacional; el Centro de Investi-
gación y Estudios Avanzados del Instituto Politécnico
Nacional; la Academia Mexicana de la Lengua; la Aca-
demia Mexicana de Historia; el Sistema de Centros Pú-
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blicos de Investigación y el Consejo Mexicano de Cien-
cias Sociales.

…

VIII. Tendrá las facultades que establece el artículo 37
de esta Ley y las que la Ley Orgánica del Conacyt le
confiere en relación a la junta de gobierno y al director
general de ese organismo.

El Conacyt deberá transmitir al Consejo General y a las de-
pendencias, entidades y demás instancias competentes, las
propuestas del Foro Consultivo, así como de informar a és-
te del resultado que recaiga. Las propuestas que presente el
Foro Consultivo se formularán con base a las recomenda-
ciones que realicen sus comités especializados y tomando
en cuenta la opinión de las comunidades científicas, acadé-
micas, tecnológicas y empresariales.

A petición del Poder Legislativo Federal, el Foro podrá
emitir consultas u opiniones sobre asuntos de interés gene-
ral en materia de ciencia y tecnología.”

En los artículos descritos anteriormente, queda estipulada
la participación de las Organizaciones de la Sociedad Civil
con reconocida trayectoria, seriedad y responsabilidad en
el manejo de los asuntos relacionados con la ciencia y tec-
nología, por lo que la iniciativa de modificación de la ley
en ese sentido se considera atendida ampliamente.

Tercera. Respecto de la propuesta de la legisladora sobre
la modificación de la fracción IV del artículo 3 de la Ley
de Ciencia y Tecnología en el que se pretende adicionar el
texto “y organizaciones de la sociedad civil” dentro de los
integrantes del Sistema Nacional de Ciencia, Tecnología e
Innovación esta Comisión manifiesta lo siguiente: 

La fracción citada establece:

“Para los efectos de esta Ley, el Sistema Nacional de
Ciencia, Tecnología e Innovación se integra por:

…

IV. Las dependencias y entidades de la Administración
Pública Federal que realicen actividades de investiga-
ción científica, desarrollo tecnológico e innovación o de
apoyo a las mismas, así como las instituciones de los
sectores social y privado y gobiernos de las entidades
federativas, a través de los procedimientos de concerta-

ción, coordinación, participación y vinculación confor-
me a ésta y otras leyes aplicables, y”

Porque los integrantes de esta comisión reconocemos la
importancia de la inclusión de diversas opiniones en los
asuntos relacionados con el desarrollo científico, tecnoló-
gico y de innovación con la finalidad de que este Sistema
cumpla de manera eficiente con las políticas públicas con-
sagradas en el artículo 2o. de esta ley, consideramos que di-
cho artículo ya incluye a las organizaciones de la sociedad
civil, cuando contempla a las instituciones de los sectores
social y privado como integrantes del Sistema mencionado. 

Por el análisis antes expuesto, esta Comisión procede a
desechar las adiciones planteadas en la iniciativa, respecto
de las fracciones VI del artículo 2 y IV del artículo 3 de la
Ley de Ciencia y Tecnología.

Cuarta. Por último, la iniciativa en cuestión propone in-
cluir a un representante de las Organizaciones de la Socie-
dad Civil con amplia y reconocida experiencia en el mane-
jo de políticas públicas, recursos humanos, materiales y
financieros; así como en la implementación de proyectos
de ciencia y tecnología como uno de los miembros perma-
nentes del Consejo General de Investigación Científica,
Desarrollo Tecnológico e Innovación.

Al respecto, el artículo 5 de la Ley de Ciencia y Tecnolo-
gía establece:  

“Se crea del Consejo General de Investigación Científi-
ca, Desarrollo Tecnológico e Innovación, como órgano
de política y coordinación que tendrá las facultades que
establece esta Ley. Serán miembros permanentes del
Consejo General:

…

IV. El Coordinador General del Foro Consultivo Cientí-
fico y Tecnológico;

V. El Presidente de la Academia Mexicana de Ciencias;

…

Asimismo, el Consejo General contará con la participación
a título personal de dos miembros que se renovarán cada
tres años y que serán invitados por el Presidente de la Re-
pública, a propuesta del Secretario Ejecutivo. Estos miem-
bros tendrán derecho a voz y voto y podrán ser integrantes



del sector científico y tecnológico. Para formular dichas
propuestas, el Secretario Ejecutivo llevará a cabo un pro-
cedimiento de auscultación, conjuntamente con el Coordi-
nador General del Foro Consultivo, de tal manera que cada
una de dichas personas cuente con la trayectoria y méritos
suficientes, además de ser representativos de los ámbitos
científico o tecnológico.

El presidente de la república podrá invitar a participar a las
sesiones del consejo general a personalidades del ámbito
científico, tecnológico y empresarial que puedan aportar
conocimientos o experiencias a los temas de la agenda del
propio consejo general, quienes asistirán con voz pero sin
voto.”

Como se ha analizado anteriormente en la Segunda Consi-
deración, dentro del Foro Consultivo Científico y Tecnoló-
gico ya se incluyen a diversos miembros de las organiza-
ciones de la sociedad civil reconocidos en el ámbito
científico y tecnológico.

Además de esto, el Consejo General también reconoce co-
mo uno de sus miembros permanentes al Presidente de la
Academia Mexicana de Ciencias, que es una asociación
civil independiente y sin fines de lucro que agrupa a 2
156 miembros cuyo fin es enlazar científicos de diversas
áreas del conocimiento así como a orientar al Estado Me-
xicano y a la Sociedad Civil en los ámbitos de la ciencia y
tecnología.

Asimismo, el Secretario Ejecutivo en conjunto con el co-
ordinador general del foro consultivo propondrá al presi-
dente de la república a dos miembros adicionales, que de-
berán ser integrantes del sector científico y tecnológico con
la trayectoria y méritos suficientes para integrarlo.

Por último el presidente puede invitar a las sesiones del
consejo a personalidades del ámbito científico, tecnológico
y empresarial para aportar conocimientos o experiencias en
los temas de la agenda del consejo.

Del análisis antes expuesto en esta consideración, queda
claro que si existen representantes de las organizaciones de
la sociedad civil dentro del Consejo General de Investiga-
ción Científica, Desarrollo Tecnológico e Innovación.

Por lo anteriormente expuesto, esta comisión procede a
desechar la adición de la fracción IX y colocar el texto an-
terior en la fracción X del artículo 5 de la Ley de Ciencia y
Tecnología.

Por todo lo expuesto y una vez analizada la iniciativa ma-
teria de este dictamen, los integrantes de la Comisión de
Ciencia y Tecnología sometemos a consideración del pleno
de la Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión, el
siguiente proyecto de:

Acuerdo

Primero. Se desecha la iniciativa con proyecto de decreto
que reforma los artículos 1, 2, 3 y 5 de la Ley de Ciencia y
Tecnología, presentada por la diputada Laura Arizmendi
Campos, del Grupo Parlamentario de Convergencia, el 15
de febrero de 2011.

Segundo. Archívese el presente expediente, como asunto
total y definitivamente concluido.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 25 de mayo de 2011.

La Comisión de Ciencia y Tecnología, diputados: Reyes S. Tamez
Guerra (rúbrica), presidente; Blanca Juana Soria Morales (rúbrica),
Alejandro Bahena Flores (rúbrica), Guadalupe Eduardo Robles Medi-
na (rúbrica), Rodolfo Lara Lagunas, Óscar Román Rosas González
(rúbrica), secretarios; Pedro Ávila Nevárez (rúbrica), Alejandro del
Mazo Maza (rúbrica), José Alberto González Morales (rúbrica), Tomás
Gutiérrez Ramírez (rúbrica), Juan Enrique Ibarra Pedroza, Aarón Irízar
López (rúbrica), José Francisco Javier Landero Gutiérrez, Óscar Lara
Salazar, Ana Luz Lobato Ramírez, Oralia López Hernández (rúbrica),
José Trinidad Padilla López (rúbrica), César Octavio Pedroza Gaitán,
María Isabel Pérez Santos, Jorge Romero Romero (rúbrica), José Luis
Velasco Lino, José Antonio Yglesias Arreola (rúbrica).»

LEY FEDERAL DE PROTECCION 
AL CONSUMIDOR - LEY GENERAL DE SALUD

La Secretaria diputada María Dolores del Río Sánchez:
«Dictamen de las Comisiones Unidas de Economía, y de
Salud, con puntos de acuerdo por los que se desecha la ini-
ciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona di-
versas disposiciones de las Leyes Federal de Protección al
Consumidor, y General de Salud

Honorable Asamblea:

A las Comisiones Unidas de Economía, y de Salud de la
Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión
correspondiente a la LXI Legislatura, con fundamento en
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los artículos 66, 68, 173 y 174 de su Reglamento, le fue tur-
nada para su estudio y dictamen la siguiente:

“Iniciativa con proyecto de decreto por el que se refor-
man diversos artículos de la Ley Federal de Protección
al Consumidor, y de la Ley General de Salud”, presen-
tada por la diputada Guadalupe Pérez Domínguez, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional, en fecha 29 de abril de 2010.

Las Comisiones Unidas de Economía, y de Salud, con fun-
damento en los artículos 39 y 45, numeral 6 incisos e) y f)
de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, así como en los artículos 66, 68, 157,
158, numeral 1, fracción IV, 173 y 174 del Reglamento de
la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la
Unión, se abocaron al estudio y análisis de la iniciativa
mencionada al tenor de los siguientes

Antecedentes

Primero. En sesión celebrada en esta Cámara de Diputa-
dos en fecha 29 de abril de 2010, los secretarios dieron
cuenta al Pleno de esta soberanía de la iniciativa con pro-
yecto de decreto que se mencionó en el exordio del pre-
sente dictamen.

Segundo. El presidente de la Mesa Directiva acordó dar el
siguiente trámite: “Túrnese a las Comisiones Unidas de
Economía, y de Salud”.

Tercero. La legisladora propone en resumen lo siguiente:

I. Respecto a la Ley Federal de Protección al Consumidor

• Prohibir el que se utilicen los datos personales de los
consumidores con fines mercadotécnicos y publicita-
rios, así como establecer la obligación de que en la pu-
blicidad que se envíe a los consumidores se indique el
nombre, domicilio y teléfono del proveedor que la en-
vía.

• Imponer multas a quien utilice en publicidad engaño-
sa testimonios de usuarios, de celebridades o personas
públicas, así como certificaciones expedidas por socie-
dades o asociaciones profesionales o dotadas de fe pú-
blica.

II. Respecto a la Ley General de Salud

• Establecer como competencia de la Comisión Federal
para la Protección de Riesgos Sanitarios, el proponer al
secretario de Salud la política nacional en este rubro y
su instrumentación en materia de productos de aseo, eli-
minando la referencia actual a productos de perfumería
y belleza y en su caso utilizar los términos “productos
cosméticos” y “productos de aseo”.

• Establecer que las cirugías estéticas y cosméticas de-
berán realizarse en establecimientos o unidades médicas
con licencia sanitaria vigente y que serán atendidos por
profesionales de la salud autorizados por la Secretaría
de Salud.

• Definir a los productos cosméticos como aquellos pro-
ductos, sustancias o formulaciones destinadas a ser
puestas en contacto con partes superficiales del cuerpo
humano o con los dientes o mucosas bucales, cuya fun-
ción principal es mejor la apariencia, perfumar, modifi-
car o corregir olores corporales, limpiar, proteger, ate-
nuar, controlar o prevenir deficiencias o alteraciones, así
como ayudar a modificar el aspecto y mantenerlo en
buen estado.

• La emisión de normas oficiales mexicanas para esta-
blecer las características que deberán cumplir los pro-
ductos cosméticos, así como sus concentraciones máxi-
mas permitidas.

• La prohibición de atribuir a los productos cosméticos
acciones farmacológicas o para regular el peso o tratar
la obesidad.

Cuarto. Que en fecha 16 de marzo de 2011, en sesión ple-
naria de la Comisión de Salud, se aprobó el dictamen en
sentido negativo de la iniciativa que nos ocupa, remitién-
dose a esta Comisión de Economía a fin de continuar con
su trámite legislativo.

Consideraciones

Primera. Que de conformidad con el numeral 3 del artícu-
lo 39 de la Ley Orgánica del Congreso General de los Es-
tados Unidos Mexicanos, en relación con el 34 de la Ley
Orgánica de la Administración Pública Federal, esta Comi-
sión de Economía es competente para conocer sobre la ini-
ciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona di-



versas disposiciones a la Ley Federal de Protección al Con-
sumidor y Ley General de Salud.

Segunda. Que el dictamen de la Comisión de Salud referi-
do en el antecedente Cuarto de este dictamen, establece co-
mo consideraciones que soportan el sentido negativo las si-
guientes:

“Consideraciones

Primera. Nuestra Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos consagra el derecho a la salud en su
párrafo tercero del artículo 4o.:

“Toda persona tiene derecho a la protección de la sa-
lud… y establecerá la concurrencia de la federación y
las entidades federativas en materia de salubridad gene-
ral, conforme a lo que dispone la fracción XVI del artí-
culo 73 de esta Constitución”.

Del precepto antes mencionado deriva el sistema de
normas jurídicas de derecho social, que busca regular
los mecanismos y acciones para lograr que la protección
de la salud sea un bien tutelado por los diversos órdenes
de gobierno, a través de la delimitación del campo de la
actividad gubernamental, social e individual, siendo és-
ta uno de los principales elementos de justicia social.

El derecho a la protección de la salud, es un derecho so-
cial y universal, independiente de la situación de vulne-
rabilidad de sus destinatarios, ya que, además, es un ele-
mento esencial para que el Estado pueda sentar las bases
para eliminar la desigualdad existente entre los miem-
bros de una sociedad.

En la exposición de motivos de la reforma mediante la
cual se elevó en 1983 a rango constitucional el derecho
a la protección de la salud, se considera a éste como una
responsabilidad compartida entre los diversos órdenes
de gobierno, el individuo y la sociedad en su conjunto.

Segunda. Nuestro país debe ser competitivo y generar
exportaciones de calidad a nivel internacional con el ob-
jeto de atraer inversión que genere empleos, por lo cual,
estas comisiones dictaminadoras consideramos absolu-
tamente necesario adecuar de la manera más viable y
con las modificaciones que estas comisiones unidas han
considerado conveniente, el que nuestra legislación in-
terna cuente con la normatividad imperante entre las co-

munidades comerciales internacionales. Con la finali-
dad de suprimir disposiciones innecesarias que afecten
el desarrollo de la industria de cosméticos y de la eco-
nomía del país, contribuyendo a que nuestra nación me-
xicana crezca en este rubro y sea competitiva con la co-
munidad internacional en esta materia.

Tercera. Sin embargo se debe hacer referencia que la
iniciativa en comento, se relaciona en gran medida con
el dictamen aprobado de iniciativas en conjunto, en se-
sión celebrada el 15 de diciembre de 2010, el cual tiene
como objeto brindar mayor seguridad a los consumido-
res, armonizar la legislación nacional con los estándares
internacionales e incrementar la competitividad de
nuestro país a nivel mundial, lo que corresponde a las
modificaciones a la Ley General de Salud.  Esta dicta-
minadora hace la aclaración relativa a que la iniciativa
en objeto del presente dictamen no fue considerada en el
dictamen colectivo de varias iniciativas antes menciona-
do, porque el turno de la misma es en Comisiones Uni-
das, y debido a que no existe normatividad que resuelva
la hipótesis de unir una iniciativa de comisiones unidas
con otra u otras de turno único y de que  no existen pre-
cedentes  que nos orienten a realizarlo de esa manera, se
previó el dictamen de esta iniciativa por separado.

Cuarta. Con respecto a la propuesta que se pretende en
la Ley Federal de Protección al Consumidor, de los artí-
culos 17, 32 y 128 Ter; y se adiciona el 126 Bis se ha-
cen las siguientes anotaciones:

• El artículo 17, el cual propone reformar completamente
este articulo con la finalidad de establecer lo siguiente:

“Los proveedores y las empresas no podrán utilizar da-
tos personales de los consumidores con fines mercado-
técnicos o publicitarios, salvo cuando sea previamente
aprobado por el consumidor. También deberá mediar
consentimiento previo y expreso del consumidor para
que los proveedores y empresas que posean sus datos
personales puedan cederlos o transmitirlos a terceros,
salvo que dicha cesión o transmisión sea determinada
por una autoridad judicial.

• En la publicidad que se envíe a los consumidores se
deberá indicar el nombre, domicilio, teléfono y, en su
defecto, dirección electrónica del proveedor, de la em-
presa que, en su caso, envíe la publicidad a nombre del
proveedor y de la Procuraduría”.
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• El artículo vigente es similar, y la reforma solo propo-
ne un cambio de redacción innecesario, como se puede
observar:

“En la publicidad que se envíe a los consumidores se de-
berá indicar el nombre, domicilio, teléfono y, en su de-
fecto, la dirección electrónica del proveedor; de la em-
presa que, en su caso, envíe la publicidad a nombre del
proveedor, y de la Procuraduría.

El consumidor podrá exigir directamente a proveedores
específicos y a empresas que utilicen información sobre
consumidores con fines mercadotécnicos o publicita-
rios, no ser molestado en su domicilio, lugar de trabajo,
dirección electrónica o por cualquier otro medio, para
ofrecerle bienes, productos o servicios, y que no le en-
víen publicidad. Asimismo, el consumidor podrá exigir
en todo momento a proveedores y a empresas que utili-
cen información sobre consumidores con fines merca-
dotécnicos o publicitarios, que la información relativa a
él mismo no sea cedida o transmitida a terceros, salvo
que dicha cesión o transmisión sea determinada por una
autoridad judicial”.

Asimismo los artículos 32, 126 y 128 Ter, que se propone
sean modificados en la Ley Federal de Protección al Con-
sumidor, dichas modificaciones ya han sido consideradas
en el dictamen de iniciativas en conjunto en materia de cos-
méticos aprobado por la Comisión de Salud y en el Pleno
de esta Cámara de Diputados tal y como se establece en los
antecedentes,  y que establece en la Ley General de Salud
las disposiciones necesarias para los fabricantes en cuanto
al control de calidad de los productos cosméticos, por lo
que estas Comisiones dictaminadoras no consideran con-
veniente la redundancia de dichas modificaciones.

Quinta. Los integrantes de esta comisión estamos conven-
cidos de la necesidad imperiosa de realizar ajustes estruc-
turales al marco normativo nacional en materia de produc-
tos cosméticos, es por ello que la Comisión de Salud
aprobó ya un dictamen colectivo de varias iniciativas en
materia de cosméticos, el cual fue resultado de un trabajo
de consenso entre varios actores, como la industria en el
país y la autoridades sanitarias, en el cual se realizaron di-
versas reuniones para lograr una legislación adecuada que
tuviera como fin favorecer tanto a la industria como al con-
sumidor; es por ello que se considera innecesaria aprobar
esta iniciativa, debido a que se  empalmaría y redundaría
con la ya aprobada.

En mérito de lo antes expuesto, estas Comisiones Unidas
de Economía, y de Salud se permiten someter a la conside-
ración del pleno de esta honorable Cámara de Diputados el
siguiente:

Resolutivo

Primero. Se desecha iniciativa que reforma y adiciona
diversas disposiciones de la Ley General de Salud y de
la Ley Federal de Protección al Consumidor presentada
ante el pleno de esta H. Cámara de Diputados el 29 de
Abril de 2010, por la  Diputada Guadalupe Pérez Do-
mínguez, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional.

Segundo. Archívese el asunto como total y definitiva-
mente concluido.”

Tercera. Que los diputados que integran esta Comisión de
Economía coinciden con los argumentos y razonamientos
expresados por los diputados integrantes de la Comisión de
Salud, por lo que los hacen suyos para los efectos del pre-
sente dictamen.

Asimismo, debe precisarse que las reformas que menciona
la Comisión de Salud en su dictamen, que fueron aproba-
das por esta Cámara de Diputados, también fueron aproba-
das por la Cámara de Senadores en fecha 29 de marzo de
2011 y fueron remitidas al Ejecutivo para su correspon-
diente publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Por lo anterior, se acompaña al presente documento como
anexo A, el dictamen referido en el párrafo anterior.

Cuarta. Por lo que en virtud de lo expuesto:

Las Comisiones Unidas de Economía, y Salud acuerdan

Primero. Se desecha la iniciativa que reforma y adiciona
diversas disposiciones de la Ley Federal de Protección al
Consumidor y de la Ley General de Salud, presentada por
la diputada Guadalupe Pérez Domínguez, del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional el 29 de
abril de 2010.

Segundo. Archívese el presente asunto, como total y defi-
nitivamente concluido.



Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 11 días del mes de
mayo de 2011.

La Comisión de Economía, diputados: Ildefonso Guajardo Villarre-
al (rúbrica), presidente; Alejandro Cano Ricaud, Jorge Alberto Juraidi-
ni Rumilla, Narcedalia Ramírez Pineda (rúbrica), Melchor Sánchez de
la Fuente, José Luis Velasco Lino (rúbrica), Leoncio Alfonso Morán
Sánchez (rúbrica), María Antonieta Pérez Reyes (rúbrica), Norma Sán-
chez Romero (rúbrica), Indira Vizcaíno Silva, Rodrigo Pérez-Alonso
González (rúbrica), Jorge Antonio Kahwagi Macari, secretarios; Ma-
nuel Ignacio Acosta Gutiérrez, José Antonio Arámbula López (rúbri-
ca), Raúl Gerardo Cuadra García (rúbrica), Pavel Díaz Juárez (rúbri-
ca), Sergio Gama Dufour (rúbrica), Jorge Hernández Hernández,
Susana Hurtado Vallejo (rúbrica), Ramón Jiménez López (rúbrica), Vi-
dal Llerenas Morales, Ifigenia Martha Martínez y Hernández (rúbrica),
Luis Enrique Mercado Sánchez (rúbrica), María Florentina Ocegueda
Silva (rúbrica), David Penchyna Grub, Enrique Salomón Rosas Ramí-
rez, Guillermo Raúl Ruiz de Teresa (rúbrica), David Ricardo Sánchez
Guevara (rúbrica), Víctor Roberto Silva Chacón (rúbrica).

La Comisión de Salud, diputados: Miguel Antonio Osuna Millán (rú-
brica), presidente; Marco Antonio García Ayala (rúbrica), María Cris-
tina Díaz Salazar (rúbrica), Antonio Benítez Lucho, Rosalina Mazari
Espín, Rodrigo Reina Liceaga (rúbrica), Gloria Trinidad Luna Ruiz,
José Antonio Yglesias Arreola (rúbrica), Silvia Esther Pérez Ceballos,
Heladio Gerardo Verver y Vargas Ramírez (rúbrica), Carlos Alberto
Ezeta Salcedo (rúbrica), María del Pilar Torre Canales (rúbrica), secre-
tarios; Felipe Borja Texocotitla (rúbrica), Yolanda de la Torre Valdez
(rúbrica), Olga Luz Espinoza Morales, Leandro Rafael García Bringas
(rúbrica), Clara Gómez Caro, Delia Guerrero Coronado (rúbrica), José
Manuel Hinojosa Pérez (rúbrica), José Luis Marcos León Perea, Fer-
nando Morales Martínez, Alfonso Primitivo Ríos Vázquez, Ana Elia
Paredes Árciga (rúbrica), Guadalupe Eduardo Robles Medina, Sergio
Tolento Hernández (rúbrica), Alicia Elizabeth Zamora Villalva, Laura
Piña Olmedo, Leticia Quezada Contreras (rúbrica), Malco Ramírez
Martínez, Oralia López Hernández (rúbrica).»

LEY GENERAL DE POBLACION

La Secretaria diputada María Dolores del Río Sánchez:
«Dictamen de la Comisión de Población, Fronteras y Asun-
tos Migratorios, con puntos de acuerdo por los que se des-
echa la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y
adiciona diversas disposiciones de la Ley General de Po-
blación

Esta Comisión de Población, Fronteras y Asuntos Migrato-
rios, de conformidad con lo establecido en los artículos  30,

incisos 1) y 2), fracción XXVII, 45, fracción 6), incisos e)
y f), todos de la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, emite el siguiente dictamen a
la iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley General de Población.

Antecedentes

Que en fecha 1o. de marzo de 2011, se presentó iniciativa
que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Población, a cargo de la diputada Diva Hada-
mira Gastélum Bajo. (2ª/4043)

Que en esa misma fecha, la Mesa Directiva de la Cámara
de Diputados dictó el siguiente trámite: Túrnese a la Co-
misión de Población, Fronteras y Asuntos Migratorios.

Contenido de la iniciativa

La iniciativa presentada por la diputada Diva Hadamira
Gastélum Bajo hace mención de que existen diversas cir-
cunstancias que orillan a los centroamericanos a migrar de
forma indocumentada, principalmente hacia Estados Uni-
dos, buscando mejorar la situación en la que viven en su
país de origen, por lo que convierten a México en un país
de tránsito de migrantes.

Asimismo, hace mención de es importante proteger los de-
rechos humanos de los migrantes y transmigrantes que
atraviesan por nuestro país, teniendo su ingreso por la fron-
tera sur, los tres niveles de gobierno deben tomar medidas
necesarias para respetar la integridad física de las personas,
así como sus derechos más elementales, puntualizando los
requisitos que deben presentar los extranjeros y nacionales
para ingresar al país principalmente a aquellos extranjeros
que requieran visa.

En este sentido, la promovente propone reformar y adicio-
nar los artículos 26, 32, 33, 35, 41 y 42, fracción II, de la
Ley General de Población en los siguientes términos:

• Artículo 26. Propone adicionar un enunciado para
efectos de que se permita al extranjero llevar a cabo el
trámite para solicitar una visa de transmigrante, siempre
y cuando reúna los requisitos de ley.

• Artículo 32. Se adiciona como facultad de la Segob,
para que fije el número de extranjeros cuya internación
podrá permitirse al país, derivado de su condición de
transmigrante
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• Artículo 33. Se adiciona un párrafo a este artículo con
el objeto de que a los migrantes en tránsito temporal, se
les facilite una visa de transmigrante que los salvaguar-
de de agresiones y riesgos.

• Artículo 35. Se adiciona un párrafo a este artículo con
el objeto de que a los migrantes en tránsito, por su vul-
nerabilidad, se les facilite la obtención de una visa de
transmigrante que les permita acceder a servicios de
transportación nacional.

• Artículo 41. Pretende que se agregue una nueva cali-
dad migratoria denominada “transmigrante”.

• Artículo 42, fracción II. Pretende que se le conceda un
plazo hasta por 90 días para permanecer en el país; pla-
zo en el que podrán usar cualquier medio de transporte
para su tránsito, ni se le impida el acceso a servicios a
ningún extranjero que cuente con visa de tránsito.

Consideraciones de la comisión

Primero. Esta Comisión considera importante que se preci-
se que la transmigración, es todo extranjero no inmigran-
te que con permiso de la Secretaría de Gobernación pueda
internarse en el país temporalmente, en tránsito hacia otro
país y que podrá permanecer en territorio nacional hasta
por treinta días.

Segundo. Ante la importancia del tema, los integrantes de
la Comisión de Población, Fronteras y Asuntos Migrato-
rios, considera que dado que la condición de transmigrante
se encuentra ya establecida dentro de la Ley General de Po-
blación, resulta innecesaria la propuesta de la diputada
Gastélum, enfocada a que todo extranjero deberá presen-
tarse en la oficina de migración correspondiente a realizar
el trámite para su legal estancia ó solicitar una visa, toda
vez que los extranjeros que se encuentren en tránsito den-
tro del territorio nacional, deben realizar, previamente, los
trámites correspondientes a fin de ingresar de manera legal.

Tercero. La propuesta de la diputada Gastélum, en el artí-
culo 35 de la Ley General de Población, resulta de igual
manera innecesaria, toda vez que el artículo en cuestión ha-
ce referencia al extranjero refugiado, que se menciona en la
fracción VI del diverso artículo 42 del mismo ordenamien-
to, por lo que no se encuentra relación alguna entre la con-
dición de transmigrante, materia de la presente iniciativa y
la condición de refugiado a que se refieren los preceptos
legales citados.

Cuarto. Dentro de la misma propuesta en el artículo 35, se
hace mención de la entrega de una visa a los migrantes en
tránsito, por su vulnerabilidad, situación que no justifica
por ese solo hecho, que algún extranjero tenga derecho a
una visa por la simple condición de ser migrante, y mucho
menos si su ingreso se realizó de manera irregular, puesto
que estaría sujeto a las sanciones correspondientes que
mencione la misma Ley.

Asimismo, del modo en cómo se encuentra redactada la
propuesta de adición al artículo 35, se entendería que aquel
extranjero que cuente con una visa de transmigrante, acce-
dería por ese sólo hecho a los servicios de transportación
nacional, esto es incorrecto ya que cualquier persona, tiene
derecho y libertad de acceder a servicios de transporte, sin
necesidad de visa alguna. 

Quinto. En el inciso c) del artículo 41, la proponente pre-
tende adicionar la calidad de transmigrante, lo que resulta
ocioso e innecesario, toda vez que dicha calidad ya se en-
cuentra prevista en la fracción II del artículo 42. Adicio-
nalmente, de aceptarse la modificación propuesta, se ten-
dría que llevar a cabo una serie de reformas que
provocarían cambios más específicos dentro de la Ley en
cuestión, pudiendo resultar confuso al momento de la apli-
cación de la misma.

Sexto. Por lo que respecta a la adición propuesta en la frac-
ción II del artículo 42, el cual refiere, al plazo de 90 días en
que el transmigrante podrá permanecer, en territorio nacio-
nal, tiempo en el que podrá utilizar cualquier medio de
transporte, que requiera para su tránsito, así como que no
se le impida el acceso a ningún extranjero, respecto de al-
gún servicio, siempre y cuando cuente con una visa de
tránsito, esta resulta inviable por las siguientes considera-
ciones:

En primer término, y como se ha mencionado a lo largo del
presente dictamen, para tener derecho a utilizar los servi-
cios de transportación en el país, no se requiere ningún ti-
po de visa, esto es así, ya que el artículo 11 constitucional,
garantiza el derecho al libre tránsito por territorio nacional,
siendo la única limitación que se cumplan las disposiciones
legales relativas a la emigración, inmigración y de salubri-
dad.

Por lo que hace, a la modificación propuesta, se entiende
que la calidad de transmigrante cuenta con un permiso de
la Secretaría de Gobernación, para internarse temporal-
mente en el país, razón por la cual, en estricta aplicación de



lo dispuesto por el artículo 11 constitucional, se encuentran
cubriéndose los requisitos contenidos en los ordenamientos
jurídicos relativos a la inmigración, en consecuencia, los
transmigrantes deben tener garantizado el libre tránsito por
territorio nacional, siendo ilegal cualquier acto que contra-
venga esta situación.

Asimismo, por lo que hace a la adición del último enun-
ciado a la fracción II, del artículo 42 de la Ley General de
Población, se considera inviable e inadecuado ya que pre-
tende garantizar a cualquier extranjero que cuente con visa
de tránsito, el acceso a todo tipo de servicios, sin que se es-
pecifique a que servicios se refiere, considerando que exis-
ten servicios públicos y servicios privados y que aquellos
que son privados generalmente tienen carácter oneroso, por
lo que estaríamos incurriendo en una grave violación con-
tra los intereses de particulares al exigirles que por ley no
impidan el acceso a sus servicios a ningún extranjero con
visa de tránsito, lo cual es a todas luces incongruente e im-
preciso.

Por las consideraciones expuestas, los integrantes de esta
Comisión de Población, Fronteras y Asuntos Migratorios
sometemos a consideración de la honorable asamblea los
siguientes

Acuerdos

Primero. Se desecha la iniciativa que reforma y adiciona
diversas disposiciones de la Ley General de Población,
presentada por la diputada Diva Hadamira Gastélum Bajo,
en fecha 1o. de marzo de 2011.

Segundo. Archívese el asunto como totalmente concluido.

Palacio Legislativo, a 22 de junio de 2011.

La Comisión de Población, Fronteras y Asuntos Migratorios, di-
putados: Norma Leticia Salazar Vázquez (rúbrica), presidenta; Julieta
Octavia Marín Torres (rúbrica), Ana Georgina Zapata Lucero (rúbrica),
Cristabell Zamora Cabrera (rúbrica), Gumercindo Castellanos Flores
(rúbrica), Ramón Jiménez Fuentes (rúbrica), Teresa Guadalupe Reyes
Sahagún (rúbrica), secretarios; Heriberto Ambrosio Cipriano (rúbrica),
Guillermina Casique Vences, José del Pilar Córdova Hernández, Jorge
Venustiano González Ilescas, Olivia Guillén Padilla (rúbrica), Sandra
Méndez Hernández, Héctor Pedraza Olguín, Miguel Ernesto Pompa
Corella, Adriana Terrazas Porras (rúbrica), Carlos Martínez Martínez
(rúbrica), Jaime Oliva Ramírez (rúbrica), María Yolanda Valencia Va-
les, Francisco Arturo Vega de Lamadrid, Ariel Gómez León (rúbrica),

José M. Torres Robledo, Alfonso Primitivo Ríos Vázquez, Roberto Pé-
rez de Alva Blanco, Eduardo Ledesma Romo, Rafael Rodríguez Gon-
zález (rúbrica), Moisés Villanueva de la Luz (rúbrica).»

LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD SOCIAL
PARA LAS FUERZAS ARMADAS MEXICANAS

La Secretaria diputada María Dolores del Río Sánchez:
«Dictamen de la Comisión de Defensa Nacional, con pun-
tos de acuerdo por los que se desecha la iniciativa con pro-
yecto de decreto que reforma el artículo 31, fracciones I a
V, de la Ley del Instituto de Seguridad Social para las Fuer-
zas Armadas Mexicanas

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Defensa Nacional le fue turnada, para su
estudio y dictamen correspondiente, una iniciativa con pro-
yecto de decreto que reforma el artículo 31 en sus fraccio-
nes I, II, III, IV y V de la Ley del Instituto de Seguridad So-
cial para las Fuerzas Armadas Mexicanas.

Esta comisión, con fundamento en lo dispuesto por los ar-
tículos 70, 71, 72 y fracción XXII del artículo 73 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;
39, 45, numeral 6, incisos f) y g), de la Ley Orgánica del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos; así
como los artículos 80, 81, 82, 84, 85 y demás aplicables del
Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a conside-
ración de los integrantes de esta honorable asamblea el pre-
sente dictamen.

Metodología

La Comisión de Defensa Nacional, encargada del análisis
y dictamen de la iniciativa citada, desarrolló los trabajos
correspondientes conforme al procedimiento que a conti-
nuación se describe: 

En el apartado “Antecedentes”, se da constancia del trámi-
te de inicio del proceso legislativo, así como de la recep-
ción y turno para el dictamen de  la iniciativa.

En el apartado “Contenido de la iniciativa”, se exponen los
objetivos y se hace una descripción de la misma en la que
se resume su contenido, motivos y alcances.
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En las “Consideraciones”, los integrantes de la Comisión
Dictaminadora expresan los razonamientos y argumentos
por cada una de las reformas y adiciones planteadas, con
base en los cuales se sustenta el sentido del presente dicta-
men.

Antecedentes

En sesión de la Cámara de Diputados de fecha 8 de marzo
de 2011, el Diputado José Manuel Agüero Tovar, del Gru-
po Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional,
presentó Iniciativa con Proyecto de Decreto que reforma el
artículo 31 en sus fracciones I, II, III, IV y V de la Ley del
Instituto de Seguridad Social para las Fuerzas Armadas
Mexicanas.

En esa misma fecha, se turno a la Comisión de Defensa Na-
cional para dictamen.

Contenido de la iniciativa

En su exposición de motivos, el diputado José Manuel
Agüero Tovar expresa que el Ejército, Armada y Fuerza
Aérea Mexicanos, tienen un valioso desempeño en su par-
ticipación en el combate a la delincuencia organizada.

De manera indiscutible los elementos de las instituciones
armadas son signo de salvaguarda de la soberanía, seguri-
dad y orden interior nacional, además del cumplimiento de
sus misiones en apoyo a la sociedad en casos de desastres
naturales. A diferencia de otras áreas profesionales o labo-
rales, los elementos perciben un ingreso económico por de-
dicar su vida en la defensa de nuestra nación y de la socie-
dad.

En razón de lo anterior, resulta imprescindible que el Esta-
do Mexicano mejore las prestaciones sociales de los ele-
mentos de las instituciones armadas, que den certeza a sus
familias y, sobre todo, seguridad y solvencia, en caso de fa-
llecimiento del elemento o bien, en caso de jubilación, te-
ner una vida decorosa.

Los elementos del Ejército, Armada y Fuerza Aérea, al ha-
cer una valoración de cuál será su situación después de per-
manecer en dichas instituciones por largos años; concluyen
que a futuro sólo percibirán una mínima parte de lo que en
servicio activo recibían.

En razón de lo anterior, el diputado iniciante considera ur-
gente eliminar las condiciones económicas adversas que

puedan hacer considerar a los militares integrarse a las fi-
las de la delincuencia.

La iniciativa que se propone, tiene como objetivo reformar
las fracciones I, II, III, IV y V del artículo 31 de la Ley del
Instituto de Seguridad Social para las Fuerzas Armadas
Mexicanas, para recalcular los montos que corresponden al
“haber de retiro”.

Se trata de una propuesta que favorece a todos los milita-
res que pasen a situación de retiro, pero con un criterio de
justicia y proporcionalidad, es decir busca beneficiar con
mayores incrementos porcentuales a los militares que per-
ciben menos ingresos antes de pasar a retiro. 

Objetivos de la iniciativa

Del análisis de la iniciativa se identifican los siguientes:

I. Reformar la fracción I del artículo 31, para efecto de
incrementar al doble del haber que se reconozca para re-
tiro, adicionando a éste el 70% de dicho haber, más las
primas complementarias que correspondan.

II. Reformar la fracción II del artículo 31, para con-
templar que la compensación por tiempo de servicios
se integrará con 70% del haber que se ostento en ser-
vicio activo, más las primas  complementarias por
condecoraciones de perseverancia, así como las asig-
naciones que se vengan percibiendo al darse el retiro o
el fallecimiento.

III. Reformar la fracción III del artículo 31 para incre-
mentar en un 60% al haber de grado que le hubiere co-
rrespondido al militar en caso de retiro, para calcular la
pensión por fallecimiento, más las primas complemen-
tarias por condecoraciones u otras asignaciones. 

IV. Reformar la fracción IV, para incrementar en un
60% el porcentaje para la integración de la pensión por
fallecimiento, tomando como base el haber del grado
que se reconoció al militar para efectos de retiro, así co-
mo las primas de perseverencia y asignaciones que se le
hubieren reconocido en su haber de retiro.

V. Reformar la fracción V, para dar congruencia a las re-
formas planteadas en las fracciones anteriores y expre-
sar que la pensión y compensación serán calculados con
base en el haber fijado en los tabuladores autorizados
por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público o en el



Presupuesto de Egresos de la Federación vigente; así
como incrementar en un 10% el haber de retiro contem-
plado en la fracción I, a los militares que pasan a situa-
ción de retiro con más de 45 años.

Consideraciones

Primera. Aspectos generales

Esta comisión estima que la iniciativa tiene un interés legí-
timo, entre otras razones, por el crecimiento de los niveles
de inseguridad en diversas entidades federativas que ha
exigido la participación excepcional de personal militar en
los operativos conjuntos que se llevan a cabo en diversas
regiones del país.

Asimismo, tiene presente que las Fuerzas Armadas Mexi-
canas constituyen una institución fundamental para garan-
tizar la seguridad interior y exterior del país, a partir del
cumplimiento de sus cinco misiones generales, estableci-
das en el artículo 1o. de la Ley Orgánica del Ejército y
Fuerza Aérea Mexicanos, a saber:

I. Defender la integridad, independencia y soberanía de
la nación.

II. Garantizar la seguridad interior.

III. Auxiliar a la población civil en casos de necesidades
públicas.

IV. Realizar acciones cívicas y obras sociales que tien-
dan al progreso del país.

V. En caso de desastre, prestar ayuda para el manteni-
miento del orden, auxilio de personas y sus bienes y la
reconstrucción de las zonas afectadas.

Evolución del mejoramiento de las condiciones de seguri-
dad social de las instituciones armadas.

En el análisis de la iniciativa, cabe recordar que en fecha 9
de julio de 2003 se publicó la nueva Ley del Instituto de
Seguridad Social para las Fuerzas Armadas Mexicanas
(ISSFAM), la cual contempla las prestaciones de seguridad
social a los miembros de las Fuerzas Armadas Mexicanas,
de la manera siguiente:

a) Actualizando el esquema general de cálculo y montos
de las pensiones militares, 

b) Aumentando los beneficios de la pensión y la asis-
tencia médica tanto a los militares en activo como a los
retirados y sus familiares, y

c) Incrementando los porcentajes del “sobrehaber” para
el cálculo del haber de retiro.

Continuando con dichas prestaciones sociales a las Fuerzas
Armadas mexicanas, en fecha 8 de mayo de 2006 se publi-
caron en el Diario Oficial de la Federación diversas refor-
mas a la Ley del ISSFAM, a partir de las cuales se amplia-
ron los derechos de servicio médico a familiares de
derechohabientes en condiciones de minusvalía o inhabili-
tación y se creó el órgano interno de control y vigilancia in-
terna del Instituto de Seguridad Social de las Fuerzas Ar-
madas Mexicanas.

Asimismo, en fecha 20 de noviembre de 2008 se publicó
una nueva reforma a la ley citada relativa al reconoci-
miento a la permanencia en el servicio activo de los mi-
litares con más de 30 años de servicios, se establece un
factor para calcular el monto del haber de retiro que va
del 60 al 90%, relacionada con los objetivos de la ini-
ciativa que se analiza.

Esta comisión considera que la publicación de la nueva
Ley del ISSFAM, en julio de 2003, así como las reformas
concretadas en mayo de 2006 y noviembre de 2008 han in-
cidido positivamente, no sólo en el personal militar retira-
do, sino también en el personal en activo, pues permite
consolidar la carrera militar de largo plazo con expectati-
vas de un retiro digno y decoroso, fortaleciendo la noción
de pertenencia y arraigo institucional de los integrantes de
las Fuerzas Armadas. 

Con relación a lo anterior, el diputado José Manuel Agüe-
ro Tovar destaca que la presente Iniciativa recupera los ar-
gumentos y objetivos de la similar presentada en sesión de
fecha 25 de octubre de 2007 por el diputado Carlos Rojas
Gutiérrez, durante la LIX Legislatura.

Al respecto, esta comisión analizó el dictamen de la Comi-
sión de Seguridad Social, de Defensa Nacional y de Mari-
na, con Proyecto de Decreto que Reforma, Adiciona y De-
roga diversas Disposiciones de la Ley del Instituto de
Seguridad Social para las Fuerzas Armadas Mexicanas,
aprobado en sesión de la Cámara de Senadores de fecha 14
de octubre de 2008.
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Dicho dictamen atendió y resolvió diversas Iniciativas, en-
tre otras, la iniciativa con Proyecto de Decreto por el que
se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de
la Ley del Instituto de Seguridad Social para las Fuerzas
Armadas Mexicanas presentada por el titular del Ejecutivo
Federal en fecha 1º de septiembre de 2008. Asimismo, en
el dictamen citado fue objeto de análisis la iniciativa pre-
sentada por el diputado Carlos Rojas Gutiérrez de la LIX
Legislatura, del cual se recuperan los argumentos y objeti-
vos de la iniciativa que se analiza, así como otras presenta-
das por legisladores de diversos grupo parlamentarios.

La minuta con proyecto de decreto que reforma, adiciona y
deroga diversas disposiciones de la Ley del Instituto de Se-
guridad Social para las Fuerzas Armadas Mexicanas, fue
aprobada por la Cámara de Senadores en fecha 30 de octu-
bre de 2008, siendo remitido al Ejecutivo federal para sus
efectos constitucionales.

En razón de lo anterior, podemos concluir que la iniciativa
del diputado José Manuel Agüero Tovar ha quedado sin
materia, toda vez que sus razonamientos y objetivos fueron
analizados en el proceso legislativo antes citado, que con-
cluyó en el decreto promulgatorio que reforma, adiciona y
deroga, diversas disposiciones de la Ley del Instituto de
Seguridad Social para las Fuerzas Armadas Mexicanas, pu-
blicado en el Diario Oficial de la Federación de fecha 20 de
noviembre de 2008.

Impacto presupuestario

Por otra parte, por tratarse de una iniciativa que implica
impacto presupuestario, con fundamento en el artículo 18
de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Ha-
cendaria, esta comisión solicitó al Centro de Estudios de
las Finanzas Públicas de la Cámara de Diputados la valo-
ración de dicho impacto.

Como parte de sus análisis el Centro de Estudios expuso lo
siguiente:

El cálculo del impacto presupuestario de las reformas pro-
puestas a la fracción primera y párrafo último (antes frac-
ción III) del artículo 31 de la Ley del ISSFAM se determi-
nó a partir de la información proporcionada por el ISSFAM
a través de diversas consultas de información pública y de
conformidad con los siguientes supuestos:

• La población de militares de militares retirados crece
a una tasa constante e igual al incremento promedio

anual observado entre 1999 y 2008, esto es 4.05 por
ciento anual.

• La distribución por grados militares y años de servicio
de la población retirada es constante e igual a la obser-
vada en septiembre de 2009 para todos los años de pro-
yección (cuadros 2 y 3).1

• El monto del haber de cada grado así como su com-
pensaciones son determinadas en el Analítico de Plazas
del Presupuesto de Egresos de la Federación 2011, ramo
defensa nacional (concepto sueldos y salarios).

• Los montos de haber de retiro son actualizados (res-
pecto a los del año inmediato anterior) a una tasa anual
del 4 por ciento, lo cual corresponde a la expectativa de
inflación.
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A partir de los análisis efectuados, el Centro de Estudios
concluye que para valorar el impacto presupuestario se re-
quiere de la cuantificación del pasivo actuarial de largo
plazo que implica la iniciativa, pues su estimación requie-
re un uso intensivo de los datos de la dinámica de la po-
blación derechohabiente del ISSFAM y personal activo de
la Armada de México y el Ejército y Fuerza Aérea Mexi-
canos los cuales no se encuentran disponibles. En este sen-
tido se recalca que la reforma ahora genera incentivos
para el retiro a más temprana edad, por lo cual es de es-
perarse una modificación (no cuantificable) en las ex-
pectativas de edad de retiro y esto necesariamente im-
plicará un aumento del tiempo de disfrute de haber de
retiro.

Con relación a lo anterior, se tiene presente que la aproba-
ción de dicha iniciativa en los términos propuestos requie-
re determinar la fuente de ingreso distinta al financiamien-
to o compensarse con reducciones en otras previsiones de
gasto, conforme a lo dispuesto en el artículo 18 de la Ley
Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, as-
pecto no contenido en la iniciativa que se dictamina.

Al respecto, cabe citar lo dispuesto en el artículo de refe-
rencia:

Artículo 18.- A toda propuesta de aumento o crea-
ción de gasto del proyecto de Presupuesto de Egre-
sos, deberá agregarse la correspondiente iniciativa



de ingreso distinta al financiamiento o compensarse
con reducciones en otras previsiones de gasto.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 54, no procede-
rá pago alguno que no esté comprendido en el Presupuesto
de Egresos o determinado por ley posterior; en este último
caso primero se tendrá que aprobar la fuente de ingresos
adicional para cubrir los nuevos gastos, en los términos del
párrafo anterior.

Las comisiones correspondientes del Congreso de la
Unión, al elaborar los dictámenes respectivos, realizarán
una valoración del impacto presupuestario de las iniciati-
vas de ley o decreto, con el apoyo del Centro de Estudios
de las Finanzas Públicas de la Cámara de Diputados, y po-
drán solicitar opinión a la Secretaría sobre el proyecto de
dictamen correspondiente.

El Ejecutivo Federal realizará una evaluación del impacto
presupuestario de las iniciativas de ley o decreto que pre-
sente a la consideración del Congreso de la Unión.

Segunda. Consideraciones específicas.

1. Respecto a reformar la fracción II del artículo 31, para
contemplar que la compensación por tiempo de servicios se
integrará con 70% del haber que se ostento en servicio ac-
tivo, las primas  complementarias por condecoraciones de
perseverancia, así como las asignaciones que se vengan
percibiendo al darse la causa retiro o el fallecimiento.

Al respecto, esta comisión toma en cuenta que la fracción
V del artículo que se analiza precisa que los montos del ha-
ber de retiro, pensión y compensación, serán 

calculados con base en el haber fijado en los tabuladores
autorizados por la Secretaría de Hacienda y Crédito Públi-
co o en el Presupuesto de Egresos de la Federación, vigen-
te en la fecha en que el militar cause alta en situación de re-
tiro o en la reserva o baja por fallecimiento.

De acuerdo con la fracción citada, y para efecto de dar via-
bilidad a las erogaciones que resulten, no es viable deter-
minar en una forma distinta las compensaciones, pues im-
plica un impacto presupuestario considerable y de
necesaria programación.

Por otra parte, se observa imprecisión en la reforma que se
propone a la fracción II del artículo 31, toda vez que al re-

ferirse a la compensación por tiempo de servicios, podría
interpretarse de que se trata de una prestación distinta a la
prevista en el artículo 21 de la Ley del Instituto de Seguri-
dad Social de las Fuerzas Armadas Mexicanas.

En razón de lo anterior, esta comisión dictaminadora no es-
tima viable la reforma a la fracción II del artículo 31, por
considerar que los términos para la determinación de las
compensaciones se encuentran regulados en los artículos
36 y 37, a partir de criterios que garantizan la equidad y
constituyen un estímulo para los elementos de las Fuerzas
Armadas Mexicanas. 

2. Con relación a reformar la fracción III del artículo 31 pa-
ra adicionar un 60% al haber de grado que le hubiere co-
rrespondido al militar en caso de retiro, para efecto de in-
tegrar la pensión por fallecimiento, más las primas
complementarias por condecoraciones u otras asignacio-
nes.

Al respecto, esta comisión tiene presente que a partir del
Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan di-
versas disposiciones de la Ley del Instituto de Seguridad
Social para las Fuerzas Armadas Mexicanas, publicado en
el Diario Oficial de la Federación en fecha 20 de no-
viembre de 2008, ya se establecen incrementos a los mili-
tares que pasen a situación de retiro dependiendo los años
en servicio, lo cual permite reconocer la perseverancia en
el mismo y constituye un estímulo para quienes eligen la
carrera de las armas

Dicha disposición, permite el incremento en los beneficios
de manera gradual, pues los porcentajes se incrementan
atendiendo a los años de servicios.

3. En cuanto a reformar la fracción IV del artículo 31, pa-
ra contemplar una adición del 60% en el cálculo del por-
centaje para la integración de la pensión por fallecimiento.

Esta comisión tiene presente que a partir de la reforma a la
misma fracción, publicada en fecha 20 de noviembre de
2008, para la integración del monto por fallecimiento del
militar fuera de los actos de servicio se toma como base el
porcentaje del grado que le hubiere correspondido al mili-
tar en caso de retiro, adicionando a éste el 80% de dicho
haber.

Conforme a lo anterior la reforma planteada a dicha frac-
ción ha quedado sin materia.
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4. Respecto a las reformas propuestas a la fracción V, del
citado artículo 31, esta comisión considera que en todo ca-
so deben observarse los tabuladores autorizados por la Se-
cretaría de Hacienda, así como las disposiciones del Presu-
puesto de Egresos de la Federación, siendo innecesaria su
referencia en este artículo. 

Conclusiones

I. A partir de la consulta realizada al Centro de Estudios de
las Finanzas Públicas de la Cámara de Diputados y el aná-
lisis de las disposiciones aplicables de la Ley Federal de
Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, se observa que
la iniciativa que se analiza carece de una fuente de ingreso
distinta al financiamiento o la forma de compensación del
gasto, que de viabilidad a las reformas planteadas, confor-
me a lo dispuesto en el artículo 18 de la ley citada.

II. Del análisis de la Ley del Instituto de Seguridad Social
para las Fuerzas Armadas Mexicanas y, de manera rele-
vante, de las reformas a la misma publicadas en el Diario
Oficial de la Federación en fechas 20 de noviembre de
2008 y 4 de febrero de 2011, se identifica que las pro-
puestas contenidas en la iniciativa que se dictamina, así co-
mo sus razonamientos, ya fueron tomadas en cuenta en un
proceso legislativo anterior, en el cual fueron valorados los
objetivos centrales de ésta.

Por los razonamientos expresados, esta comisión dictami-
nadora, considera procedente desechar la iniciativa con
proyecto de Decreto por el que se reforma el artículo 31 en
sus fracciones I, II, III, IV y V de la Ley del Instituto de Se-
guridad Social para las Fuerzas Armadas Mexicanas.

En razón de lo anterior, aprueban el siguiente:

Acuerdo

Primero. Se desecha la iniciativa con proyecto de decreto
por el que se reforma el artículo 31 en sus fracciones I, II,
III, IV y V de la Ley del Instituto de Seguridad Social pa-
ra las Fuerzas Armadas Mexicanas, presentada por el dipu-
tado José Manuel Agüero Tovar.

Segundo. Comuníquese a la Mesa Directiva de la honora-
ble Cámara de Diputados.

Nota:

1 Considerando las disponibilidades de información, cuando las esti-
maciones requieren una distribución pormenorizada de la población
según años de servicio se recurre al punto medio del intervalo de edad.

La Comisión de Defensa Nacional, diputados: Rogelio Cerda Pérez
(rúbrica), presidente; Roberto Albores Gleason (rúbrica), Miguel Ál-
varez Santamaría (rúbrica), Luis Alejandro Guevara Cobos, Bernardo
Téllez Juárez (rúbrica), Pablo Escudero Morales (rúbrica), Armando
Meza Castro (rúbrica), secretarios; Víctor Humberto Benítez Treviño,
Manuel Cadena Morales, Luis Carlos Campos Villegas (rúbrica), Artu-
ro Zamora Jiménez, Jorge Franco Vargas, Miguel Ángel Terrón Men-
doza (rúbrica), Francisco Alejandro Moreno Merino, Canek Vázquez
Góngora, José Antonio Yglesias Arreola (rúbrica), Jesús Ramírez Ran-
gel, Gabriela Cuevas Barron, Sergio Arturo Torres Santos (rúbrica),
Camilo Ramírez Puente, Adriana Fuentes Cortés (rúbrica), Sergio Ga-
ma Dufour (rúbrica), José César Nava Vázquez (rúbrica), Esthela Da-
mián Peralta, Lorena Corona Valdés (rúbrica), Juan Enrique Ibarra Pe-
droza, Carlos Torres Piña (rúbrica en contra), Elsa María Martínez
Peña (rúbrica en contra).»

LEY DE AVIACION CIVIL - LEY FEDERAL
DE PROTECCION AL CONSUMIDOR

La Secretaria diputada María Dolores del Río Sánchez:
«Dictamen de las Comisiones Unidas de Transportes, y de
Economía, con puntos de acuerdo por los que se desecha la
iniciativa con proyecto de decreto que reforma los artícu-
los 61 de la Ley de Aviación Civil y 7o. de la Ley Federal
de Protección al Consumidor

Honorable Asamblea:

Las Comisiones Unidas de Transportes, y de Economía,
con fundamento en lo dispuesto en los artículos 39 y 45,
numeral 6, incisos e) y f), de la Ley Orgánica del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos; 80, 81, 82,
84, 85, 87, 157, 158 y 167, numeral 4, y demás aplicables
del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos, presentan a la ho-
norable asamblea, el siguiente dictamen:

Antecedentes

1. En sesión ordinaria de fecha 15 de diciembre de 2010, la
diputada Cora Cecilia Pinedo Alonso del Grupo Parlamen-



tario del Partido Nueva Alianza, sometió a consideración
de esta Cámara de Diputados, la iniciativa con proyecto de
decreto que reforma los artículos 61 de la Ley de Aviación
Civil y 7o. de la Ley Federal de Protección al Consumidor.

2. En la misma fecha, con fundamento en lo dispuesto por
el artículo 23, fracción f), de la Ley Orgánica del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos, la Mesa Di-
rectiva acordó turnar la iniciativa, que nos ocupa a las Co-
misiones Unidas de Transportes y de Economía, para su
estudio y dictamen, mediante oficio DGPL 61-II-1-0897.

Derivado de lo anterior, estas Comisiones Unidas realiza-
ron diversos trabajos a efecto de revisar el contenido de la
citada iniciativa, con el objeto de expresar sus observacio-
nes y comentarios a la misma e integrar el presente dicta-
men.

Descripción de la iniciativa

Expone la diputada Cora Cecilia Pinedo Alonso que la
quiebra técnica del Grupo Mexicana, anunciada en el mes
de agosto pasado, es un asunto delicado por la importancia
de esta línea aérea en México y en el extranjero.

Indica que esta situación supone irresponsabilidad de la
empresa, ya que las condiciones económicas por las que
atraviesa la Compañía Mexicana de Aviación, según los
propios empresarios, no son recientes; es decir, la empresa
ya venía reportando signos negativos que apuntaban a su
quiebra.

Esta quiebra, asumida por Mexicana de Aviación, obligó a
suspender ventas y dejar de prestar el servicio, dañando a
los usuarios al no reembolsar el costo del boleto y obligan-
do a los consumidores a hacer gastos adicionales, com-
prando nuevamente boletos a otras compañías que prestan
el servicio.

Agrega la diputada Cora Cecilia Pinedo Alonso que el pro-
blema es grave, ya que los usuarios no han sido atendidos,
no se les ha reembolsado el boleto, ni mucho menos los
gastos por los daños causados por la no prestación del ser-
vicio, como pagos por servicio de hotel, transporte, viáti-
cos, entre otros.

Por ello la iniciativa plantea un cambio regulatorio que per-
mita dar una solución al problema, especialmente para dar
respuesta a los usuarios y consumidores que han pagado su
boleto y que no han recibido el servicio contratado, proce-

dimiento común en otros países, como en Estados Unidos
y Europa.

Consideraciones de las comisiones unidas

Primera. Las Comisiones Unidas de Transportes y de Eco-
nomía han considerado importante conocer en primera ins-
tancia, los principales factores causantes de la crisis eco-
nómica, los cuales han sido, entre otros, los precios de las
materias primas, la sobrevaloración del producto, una cri-
sis alimentaria mundial, una elevada inflación global y la
amenaza de recesión en todo el mundo. Asimismo, cabe
mencionar que, derivado de los primeros factores, ha con-
tribuido la crisis crediticia, hipotecaria y de confianza en
los mercados.

Segunda. Dicha crisis, definitivamente ha sido un factor
determinante, que influyó negativamente en las líneas aé-
reas mexicanas con extrema dureza. Aún más, a los altos
costos, el endeudamiento y la baja demanda se ha sumado
también la conflictividad laboral.

Tercera. Cabe recordar que el 28 de agosto de 2010, Me-
xicana de Aviación, compañía perteneciente al Nuevo Gru-
po Aeronáutico, SA de CV, informó que debido a su situa-
ción económica suspendía la venta de boletaje de manera
indefinida, así como la reducción gradual de sus operacio-
nes, a fin de continuar con el proceso judicial de concurso
mercantil al que en su momento quedó sujeta.

Cuarta. La Compañía afectó indubitablemente a los usua-
rios de la misma, materializándose dichos daños en el no
reembolsar el costo del boleto y obligando en este caso a
los consumidores, a hacer gastos adicionales.

Quinta. La propuesta de la iniciativa en análisis busca lle-
var a cabo un cambio regulatorio que permita dar una so-
lución integral al problema anteriormente descrito, especí-
ficamente para dar respuesta a los usuarios y consumidores
que en su momento pagaron boleto y que no recibieron el
servicio contratado.

Sin embargo, es importante mencionar que actualmente ya
está previsto en la Ley de Aviación Civil, así como en el
Código Civil Federal, la indemnización a los pasajeros por
los daños que pudieran sufrir con motivo del contrato de
prestación del servicio de transporte aéreo de pasajeros,
por lo que la citada reforma se considera innecesaria por
parte de los integrantes de las Comisiones dictaminadoras.
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Sexta. Por otro lado, también se considera innecesaria la
adición al segundo párrafo del artículo 7o. de la Ley Fede-
ral de Protección al Consumidor que se propone, toda vez
que en dicha legislación, específicamente en el artículo 92,
ya se dispone que los consumidores tendrán derecho a la
bonificación o compensación del dinero pagado cuando la
prestación de un servicio sea deficiente, no se preste o no
se proporcione por causas imputables al proveedor.

Séptima. De igual manera, las Comisiones Unidas de
Transportes y de Economía estiman relevante manifestar
que el artículo 52 de la Ley de Aviación Civil, actualmen-
te ya contempla la responsabilidad de los concesionarios de
cubrir los daños causados a los usuarios de los servicios de
transporte aéreo, ya sea por incumplimiento o por causas
imputables al propio concesionario.

Octava. Por lo anteriormente expuesto, las Comisiones
Unidas de Transportes y de Economía consideran improce-
dente la propuesta de mérito, ya que en caso de aprobarse
en los términos que propone la diputada Pinedo Alonso, se
estaría determinando en ambas regulaciones situaciones
que actualmente ya están previstas, generando un supuesto
de sobrerregulación.

Por las consideraciones anteriormente expuestas, los inte-
grantes de las Comisiones Unidas de Transportes y Econo-
mía, concluyen que no es de aprobarse la iniciativa que se
ha analizado, por lo que someten a la consideración del
Pleno de esta H. Asamblea, para los efectos de la fracción
G del artículo 72 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, el siguiente proyecto de

Acuerdo

Primero. Se desecha la iniciativa con proyecto de decreto
que reforma los artículos 61 de la Ley de Aviación Civil y
7o. de la Ley Federal de Protección al Consumidor, a car-
go de la diputada Cora Cecilia Pinedo Alonso del Grupo
Parlamentario de nueva Alianza, de fecha 15 de diciembre
de 2010.

Segundo. Archívese este asunto como total y definitiva-
mente concluido.

Sala de comisiones de la honorable Cámara de Diputados, a 25 de ma-
yo de 2011.

La Comisión de Transportes, diputados: Javier Gil Ortiz (rúbrica),
presidente; Cuauhtémoc Salgado Romero, Nicolás Carlos Bellizia

Aboaf, Benjamín Clariond Reyes Retana, Paula Angélica Hernández
Olmos (rúbrica), Pedro Ávila Nevárez (rúbrica), Francisco Lauro Ro-
jas San Román (rúbrica), Silvio Lagos Galindo, José Antonio Arámbu-
la López (rúbrica), Alfredo Javier Rodríguez Dávila (rúbrica), Olga
Luz Espinosa Morales (rúbrica), Juan José Guerra Abud (rúbrica), se-
cretarios; Leobardo Soto Martínez (rúbrica), Sergio Lobato García (rú-
brica), María Elena Perla López Loyo (rúbrica), Hugo Héctor Martínez
González (rúbrica), Heliodoro Carlos Díaz Escárraga, Óscar Román
Rosas González (rúbrica), Ricardo Urzúa Rivera (rúbrica), Jesús Ge-
rardo Cortez Mendoza (rúbrica), Sergio Octavio Germán Olivares, Cé-
sar Mancillas Amador (rúbrica), Carlos Martínez Martínez (rúbrica),
Adolfo Rojo Montoya, Ignacio Téllez González, Francisco Arturo Ve-
ga de Lamadrid (rúbrica), Héctor Hugo Hernández Rodríguez (rúbri-
ca), Samuel Herrera Chávez (rúbrica), Ifigenia Martha Martínez y Her-
nández, Ángel Aguirre Herrera.

La Comisión de Economía, diputados: Ildefonso Guajardo Villarre-
al (rúbrica), presidente; Alejandro Cano Ricaud (rúbrica), Jorge Alber-
to Juraidini Rumilla, Narcedalia Ramírez Pineda (rúbrica), Melchor
Sánchez de la Fuente, José Luis Velasco Lino (rúbrica), Leoncio Al-
fonso Morán Sánchez (rúbrica), María Antonieta Pérez Reyes, Norma
Sánchez Romero (rúbrica), Indira Vizcaíno Silva, Rodrigo Pérez-Alon-
so González (rúbrica), Jorge Antonio Kahwagi Macari, secretarios;
Manuel Ignacio Acosta Gutiérrez, José Antonio Arámbula López (rú-
brica), Raúl Gerardo Cuadra García (rúbrica), Pavel Díaz Juárez, Ser-
gio Gama Dufour (rúbrica), Jorge Hernández Hernández (rúbrica), Su-
sana Hurtado Vallejo (rúbrica), Ramón Jiménez López (rúbrica), Vidal
Llerenas Morales, Ifigenia Martha Martínez y Hernández (rúbrica),
Luis Enrique Mercado Sánchez, María Florentina Ocegueda Silva (rú-
brica), David Penchyna Grub, Enrique Salomón Rosas Ramírez (rúbri-
ca), Guillermo Raúl Ruiz de Teresa (rúbrica), David Ricardo Sánchez
Guevara, Víctor Roberto Silva Chacón (rúbrica).»

LEY DE DESARROLLO RURAL SUSTENTABLE

La Secretaria diputada María Dolores del Río Sánchez:
«Dictamen de las Comisiones Unidas de Desarrollo Rural,
y de Agricultura y Ganadería, con puntos de acuerdo por
los que se desecha la minuta con proyecto de decreto que
reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de
Desarrollo Rural Sustentable

Honorable Asamblea:

A las Comisiones Unidas de Desarrollo Rural, y de Agri-
cultura y Ganadería de la Cámara de Diputados del hono-
rable Congreso de la Unión de la LXI Legislatura fue tur-



nada para estudio y dictamen la “minuta con proyecto de
decreto que reforma y adiciona la Ley de Desarrollo
Rural Sustentable”, remitida por la Cámara de Senadores
el 5 de septiembre de 2006.

Con fundamento en lo dispuesto en los artículos 39, 45 y
demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos; 60, 65, 87, 88 y demás
aplicables del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos; y 38,
39, 40, 41, 48 y 49 de las normas relativas al funciona-
miento de las comisiones y comités de la Cámara de Dipu-
tados, las Comisiones Unidas de Desarrollo Rural, y de
Agricultura y Ganadería someten a consideración de sus
integrantes el presente dictamen, el cual se realiza confor-
me a los siguientes

Antecedentes

I. Con fecha 9 de septiembre de 2004, el senador Alberto
Castro Castro, del Grupo Parlamentario del Partido Revo-
lucionario Institucional, presentó ante el pleno de la Cáma-
ra de Senadores la iniciativa que adiciona la Ley General
de Desarrollo Social y la Ley de Desarrollo Rural Susten-
table, acordando la Mesa Directiva turnarla a las Comisio-
nes Unidas de Desarrollo Social, de Desarrollo Rural, y de
Estudios Legislativos para análisis y dictamen.

II. Con fecha 15 de diciembre de 2005, el senador Joaquín
Montaño Yamuni, del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional, presentó la iniciativa que adiciona diversas
disposiciones a la Ley de Desarrollo Rural Sustentable que
la Mesa Directiva turnó para dictamen a las Comisiones
Unidas de Agricultura y Ganadería, y de Estudios Legisla-
tivos.

III. El 2 de marzo de 2006, el senador Óscar Cruz López,
del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución De-
mocrática, presentó ante el pleno de la Cámara de Senado-
res la iniciativa con proyecto de decreto por el que se re-
forman diversas disposiciones de la Ley de Desarrollo
Rural Sustentable. En la misma fecha, dicha iniciativa fue
turnada a las Comisiones Unidas de Agricultura y Ganade-
ría, y de Estudios Legislativos, Segunda.

IV. En la sesión de la Cámara de Senadores del 9 de marzo
de 2006, el senador José Antonio Aguilar Bodegas, del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional, presentó la iniciativa con proyecto de decreto que
reforma y adiciona la Ley de Desarrollo Rural Sustentable,

la cual fue turnada a las Comisiones Unidas de Desarrollo
Rural, de Agricultura y Ganadería, y de Estudios Legislati-
vos.

V. Con fecha 6 de abril de 2006, el senador Salvador Be-
cerra Rodríguez, del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional, presentó la iniciativa que contiene proyecto
de decreto que reforma y adiciona la Ley de Desarrollo Ru-
ral Sustentable, turnándose a las Comisiones Unidas de
Desarrollo Rural, y de Estudios Legislativos, Segunda.

VI. En la sesión de la Cámara de Senadores del 26 de abril
de 2006, el dictamen de cinco iniciativas con proyecto de
decreto que contienen reformas y adiciones a la Ley de
Desarrollo Rural Sustentable se destinó de primera lectura.

VII. Con fecha 27 de abril de 2006, el senador Esteban Mi-
guel Ángeles Cerón, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, presentó en nombre propio y
de los senadores José Adalberto Castro Castro, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional, del
senador José Antonio Aguilar Bodegas, del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional, y del
senador Raúl Ojeda Zubieta, del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática, propuesta de modi-
ficación del dictamen.

VIII. El dictamen adicionado fue aprobado por el pleno de
la Cámara de Senadores, por 78 votos en pro y 6 en contra.

IX. El 5 de septiembre de 2006, la Mesa Directiva de la Cá-
mara de Diputados turnó a las Comisiones Unidas de Desa-
rrollo Rural, y de Agricultura y Ganadería la minuta con
proyecto de decreto que reforma y adiciona la Ley de De-
sarrollo Rural Sustentable.

X. Con fecha 14 de abril de 2010, y en cumplimiento de lo
dispuesto en el artículo 18, párrafo tercero, de la Ley Fe-
deral de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, la Co-
misión de Desarrollo Rural solicitó al Centro de Estudios
de las Finanzas Públicas una valoración del impacto presu-
puestario de la minuta materia del presente dictamen.

Contenido de la minuta

Las iniciativas presentadas en los antecedentes reconocen
que la Ley de Desarrollo Rural Sustentable tiene como ob-
jeto impulsar el desarrollo del sector rural en el marco de
un instrumento jurídico con visión de integralidad, que
considera los aspectos de infraestructura, educación, finan-
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ciamiento y comercialización que requiere el desarrollo del
campo, además del apoyo tanto para las actividades agro-
pecuarias como las no agropecuarias.

No obstante este reconocimiento, las iniciativas buscan tra-
ducir en acciones los contenidos de la Ley de Desarrollo
Rural Sustentable a través de disposiciones específicas y
mandatos concretos que permitan contar con una verdade-
ra política de Estado en materia de desarrollo rural.

Para ello, las modificaciones y adiciones propuestas por la
colegisladora están orientadas a la creación del Programa
Integral de Inversiones Estratégicas para la Soberanía y
Seguridad Agroalimentaria y Nutricional (PIIESSAN), el
Programa Integral Alimentario y Nutricional (PIAN) y el
Fondo de Inversiones para el Desarrollo Rural.

Consideraciones

Primera. Las Comisiones de Desarrollo Rural, y de Agri-
cultura y Ganadería, en su calidad de comisiones dictami-
nadoras, realizaron el estudio y análisis de los plantea-
mientos expuestos en la citada minuta, con objeto de
valorar su contenido, deliberar e integrar el presente dicta-
men.

Segunda. Del análisis practicado a la iniciativa se deduce
que la colegisladora propone establecer el PIIESSAN, el
cual se integra por los componentes de infraestructura bá-
sica e hidroagrícola; electrificación y caminos rurales; re-
forestación y conservación de suelos; y rehabilitación de
cuencas.

Por otra parte, pretende establecer el PIAN, integrado por
los componentes de emergencia para la erradicación de la
desnutrición; orientación alimentaria; apoyo alimentario y
de sanidad doméstica; abasto rural; adquisición y abasto
social de leche; apoyos a la seguridad alimentaria de la fa-
milia rural; investigación científica para la seguridad ali-
mentaria y nutricional; y los demás que contribuyan al lo-
gro de los objetivos del PIAN.

Asimismo, considera el establecimiento de un fondo de in-
versiones para el desarrollo rural en el que se integren los
componentes de apoyo a la infraestructura y al mejora-
miento de tierras; apoyo al fomento agropecuario; apoyo a
la reconversión productiva; y apoyo a la empresa rural.

Tercera. La Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos dispone en el artículo 26, fracción a), que el

Ejecutivo federal está facultado por la Ley para que esta-
blecer los procedimientos de participación y consulta po-
pular en el sistema nacional de planeación democrática y
los criterios para la formulación, instauración, control y
evaluación del plan y los programas de desarrollo. Asimis-
mo, la ley de la materia determina los órganos responsables
del proceso de planeación y las bases para que el Ejecutivo
federal coordine mediante convenios con los gobiernos de
las entidades federativas e induzca y concierte con los par-
ticulares las acciones por realizar para su elaboración y eje-
cución.

Cuarta. En esta tesitura, la Ley de Planeación tiene por ob-
jeto establecer las normas y los principios básicos confor-
me a los cuales se lleva a cabo la planeación nacional del
desarrollo y encauzar, en función de ésta, las actividades de
la administración pública federal; las bases de integración
y funcionamiento del sistema nacional de planeación de-
mocrática; las bases para que el Ejecutivo federal coordine
sus actividades de planeación con las entidades federativas,
conforme a la legislación aplicable; las bases para promo-
ver y garantizar la participación democrática de los diver-
sos grupos sociales, así como de los pueblos y las comuni-
dades indígenas, a través de sus representantes y
autoridades, en la elaboración del plan y los programas a
que se refiere esta ley; y las bases para que las acciones de
los particulares contribuyan a alcanzar los objetivos y las
prioridades del plan y los programas.

Quinta. La Ley de Planeación dispone que es responsabi-
lidad del Ejecutivo federal conducir la planeación nacional
del desarrollo con la participación democrática de los gru-
pos sociales.

En este orden de ideas, este ordenamiento mandata que la
participación y consulta de los diversos grupos sociales,
con el propósito de que la población exprese sus opiniones
para la elaboración, actualización y ejecución de los pro-
gramas, tendrán lugar en el ámbito del sistema nacional de
planeación democrática.

Sexta. La Ley de Desarrollo Rural Sustentable dispone que
la planeación del desarrollo rural sustentable tendrá el ca-
rácter democrático que establecen la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos y las leyes relativas, par-
ticipan en ella el sector público por conducto del gobierno
federal, los gobiernos de las entidades federativas y de los
municipios, en términos del tercer párrafo del artículo 26
constitucional, así como los sectores social y privado a tra-
vés de sus organizaciones sociales y económicas legalmen-



te reconocidas y demás formas de participación que ema-
nen de los diversos agentes de la sociedad rural.

Séptima. Asimismo, la Ley de Desarrollo Rural Sustenta-
ble establece en el artículo 5o.: “En el marco previsto en la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el
Estado, a través del gobierno federal y en coordinación con
los gobiernos de las entidades federativas y municipales,
impulsará políticas, acciones y programas en el medio ru-
ral que serán considerados prioritarios para el desarrollo
del país y que estarán orientados a los siguientes objetivos:

”III. Contribuir a la soberanía y seguridad alimentaria
de la nación mediante el impulso de la producción agro-
pecuaria del país;”

En la misma ley, el artículo 82 establece que “en la pro-
gramación de la expansión y modernización de la infraes-
tructura hidroagrícola y de tratamiento para reúso de agua,
serán criterios rectores su contribución a incrementar la
productividad y la seguridad alimentaria del país, a fortale-
cer la eficiencia y competitividad de los productores, a la
reducción de los desequilibrios regionales, a la transforma-
ción económica de las regiones donde se realice, y a la sus-
tentabilidad del aprovechamiento de los recursos natura-
les”.

La citada ley establece en el artículo 183: “Para cumplir los
requerimientos de la seguridad y soberanía alimentaria, el
gobierno federal impulsará en las zonas productoras líneas
de acción en los siguientes aspectos:

”I. La identificación de la demanda interna de consumo
de productos básicos y estratégicos, y a partir de ello
conducir los programas del sector para cubrir la deman-
da y determinar los posibles excedentes para exporta-
ción, así como las necesidades de importación;

”II. La identificación de los factores de riesgo asociados
con los alimentos, para la elaboración de diagnósticos
que permitan establecer acciones en campo o comercia-
les para asegurar el abasto;

”III. La definición de acciones de capacitación y asis-
tencia técnica, y el impulso a proyectos de investigación
en las cadenas alimentarias;

”IV. El impulso de acciones para mejorar y certificar la
calidad de los alimentos y desarrollar su promoción co-
mercial;

”V. El establecimiento de compromisos de productivi-
dad y calidad por parte de los productores, dependiendo
del tipo de productos de que se trate, sean los de la die-
ta básica o los destinados para el mercado internacional;

”VI. La elaboración y difusión de guías sobre prácticas
sustentables en las diferentes etapas de las cadenas
agroalimentarias;

”VII. La instrumentación de programas y acciones de
protección del medio ambiente para la evaluación de los
costos ambientales derivados de las actividades produc-
tivas del sector; y

”VIII. La aplicación de medidas de certidumbre econó-
mica, financiera y comercial que garanticen el cumpli-
miento de los programas productivos agroalimentarios
referidos en el artículo 180.”

Octava. Teniendo en cuenta lo expuesto, las comisiones
dictaminadoras consideran que la propuesta de la colegis-
ladora de crear el Programa Integral de Inversiones Estra-
tégicas para la Soberanía y Seguridad Agroalimentaria y
Nutricional y el Programa Integral de Alimentario y Nutri-
cional vulnera las disposiciones relativas al carácter demo-
crático que debe tener la planeación previstas en el artícu-
lo 26 constitucional, en congruencia con lo establecido en
los artículos 1o., 4o., 20 y demás relativos de la Ley de Pla-
neación, así como en el artículo 13, fracción I, de la Ley de
Desarrollo Rural Sustentable.

Novena. Actualmente, en el marco del Programa Especial
Concurrente para el Desarrollo Rural Sustentable, las de-
pendencias integrantes de la Comisión Intersecretarial para
el Desarrollo Rural Sustentable instauran programas que
atienden los objetivos de los programas que se pretenden
crear. Tal es el caso del Programa de Uso Sustentable de
Recursos Naturales para la Producción Primaria, el Progra-
ma de Atención a la Pobreza en el Medio Rural y el Pro-
grama de Infraestructura en el Medio Rural.

Cabe destacar que la Cámara de Diputados aprobó en el de-
creto del Presupuesto de Egresos de la Federación para el
Ejercicio de 2010 un monto de 16 mil 706.6 millones de
pesos (mdp) para el Programa de Uso Sustentable de Re-
cursos Naturales para la Producción Primaria, de los cuales
se asignaron 2 mil 70.9 mdp para el componente de con-
servación y uso sustentable de suelo y agua y 5 mil 334.5
mdp para el componente forestal; el Programa de Atención
a la Pobreza en el Medio Rural cuenta con una asignación
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presupuestal de 55 mil 589.8 mdp, de los cuales 3 mil
224.3 mdp están destinados al Programa de Apoyo Ali-
mentario y mil 806.5 mdp al Programa de Abasto Rural, a
cargo de Diconsa, SA de CV. Asimismo, se asignaron re-
cursos por un monto de 62 mil 48.2 mdp al Programa de In-
fraestructura en el Medio Rural, de los cuales 17 mil 620.6
mdp pertenecen al rubro de caminos rurales, 7 mil 369.6
mdp al de infraestructura hidroagrícola y 30 mil 440.4 mdp
a las entidades federativas y municipios a través del ramo
33.

Teniendo en cuenta lo anterior, las comisiones dictamina-
doras consideran que, de aprobarse la creación del Progra-
ma Integral de Inversiones Estratégicas para la Soberanía y
Seguridad Agroalimentaria y Nutricional y del Programa
Integral de Alimentario y Nutricional, se estaría duplican-
do estructura programática ya existente, lo cual contravie-
ne las medidas de ahorro, austeridad y racionalidad del
gasto, contenidas en el Programa Nacional de Reducción
del Gasto Público.1

Por lo expuesto y para los efectos de lo dispuesto en el ar-
tículo 72, fracción d), de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, los integrantes de las Comisiones
de Desarrollo Rural, y de Agricultura y Ganadería de la
LXI Legislatura sometemos a consideración del pleno el si-
guiente

Acuerdo

Único. Se desecha la minuta con proyecto de decreto que
reforma y adiciona la Ley de Desarrollo Rural Sustentable,
remitida por la Cámara de Senadores el 5 de septiembre de
2006.

Nota:

1 Dado a conocer por el Ejecutivo federal, por conducto de la Secreta-
ría de Hacienda y Crédito Público, el 16 de marzo de 2010, en cumpli-
miento de lo dispuesto en el artículo 18 del decreto de Presupuesto de
Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal de 2010.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 31 de agosto de 2010.

La Comisión de Desarrollo Rural, diputados: Javier Bernardo Usa-
biaga Arroyo (rúbrica), presidente; Guillermina Casique Vences (rúbri-
ca), María Esther Terán Velázquez (rúbrica), Martín Enrique Castillo
Ruz, Rogelio Manuel Díaz Brown Ramsburgh, Hernán de Jesús Oran-
tes López (rúbrica), Alfonso Jesús Martínez Alcázar (rúbrica), Carlos
Luis Meillón Johnston (rúbrica), Karla Verónica González Cruz (rúbri-

ca), Federico Ovalle Vaquera (rúbrica), secretarios; Esteban Albarrán
Mendoza, Rubén Arellano Rodríguez (rúbrica), Sabino Bautista Con-
cepción, José Erandi Bermúdez Méndez, Felipe Borja Texocotitla (rú-
brica), María Hilaria Domínguez Arvizu (rúbrica), Francisco Amadeo
Espinosa Ramos, Alberto Esquer Gutiérrez (rúbrica), Sergio Ernesto
Gutiérrez Villanueva, Francisco Alberto Jiménez Merino (rúbrica), Is-
rael Madrigal Ceja (rúbrica), Fermín Montes Cavazos (rúbrica), Alba
Leonila Méndez Herrera, Avelino Méndez Rangel, Norma Leticia
Orozco Torres (rúbrica), Guadalupe Pérez Domínguez (rúbrica), Artu-
ro Ramírez Bucio (rúbrica), Luis Félix Rodríguez Sosa, Emiliano Ve-
lázquez Esquivel (rúbrica), Rolando Zubía Rivera.

La Comisión de Agricultura y Ganadería, diputados: Cruz López
Aguilar (rúbrica), presidente; Manuel Cota Jiménez (rúbrica), Alfredo
Francisco Lugo Oñate (rúbrica), Fermín Montes Cavazos (rúbrica),
Luis Félix Rodríguez Sosa (rúbrica), Rolando Zubía Rivera, Sergio Ar-
turo Torres Santos (rúbrica), Dora Evelyn Trigueras Durón (rúbrica),
Javier Usabiaga Arroyo (rúbrica), José Narro Céspedes (rúbrica), José
M. Torres Robledo (rúbrica), secretarios; José Luis Álvarez Martínez
(rúbrica), Alberto Esquer Gutiérrez, Óscar García Barrón (rúbrica), Jo-
el González Díaz (rúbrica), José Luis Íñiguez Gámez, Ramón Jiménez
Fuentes (rúbrica), Gerardo Leyva Hernández (rúbrica), Benigno Que-
zada Naranjo (rúbrica), Liev Vladimir Ramos Cárdenas (rúbrica), Nar-
cedalia Ramírez Pineda (rúbrica), Jorge Rojo García de Alba, Adolfo
Rojo Montoya (rúbrica), Fernando Santamaría Prieto, Gerardo Sán-
chez García (rúbrica), Enrique Octavio Trejo Azuara (rúbrica), José
María Valencia Barajas (rúbrica), Héctor Eduardo Velasco Monroy
(rúbrica), Liborio Vidal Aguilar (rúbrica), Eduardo Zarzosa Sánchez.»

LEY GENERAL DE POBLACION

La Secretaria diputada María Dolores del Río Sánchez:
«Dictamen de la Comisión de Población, Fronteras y Asun-
tos Migratorios, con puntos de acuerdo por los que se des-
echa la minuta con proyecto de decreto que reforma y adi-
ciona diversas disposiciones de la Ley General de
Población

Honorable Asamblea:

Esta Comisión de Población, Fronteras y Asuntos Migrato-
rios, de la LXI Legislatura, con fundamento en las atribu-
ciones conferidas por los artículos 39, fracciones 1 y 2, y
45, fracción 6, incisos e) y f), todos de la Ley Orgánica del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, emi-
te y somete a consideración del pleno de esta honorable
Cámara de Diputados, el siguiente dictamen a la minuta



con proyecto de decreto, por el que se reforman y adicio-
nan diversas disposiciones de la Ley General de Población,
bajo los siguientes antecedentes y consideraciones.

Antecedentes

Que en fecha 15 de abril de 2009, la Mesa Directiva de la
Cámara de Diputados, dio cuenta del oficio de la Cámara
de Senadores con el que remite expediente con la minuta
proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas dispo-
siciones de la Ley General de Población.

Que en esa misma fecha, la presidencia de la Mesa directi-
va de la Cámara de Diputados, dictó el siguiente trámite:
túrnese a la Comisión de Población, Fronteras y Asuntos
Migratorios.

Contenido de la minuta

Busca modificar el párrafo primero, del artículo 39, para
establecer que cuando los extranjeros tengan hijos nacidos
en territorio nacional, o contraigan matrimonio con mexi-
canos, se les podrá autorizar su internación o permanencia
legal.

Con la modificación al párrafo segundo del artículo 72, se
busca que los oficiales o jueces del registro civil, y los jue-
ces en materia civil o de lo familiar, comuniquen a la Se-
cretaría de Gobernación los cambios del estado civil de los
extranjeros o de la obligación de proporcionar alimentos
dentro de los 5 días posteriores a la fecha en que se firme
el acto, sentencia o resolución.

Con la adición de un segundo párrafo al artículo 37, se bus-
ca que los extranjeros, que tengan hijos de nacionalidad
mexicana, la autoridad atenderá el interés superior del ni-
ño, niña o adolescente, buscando la satisfacción de los de-
rechos de la infancia protegidos por el orden jurídico me-
xicano.

Por último, la adición de un párrafo segundo al artículo 71,
se busca establecer, que en ningún caso, se podrán habili-
tar como estación migratoria, los centros de detención pre-
ventiva y de readaptación social de sentenciados.

Consideraciones de la comisión

Cabe hacer mención, que en el artículo segundo del pro-
yecto de decreto, que expide la Ley de Migración, se esta-
blece que, con la entrada en vigor de la ley de referencia,

entre los artículos que quedaran derogados, se encuentran
los propuestos para modificación o adición en la minuta
que nos ocupa.

Por un lado podemos mencionar, que a partir del 25 de ma-
yo de 2011, que entró en vigor la Ley de Migración, han
quedado sin efecto, las propuestas de reforma y adición
contenidas en la minuta materia del presente dictamen.

No obstante a lo anterior, debemos mencionar, que la re-
forma propuesta al artículo 71, para evitar que sean habili-
tados como estaciones migratorias los centros de detención
preventiva y de readaptación social de sentenciados, ya se
encuentra regulada por el párrafo segundo, del artículo 106
de la Ley de Migración, como a continuación se transcribe:

Artículo 106. Para la presentación de migrantes, el Ins-
tituto establecerá estaciones migratorias o habilitará es-
tancias provisionales en los lugares de la República que
estime convenientes.

No se alojará a un número de migrantes que supere la ca-
pacidad física de la estación migratoria asignada. En nin-
gún caso se podrán habilitar como estaciones migrato-
rias los centros de encarcelamiento, de reclusión
preventiva o de ejecución de sentencias, o cualquier otro
inmueble que no cumpla con las características, ni preste
los servicios descritos en el artículo siguiente.

La reforma propuesta para el artículo 37, ya se encuentra
legislada o establecida en el párrafo decimosegundo, del
artículo 2, de la Ley de Migración, en cuanto a la atención
del interés superior del niño y que a continuación se trans-
cribe:

Artículo 2. La política migratoria del Estado mexi-
cano es el conjunto de decisiones estratégicas para
alcanzar objetivos determinados que con fundamen-
to en los principios generales y demás preceptos con-
tenidos en la presente ley, se plasman en el Reglamen-
to, normas secundarias, diversos programas y acciones
concretas para atender el fenómeno migratorio de Mé-
xico de manera integral, como país de origen, tránsito,
destino y retorno de migrantes.

Son principios en los que debe sustentarse la política
migratoria del Estado mexicano los siguientes:

Párrafo 1 al 11…
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Unidad familiar e interés superior de la niña, niño y
adolescente, como criterio prioritario de internación y
estancia de extranjeros para la residencia temporal o
permanente en México, junto con las necesidades labora-
les y las causas humanitarias, en tanto que la unidad fami-
liar es un elemento sustantivo para la conformación de un
sano y productivo tejido social de las comunidades de ex-
tranjeros en el país.

En lo concerniente a la reforma del artículo 72, ya se en-
cuentra regulada en los artículos 9 y en la párrafo dos, del
artículo 63, de la Ley de Migración, los cuales a la letra di-
cen:

Artículo 9. Los jueces u oficiales del Registro Civil no
podrán negar a los migrantes, independientemente de su
situación migratoria, la autorización de los actos del es-
tado civil ni la expedición de las actas relativas a naci-
miento, reconocimiento de hijos, matrimonio, divorcio
y muerte.

Artículo 63. … 

Los extranjeros tendrán la obligación de comunicar al Ins-
tituto de cualquier cambio de estado civil, cambio de na-
cionalidad por una diversa a la cual ingresó, domicilio o lu-
gar de trabajo dentro de los noventa días posteriores a que
ocurra dicho cambio.

Por lo expuesto, los integrantes de la Comisión de Pobla-
ción, Fronteras y Asuntos Migratorios, en términos del in-
ciso d) del artículo 72 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, sometemos a consideración del
pleno de la honorable asamblea de la Cámara de Diputados
el siguiente

Acuerdo

Único. Se desecha la minuta que contiene proyecto de de-
creto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley General de Población, remitida por la Cámara de Se-
nadores y turnada a esta comisión, en fecha 15 de abril de
2009.

Palacio Legislativo, a 22 de junio de 2011.

La Comisión de Población, Fronteras y Asuntos Migratorios, di-
putados: Norma Leticia Salazar Vázquez (rúbrica), presidenta; Julieta
Octavia Marín Torres (rúbrica), Ana Georgina Zapata Lucero (rúbrica),
Cristabell Zamora Cabrera (rúbrica), Gumercindo Castellanos Flores

(rúbrica), Ramón Jiménez Fuentes (rúbrica), Teresa Guadalupe Reyes
Sahagún (rúbrica), secretarios; Heriberto Ambrosio Cipriano (rúbrica),
Guillermina Casique Vences, José del Pilar Córdova Hernández, Jorge
Venustiano González Ilescas, Olivia Guillén Padilla (rúbrica), Sandra
Méndez Hernández, Héctor Pedraza Olguín, Miguel Ernesto Pompa
Corella, Adriana Terrazas Porras (rúbrica), Carlos Martínez Martínez
(rúbrica), Jaime Oliva Ramírez (rúbrica), María Yolanda Valencia Va-
les, Francisco Arturo Vega de Lamadrid, Ariel Gómez León (rúbrica),
José M. Torres Robledo, Alfonso Primitivo Ríos Vázquez, Roberto Pé-
rez de Alva Blanco, Eduardo Ledesma Romo, Rafael Rodríguez Gon-
zález (rúbrica), Moisés Villanueva de la Luz (rúbrica).»

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Con-
sulte la Secretaría a la asamblea, en votación económica, si
se aprueban estos puntos de acuerdo.

La Secretaria diputada María Dolores del Río Sánchez:
Por instrucciones de la Presidencia, en votación económi-
ca se consulta a la asamblea si se aprueban los puntos de
acuerdo. Las diputadas y los diputados que estén por la
afirmativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los dipu-
tados que estén por la negativa sírvanse manifestarlo. 

Mayoría por la afirmativa, diputado presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor:
Aprobados los dictámenes, archívense como asuntos to-
talmente concluidos. Por lo que se refiere a los dos últi-
mos dictámenes, devuélvanse al Senado para los efectos
de la fracción D del artículo 72 constitucional.

SITUACION POLITICA

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: El
siguiente punto del orden del día es Comentarios relativos
a la situación política del país, a cargo de los grupos parla-
mentarios.

Pido a la Secretaría dé lectura al artículo 101 del regla-
mento de la Cámara, para ilustrar a la asamblea.

La Secretaria diputada María Dolores del Río Sánchez:
Artículo 101. 1. La agenda política se integrará hasta por
dos temas de interés general y sólo tendrán una finalidad
deliberativa. Un integrante de cada grupo, en orden cre-
ciente, de acuerdo a su representatividad en la Cámara, po-
drá fijar su postura al respecto.



2. El coordinador de cada grupo será quien inscriba a un
orador para la ronda de posicionamientos de cada asunto.
Si el orador no se encuentra en el salón de sesiones en el
momento en que el presidente lo anuncie, perderá su turno.

3. Ningún tema del apartado de agenda política se somete-
rá a votación.

4. La agenda política se abordará en cada sesión ordinaria
antes del desahogo de las iniciativas y tendrá una duración
de hasta 2 horas por sesión.

5. La Junta acordará el o los temas y el orden de éstos pa-
ra su debido desahogo. Los temas que la Junta no acuerde
proponer a la Mesa Directiva para su incorporación en el
orden del día no se considerarán para las próximas sesio-
nes, salvo que acuerde su inscripción.

6. El tema que no alcance a desahogarse en la sesión en que
fue inscrito sólo podrá ser considerado para la siguiente si
la Junta acuerda su reinscripción. Es cuanto.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Se
concede el uso de la palabra, por el Partido Nueva Alianza,
a la diputada Pilar Torre Canales.

La diputada María del Pilar Torre Canales: Con su per-
miso, presidente. El pasado 17 de agosto la Junta de Coor-
dinación Política recibió a los representantes del Movi-
miento por la Paz con Justicia y Dignidad, que acudieron a
la Cámara de Diputados en el uso de su derecho para exi-
gir que el Poder Legislativo hiciera su parte ante el escena-
rio de incertidumbre y ante el clima de inseguridad y vio-
lencia que golpea a nuestra sociedad.

No han sido los únicos que han expresado esta demanda.
Día a día escuchamos un justo reclamo: seguridad, justicia
y cumplimiento de nuestra responsabilidad.

En este tercer año de la LXI Legislatura es tiempo de que
el Congreso actúe en concordancia con lo que la sociedad
demanda. Es momento de que los que representamos a mi-
les y miles de mexicanos que han sido agraviados, a los mi-
les de mexicanos que han sido víctimas de la impunidad y
de la complicidad, de quienes deberían ser garantes de su
seguridad.

Los próximos meses serán decisivos para nuestro México
y en este primer periodo ordinario del tercer año de la LXI
Legislatura, quienes la integramos, tendremos que demos-

trar que somos sensibles a las exigencias de los mexicanos
y que tenemos la capacidad para dar soluciones, con he-
chos y acciones, más allá de palabras y compromisos que
sólo se quedan en los discursos.

Nada de lo que hagamos tendrá pleno sentido si no lo sien-
ten las familias allá donde viven; en sus ciudades, en sus
municipios, en sus calles y colonias. Que lo note el traba-
jador, que lo note el estudiante y la madre de familia. Que
se note en las escuelas, en los espacios públicos, en el mi-
nisterio público y en los juzgados.

Compañeros legisladores, debemos recuperar la confianza
de nuestro México; que la gente que está indignada con los
políticos —con justa razón—, realmente entienda que que-
remos prestigiar la actividad política. Debemos de comen-
zar a honrar nuestros compromisos.

Los grupos parlamentarios ya hemos discutido y aprobado
nuestras agendas políticas y nuestras prioridades. Muchos
son los desafíos que enfrenta nuestro país, muchos son los
asuntos que deben de ser atendidos; sin embargo, hoy la se-
guridad pública debe estar en primer lugar, debe ser priori-
dad para el Poder Legislativo, no parar para ganar simpatí-
as ni aprovechar coyuntura, debe ser la prioridad porque
así lo exigen quienes nos eligieron, porque es nuestra obli-
gación atender el reclamo de los mexicanos. La seguridad
comienza con lo más básico, que es la seguridad personal
y familiar.

No podemos tolerar colonias y calles vacías, queremos fa-
milias que puedan disfrutar de los parques y de las calles,
queremos jóvenes que disfruten de su juventud en espacios
seguros, libres de amenazas de secuestros y adicciones.

La confianza en instituciones políticas centrales de la de-
mocracia, como los partidos y el Congreso, experimenta en
nuestro país una creciente erosión. La reconstrucción de un
espacio partidario y la revalorización del parlamento cons-
tituyen tareas pendientes para avanzar en la consolidación
de la democracia.

El fortalecimiento de nuestra democracia ha traído consigo
una nueva valoración de las instituciones políticas, como
pilares esenciales del régimen democrático y un interés ge-
neralizado por su perfeccionamiento. La consolidación de
la democracia implica el desarrollo de una cultura de res-
ponsabilidad mutua entre los ciudadanos y las autoridades.
Esta es una de las tareas más inexploradas de nuestros es-
fuerzos políticos.
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Quienes desempeñamos cargos políticos debemos asumir
plenamente la esencia del mandato que nos otorgó, como
las correspondientes obligaciones de dar cuenta pública y
periódica de nuestra gestión.

Lo reiteramos, un Estado de Derecho fuerte y con la capa-
cidad de aplicar y hacer respetar las leyes es a lo que aspi-
ramos todos. Brindar seguridad a todos es una obligación
que el Estado no puede eludir.

Desde el Congreso estamos obligados a ser parte y vigilar
las acciones que se emprendan en el combate a la delin-
cuencia. Así lo demanda una sociedad agraviada por el ni-
vel de violencia que se vive en las entidades del país.

En Nueva Alianza apoyamos las acciones que emprende el
Estado en el combate a la delincuencia, siempre en el mar-
co de la ley y con respeto a los derechos humanos; pero
consideramos que prevenir el delito, contener la violencia,
dar golpes significativos al crimen organizado, fortalecer y
transparentar la procuración e impartición de justicia, man-
tener el orden y la seguridad en los penales, es una labor
menos espectacular y de mediano plazo que debe empren-
derse.

Es imperativo que atendamos los problemas estructurales,
empezar por la educación y una sólida cultura de la legali-
dad. Tenemos la certeza que con una educación de calidad,
universal, laica y gratuita, podemos superar los niveles de
pobreza en la que viven millones de mexicanos y se les es-
tará dando el medio a través del cual podrán aspirar a un
mejor empleo y oportunidades de vida, alejándolos de la
delincuencia.

Qué mejor manera de combatir la inseguridad, que impul-
sando la educación para construir una sociedad más prós-
pera y con más oportunidades para nuestros jóvenes.

Con una sociedad más educada se promueve una cultura
democrática más tolerante, crítica y participativa; una so-
ciedad educada exigirá a sus gobiernos cuentas claras y re-
sultados; una sociedad educada ejercerá un voto más infor-
mado; una sociedad educada fortalecerá a nuestras
instituciones y fortalecerá a nuestra democracia. En Nueva
Alianza ratificamos nuestro compromiso con la educación.

Compañeros y compañeras legisladores, la sociedad orga-
nizada se manifiesta en las calles, los partidos y quienes re-
presentamos a la nación estamos obligados a dar una res-

puesta de la Cámara de Diputados. No hacerlo sería irres-
ponsable. Muchísimas gracias.

Presidencia del 
diputado Uriel López Paredes

El Presidente diputado Uriel López Paredes: Muchas
gracias, diputada Pilar Torre. Tiene el uso de la palabra el
diputado Pedro Jiménez León, del Partido Convergencia,
hasta por 10 minutos.

Ha solicitado el diputado Pedro Jiménez León diferir su
participación, por lo que tiene el uso de la palabra el dipu-
tado Gerardo Fernández Noroña, del Partido del Trabajo,
hasta por 10 minutos. Ponemos el reloj, por favor. Ahí, es-
tá diputado Fernández Noroña, adelante.

El diputado José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña:
Es que no sé cuánto tiempo me van a dar, son 10 minutos,
pero no veo claro ahí en el reloj, diputado presidente. Ahí
está.

Compañeros diputados, compañeras diputadas. Quiero
compartir con ustedes algunos datos del desastre del go-
bierno de facto que encabeza Felipe del Sagrado Corazón
de Jesús Calderón Hinojosa.

Miren, cuando empezó su gobierno había 44 millones de
pobres; 44 millones 700 mil. A la fecha —es muy buen da-
to, te lo voy a compartir, compañera— hay 60 millones 747
mil 587 pobres. Se han incrementado en 35.90 por ciento
los pobres de este país. El gobierno de Calderón crea 9 mil
249 pobres por día; crea 385 pobres por hora y cada minu-
to crea 6.4 nuevos pobres. O sea, que llevo menos de un
minuto y ya hay 6 pobres más en este país.

Como han cambiado la nomenclatura, hay 90 millones de
mexicanos vulnerables. Ahora le llaman así a quien está en
una pobreza muy fuerte.

El 50 por ciento del sector agropecuario y pesquero está en
la pobreza; 80 por ciento en algunos lugares.

Pero vean este dato que es de oro, a propósito de la deuda.
El gobierno de Calderón ha incrementado, sólo entre mar-
zo del año pasado y marzo de éste, la deuda en 150 millo-
nes de dólares diarios; 150 millones de dólares diarios, en
un año. Todas son cifras oficiales.



Crearon 979 mil empleos y han despedido, en lo que va del
año, 935 mil trabajadores. No estoy hablando del SME, no
estoy hablando de Mexicana, no estoy hablando del Sindi-
cato Minero, son pequeñas, medianas empresas que han
quebrado, despidos silenciosos, 935 mil. O sea, que en rea-
lidad han creado 44 mil empleos, el presidente del empleo,
el usurpador del desempleo, en realidad.

Pero sigo con datos importantes. Se ha aumentado la re-
caudación de impuestos, es cierto, pasó de 39 por ciento a
42.5 por ciento. ¿Quiénes pagan esos nuevos impuestos?
Los asalariados, los grandes, grandes empresarios siguen
sin pagar y los trabajadores cautivos son quienes han in-
crementado el pago de los impuestos.

Este dato, ahora que quieren aprobar la reforma laboral,
outsourcing, empresas outsourcing han evadido 800 mil
millones de pesos por concepto de IVA y de impuesto so-
bre el producto de la renta; 800 mil millones de pesos. Eso
quiere decir que es casi un tercio del presupuesto de este
año lo que no han pagado en impuestos las empresas out-
sourcing, que además se mueven en la ilegalidad.

Este dato no tiene desperdicio: el 40.3 de los subsidios a la
gasolina y a la energía eléctrica, el 40.3 del subsidio de los
programas sociales está destinado al 20 por ciento de los
más ricos del país. Casi la mitad del subsidio en programas
sociales al 20 por ciento más rico y dicen que están traba-
jando en el beneficio de las mayorías.

Este otro dato tampoco tiene desperdicio. Ganan los fun-
cionarios del gobierno usurpador 205 mil dólares al año.
Ganan el doble que sus pares en Suecia. El secretario de
Gobernación del gobierno usurpador; el de Hacienda, que
quiere ser candidato a la Presidencia —parece que Josefi-
na Vázquez Mota ya se lo caminó, a ver si le avisa al-
guien—; el secretario del Trabajo; el secretario de Seguri-
dad Pública, que está vinculado al narco, ganan más que
sus similares de Estados Unidos de América. Ganan más
que sus similares de Estados Unidos de América, casi el
doble que el de Suecia. Aquí hay 19 secretarías, en Estados
Unidos de América hay 15.

Este otro dato tampoco tiene desperdicio. Está deteriorado
en 82 por ciento el poder adquisitivo de la gente, 93 por
ciento se incrementó la canasta básica frente a 17 por cien-
to del salario. Esto quiere decir que el salario mínimo ha
perdido el 47 por ciento del poder adquisitivo.

Una sola muestra. Cuando empezaron los gobiernos panis-
tas de Fox, la tortilla valía 2 pesos con 50 centavos, hoy va-
le entre 13 y 15 pesos.

En seguridad, 62 muertos diarios en lo que va del año, 62.6
para ser precisos. Ensangrentado el territorio nacional,
echa una desgracia la situación política, económica y social
y todavía dice Calderón que la población tiene 100 por
ciento de cobertura médica.

¿En qué país? ¿De quién está hablando? ¿Cómo se puede
tener esa cachaza para dar esa información, que es absolu-
tamente falsa? Como los funcionarios tienen su seguro mé-
dico privado se desentienden de lo que pasa a ras de tierra
con la mayoría de la población del país. Los datos no po-
drían ser más demoledores, el fracaso de la administración.

Miren, se los voy a decir de otra manera: uno hubiera pen-
sado que no había peor gobierno que el de Vicente Fox;
uno habría pensado que no podría haber peor administra-
ción que la de el ex presidente Fox Quesada, y rubro por
rubro, tema por tema, renglón por renglón el gobierno de
Fox fue mejor que el gobierno de facto de Felipe del Sa-
grado Corazón de Jesús Calderón Hinojosa.

Así que es gravísimo lo que se da y lo más delicado, que
hay una alianza entre la cúpula del PAN y la cúpula del
PRI. Aquí hay responsables con nombre y apellido de estas
políticas económicas, políticas sociales, porque en esta Cá-
mara ambos partidos han votado todo lo que ha generado
esta catástrofe de país y estos datos que estoy compartien-
do con ustedes.

Tienen responsabilidad de que hay seis pobres mas por mi-
nuto; tienen responsabilidad del desempleo, tienen respon-
sabilidad del hambre, la miseria y la desesperanza.

Viene la discusión del Presupuesto, ¿cuál va a ser el acen-
to? Se lo van a disputar como botín con miras a la elección
presidencial de 2012 y no con la idea de generar empleo
bien pagado, educación, salud, vivienda, alimentación pa-
ra la mayoría de los mexicanos.

Así es que desde esta tribuna señalo la complicidad de
quien ayer salió, por cierto, a apoyar a Calderón, Carlos
Salinas de Gortari, que entiendo sigue siendo un líder mo-
ral del Partido Revolucionario Institucional y que impulsa
la candidatura de Ernesto Peña Nieto a la Presidencia de la
República. Qué bonita familia, qué bonitas alianzas, qué
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esplendorosa clase política putrefacta que ha sumido al país
en la miseria y la desesperanza, que estamos denunciando
y que estamos señalando.

Sabiendo que más que esta soberanía, estas intervenciones
las escucha el pueblo de México —cada vez más gente ve
el Canal del Congreso, para mi sorpresa—, hago un llama-
do desde aquí a que necesitamos impulsar un poderoso mo-
vimiento popular que le dé una guerra a muerte a la co-
rrupción, a la simulación, a la injustica, a la desigualdad, a
la impunidad, que hoy Calderón se entera que existe, cuan-
do es artífice fundamental de la misma.

Se necesita un cambio profundo en el país y no será un di-
putado, no será un senador, no será un gobernador ni un
Presidente de la República el que lleve a cabo esa transfor-
mación. Será el pueblo de México organizado.

Me temo que esta soberanía ha perdido la oportunidad de
estar a la altura de la responsabilidad y de las circunstan-
cias que nos ha tocado vivir. Le ha dado la espalda al pue-
blo de México. Le ha dado la espalda a sus principales de-
mandas. Le ha dado la espalda a la brutal situación y a la
dureza con que viven día a día millones de mexicanos y se
solazan en sus carreras políticas, en sus preocupaciones
partidarias, en sus posiciones personales y no en el compro-
miso de transformación que deberíamos tener todos y cada
uno de los que somos parte de esta LXI Legislatura y que tu-
vimos el enorme honor de ser elegidos para representar a la
nación, en una de sus coyunturas más dramáticas.

Mientras se entrega el petróleo al extranjero, mientras se en-
trega la energía eléctrica y los minerales, mientras se vulne-
ra a la soberanía, mientras la patria es atropellada y manci-
llada, yo seguiría preguntando: ¿qué tiene que pasar para que
hombres y mujeres, como nosotros, estemos del lado del
pueblo impulsando los cambios que requiere el país?

Hoy más que nunca estoy convencido que Calderón debe
irse. Hoy más que nunca estoy convencido que la opción
del PRI y la opción del PAN representa la misma miseria,
desesperanza y hambre para nuestro pueblo.

Estoy convencido que tendremos que impulsar ese podero-
so movimiento popular que ponga de pie un país que se en-
cuentra de cabeza y lo haremos con Andrés Manuel López
Obrador, encabezando esta transformación. Muchas gra-
cias, por su atención, compañeros y compañeras, diputados
y diputadas.

El Presidente diputado Uriel López Paredes: Muchas
gracias, diputado Fernández Noroña. Tiene el uso de la pa-
labra el diputado Pedro Jiménez León, del Partido de Con-
vergencia, hasta por 10 minutos.

El diputado Pedro Jiménez León: Compañeras y compa-
ñeros diputados, hoy se vive en el país, en todos los órde-
nes, una situación de crisis. En materia política la crisis es
más profunda, a diferencia de lo que pregona el discurso
oficial, tratando de ser apuntalado el gobierno por un in-
forme totalmente disociado de la realidad.

Lo cierto es que México se encuentra en una compleja si-
tuación cuya adversidad no tiene parangón en nuestra his-
toria.

Conviene precisar que esta crisis no es resultado de la ma-
la fortuna o de un mal designio al que se haya condenado
al país. En opinión del movimiento ciudadano, lo que ha
ocurrido es la conjunción de una serie de desaciertos que se
han acumulado en los últimos años, y el extravío de a quién
le deben servir las instituciones.

La posibilidad que se abrió, con la alternancia en la Presi-
dencia de la República, a partir de diciembre del año 2000,
se convirtió en un amargo sendero que tuvo como rumbo la
desarticulación de la vida institucional, ya sea por la frivo-
lidad que caracterizó al sexenio foxista o por los enconos
sembrados por Calderón, quien arribó a esa posición luego
de un muy cuestionable y desaseado proceso electoral, en
su afán de obtener la legitimidad que no logró en las urnas
e inició como su principal política pública la guerra contra
el narcotráfico.

Pero lejos de recurrir al apoyo de expertos que le guiaran
en el tema, emprendió una estrategia totalmente vacía y
que se agrava por la omisión, porque en ese proyecto no se
consideró que el sistema de impartición y procuración de
justicia del país esté profundamente afectado por la co-
rrupción, y las corporaciones policiales están infiltradas
por el crimen organizado. De esta manera, omitiendo lo an-
terior, resultaba previsible que el saldo fuera adverso, tal
como lo hemos observado a lo largo del presente sexenio.

Pero nos llama la atención, que no obstante el enorme fra-
caso de esa estrategia, se persista en su aplicación.

Además, no se tiene previsto ningún mecanismo de rendi-
ción de cuentas o el más mínimo intento de replantearla, no
obstante las 50 mil víctimas que se han cobrado en casi cin-
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co años. Muchas de ellas inscritas en los daños colaterales,
como se ha mencionado, en una total falta de la más ele-
mental sensibilidad.

Qué decir de fenómenos que acompañan tristemente a la
lucha a la que hemos hecho referencia. El nulo crecimien-
to económico. La falta de generación de empleos. El incre-
mento de la pobreza. Aquí se han dado ya las cifras que
muestran lo anterior. El verdadero desastre del sistema
educativo y la falta de oportunidades para jóvenes, mismos
que se han convertido en un caldo de cultivo para su inser-
ción en las actividades delictivas, como una vía de escape,
a fin de satisfacer sus carencias.

¿Acaso pueden negarse hechos sumamente preocupantes,
como los que dan cuenta tanto testimonios orales como las
notas que consignan en los medios, en el sentido de que
existen amplias zonas del territorio nacional asoladas por el
crimen organizado, generando el éxodo de miles de mexi-
canos que abandonan sus lugares de residencia?

¿Cómo reaccionar ante acontecimientos de una enorme
gravedad, donde un casino es incendiado cruelmente sin
importar el costo de 52 vidas, provocando después un in-
tercambio de acusaciones entre los tres niveles de gobier-
no, que buscan eludir su responsabilidad, dando por resul-
tado información que confirma lo que se presuponía?

La delincuencia organizada no gozaría de la impunidad que
disfruta si no fuera por la protección de políticos habidos
de riqueza y carente de la más elemental ética para el des-
empeño de sus funciones, porque si la tuvieran el presi-
dente municipal y el gobernador, deberían estar solicitando
licencia en ese estado del norte de la República.

No obstante, tener un país que se cae a pedazos las visio-
nes de los partidos —que han remontado sus diferencias en
aras de intereses comunes, como lo han hecho en repetidas
ocasiones y lo hemos visto en esta Cámara—, tanto el PRI
como el PAN, se afanan por satisfacer y dejar contentos a
los monopolios y a los poderes fácticos.

Lo decimos ahora y a todas luces se muestra que ya se pu-
sieron de acuerdo en el recambio para decidir, según ellos,
quién administrará el desastre. Pues su complicidad ha
quedado signada por una serie de hierros que han afectado
cada vez más a millones de mexicanos.

Aquí mismo el Congreso ha sido secuestrado por el mero
cálculo político electoral y no se vienen a discutir los temas

de fondo, se vienen a discutir temas simplemente para dis-
traer la atención de la gente. Porque aquí, lo que se ha ve-
nido a exigir es que se apruebe una reforma laboral que
afectaría los derechos de los trabajadores y una Ley de Se-
guridad Nacional que ampliaría el manto de impunidad pa-
ra quienes hoy son los causantes del desastre nacional.

Por eso nosotros desde aquí queremos invitar al pueblo de
México a que se prepare para hacer el cambio de régimen
político en el próximo proceso electoral. No se vale apos-
tarle a la desmemoria de los mexicanos. No se vale usar las
televisoras, que además son en buena medida los principa-
les beneficiarios de este desastre económico, de este desas-
tre político, de este desastre educativo y de este desastre
social.

El horizonte no es nada halagador. Prevalece la colusión de
intereses entre cúpulas partidistas, sus representantes en el
Congreso y los poderes fácticos, y como muestra tenemos
los cientos de jugosos negocios que han realizado en Pe-
tróleos Mexicanos y en la Comisión Federal de Electrici-
dad, en aras solamente de seguir acumulando riquezas.

Hoy vemos manifestaciones tragicómicas, como el caso
del ahora prófugo de la justicia Néstor Moreno, ejemplo em-
blemático de la galopante corrupción y de la impunidad, de
la manera como se ha tratado de encubrir, de la inocultable
utilización de recursos públicos para hacer negocios priva-
dos, como lo revela la pretensión de adquirir acciones de la
empresa española Repsol, mientras que durante este sexenio,
nos queda claro, no se construirá ninguna refinería.

Mientras tanto, la gobernabilidad pende de un hilo y ame-
naza con implantar el caos como forma de vida a la que de-
bemos acostumbrarnos por la falta de oficio y la responsa-
bilidad de quienes han creado este escenario sombrío.

Por eso en este Congreso se han negado a aprobar la refor-
ma política que permitiría las candidaturas ciudadanas,
porque ése es el tamaño del miedo que le tienen al pueblo
cuando este se organiza. En este Congreso se han negado a
la reelección de diputados, porque tienen miedo que los
electores les pidan cuenta a los diputados en sus distritos y
estos hoy tienen miedo de que sus cúpulas partidistas no
los incluyan en las siguientes listas.

Por eso, compañeras y compañeros diputados, frente al
pueblo de México decidámonos a trabajar para que las ins-
tituciones le sirvan a la sociedad y no a los dueños de los
monopolios. Muchas gracias, señor diputado.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 8 de septiembre de 2011309



El Presidente diputado Uriel López Paredes: Gracias,
diputado Pedro Jiménez León. Tiene el uso de la palabra el
diputado Juan Gerardo Flores Ramírez, del Partido Verde
Ecologista de México.

Se encuentran en este salón la Organización de Juventudes
de Izquierda del Grupo Parlamentario del PRD, invitados
por la diputada Lizbeth García. Bienvenidos a la Cámara
de Diputados.

Alumnos y maestros de la escuela primaria Aquiles Serdán,
de Naucalpan, estado de México, invitados por el diputado
David Ricardo Sánchez Guevara. Bienvenidos, bienveni-
das a la Cámara de Diputados.

Adelante, diputado Juan Gerardo Flores Ramírez.

El diputado Juan Gerardo Flores Ramírez: Muchas gra-
cias, señor presidente. A escasos tres meses de que inicie
formalmente el proceso electoral de 2012, la escena políti-
ca que prevalece en nuestro país es francamente preocu-
pante. Es francamente preocupante, porque aunque el pre-
sidente Calderón se empeñe en minimizarlo, hay un clima
de frustración entre una gran proporción de la población,
porque las perspectivas para vivir mejor son poco alenta-
doras, por decir lo menos; por un lado, el grueso de la po-
blación no percibe una mejoría significativa en el aspecto
económico ni hoy ni hacia delante; por otro, en muchas re-
giones del país se vive bajo un clima de desasosiego ante
la cada vez virulenta actuación de los grupos criminales.

No nos engañemos ni permitamos que el Ejecutivo federal
nos quiera convencer que ese clima de inseguridad no ha
tenido efectos sobre el desempeño de nuestra economía.
Por supuesto que los ha tenido y estos han sido negativos.
Para empezar, ha tenido costos enormes en la distribución
y comercialización de bienes de consumo o de materia pri-
ma, pues quienes transportan dichos productos han tenido
que reconfigurar sus rutas con un consecuente aumento en
los costos de distribución.

Por poner un ejemplo. Hace unos días tuve conocimiento
de que hay empresas que pudiendo embarcar cargamento
en el puerto de Lázaro Cárdenas, Michoacán, han optado
por evitar ese puerto e incurren en un mayor costo de trans-
porte para trasladar esa mercancía o carga al puerto de
Manzanillo. Sí, resulta más caro, pero es menos inseguro.

Tampoco es un secreto que el clima de inseguridad ha te-
nido efectos sobre las intenciones de inversión de un nú-

mero importante de inversionistas, impactando así de ma-
nera negativa la prospectiva de un mejor desempeño de
nuestra economía.

Que quede claro, nadie está en contra de la lucha contra el
crimen organizado. En el Partido Verde hemos sido enfáti-
cos en esa postura; sin embargo, aunque el titular del Eje-
cutivo se empeñe en no reconocerlo, la estrategia utilizada
hasta ahora ha demostrado ser cuando menos incompleta y
desde luego, con un elevado costo social.

Ahí están como constancia las miles de muertes de perso-
nas inocentes cuyo único error fue estar próximos a algún
incidente violento, ya sea entre grupos rivales del crimen
organizado o entre miembros del crimen organizado y fuer-
zas de seguridad.

Digo incompleta, porque prácticamente a cinco años de
distancia resulta claro que el presidente y sus secretarios
pasaron por alto diversas variables, que si bien algunas son
ajenas a su control, bien pudieron contemplar mecanismos
para minimizar su efecto negativo sobre la estrategia de
combate al crimen organizado.

En este sentido, para el Partido Verde resulta imperativo
reenfocar la estrategia para que además de la lucha frontal
contra la delincuencia organizada, se configure una estra-
tegia más integral que vincule expresamente a la misma,
una matriz de satisfactores sociales que permitan recons-
truir el tejido social.

No se trata de que nos digan qué se está haciendo, se trata
de que se informe al Congreso de la Unión con precisión
qué programas de esta naturaleza están vinculados directa-
mente con incrementar las oportunidades para los jóvenes,
el grupo social más vulnerable ante el embate de la delin-
cuencia organizada, porque hasta ahora sólo parecen una
colección de programas sin vínculos entre sí.

Hoy vemos a un Presidente, que según su estado de ánimo,
un día critica al Poder Legislativo, otro día al Poder Judi-
cial, en otros a los Estados Unidos de América y en oca-
siones, a todos juntos. A cada uno por no contribuir a que
su estrategia tenga la eficacia que algún día sus asesores en
seguridad le prometieron que tendría.

En ese sentido es necesario señalar que es altamente preo-
cupante ver al titular del Ejecutivo entrar en una dialéctica
nada constructiva con el Poder Judicial de la Federación, a
propósito del caso de Néstor Moreno, funcionario de la Co-
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misión Federal de Electricidad, a quien inexplicablemente
se le mantuvo en el cargo a pesar de información clara y
precisa sobre su actuación irregular.

Pareciera que, a prácticamente un año de que concluya la
actual administración, la tónica discursiva en franca deses-
peración será el señalamiento de responsabilidades a los
otros Poderes de la Unión y una muy somera autocrítica.

Nadie cuestiona que los tres Poderes de la Unión estamos
en deuda con la población, pero que no se equivoque el
Presidente, el Ejecutivo federal también ha cometido mu-
chos errores y tiene muchos pendientes con la sociedad.

En este contexto no debemos pasar por alto que a raíz de la
muy lamentable y condenable tragedia ocurrida en el Casi-
no Royale de Monterrey, el Presidente de la República y su
gobierno cayeron en la tentación de calificar el hecho de
manera preliminar e irresponsable, como un acto terrorista.
Pronunciamiento que sin duda contribuyó a incrementar la
sensación de zozobra bajo la que viven millones de mexi-
canos hoy en día.

Bajo este escenario no es de extrañar que en su mensaje a
la nación, con motivo del V Informe de Gobierno, el presi-
dente Calderón haya dedicado una alta proporción del
tiempo de este mensaje a hablar sobre el tema de la seguri-
dad y en consecuencia, de la inseguridad.

Ahora bien, un partido político ha sugerido que funciona-
rios del ayuntamiento de Monterrey y del gobierno del es-
tado de Nuevo León pidan licencia a su cargo mientras
concluyen las investigaciones del caso. Yo les diría que en
acto de congruencia deberían haber sugerido que funciona-
rios del gobierno federal hicieran lo mismo.

Este caso en particular es un reflejo del escenario nacional,
un escenario caracterizado por una interlocución entre las
diversas fuerzas políticas erosionado, con pocas perspecti-
vas de que mejore en los próximos meses.

Por ello, desde esta tribuna, el Partido Verde hace un ex-
horto al Presidente de la República para que en lo que res-
ta de su administración se conduzca como jefe de Estado,
que contribuya a mejorar la interlocución entre los tres Po-
deres de la Unión, no a contaminarla o a demeritarla. A
propósito, que resista la tentación de caer en el papel de je-
fe de su partido político.

Por nuestra parte, el Partido Verde se compromete a parti-
cipar activamente en las discusiones de las reformas que se
encuentran pendientes de llegar a buen puerto y que sin du-
da hacen falta para dar mejor rumbo a nuestro país.

Pero no se equivoquen, no se trata de dar un apoyo unila-
teral, se trata de que en el proceso se reconozca el peso que
2 millones 700 mil ciudadanos dieron con su voto a la op-
ción que representa el Partido Verde. Demos a los mexica-
nos una señal de esperanza, aún es tiempo. Gracias, presi-
dente.

El Presidente diputado Uriel López Paredes: Gracias,
diputado Juan Gerardo Flores, del Partido Verde Ecologis-
ta de México. Tiene el uso de la palabra el diputado Aveli-
no Méndez Rangel, del Partido de la Revolución Demo-
crática, hasta por 10 minutos.

El diputado Avelino Méndez Rangel: Con su permiso,
señor presidente. Presento a todos mis compañeros, dipu-
tados y diputadas, esta foto que hoy sale en un periódico La
Jornada. Es el regreso del chupacabras, el regreso de uno
de los más nefastos personajes de la política en México: el
pelón le decíamos en aquel entonces, Carlos Salinas de
Gortari, ex Presidente de la República, período 1988-1994,
autor del primer fraude electoral en este país.

El regreso del chupacabras, que viene a apoyar al copetón
Peña Nieto, significa la quiebra moral de este país, signifi-
ca que a los mexicanos nos quieren ver como gente que no
tiene memoria. Se los voy a recordar en este momento: el
error de diciembre, 1994, que sumió al país en la más pro-
funda crisis económica de la que hoy todavía no salimos.

Es así como este personaje debería estar en la cárcel y no
recibiendo la pleitesía y los halagos de mucha gente, que
parece que ya olvidó lo que hizo este terrible personaje en
su momento a los millones de mexicanos. El regreso de es-
te personaje no significa otra cosa más que de lo que se ha
hablado tanto en este Congreso: de la impunidad. Ese fla-
gelo que daña a todos los mexicanos.

Esto se refleja. Por ejemplo, recordemos lo que pasó el
martes, cuando se tenía que tratar el asunto de lo que suce-
dió en Monterrey, simplemente pasó al olvido.

A los amigos del tricolor, esa impunidad que prevalece en
el asesinato –hace un año– de uno de sus casi gobernado-
res, Rodolfo Torre; de lo que hoy no tenemos ninguna no-
ticia y ustedes no la piden, ¿por qué? Pues ya se murió.
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Mucho menos la impunidad que alcanza a los más de 50
mil muertos que tenemos en el país y de los cuales la PGR
simplemente no tiene ni averiguaciones previas ni tampo-
co tiene inculpados directos de estos terribles asesinatos, y
mucho menos de las personas inocentes que caen día a día.
Como la niña que cayó bajo el fuego cruzado y ante lo cual
no hay ningún detenido.

Esa es la impunidad que hoy daña al país. Esa es la impu-
nidad de la que parece que aquí no nos damos cuenta, por-
que estamos rodeados de seguridad y simplemente, parece
que somos inmunes a la misma. Yo les comentaré, cuando
esa violencia llegue aquí, a este recinto, no nos quejemos.

Hoy tenemos que exigirle al gobierno de la República que
resuelva todos estos casos que se están quedando en el ol-
vido.

Por otra parte, otro flagelo de este país: la pobreza. Parece
que se nos olvida, en este Congreso y a este gobierno, que
tenemos 50 millones de pobres de los cuales 25 millones
están en pobreza extrema y que no se está haciendo lo ne-
cesario para sacarlos de esa crisis profunda, porque dan la
espalda al diálogo y a las propuestas alternativas, a estos
compatriotas que hoy se debaten en la pobreza. A estos
compatriotas que hoy no tienen oportunidades y cuya úni-
ca oportunidad es ingresar a las filas de la delincuencia or-
ganizada, donde sí tienen, por lo menos la oportunidad de
tener un ingreso para su familia. No se justifica, pero es lo
que está sucediendo. Este gobierno simplemente está en-
tregando el país o se está rindiendo al extranjero.

En Estados Unidos de América ya hubo ceses de funciona-
rios por el operativo Rápido y Furioso; ya hay una investi-
gación por la participación de agentes extranjeros en suelo
mexicano y aquí, la Secretaría de Relaciones Exteriores, el
gobierno mexicano, simplemente está callado, simplemen-
te está sumiso ante los dictados de Estados Unidos de Amé-
rica en este tema.

Seguramente todos los que están aquí saben que 2 mil ar-
mas, 2 mil armas de alto poder entraron al país con el per-
miso de Estados Unidos de América y estoy seguro que con
la complicidad de las aduanas mexicanas o de funcionarios
de otro nivel, y simplemente, el silencio. Simplemente no
se ha hecho nada para esclarecer ese hecho que ha causa-
do, estoy seguro, en la vida de miles de mexicanos. Aquí
lo único que valió fue que se matara a un agente estadou-
nidense para actuar, pero para investigar qué ha pasado
con esas armas y qué ha sucedido con aquellos mexicanos

que han caído bajo su fuego, simplemente no hay res-
puesta.

La educación. La educación que está en manos de una ca-
cica sindical, Elba Esther Gordillo, que con sus cómplices
han convertido a la educación pública en rehén de un sin-
dicato y que convirtieron al instituto, al ISSSTE, en su ca-
ja chica para hacer política.

Pemex, la principal empresa de México. Hoy todos esta-
mos enterados de este grave atentado a esta empresa na-
cional. Yo les pregunto, ¿qué hacemos desde aquí, desde el
Congreso, para exigirle al gobierno del usurpador, Calde-
rón, que nos explique cómo fue esta transacción que huele
a fraude y que huele a transa? Mejor en España están ac-
tuando y nosotros seguimos callados.

Tenemos que exigirle al gobierno de México lo siguiente:
que explique el origen de los recursos para realizar la opera-
ción, el fundamento legal para realizarla. Tenemos, desde
este Congreso, que dignificarnos y pedirle a esa empresa y a
ese gobierno, que nos aclare este atentado contra el país.

El panorama general que tenemos en nuestra nación no es
nada halagüeño. Hoy la impunidad se esconde debajo de
una táctica que vimos el martes pasado en esta sesión: es-
cándalo, mata escándalo; te doy Monterrey a cambio de
Coahuila, y el duopolio, Televisa y TV Azteca haciéndose
cargo de este circo, de este circo en donde quieren imponer
por la fuerza vendiendo como producto chatarra a Enrique
Peña Nieto, manipulando a la gente, diciendo que la políti-
ca no sirve, diciendo que el Congreso no sirve.

Son estos temas, compañeras y compañeros, los que debe-
ríamos estar tratando en este Congreso, deberíamos de po-
ner un orden desde el Congreso para que esta situación
cambie. De otra forma, compañeras y compañeros, y no es
la primera vez que se los digo, los que están afuera protes-
tando, los pobres, los desposeídos, los que ya no tienen na-
da que perder simplemente se levantarán y cambiarán este
país de fondo. Porque una transformación de fondo es lo
que se realiza. Muchas gracias.

El Presidente diputado Uriel López Paredes: Gracias di-
putado Avelino Méndez. Hará uso de la palabra el diputa-
do Víctor Alejandro Balderas Vaquera, del Grupo Parla-
mentario de Acción Nacional, hasta por diez minutos.

El diputado Víctor Alejandro Balderas Vaquera: Con su
venia, diputado presidente. Diputadas y diputados, sin du-
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da alguna el tema de la inseguridad pública y la violencia
ha concentrado la mayor parte de los análisis, discusiones
y debates. Se trata, por supuesto, de un asunto muy rele-
vante, que permanece muy vigente, porque no podemos dar
un paso atrás en esta lucha que se debió haber dado hace
décadas y que desafortunadamente hoy nos toca enfrentar,
con las consecuencias que ello implica.

En el reconocimiento de esta problemática también está el
de destacar que este sensible tema no nos ha permitido ver
con claridad en dónde están los problemas políticos más
importantes del presente.

Dejar a un lado estos temas sería un grave retroceso, por-
que más allá del asunto de la inseguridad existe un país y
una sociedad ávida de seguir avanzando en democracia; en
contar con instituciones sólidas que abonen a la solución de
los problemas y no a agravarlos; a que la estructura de la
organización del Estado mexicano se fortalezca para cum-
plir con el destino de la nación y que es esta visión la que
nos hace diferentes a las demás fuerzas políticas. Por más
que en el discurso digan que lo importante, más allá de
cualquier interés particular, está el interés de trabajar por
México.

Lo decimos así de claro y frente a la sociedad. Hoy triste-
mente los actores políticos de la oposición están más preo-
cupados en el proceso electoral del 2012, que por edificar
mejores espacios de convivencia tanto social como políti-
ca; están más preocupados por el futuro en el ámbito elec-
toral que por pensar en cerrar filas ante los más grandes
problemas que enfrenta nuestro país. Hoy vemos que todas
y cada una de las decisiones en la que los actores políticos
hemos de concurrir para mejorar la situación política de
México, son regidas por los cálculos electorales y no por
los beneficios que puedan tener para los ciudadanos.

Es el caso muy claro de las reformas que este Congreso de-
jó pendientes desde el pasado período ordinario de sesio-
nes, que bien pudieron ser abordadas con celeridad y en co-
rrespondencia con las exigencias ciudadanas y que al día
de hoy, no hemos tenido la capacidad de sacar adelante por
falta de voluntad política.

Otro asunto, que en Acción Nacional vemos con preocupa-
ción y señalamos en esta tribuna, es que a diferencia de lo
que ocurre en el orden federal, en donde se cuenta con una
legislación precisa, una estricta normatividad y una escru-
pulosa vigilancia sobre la función pública, en muchos esta-
dos de la República se observan serios problemas de inca-

pacidad, de irresponsabilidad, de opacidad, de falta de
transparencia, negligencia o la permanencia de vicios tales
como la corrupción, el cacicazgo, la impunidad y que han
obligado a que el gobierno federal destine mayores fuerzas
y recursos para enfrentar las omisiones de los gobiernos lo-
cales.

Muchos gobiernos locales continúan bajo la lógica de vie-
jas y rancias prácticas de gobierno, la coartación de liber-
tades y de la voluntad ciudadana con el fin de mantener —
algunos quisieran que a perpetuidad— sus redes de poder
y de influencia a costillas de los gobiernos locales, sin im-
portarles el bienestar y la calidad de vida de los ciudada-
nos. 

Es por lo anterior, entre otros factores, que hoy la sociedad
hace expreso su descrédito hacia las autoridades, hacia los
gobernantes y hacia los partidos políticos.

La sociedad está manifestando cada vez más su molestia,
su enojo, su hartazgo y lo más preocupante: su desconfian-
za hacia la clase política, que se ve reflejada también des-
graciadamente en la creciente desconfianza también al in-
terior de la sociedad, entre los ciudadanos, que tristemente
hoy ven más por ellos mismos y en cuidarse unos de otros,
que en mostrar una actitud de solidaridad al interior de las
comunidades. Pero lo más ridículo de todo ello es que mu-
chos actores de la oposición no sólo asumen la corresponsa-
bilidad de ese desprestigio, sino que se han autoproclamado
voceros de ese malestar, como si fueran los defensores de
una causa social, en la que ellos mismos han contribuido a
hacerla más grande.

Sí señoras y señores, es verdaderamente ridículo que quie-
nes más se encargan de exacerbar la desconfianza sean
quienes se dan baños de pureza desde la oposición; son
quienes no se hacen responsables de sus actos, como si
ellos no tuvieran culpa alguna de las rupturas, de la falta de
los acuerdos, que se ha vuelto algo sistemático. Ustedes ya
saben qué nombres y qué personajes son.

Lo más lamentable de todo es la percepción de que la si-
tuación política de nuestro país no va a cambiar, porque así
como lo hemos visto en los discursos y actitudes a lo largo
de esta sesión, no se aprecia que exista una actitud propo-
sitiva y mucho menos de anteponer el interés de la nación
sobre los intereses e intenciones personales; sobre las am-
biciones y las mentiras. La hipocresía de quienes ostentan
una mayoría parlamentaria y que teniendo el poder de de-
cidir, no deciden; de quienes, teniendo la gran oportunidad
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de resolver los problemas, los agravan; quienes pudiendo
generar confianza y dar diálogo, ejemplo de diálogo, de ge-
nerosidad, de voluntad para los acuerdos, se han converti-
do en los voceros del desánimo. De aquellos que creen
erróneamente que sólo pueden cumplir los compromisos
de México cuando se tiene el poder. Así es como observa-
mos en Acción Nacional la situación política del país.

Que quede muy claro, en Acción Nacional no estamos dis-
puestos a sacrificar lo mucho que hemos ganado en mate-
ria democrática en pos de la lucha por el poder. Nosotros
participamos en política para tener mejores gobiernos.
Competimos en las elecciones, no con el objetivo de acce-
der al poder como el fin último, sino para utilizarlo como
un medio para mejorar la calidad de las personas, en bus-
car el bien común y el bien de la nación. Esa es nuestra vi-
sión y la seguiremos defendiendo como lo hemos hecho a
lo largo de nuestra historia. Muchísimas gracias.

El Presidente diputado Uriel López Paredes: Muchas
gracias, diputado Alejandro Balderas. Va a hacer uso de la
palabra el diputado Jorge Rojo García de Alba, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional,
hasta por 10 minutos.

El diputado Jorge Rojo García de Alba: Con su permi-
so, señor presidente. Subo a esta tribuna a nombre de la
fracción parlamentaria del Partido Revolucionario Institu-
cional.

En breve haremos la glosa del informe del quinto año de
gobierno, que representa un balance global de lo avanzado
y el punto en el cual se encuentra el país. Sin embargo, ello
no obvia que desde ya resaltan, como lo han hecho a lo lar-
go de esta administración, diversos problemas, que más
que resolverse se complejizan, que más que significar
avances se expresan en su agudización.

Nos preocupa —y es en tono grave—, que desde el Ejecu-
tivo se mantenga una visión que lastima profundamente el
equilibrio de Poderes, que es el sustento de nuestra vida
institucional.

Es lo mismo cuando se exige la aprobación de leyes que no
han sido sometidas al escrutinio y análisis del Legislativo,
que cuando se señala al Poder Judicial en responsabilida-
des que no abonan a su desempeño, por el contrario, le res-
tan fortaleza.

Es indispensable recuperar los espacios de respeto y cola-
boración entre los tres Poderes de gobierno, así como los
tres niveles de gobierno. Necesitamos un Presidente que se
asuma como jefe de Estado y que aporte soluciones, y con-
tribuya a construir puentes de diálogo y de entendimiento
de soluciones, pues el estado que guarda al país no es para
menos.

Hemos invertido recursos financieros y humanos como
nunca y sin embargo, la paz que piden los mexicanos y el
control del crimen organizado simplemente no se alcanza.

Reiteramos que no proponemos ni nunca lo haremos, clau-
dicar frente a las fuerzas que retan al Estado y a la socie-
dad, pero también reiteramos que los ciudadanos tienen el
derecho a que el Estado los proteja, garantice su seguridad,
sus bienes, sus vidas, la de sus familias, así como el des-
empeño de sus actividades.

No es esta guerra —que no es guerra— la que se ganará
con más balas y con más muertos. La ganaremos recupe-
rando los espacios sociales, políticos, electorales que nos
quieren arrancar. Tenemos que fortalecer las instituciones,
reformarlas desde sus bases si es necesario, pero cada hue-
co que construyamos en sus bases sólo alientan a quienes
persiguen los objetivos más mezquinos y egoístas por so-
bre el bien de la nación.

En este sentido, la incapacidad para contener el crecimien-
to de la pobreza es campo fértil para que no se logre este
objetivo, como lo es para millones de familias mexicanas
que no pueden alcanzar el nivel de bienestar social que por
derecho nos pertenece y que el Estado es responsable de
construir desde sus cimientos.

Nuevamente, conocemos de cifras que muestran cómo la
infancia, que no sólo es el futuro del país sino la muestra
más palpable del presente que debemos transformar, se ale-
ja de los centros educativos, se les somete a condiciones
que ponen en riesgo su salud, su vida y su incorporación
como agentes de cambio en nuestra sociedad. Baste seña-
lar los 3 millones y medio de niños sin escolarizar o los
más de 3 millones de jóvenes que tienen que trabajar para
subsistir.

Seguimos acumulando jóvenes que no esperan tampoco
por un futuro, que demandan ya un presente, en donde pue-
dan integrarse, participar, ser productivos, prepararse para
la academia y lo laboral, contribuir al desarrollo personal y
de su país.
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No son retos menores y lamentablemente, también hemos
aprobado recursos cuantiosos para los programas sociales
sin que podamos tener evaluaciones ciertas y alentadoras
de lo que se va avanzando en la materia.

Próximos a la contienda electoral federal, es imperante un
país con estabilidad, donde se privilegien los acuerdos, las
propuestas, no las denostaciones ni la guerra sucia ni algu-
nos se asuman como redentores de la democracia. Todos
somos corresponsables de que esta estabilidad social se tra-
duzca en estabilidad política y por ende, en estabilidad de-
mocrática.

Que México recupere proyecto y destino. Necesitamos un
México con valores y principios. Rescatemos al país. Re-
conozcamos que hoy no estamos mejor que hace 5 años y
mucho menos que hace una década.

Hoy convocamos al Ejecutivo federal a que con respeto a
los demás fortalezcamos al Estado mexicano por el bien
del país. Muchas gracias.

El Presidente diputado Uriel López Paredes: Muchas
gracias, diputado. El siguiente punto del orden del día son
las iniciativas.

LEY GENERAL DE INSTITUCIONES Y
SOCIEDADES MUTUALISTAS DE SEGUROS

La Secretaria diputada María Dolores del Río Sánchez:
«Iniciativa que reforma el artículo 8o. de la Ley General de
Instituciones y Sociedades Mutualistas de Seguros, a cargo
de la diputada Mary Telma Guajardo Villarreal, del Grupo
Parlamentario del PRD

Planteamiento del problema

La presente iniciativa plantea resolver darle certidumbre
jurídica a los asegurados ya que es recurrente el hecho de
que algunas aseguradoras tardan entre 6 meses o incluso
años en pagarle su indemnización al asegurado o benefi-
ciario de conformidad con la póliza que se establece en su
contrato.

Argumentos

Estadísticamente, se ha dado un aumento en las quejas ciu-
dadanas ante la Comisión Nacional para la Protección y

Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros (Condu-
sef), a nivel nacional por más de 16,777 quejas contra las
aseguradoras, es decir hubo un aumento del 13.2% más que
en los primeros seis meses del año pasado, cuando se pre-
sentaron 14,816 registros.

El 52% de las quejas son para el ramo de seguro de vida y
el 20% para los siniestros de automóviles.

El aspecto esencial que se pretende disminuir es la morosi-
dad en la que incurren algunas aseguradoras, esta proble-
mática debe ser resuelta. 

Mis argumentos a continuación se detallan:

El asegurar a tus seres queridos y tu patrimonio no solo es
una cultura que debe ser fomentada en todos los ciudada-
nos mexicanos, sino que salvaguarda en cierta medida, su
capital que durante años han creado con esfuerzo y sacrifi-
cios…

Es importante mencionar que el contrato de seguro es el
acuerdo de voluntades entre la aseguradora y el asegurado
o contratante, donde el primero se obliga mediante el cobro
de una prima a resarcir de un daño o a pagar una suma de
dinero al verificarse la eventualidad prevista en el contra-
to, el asegurado o contratante, se obliga a efectuar el pago
de esa prima, a cambio de la cobertura otorgada por la ase-
guradora, la cual le evita afrontar un perjuicio económico
mayor, en caso de que el siniestro se produzca.

De acuerdo con algunos doctrinarios, el asegurado es con-
siderado como:

• El asegurado: es la persona que celebra el contrato.

• El beneficiario: es el que percibirá la indemnización.

La póliza: Es el instrumento escrito, en el cual constan las
condiciones del contrato. 

La liquidación de siniestros comienza con la comunicación
que el asegurado o el beneficiario del seguro deben formu-
lar a la entidad aseguradora, para que esta abone el capital
asegurado. Para la liquidación de los siniestros resultan ne-
cesarias tres etapas:

1. La comprobación del siniestro.

2. Su valoración.
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3. La liquidación, para proceder a su pago.

A fin de comprobar debidamente el siniestro, la asegurado-
ra exige una serie de pruebas tendientes a ese objeto y rea-
liza todas las gestiones que considera convenientes.

La valuación de los daños sufridos por el asegurado en los
seguros sobre las cosas es de suma importancia, porque el
monto de la indemnización no solo depende del capital ase-
gurado, sino también del valor de las cosas en el día del si-
niestro. La valuación de los bienes asegurados requiere la
intervención de expertos o peritos liquidadores.

Durante 2010, la Comisión Nacional para la Protección y
Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros (Condu-
sef) en Morelia, recibió 924 quejas en contra de las asegu-
radoras, quienes evaden sus responsabilidades y no cum-
plen con los contratos de los usuarios.

“De las 8 mil 782 atenciones que tuvo la Condusef, 924
tienen relación a los seguros, y las quejas fueron por el
rechazo de sumas aseguradas, improcedencias en el pa-
go de seguros de vida, de gastos médicos mayores, ar-
gumento de enfermedades persistentes, o bien, omisio-
nes por inexactas declaraciones; retraso en el pago de
siniestros y por el monto de las indemnizaciones”.

Los ciudadanos acuden a reclamar el seguro, y se encuen-
tra con la situación de que las pólizas no han sido pagadas,
por lo que se recurre a las instituciones para buscar una so-
lución a este problema.

La Condusef ha reportado que en 2010 su índice de recu-
peración es de 60 por ciento en las quejas, y el trámite se
tarda cuatro meses en resolverse. 

En el estado de México, las empresas aseguradoras de ve-
hículos que más quejas han tenido ante la Condusef son In-
bursa, ING y Qualitás. El año pasado el total de solicitudes
atendidas fue de 900 de las cuales entre 70 y 80 por ciento
fueron resueltas a favor del demandante.

En el promedio nacional de acuerdo con la “primera En-
cuesta Nacional sobre Calidad en el Servicio a Clientes de
las Instituciones de Seguros”, las aseguradoras obtuvieron
una calificación del 74.3 por ciento.

Además se ha incrementado un 13% en número de quejas
contra las aseguradoras en este año 2011. 

Durante el primer semestre del presente año, la Comisión
Nacional para la Protección y Defensa de los Usuarios de
Servicios Financieros (Condusef) registró a nivel nacional
16,777 quejas contra las aseguradoras, es decir 13.2% más
que en los primeros seis meses del año pasado, cuando se
presentaron 14,816 registros.

El ramo de seguros que más querellas aglutinó fue el de vi-
da, con poco más de la mitad de éstas (52 por ciento).

Aquí, el principal motivo que da lugar a controversias es la
cancelación de contrato, ya sea por la solicitud del usuario
para rescindir su póliza o por el rechazo de la institución a
dicha petición.

La sección de automóviles concentró 20% de las contro-
versias. En esta parte, las tendencias que acarrean más de-
nuncias son el incumplimiento de contrato, las faltas en la
reparación del bien afectado y la inconformidad con el
tiempo para el pago de la indemnización.

En este rubro es importante resaltar que en los últimos 12
meses el robo se mantiene a la alza, acumulando al cierre
de julio 83,477 vehículos asegurados robados, cuando en el
año 2007 representaba 56,807, y en el año 2010 73,750, lo
que representan un incremento del 13% respecto al mismo
ciclo previo. 

Cabe destacar que el estado de México continúa en el pri-
mer lugar de las entidades con mayor número de unidades
aseguradas robadas, mientras que Nuevo León ocupa el se-
gundo lugar y el Distrito Federal mantiene su tendencia a
la baja y se desplaza al tercer lugar.

En el ciclo agosto 2010-julio2011, entre los 15 municipios
o delegaciones con mayor número de vehículos robados
asegurados se destaca la presencia de Monterrey, Guadalu-
pe y San Nicolás de las Garzas en Nuevo León. En los que
también se aprecia el uso de la violencia como factor a
combatir.

Los seguros relativos a accidentes y enfermedades reunie-
ron 14% de las quejas. En este rubro los usuarios general-
mente manifiestan su descontento por que les adjudican
pólizas que ellos no contrataron así como por el incumpli-
miento del servicio. 

El 14% restante correspondió a los daños sin autos (agrí-
colas, crédito, marítimos, riegos profesionales, catastró-
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ficos, etcétera), pensiones y los relacionados con otro
sector.

Los ramos de vida y auto causan mayor número de contro-
versias. El 52% es la proporción de quejas relacionadas
con el seguro de vida respecto del número total de quere-
llas. El 20% es la proporción de quejas relacionadas con
seguros para auto y entre los motivos están las fallas en la
reparación del bien afectado. Reitero, 16,777 es el número
de controversias recibidas por la Condusef a nivel nacional
durante el primer semestre del año.

No obstante una vez que pasan meses o años en pagarle al
asegurado, algunas aseguradoras se cobran de manera in-
debida un concepto denominado “deméritos primas”, sin
consultarle al asegurado, cobrándose automáticamente de
su indemnización.

Compañeras y compañeros legisladores, es nuestro deber
proteger y salvaguardar los derechos de los ciudadanos, en
este caso de los asegurados, en su patrimonio y economía,
por eso propongo que:

• Si las aseguradoras incurren en mora en el cumpli-
miento de la prestación, con el asegurado, deberá la ase-
guradora responder por la indemnización de daños y
perjuicios, no obstante incluirán y deberán entenderse
válidas las cláusulas contractuales que sean más benefi-
ciosas para el asegurado. 

• También en el caso de que no hubiere procedido al pa-
go del importe mínimo y pasando un mes no ha notifi-
cado personalmente y por escrito al asegurado incurrirá
la aseguradora en mora y deberá reparar el daño dentro
de los cuarenta días a partir de la recepción de la decla-
ración del siniestro.

• Los tribunales judiciales se encargarán de resolver, pe-
ro por cada día que pase, correrá un interés legal aun es-
tando en litis la demanda.

Sumemos esfuerzos y fortalezcamos la presente propuesta,
por y a favor de los mexicanos.

Por lo anteriormente expuesto y con fundamento en el artí-
culo 71, fracción II, de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos y artículos 77 y 78 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, pongo a consideración
el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforma y adiciona el artículo 8 de
la Ley General de Instituciones y Sociedades Mutualis-
tas de Seguros

Artículo Único. Se reforma el artículo 8 y se adicionan
ocho párrafos al artículo 8 de la Ley General de Institucio-
nes y Sociedades Mutualistas de Seguros para quedar co-
mo sigue:

Artículo 8. …

I. XIII. …

Si las aseguradoras incurren en mora en el cumpli-
miento de la prestación, con el asegurado, respecto
de los ramos de seguro señalados en este artículo, de-
berá la aseguradora responder por la indemnización
de daños y perjuicios, no obstante incluirán y debe-
rán entenderse válidas las cláusulas contractuales
que sean más beneficiosas para el asegurado, ajus-
tándose en lo siguiente:

a) Afectará, a la mora del asegurador respecto del
tomador del seguro o asegurado y, con carácter
particular, a la mora respecto del tercero perju-
dicado en el seguro de responsabilidad civil y del
beneficiario en el seguro de vida.

b) Será aplicable a la mora para la indemniza-
ción, mediante pago o por la reparación o reposi-
ción del objeto siniestrado, y también a la mora
en el pago del importe mínimo de lo que el asegu-
rador pueda deber.

c) Se entenderá que la aseguradora incurre en
mora cuando no hubiere cumplido con su presta-
ción de indemnización pasando un mes contados
a partir desde la reclamación del siniestro.

d) En caso de que no hubiere procedido al pago
del importe mínimo y pasando un mes no ha no-
tificado personalmente y por escrito al asegurado
incurrirá la aseguradora en mora y deberá repa-
rar el daño dentro de los cuarenta días a partir de
la recepción de la declaración del siniestro.

La indemnización por mora se impondrá por escrito
ante los Tribunales Judiciales y consistirá en el pago de
un interés anual igual al del interés legal del monto vi-
gente en el momento en que se devengue, incrementado
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en el cincuenta por ciento; estos intereses se considera-
rán producidos por cada día que pase.

Por ningún motivo las aseguradoras podrán deducir
otras coberturas que no estén amparadas y previamen-
te indicadas en su póliza de seguro, en caso de hacerlo,
deberá reparar de inmediato la cantidad deducida y pa-
gará al asegurado el cincuenta por ciento más de esa
cantidad como reparación del daño.

No obstante, transcurridos dos años desde la produc-
ción del siniestro, el interés anual no podrá ser inferior
al veinticinco por ciento.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración. 

Segundo. Se derogan todas las disposiciones que contra-
vengan el presente decreto.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 8 de Septiembre de 2011.— Di-
putada Mary Telma Guajardo Villarreal (rúbrica).»

El Presidente diputado Uriel López Paredes: Túrnese a
la Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dicta-
men.

LEY FEDERAL DE ARMAS DE 
FUEGO Y EXPLOSIVOS

La Secretaria diputada María Dolores del Río Sánchez:
«Iniciativa que reforma el artículo 88 de la Ley Federal de
Armas de Fuego y Explosivos, a cargo de la diputada
Adriana Sarur Torre, del Grupo Parlamentario del PVEM

Problemática

El decomiso de armas se ha incrementado considerable-
mente, poniéndolas a disposición del Ejército, Armada y
Fuerza Aérea para su resguardo, quedándose en estos luga-
res por mucho tiempo y sin usarse hasta que se vuelven in-
servibles, lo que provoca una pérdida de dinero y de mate-
rial que puede ser reutilizado en beneficio de estas

instituciones, principalmente reduciendo el presupuesto
utilizado para la compra de los mismos.

Argumentación

El tráfico de armas es uno de los delitos que más se persi-
guen en México, puesto que va acompañado del tráfico de
drogas, y no sólo por el hecho de que su llegada a este país
es ilegal, sino porque la mayor parte de ellas son utilizadas
por el crimen organizado contra las autoridades federales,
estatales, municipales, así como del Ejército y la Marina y de
sus enemigos, es decir de aquellas personas que puedan po-
ner en riesgo sus negocios y por lo tanto sus intereses.

Desde que inició el gobierno del presidente Felipe Calde-
rón al año 2010, el decomiso de armas que ha hecho la Se-
cretaría de la Defensa Nacional (Sedena) creció mil 603
por ciento, al pasar de 5 mil 216 armas aseguradas a 83 mil
613, creciendo en promedio por año 152 por ciento, mien-
tras en lo que va de 2011 se han decomisados 10 mil.

Detallando los datos proporcionados por la Sedena, el nú-
mero de armamento decomisado ha ido en aumento, como
ya se había mencionado y se encuentra de la siguiente ma-
nera: de diciembre de 2006 a diciembre de 2007, se deco-
misaron 5mil 216, para diciembre de 2008 había aumenta-
do en 286 por ciento, siendo decomisadas 20 mil 164; para
2009 el número fue de 45 mil 630, registrando un aumen-
to con respecto a 2008 de 126 por ciento y para 2010, los
aseguramientos llegaron a 83 mil 613, representando un
aumento en relación al 2009 de 83 por ciento.

Para los primeros meses de 2011, el decomiso de armas
queda como sigue: en enero se incautaron 2 mil 269 armas;
en febrero, 2 mil 165; en marzo llegaron a 2 mil 63; en abril
la cifra bajó a mil 997; y para los primeros días de mayo
había decomisadas 830 armas.

Los estados en los que mayormente se decomisan armas
son: Michoacán, Baja California, Tamaulipas, Chihuahua y
Coahuila, entre las que se encuentran: armas largas, de los
siguientes calibres: 5.56 mm, 7.62 mm, AK47 y R15, entre
otras; las cortas: 357mm, 38mm, 40mm, 45mm, 10mm y la
5.7mm, mejor conocida como la mata policías; así como
cartuchos, granadas, cargadores, mechas, entre otros arte-
factos utilizados como explosivos.

Entre otras cosas que se decomisan a parte de las armas,
son droga (comúnmente es marihuana y cocaína), autos, si-
luetas para practica de tiro, así como uniformes camuflados
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o incluso uniformes del Ejército o pertenecientes a la poli-
cía. 

Las organizaciones que se dedican al narcotráfico princi-
palmente, suelen contar con integrantes que se dedican a
adquirir las armas para cubrir las necesidades del grupo,
contactando a ciudadanos norteamericanos o residentes le-
gales y mediante una retribución económica adquieren el
armamento y según la Procuraduría General de la Repúbli-
ca (PGR) hasta ahora no han encontrado en México un gru-
po delictivo que se dedique exclusivamente al tráfico de ar-
mas, generalmente complementan sus actividades con
otros delitos.

Las armas llegan a México a través de los 19 cruces de pa-
so formales e informales a lo largo de 3 mil 152 kilómetros
en la frontera norte, un ejemplo de esto son los cuatro cru-
ces formales que se encuentran en Chihuahua y las 300
brechas que cruzan entre Ojinaga y Ciudad Juárez. El ar-
mamento no es trasladado en grandes cantidades, sino en
cantidades hormiga, como lo denominan los traficantes,
pues son ocultas en vehículos terrestres: en el respaldo de
los asientos, en oquedades fabricadas en las carrocerías y
en las llantas de refacción.

De igual manera la PGR reporta que en la frontera norte se
encuentran más de cien mil permisionarios que venden ar-
mamento de manera legal, en negocios constituidos a tra-
vés de las ferias llamadas Gun Shows, donde se consiguen
de manera fácil y rápida. Llegan a ser valuadas en un ran-
go que va de los 800 a los 2 mil dólares, considerando la
antigüedad, la marca, el modelo, el estado de conservación
y la versión del material, por lo cual el Ejército mexicano
ha llegado a decomisar armas hasta con un valor de más de
3 millones de dólares.

Después de que se incautan estas armas y se lleva el pro-
cedimiento legal correspondiente en contra de los portado-
res de las armas, éstas son llevadas a almacenes, por lo ge-
neral al que se encuentra ubicado en el Primer Batallón de
Materiales de Guerra de la Secretaría de Defensa, donde
tras un minucioso proceso de registro se resguarda con vi-
gilancia electrónica y biométrica, para posteriormente
completar los trámites legales para definir su destino final,
que en muchos casos no es más que el resguardo. 

El hecho de todo este asunto se encuentra en la necesidad
de frenar el tráfico de armas que ha generado la muerte de
miles de personas inocentes en la necesidad de las bandas
del crimen organizado por ganar territorios para seguir co-

metiendo sus delitos, sin embargo como esto no será fácil
de lograr puesto que mientras haya demanda por parte de
México la oferta de Estados Unidos seguirá presente, es
necesario en este sentido que aquellas armas que sean de-
comisadas no se encuentren simplemente resguardadas co-
mo piezas de museo, es necesario que puedan ser reutiliza-
das por el Ejército, Armada y Fuerza Aérea, así como por
las instituciones policiacas de los estados, municipios y fe-
derales, finalmente se necesitaría el presupuesto para su
mantenimiento y no para comprar más armas que las que
tienen guardadas, las cifras antes mencionadas nos revelan
el volumen con el que se cuenta, ya que la tecnología con
la que éstas cuentan es igual o superior a la que pueden te-
ner las armas de estas instituciones, de aquí la necesidad de
reformar el artículo 88 de la Ley Federal de Armas de Fue-
go y Explosivos. 

Nuestra propuesta se incorpora en la descripción del artí-
culo 88, la posibilidad de que las armas de fuego de uso ex-
clusivo del Ejército, Fuerza Aérea y Marina que sean de-
comisadas, también puedan destinarse a las corporaciones
de seguridad pública de la federación, de los estados y los
municipios. Con ello consideramos que se puede fortalecer
la seguridad pública del país, reduciendo los costos en
equipamiento.

Por otra parte, se establece que para el caso de que dichas
armas hayan sido utilizadas para la comisión de algún de-
lito, a fin de evitar su inoperancia, pues deben quedar al
resguardo de la Secretaría de la Defensa Nacional durante
la secuela procesal, buscamos que esas armas de fuego
puedan ser destinadas a los mismos fines que se señalan en
el párrafo primero del artículo 88, previas las medidas ne-
cesarias destinadas a mantener o establecer probanza en la
secuela procesal que corresponda.

Fundamentación

Artículo 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos. Artículo 3, numeral 1, fracción
VIII; artículo 6, numeral 1, fracción I; artículos 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados.

Iniciativa con proyecto de 

Decreto que reforma el artículo 88 de la Ley Federal de
Armas de Fuego y Explosivos

Único. Se reforma el artículo 88 de la Ley Federal de Ar-
mas de Fuego y Explosivos, para quedar como sigue:
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Artículo 88. Las armas materia de los delitos señalados en
este capítulo, serán decomisadas para ser destruidas. Se ex-
ceptúan las de uso exclusivo del Ejército, Armada y Fuer-
za Aérea que se destinarán a dichas instituciones o a de-
pendencias de seguridad pública de la federación, de los
estados o Distrito Federal o de los municipios que así lo so-
liciten, conforme lo dispuesto en el presente ordenamiento
y su reglamento.

Para el caso de que las armas decomisadas hayan sido uti-
lizadas en la comisión de un delito y que sean de uso ex-
clusivo del Ejército, Armada y Fuerza Aérea, la Secretaría
de la Defensa o la Secretaría de Gobernación podrán soli-
citar al juez de la causa, previa documentación del arma y
demás circunstancias periciales o de probanza procesal ne-
cesarias, sean destinadas para su uso conforme lo dispone
el párrafo anterior.

Las armas de fuego de valor histórico, cultural, científico o
artístico, se destinarán al Museo de Armas de la Secretaría
de la Defensa Nacional. Los objetos, explosivos y demás
materiales decomisados se aplicarán a obras de beneficio
social.

Transitorios

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 8 de septiembre de 2011.— Di-
putada Adriana Sarur Torre (rúbrica).»

El Presidente diputado Uriel López Paredes: Túrnese a
la Comisión de Defensa Nacional, para dictamen.

LEY DE ADQUISICIONES, ARRENDAMIENTOS 
Y SERVICIOS DEL SECTOR PUBLICO

La Secretaria diputada María Dolores del Río Sánchez:
«Iniciativa que reforma el artículo 26 Ter de la Ley de Ad-
quisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Públi-
co, a cargo del diputado Jorge Antonio Kahwagi Macari,
del Grupo Parlamentario de Nueva Alianza

Jorge Antonio Kahwagi Macari, integrante del Grupo Par-
lamentario de Nueva Alianza en la LXI Legislatura de la
Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, con fun-

damento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;
y 6.1.I, 77.1 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputa-
dos presenta ante esta soberanía iniciativa con proyecto de
decreto por el que se reforma el artículo 26 Ter de la Ley
de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector
Público, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

En México se han hecho progresos sustanciales en años re-
cientes, con el desarrollo de sistemas de buen gobierno, en
particular para administrar mejor el gasto público, contro-
lar los presupuestos y ejecutar las contrataciones públicas
en forma más eficiente y económica.

Sin embargo, uno de los grandes inconvenientes es la co-
rrupción como fenómeno que se ha institucionalizado en el
país, lo cual perjudica todos los sectores; afecta tanto a ciu-
dadanos como a la economía del país en general.

De acuerdo con el Banco Mundial, la gravedad de esto en
términos monetarios es que México estaría generando cos-
tos equivalentes a 9 por ciento del producto interno bruto
(PIB), mientras que en promedio se destina a educación un
6 por ciento del mismo.

Las compras gubernamentales generalmente representan la
mayor proporción del gasto público, aparte de los salarios
del gobierno y los beneficios sociales, pues en general las
compras públicas representan entre 14 y 20 por ciento del
PIB de un país, y estos gastos públicos están destinados en
gran medida a los servicios públicos básicos, como agua
potable, educación, atención médica e infraestructura.

Si se estima que la corrupción puede incrementar entre 10
y 25 por ciento el costo de las compras públicas, y en al-
gunos casos incluso entre 40 y 50 por ciento, los posibles
costos financieros y sociales son preocupantes.

Importa señalar que tener una nación con mayor porcenta-
je de corrupción que inversión en la educación para forma-
ción de capital humano tiene como resultado atrasos en los
procesos de transformación industrial, investigación y de-
sarrollo tecnológico, entre otros. Eso hace que el país no
explote su competitividad al máximo y se pierdan oportu-
nidades frente a otros.

El indicador de corrupción del Banco Mundial señala que
México se encuentra en el percentil 25 a 50, lo que signifi-
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ca que más de la mitad de 213 países encuestados contro-
lan la corrupción de mejor manera que México. El índice
de percepción de la corrupción más reciente de Transpa-
rency International confirma esto, dado que sitúa a México
en el puesto 98, entre 178 países clasificados, lo que repre-
senta una caída respecto a 2009, cuando ocupaba el puesto
89.16 En el índice de percepción, México obtuvo un pun-
taje de 3.1 en 2010, inferior al de 3.3 que obtuvo en 2009.

Es necesaria mayor cultura de información para que los
ciudadanos puedan revisar cómo se utilizan y a qué se des-
tinan los recursos, exigiendo un uso adecuado de los mis-
mos.

El gobierno digital puede entenderse como uno de los prin-
cipales instrumentos de modernización del Estado y resul-
ta del uso estratégico e intensivo de las tecnologías de la in-
formación y las comunicaciones, en las relaciones internas
de los propios órganos de gobierno y también en las rela-
ciones del sector público con los ciudadanos y las empre-
sas, ya sea en la oferta de servicios públicos o en los pro-
cesos de compras gubernamentales.

Esta modernización del Estado se relaciona también con la
necesidad de mayor transparencia en la gestión económica
y fiscal del aparato público, en la búsqueda de mayor efi-
ciencia en la prestación de servicios públicos y en el mejo-
ramiento de la calidad de los servicios ofrecidos a los ciu-
dadanos.

El sector público continúa y continuará siendo el sector
más importante de muchas economías, constituyendo el
mayor comprador de bienes, obras y servicios de casi todos
los países y, probablemente, el cliente más importante del
sector privado.

Como gran comprador, el gobierno puede desarrollar ini-
ciativas para transformar el proceso de compras públicas,
utilizando sistemas electrónicos de compras y de licitación.
La garantía de transparencia en el proceso de compras es el
punto esencial de cualquier administración gubernamental
preocupada en velar por el bien público.

Después de las reformas de 2009, es obligatoria la partici-
pación de testigos sociales en las principales compras pú-
blicas del gobierno cuyo monto rebase el equivalente a 5
millones de días de salario mínimo general vigente en el
Distrito Federal, o en razón de su efecto en los programas
clave de la dependencia o de la entidad involucrada.

A partir de junio de 2010, la Secretaría de la Función Pú-
blica tenía registrados 39 testigos sociales para proyectos
de compras públicas, 5 organizaciones y 34 personas físi-
cas. En la primera mitad de 2010, estos testigos sociales
participaron en 67 compras y, según la SFP, “la figura del
testigo social ha impactado en la mejora de los procedi-
mientos de compras a partir de sus aportaciones y expe-
riencia hasta convertirse en un elemento estratégico en la
transparencia y credibilidad del sistema”.

En este sentido, el tema de las adquisiciones públicas me-
rece mayor atención, a fin de lograr un uso eficiente de los
recursos, compras de mejor calidad, ahorros presupuesta-
rios y mayor transparencia en los actos del Estado, lo que
hace más fácil prevenir el fraude y la corrupción. Por ello
videograbarlas desarrollará un círculo virtuoso donde el
Estado mexicano y el sector privado podrán sustentar su
proceder y mejorar, así como fortalecer el proceso de com-
pra gubernamental.

Por las consideraciones expuestas y fundadas, en mi cali-
dad de integrante del Grupo Parlamentario de Nueva
Alianza someto a consideración de esta soberanía la si-
guiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforma el artículo 26 Ter de la
Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del
Sector Público

Artículo Único. Se adiciona una fracción I y se recorren
las subsecuentes, reformando el penúltimo párrafo, al artí-
culo 26 Ter de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y
Servicios del Sector Público, para quedar como sigue:

Artículo 26 Ter. En las licitaciones públicas cuyo monto re-
base el equivalente a cinco millones de días de salario mí-
nimo general vigente en el Distrito Federal y en los casos
que determine la Secretaría de la Función Pública, aten-
diendo al impacto que la contratación tenga en los progra-
mas sustantivos de la dependencia o entidad, participarán
testigos sociales, conforme a lo siguiente:

I. Dichas licitaciones públicas deberán ser videogra-
badas;

II. a IV. …

…
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Se podrán exceptuar la videograbación y participación
de los testigos sociales en los casos en que los procedi-
mientos de contrataciones contengan información clasi-
ficada como reservada que ponga en riesgo la seguridad
nacional, pública o la defensa nacional en los términos
de las disposiciones legales aplicables.

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Dado en la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, a 8 de sep-
tiembre de 2011.— Diputado Jorge Antonio Kahwagi Macari (rúbri-
ca).»

El Presidente diputado Uriel López Paredes: Túrnese a
la Comisión de la Función Pública, para dictamen.

LEY DEL IMPUESTO A LOS 
DEPOSITOS EN EFECTIVO

El Presidente diputado Uriel López Paredes: La diputa-
da Sofía Castro Ríos, del Grupo Parlamentario del PRI,
tendría la palabra para presentar iniciativa con proyecto de
decreto que abroga la Ley del Impuesto a los Depósitos en
Efectivo.

La diputada Sofía Castro Ríos: Muchas gracias, compa-
ñeras legisladoras y compañeros legisladores. Con su ve-
nia, señor presidente. En efecto, el día de hoy hago uso de
esta tribuna para presentar la iniciativa con proyecto de de-
creto que abroga la Ley del Impuesto a los Depósitos en
Efectivo.

El 19 de junio de 2007, el titular del Poder Ejecutivo, el
presidente Felipe Calderón Hinojosa, presentó ante este
Congreso esta iniciativa de ley para crear un impuesto a los
depósitos en efectivo. Esta disposición desde luego que iba
dirigida a personas físicas y morales, tenía como propósito
regular el comercio informal, garantizar que las operacio-
nes de comercio se hicieran con la legalidad y sobre todo
transparentando el uso de los recursos, de los ingresos.

Sin embargo, quiero decirles que desde el 2007 a la fecha
esta iniciativa no ha sido exitosa; no ha sido exitosa, pri-
mero, porque no se combatió la informalidad. Hoy en día
cientos y miles de personas siguen ocupando una de sus
principales formas de ingreso: el comercio informal.

Pero lo que es peor, esta disposición violenta el artículo 2o.
del Código Fiscal de la Federación, en su fracción primera,
cuando dice que los impuestos son contribuciones estable-
cidas en la ley, que deben pagar personas físicas y morales
que se encuentran en una situación jurídica o de hecho,
prevista por la misma y que sean distintas a las señaladas
en las fracciones II, III y VI de este artículo.

Considero que con esta disposición de haber creado el IDE
se viola el principio de proporcionalidad, se viola el prin-
cipio de certidumbre o certeza jurídica, el de comodidad, el
principio de economía, a los que la Corte ha enunciado de
la siguiente manera:

Todo impuesto debe ser cierto; es decir, claro y preciso. El
impuesto debe ser justo; es decir, equitativo y proporcio-
nal, y estar en relación con la riqueza de la nación. Debe
ser cómodo, para que el causante tenga facilidades de cu-
brirlo sin más mermas en su patrimonio, y debe ser econó-
mico.

El impuesto en la Ley de Impuestos a los Depósitos en
Efectivo es lesivo a los derechos del contribuyente por las
siguientes consideraciones. Su finalidad no es aportar re-
cursos al gasto público, dado que tiene fines extraoficiales
y de control.

El Impuesto a los Depósitos en Efectivo violenta la garan-
tía de audiencia, ya que en el momento en que se realiza la
retención deja al contribuyente en un estado de indefen-
sión, toda vez que con la retención no se puede argumentar
alegato alguno debido a que quien determina y quien reali-
za la retención no es propiamente una autoridad, es alguien
que está en una ventanilla en cualquier institución banca-
ria. Es un simple trabajador de una de estas instituciones fi-
nancieras del país.

Además, viola el derecho de la privacidad, en el momento
en que la institución bancaria ofrece toda la información de
un contribuyente a la autoridad fiscal, consagrado en el ar-
tículo 16 constitucional, ya que no se tiene una orden para
poder conocer y disponer de dicha información, como lo
establece este artículo 16 constitucional.
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Se viola además el secreto bancario; en el cual la institu-
ción financiera se obliga y compromete a actuar de buena
fe y salvaguardar información del cuentahabiente, la cual
sólo será utilizada de la mejor manera.

Sólo se realiza a los depósitos en efectivo y no a las trans-
ferencias electrónicas. Es una incongruencia.

Con esta ley se violentan las garantías de audiencia, de pri-
vacidad, de secreto bancario y se otorgan facultades a las
instituciones financieras, mismas que no son propiamente
autoridad fiscal, lo cual es violatorio de nuestro marco ju-
rídico.

No es proporcional, puesto que va dirigido a quienes me-
nos tienen y con ello, tampoco es justo. No se rige bajo el
principio de comodidad, puesto que el depositante o cuen-
tahabiente nunca sabe en qué momento le es retirado el im-
puesto.

De seguirse violentando con esta ley los derechos del ciu-
dadano, sólo desgastarán más a la economía de los contri-
buyentes. Generarán pérdidas cuantiosas al erario. Lo cual
ocasionará un desgaste.

En conclusión, compañeros y compañeras, este impuesto
sólo ha recaudado al día de hoy 8 millones 246 mil pesos,
el 62 por ciento de lo que se tenía programado. Es un mon-
to inferior al 50.9 por ciento registrado en 2009 y 58.1 me-
nor a lo recaudado de julio a diciembre de 2008.

Por todas estas razones y por todas las que he inscrito en la
iniciativa, señor presidente, solicito que se incluyan todas
las argumentaciones de forma íntegra en el Diario de los
Debates, en razón del tiempo y de que a un señor legisla-
dor es de poco interés. Pero hay millones de mexicanos en
el comercio informal que están demandando la atención de
este Congreso. Es cuanto, señor presiente. Muchas gracias
por su atención.

«Iniciativa que abroga la Ley del Impuesto a los Depósitos
en Efectivo, a cargo de la diputada Sofía Castro Ríos, del
Grupo Parlamentario del PRI

La licenciada Sofía Castro Ríos, diputada federal de la LXI
Legislatura del honorable Congreso de la Unión, integran-
te del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Ins-
titucional, presenta ante esta honorable Cámara de Diputa-
dos, iniciativa con proyecto de decreto que abroga la ley
del impuesto a los depósitos en efectivo. 

Argumentos 

El 19 de junio de 2007, el presidente Felipe Calderón, pro-
puso al Congreso de la Unión, la Ley de Impuesto contra la
Informalidad, que pretendía  gravar con 2% a los depósitos
bancarios por más de veinticinco mil pesos. Su finalidad
principal era identificar a aquellas personas que omitían to-
tal o parcialmente el pago de alguna contribución, porque
no solicitaban su inscripción en el Registro Federal de
Contribuyentes, porque omitían expedir comprobantes por
las actividades que realizaban o porque consignaban ingre-
sos acumulables menores a los reales en las declaraciones
que presentaban para fines fiscales.

La Ley del Impuesto a los Depósitos en Efectivo fue pu-
blicada en el Diario Oficial de la Federación el 1º de octu-
bre de 2007 y entró en vigor a partir del 1º de julio de 2008.

El impuesto a los depósitos en efectivo se aplica a quienes
utilicen las instituciones del sistema financiero del país, de
la siguiente forma: 

– Las personas físicas y morales; inicialmente por el im-
porte excedente de 25,000 pesos y con una tasa de 2%,
pero con las reformas que entraron en vigor a partir de
enero de 2010, el depósito sujeto al gravamen disminu-
yó a 15,000 pesos y la tasa subió al 3%, ya sea en mo-
neda nacional o extranjera; que se realice en cualquier
tipo de cuenta abierta a su nombre. 

– Las personas físicas y las morales que adquieran che-
ques de caja en efectivo en el sistema financiero del pa-
ís, sin importar el monto, serán sujetas del gravamen del
3%.

Cabe hacer mención que no están obligados al pago, la Fe-
deración, Entidades Federativas y Municipios, las entida-
des de la administración pública paraestatal que estén con-
sideradas como no contribuyentes del impuesto sobre la
renta, las personas morales con fines no lucrativos confor-
me a la Ley del Impuesto sobre la Renta, las instituciones
del sistema financiero por los depósitos en efectivo que se
realicen en cuentas propias con motivo de su intermedia-
ción financiera o de la compraventa de moneda extranjera,
salvo los que se realicen en las cuentas concentradoras, las
personas que realicen depósitos en cuentas abiertas con
motivo de créditos otorgados por las instituciones del sis-
tema financiero, excepto tratándose de los otorgados a per-
sonas morales y físicas con actividades empresariales y
profesionales.
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El impuesto se recauda por las instituciones del sistema fi-
nanciero (bancos, casas de bolsa, sociedades de inversión,
entre otras) en las que se tengan abiertas las cuentas de los
contribuyentes. 

Cuando no existan fondos suficientes para hacer la recau-
dación del impuesto, las instituciones financieras harán la
recaudación en el momento en que se realice algún depósi-
to durante el año en cualquiera de las cuentas que tenga el
contribuyente en la institución que corresponda.

Si de acuerdo con la información presentada por las insti-
tuciones financieras al Sistema de Administración Tributa-
ria (SAT), se comprueba que existe un saldo a pagar de im-
puesto a los depósitos en efectivo por parte del
contribuyente, las autoridades fiscales notificarán al contri-
buyente dicha circunstancia, otorgándole un plazo de 20
días hábiles, contados a partir del día siguiente a aquél en
que surta efectos dicha notificación, para que manifieste
por escrito lo que a su derecho convenga y, en su caso, pre-
sente los documentos y constancias que desvirtúen la exis-
tencia del saldo a cargo.

Transcurrido el plazo citado, si  el contribuyente no logra
desvirtuar la existencia del saldo a cargo por concepto del
impuesto a los depósitos en efectivo o no haya ejercido el
derecho a que se refiere el párrafo anterior, la autoridad de-
terminará el crédito fiscal correspondiente y realizará el re-
querimiento de pago y cobro del mismo, más la actualiza-
ción y recargos que correspondan desde que la cantidad no
pudo ser recaudada hasta que sea pagada.

En materia de tributación fiscal entre el ciudadano y el Es-
tado se establece una  relación Jurídico Tributaria, que es el
vínculo jurídico en virtud del cual el Estado, denominado
sujeto activo, exige a un deudor, denominado sujeto pasi-
vo, el cumplimiento de una prestación pecuniaria excep-
cionalmente en especie. El objeto de la obligación contri-
butiva consiste en la prestación económica a cargo del
contribuyente, para afrontar las funciones propias de dere-
cho público. Los elementos de la obligación tributaria son:

– Sujeto Activo; el Estado.

– Sujeto Pasivo; el Contribuyente.

– Objeto de la Obligación, consistente en una prestación
económica.

El impuesto según el Artículo 2 del Código Fiscal de la Fe-
deración, en su fracción I: 

“Impuestos son las contribuciones establecidas en ley
que deben pagar las personas físicas y morales que se
encuentran en la situación jurídica o de hecho prevista
por la misma y que sean distintas de las señaladas en las
fracciones II, III y IV de este Artículo”.

También es necesario señalar algunos principios fiscales
importantes en materia de impuestos para dar una visión
más amplia del tema. 

- El principio de proporcionalidad, lo podemos ejempli-
ficar de la siguiente manera, los gobernados de cual-
quier Estado, deben de contribuir al sostenimiento del
Gobierno en proporción de sus respectivas facultades,
en cuanto sea posible, es decir, de que todos los habi-
tantes de un Estado deben contribuir a su manutención,
dicha aportación debe ser de manera proporcional y
considerando las limitaciones económicas del contribu-
yente.

- El principio de certidumbre o certeza, lo consideramos
como el tributo que cada individuo está obligado a pa-
gar, debe ser fijo y no arbitrario. La fecha de pago, la
forma de realización, la cantidad a pagar deben ser cla-
ras y patentes para el contribuyente y para cualquier otra
persona.

- El principio de comodidad nos habla de que todo im-
puesto debe recaudarse en la época y en la forma en las
que es más probable que convenga su pago al contribu-
yente. 

- El principio de economía nos señala que los impuestos
pueden sacar o impedir que entre a los bolsillos de la
población una cantidad mucho mayor que la que hacen
ingresar en el tesoro público. Es decir que se gaste más
de lo que entra al erario por el concepto de impuestos.

La Suprema Corte de Justicia de la Nación, ha enunciado
los principios que deben regir los impuestos de la siguien-
te manera:

– Todo impuesto debe ser cierto, es decir, claro y preci-
so. 

– El impuesto debe ser justo, es decir, equitativo y pro-
porcional y estar en relación con la riqueza de la nación. 
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–  Debe ser cómodo para que el causante tenga facilida-
des de cubrirlo, sin más mermas en su patrimonio. 

– Debe ser económico.

La Ley del Impuesto a los Depósitos en Efectivo es lesi-
va a los derechos del contribuyente  por los siguientes mo-
tivos: 

– Su finalidad no es aportar recursos al gasto públi-
co, dado que tiene fines extra fiscales y de control. 

– El Impuesto a los Depósitos en Efectivo violenta la
garantía de audiencia, ya que en el momento en que se
realiza la retención deja al contribuyente en un estado de
indefensión, toda vez que con la retención no se puede
argumentar alegato alguno, debido a que quien determi-
na y realiza la retención, no es propiamente una autori-
dad. 

– Viola al derecho de la privacidad, en el momento en
que la institución bancaria, ofrece toda la información
de un contribuyente a la autoridad fiscal, consagrada en
el artículo 16 de la constitución, ya que no se tiene una
orden para poder conocer y disponer de dicha informa-
ción. 

– Viola el secreto bancario, en el cual la institución fi-
nanciera, se obliga y compromete a actuar de buena fe y
salvaguardar la información del cuentahabiente, la cual
sólo será utilizada de la mejor manera. 

– Solo se realiza a los depósitos en efectivo y no a las
trasferencias electrónicas.  

Con esta Ley, se violentan las garantías de audiencia, la
privacidad, el secreto bancario, y se otorgan facultades
a las instituciones financieras, mismas que son propias
de la autoridad fiscal lo cual es violatorio de nuestro
marco jurídico, no es proporcional puesto que va diri-
gido a quien menos tiene y con ello tampoco es justo,  no
se rige bajo el principio de comodidad puesto que el de-
positante o cuentahabiente nunca sabe en qué momen-
to le es retirado el impuesto.

De seguirse violentando con esta Ley los derechos del ciu-
dadano, sólo desgastarán más la economía de los contribu-
yentes, generarán pérdidas cuantiosas al erario público, lo
cual ocasionará un desgaste mayor del Estado.

Este impuesto es regresivo porque promueve lo que se su-
pone quiere evitar: la informalidad, además de que pro-
picia más contracciones económicas, porque el pequeño
comerciante no quiere pagar más impuestos (IVA, IETU,
ISR), por lo que mejor optará por comprar y vender en la
informalidad”. 

Este  impuesto no está pensado para obligar a que las gran-
des empresas o corporativos paguen más impuestos, sino
está pensado en los pequeños comerciantes, y tampoco
afecta a quienes realizan actividades ilícitas, pues quienes
las realizan, depositan grandes cantidades de dinero en ins-
tituciones extranjeras o utilizan empresas sin rendimientos
para lavar dinero, pero está claro que quienes reciben dine-
ro en pequeñas cantidades mensuales o personas de clase
media son las que más resienten esta disposición

Se supone que este impuesto se hizo para los comerciantes
informales, en intención de que se declarasen de las ga-
nancias por los bienes y servicios vendidos, pero nos en-
contramos con que esta ley ha venido provocando en la in-
formalidad  un  aumento desmedido en los precios de los
productos y servicios, creación de formas nuevas para eva-
dir el cumplimiento esta ley, regreso del capital al famoso
“ahorro del colchón”, para evitar la retención del impuesto
en las cuentas; y como la verdad es que el número de co-
merciantes informales no sólo sigue igual, sino que va en
aumento y la mayoría de ellos no utilizan los servicios ban-
carios, sus adquisiciones de productos y ventas de servicios
los lleva a cabo con quien sí es causante registrado, quie-
nes manejan grandes cantidades de dinero en efectivo bus-
can la manera de transformarlo o utilizarlo para préstamos
(agiotistas) para generar una utilidad extra, eludir el depó-
sito en las instituciones bancarias y evitar ser contribuyen-
te.

Es necesario que se establezca otro tipo de mecanismo pa-
ra detectar e incorporar a la economía informal en el pa-
drón de contribuyentes, exigiendo al sujeto pasivo una
aportación apegada a su capacidad contributiva, la cual no
puede ser evaluada tan sólo por una cantidad depositada
mensualmente en una institución bancaria, ya que lo que se
ha generado es una baja en la captación de ahorradores,
dañando con ello la salud del sistema financiero del país.

Este impuesto no ha funcionado, en 2010 recaudó 8,246
millones de pesos (62% de lo que se tenía programado)
monto inferior en 50.9% al registrado en 2009 y 58.1%
menor a lo recaudado de julio a diciembre de 2008, año
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en que entró en vigor, según datos de la Secretaría de Ha-
cienda;  aunque todavía hay muchos ilusos,  que creen que
se va a dar el milagro de que con simples anuncios en los
medios masivos de comunicación se va a mejorar la actitud
de los contribuyentes, invitándolos al cumplimiento volun-
tario de sus obligaciones fiscales, prometiendo el gobierno
y asegurándole al causante que por cada peso que aporten
los ciudadanos por concepto de pago de contribuciones se
dará un ejercicio transparente y honesto del gasto público,
bajo un estricto control, en un sistema de rendición de
cuentas mediante el cual se le dé a conocer a la sociedad in-
formación fehaciente de los gastos e inversiones realiza-
dos. Esto es sólo  demagogia. 

Por lo anteriormente expuesto.

Con fundamento en los artículos 71, fracción II, y 72 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 6,
numeral 1, fracción I, 77, numeral 1 y 2, y 78, numeral 1,
fracciones I a XI del Reglamento de la Cámara de diputa-
dos del honorable Congreso de la Unión, ante esta honora-
ble Cámara de Diputados, la legisladora que suscribe, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional, de la LXI Legislatura del honorable Congre-
so de la Unión, somete a consideración de esta honorable
asamblea, la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto

Artículo Único. Se abroga la Ley del Impuesto a los De-
pósitos en Efectivo. 

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 8 de septiembre de
2011.— Diputadas: Sofía Castro Ríos, Diana Patricia González Soto,
Josefina Rodarte Ayala, Rosalina Mazari Espín, Laura Felícitas García
Dávila, Hilda Ceballos Llerenas,  Margarita Gallegos Soto (rúbricas).»

Presidencia del diputado 
Emilio Chuayffet Chemor

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Túr-
nese a la Comisión de Hacienda y Crédito Público, pa-
ra dictamen.

LEY FEDERAL DE LAS 
ENTIDADES PARAESTATALES

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Tie-
ne la palabra el diputado Marcos Pérez Esquer, del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional, para presentar
iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona
diversas disposiciones de la Ley Federal de las Entidades
Paraestatales.

El diputado Marcos Pérez Esquer: Gracias, presidente.
Primeramente le solicitaría que toda vez que tengo regis-
tradas varias iniciativas para el día de hoy, me permitiera
que el resto de ellas fueran agendadas en próximas sesio-
nes.

La propuesta que someto a consideración de esta soberanía
reforma diversos artículos de la Ley Federal de las Entida-
des Paraestatales, con el objeto de contribuir al óptimo
aprovechamiento de los recursos humanos, financieros y
materiales, destinados a la gestión administrativa, a cargo
de la Secretaría de la Función Pública.

Esta dependencia tiene entre sus atribuciones, la de aseso-
rar y apoyar a los órganos internos de control en depen-
dencias y entidades, establecer las bases generales para la
realización de auditorías, realizar por sí o a solicitud de la
Secretaría de Hacienda o de la coordinadora de sector, las
auditorías y evaluaciones en sustitución o apoyo de los ór-
ganos de control, así como designar y remover a los titula-
res de esos órganos y a los de las áreas de auditoría, quejas
y responsabilidades.

En congruencia también con el Plan Nacional de Desarro-
llo 2007-2012, en el decreto de Presupuesto de Egresos de
la Federación para el ejercicio 2010, así como en el Pro-
grama Nacional de Reducción del Gasto Público de Alcan-
ce Plurianual, se estableció que las dependencias y entida-
des de la administración, debían reducir las estructuras
orgánicas y ocupacionales de sus órganos internos de con-
trol, tomando en cuenta para ello, los lineamientos que ex-
pidieran las secretarías de Hacienda y de Función Pública.

En dichos lineamientos emitidos el 6 de abril del 2010, se
establece que el proceso de reducción de estructuras orgá-
nicas y ocupacionales de los órganos internos de control
estará orientado a la disminución de plazas y el rediseño de
sus estructuras y deberá atender a criterios de eficiencia y
efectividad que garanticen el óptimo aprovechamiento de
los recursos. Asimismo se indica que el proceso de reduc-
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ción de estructuras habrá de considerar, entre otros aspec-
tos, su compactación cuando resulte eso factible y la ade-
cuada distribución del personal.

En consonancia con este fin, la iniciativa propone posibili-
tar que los órganos internos de control de las dependencias
coordinadoras de sector, sean los encargados de llevar a ca-
bo las tareas de evaluación, revisión y auditoría de las en-
tidades paraestatales.

Consecuentemente se propone suprimir, de la estructura or-
gánico-ocupacional, de cada una de estas contralorías cua-
tro plazas: la de titular del órgano de control y las de sus
tres áreas sustantivas, adscribiendo al resto del personal a
la contraloría de la dependencia coordinadora de sector.

Asimismo reconociendo que pueden existir razones técni-
cas que justifiquen la permanencia del órgano de control en
determinada entidad, se faculta al secretario de la Función
Pública para que así lo determine, con base en el dictamen
que suscriba.

Finalmente, se concede facultad al mismo funcionario pa-
ra instruir al personal de los órganos de control interno en
dependencias y entidades cuando existan razones que así lo
justifiquen, que realice o participe de las revisiones o tare-
as de fiscalización en otras dependencias o entidades con el
fin de aprovechar al máximo esos recursos humanos.

Sin duda alguna la propuesta permitirá mejorar la actividad
de control interno en la administración y contribuirá a la
simplificación administrativa, generando un ahorro signifi-
cativo. En una primera aproximación podría llegar incluso
a los 680 millones de pesos anuales. Hasta ahí la propues-
ta. Es cuanto, señor presidente, muchas gracias.

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley Federal de las Entidades Paraestatales, a cargo
del diputado Marcos Pérez Esquer, del Grupo Parlamenta-
rio del PAN

El suscrito, diputado Marcos Pérez Esquer, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional de la
LXI Legislatura del honorable Congreso de la Unión, con
fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II,
y 78, fracción III, de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos (CPEUM), concordantes con el di-
verso 6, fracción I, del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados del honorable Congreso de la Unión, me permito
presentar para su análisis y dictamen la siguiente iniciativa

con proyecto de decreto por el que se reforman los artícu-
los 10, 60, 62, 63, 65, 67 y 68 de la Ley Federal de las En-
tidades Paraestatales, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La presente iniciativa tiene como propósito contribuir al
óptimo aprovechamiento de los recursos humanos, finan-
cieros y materiales destinados a la gestión administrativa,
particularmente, la que está a cargo de la Secretaría de la
Función Pública (SFP).

Para su debida comprensión, esta propuesta tiene como pun-
to de partida lo previsto en el artículo 49 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM), según
el cual, el Supremo Poder de la Federación se divide para su
ejercicio en Ejecutivo, Legislativo y Judicial. Al primero de
ellos le corresponde, según lo prevé el artículo 90 constitu-
cional, atender los negocios del orden administrativo de la
federación, a través de una organización denominada admi-
nistración pública federal (APF).

El mismo artículo 90 explicita que la APF será centraliza-
da y paraestatal, y que su definición estará a cargo de la
Ley Orgánica que expida el Congreso, cuyo objeto será re-
gular, entre otros aspectos:

a) La distribución de los negocios del orden administra-
tivo a cargo de las Secretarías de Estado; 

b) La definición de las bases generales de creación de
las entidades paraestatales y la intervención del Ejecuti-
vo Federal en su operación; y

c) La determinación de las relaciones entre las entidades
paraestatales y el Ejecutivo federal, o entre éstas y las
secretarías de Estado.

La Ley Orgánica de la Administración Pública Federal
(LOAPF) establece las bases para su organización; distri-
buye la competencia entre las dependencias y entidades; fi-
ja los términos en que éstas auxiliarán al Ejecutivo para el
cumplimiento de sus responsabilidades; y determina cómo
se conforma la administración centralizada y la paraestatal.

Asimismo, para asegurar la necesaria intervención que co-
rresponde al Ejecutivo federal en la operación de las enti-
dades de la administración pública paraestatal, el numeral
48 de la ley, faculta al presidente de la República para agru-
parlas por sectores definidos considerando el objeto de ca-
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da una de ellas y la esfera de competencia de las secretarí-
as de Estado y departamentos administrativos. De esta for-
ma, la dependencia designada fungirá como coordinadora
de sector, según lo establece el artículo 49 de la ley; y a ella
corresponderá coordinar la programación y presupuesta-
ción; conocer la operación; evaluar los resultados y partici-
par en los órganos de gobierno de las entidades agrupadas
en el sector a su cargo.

Cabe apuntar que las relaciones entre el Ejecutivo federal
y las entidades paraestatales –para fines de control y eva-
luación– se llevarán a cabo por conducto de las Secretarías
de Hacienda y Crédito Público (SHCP) y de la Contraloría
General de la Federación (hoy SFP); sin perjuicio de las
atribuciones que competan a las coordinadoras del sector,
según determina el numeral 50 del mismo ordenamiento.

De lo anterior se advierte que el Ejecutivo tienen faculta-
des de intervención respecto de la operación de las entida-
des que conforman la administración pública paraestatal, lo
que realiza a través de la dependencia que funge como co-
ordinadora de sector; empero, tratándose de la actividad de
control y vigilancia, tal intervención se realiza a través de
la SHCP y de la SFP.

Ahora bien, la actividad de control al interior de la APF ha
tenido una regulación diversa a través de los años, pudien-
do identificarse tres grandes etapas:

En la primera, se encomendó a un departamento de rango
inferior dependiente del Ministerio (o Secretaría) de Ha-
cienda o directamente del Ejecutivo; así ocurrió con la cre-
ación -en 1824- del Departamento de Cuenta y Razón den-
tro del Ministerio de Hacienda y el Departamento de
Contraloría creado por la Ley de Secretarías de Estado del
25 de diciembre de 1917, adscrito directamente al titular
del Ejecutivo.

Con un esquema semejante, en 1935 funcionó la Secretaría
de Bienes Nacionales e Inspección Administrativa como
encargada de la vigilancia en el sector centralizado; y años
más tarde, en 1949, la Comisión Nacional de Inversiones
dependiente de la Secretaría de Hacienda, estuvo encarga-
da de la vigilancia y coordinación de los organismos des-
centralizados y empresas de participación estatal.

El inicio de la segunda etapa se identifica con la expedición
de la LOAPF en 1976; ordenamiento que distribuyó las
funciones de control y vigilancia entre diversas dependen-
cias, como fueron las Secretarías de Hacienda y Crédito

Público, de Programación y Presupuesto, de Patrimonio y
Fomento Industrial, de Asentamientos Humanos y Obras
Públicas, y la de Comercio, así como las Procuradurías Ge-
neral de la República y General de Justicia del Distrito Fe-
deral; que actuaban en ámbitos de competencia y materias
específicos.

La última etapa da inicio con el proceso de reformas y adi-
ciones a la LOAPF en 1982, cuando se previó la existencia
una sola dependencia denominada Secretaría de la Contra-
loría General de la Federación, Secodam, encargada de
aglutinar y ejercer de manera coordinada las funciones de
control y evaluación global de la gestión pública que hasta
entonces se encontraban dispersas.

Años más tarde, se modificó su nombre por el de Secreta-
ría de Contraloría y Desarrollo Administrativo y se le dotó
de nuevas atribuciones con el objeto de modernizar y con-
trolar funciones administrativas fundamentales adicionales
a las que ya ejercía en materia de vigilancia y responsabi-
lidades de los servidores públicos.

Desde entonces, la secretaría del ramo ha encaminado sus
esfuerzos a consolidar una gestión administrativa moderna
y eficiente, el manejo transparente de los recursos del Es-
tado y la operación de sistemas de control y vigilancia que
permitan prevenir y evitar conductas indebidas.

En 1996 se reformó nuevamente la LOAPF, así como la
Federal de las Entidades Paraestatales (LFEP) y la Federal
de Responsabilidades de los Servidores Públicos (LFRSP),
al considerar que el marco jurídico contenía limitaciones
legales que dificultaban el funcionamiento de los órganos
internos de control (OIC) en las dependencias y entidades,
lo que incidía negativamente en la oportunidad y eficacia
con que debía actuarse.

A través de esa reforma, se buscó dotar a las contralorías
internas de la autonomía requerida para el ejercicio de su
función; y en congruencia con ese propósito, entre otros as-
pectos, se facultó a la secretaría para designar y remover
directamente a los contralores internos de las dependencias
y entidades, así como de la Procuraduría General de la Re-
pública, y con ello reforzar el vínculo funcional de éstos
respecto del órgano rector, y así sustraerlos de la línea de
mando del órgano fiscalizado; se dotó del carácter expreso
de órganos de autoridad a las contralorías internas, con
mención específica de su estructura básica, a partir de la
atención de quejas y denuncias, la auditoría y la competen-
cia integral en materia de responsabilidades; y se unificó la
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potestad sancionadora en materia de responsabilidades, a
efecto de que los órganos internos de control pudieran im-
poner las sanciones, inclusive las de carácter económico,
sin importar la cuantía.

En 2003, en congruencia con el Plan Nacional de Desarro-
llo (PND) 2001-2006, que tuvo como ejes rectores el com-
bate a la corrupción y la transparencia en la gestión admi-
nistrativa, el gobierno federal impulsó reformas a diversos
ordenamientos, entre ellos, la LOAPF, en la que sustituyó
la denominación de la Secodam por la de SFP; asimismo,
adicionó diversas atribuciones con el fin de fortalecer y
profesionalizar su actividad de control y vigilancia.

Actualmente, el artículo 37 de la LOAPF, confiere a la SFP
entre otras atribuciones, las relativas a:

• Vigilar el cumplimiento de las normas de control y fis-
calización así como asesorar y apoyar a los órganos de
control interno de las dependencias y entidades de la
APF;

• Establecer las bases generales para la realización de
auditorías en las dependencias y entidades de la APF, así
como realizar las auditorías que se requieran a las de-
pendencias y entidades en sustitución o apoyo de sus
propios órganos de control; 

• Organizar y coordinar el desarrollo administrativo in-
tegral en las dependencias y entidades de la APF, a fin
de que los recursos humanos, patrimoniales y los proce-
dimientos técnicos de la misma, sean aprovechados y
aplicados con criterios de eficiencia, buscando en todo
momento la eficacia, descentralización, desconcentra-
ción y simplificación administrativa; 

• Realizar, por sí o a solicitud de la SHCP o de la coor-
dinadora del sector correspondiente, auditorías y eva-
luaciones a las dependencias y entidades de la APF, con
el objeto de promover la eficiencia en su gestión y pro-
piciar el cumplimiento de los objetivos contenidos en
sus programas; 

• Inspeccionar y vigilar, directamente o a través de los
órganos de control, que las dependencias y entidades de
la APF cumplan con las normas y disposiciones en ma-
teria de sistemas de registro y contabilidad, contratación
y remuneraciones de personal, contratación de adquisi-
ciones, arrendamientos, servicios, y ejecución de obra
pública, conservación, uso, destino, afectación, enajena-

ción y baja de bienes muebles e inmuebles, almacenes y
demás activos y recursos materiales; y

• Designar y remover a los titulares de los órganos in-
ternos de control de las dependencias y entidades de la
APF y de la Procuraduría General de la República, así
como a los de las áreas de auditoría, quejas y responsa-
bilidades de tales órganos, quienes dependerán jerárqui-
ca y funcionalmente de la secretaría.

Como se aprecia, las normas de vigilancia y control al in-
terior de la APF, han evolucionado con la evidente inten-
ción de fortalecer esa actividad, al mismo tiempo que se
busca la mayor simplificación administrativa y el aprove-
chamiento al máximo de los recursos humanos, financieros
y materiales con los que se cuenta.

Ese propósito se hizo más evidente en la medida en que el
régimen político del partido único se fue debilitando y en-
tró en seria crisis de debilidad, permitiendo la mayor parti-
cipación de diversas fuerzas políticas, pues a partir de los
años 70 y 80, la ciudadanía puso mayor énfasis en la nece-
sidad de auditar debidamente a la función pública; siendo
precisamente durante la gestión del ex presidente Miguel
de la Madrid Hurtado, que se creó una dependencia con
rango de secretaría, encargada ex profeso de esa actividad
de control interno.

Vale recordar que en aquel entonces, la modificación legal
buscó fortalecer la existencia de un órgano de control den-
tro de la APF, al considerar que la otrora Contaduría Mayor
de Hacienda dependiente del Poder Legislativo, no llevaba
a cabo una verdadera labor de fiscalización o bien, lo hacía
deficientemente1, 2.

Si bien en las constituciones de 1836, 1857 y en la de 1917
–en su versión original– se previó la participación del Po-
der Legislativo en la tarea de revisión de la cuenta pública,
tal actividad estuvo limitada por la fuerte presencia del Eje-
cutivo.

Esta situación permaneció aún con la ley expedida por el ex
presidente Lázaro Cárdenas en 1936 –vigente hasta 1978–,
cuando se redefinieron sus facultades, pues siguió acusando
la misma falta de independencia real del Ejecutivo.

Después de la elección presidencial de 1988 y particular-
mente la de 1994, las presiones sociales se orientaron a una
rendición efectiva de cuentas y mayor transparencia en los
actos del Ejecutivo y de toda la APF.
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Ello trajo consigo que en 1995 y 1999 se buscara una re-
forma de fondo al sistema de fiscalización de la cuenta pú-
blica y el fortalecimiento el órgano superior encargado de
ella. La creación de la Auditoría Superior de la Federación
(ASF) y la expedición en el año 2000 de la Ley de Fiscali-
zación Superior de la Federación, constituyeron la estrate-
gia para el fortalecimiento de las facultades de supervisión
y control por parte del Legislativo3.

Actualmente, es notable el desarrollo y fortalecimiento que
ha tenido la ASF; órgano al cual se ha dotado paulatina-
mente de mayores y mejores herramientas para llevar a cabo
la actividad de fiscalización. Muestra de ello es que como
parte de la revisión de la Cuenta Pública, tiene facultades pa-
ra evaluar los resultados de la gestión financiera de las enti-
dades fiscalizadas; comprobar si se observó lo dispuesto en
el Presupuesto, la Ley de Ingresos y demás disposiciones le-
gales aplicables; e incluso para practicar auditorías sobre el
desempeño para verificar el cumplimiento de los objetivos
y las metas de los programas federales, conforme a las nor-
mas y principios de posterioridad, anualidad, legalidad, de-
finitividad, imparcialidad y confiabilidad, tal como lo esta-
blece el artículo 1 de la Ley de Fiscalización y Rendición
de Cuentas de la Federación.

Precisamente, el fortalecimiento del órgano encargado de
la fiscalización externa de la gestión pública, ha llevado a
la mesa de la discusión la necesidad de mantener los OIC
existentes en cada una de las dependencias y entidades de
la APF; esto con el fin de evitar la duplicidad de funciones
y garantizar que dicha actividad sea ejecutada por un órga-
no dotado de plena autonomía técnica e independencia res-
pecto del Ejecutivo.

El debate no es nuevo, basta señalar que a nivel interna-
cional existen pronunciamientos  en el sentido de que los
órganos de fiscalización deben contar con la mayor inde-
pendencia y autonomía técnica posibles, a fin de garantizar
su credibilidad social y el apoyo decidido de los entes que
fiscalizan, en particular del Ejecutivo.4

Aunque a la fecha son notables los avances que en la ma-
teria ha tenido la ASF, no deben confundirse con los inne-
gables beneficios que genera la actuación de los órganos de
control y fiscalización al interior de la propia APF.

En efecto, no pueden soslayarse los efectos positivos que
tiene la labor de autocontrol de la gestión administrativa,
que se realiza a través de los OIC dependientes de la SFP.

Esto es así, ya que conforme al artículo 74, fracción VI de
la Constitución Federal, la labor de fiscalización de la ASF
recae sobre la cuenta pública del año anterior, de ahí que la
evaluación de resultados de la gestión financiera se realiza
después del cierre del ejercicio. Así lo pone de relieve di-
cho numeral al señalar que la cuenta pública del ejercicio
fiscal correspondiente deberá presentarse a la Cámara de
Diputados a más tardar el 30 de abril del año siguiente y la
Cámara, a través de la ASF, deberá concluir su revisión a
más tardar el 30 de septiembre del año siguiente al de su
presentación. Tal revisión ex post, trae consigo –lógica-
mente– diversas limitaciones, como es la imposibilidad de
corregir oportunamente el proceso de determinada gestión
administrativa que se estime irregular o apartada de las
normas que la rigen.

A diferencia de ello, los OIC se “encargan de ejecutar el
sistema de control y evaluación gubernamental, es decir,
controlar que los procesos y procedimientos que realizan
los servidores públicos en las dependencias y entidades fe-
derales estén apegados a la legalidad y que coadyuven a los
objetivos sustantivos de estas instituciones y, en caso de no
ser así, poseen la autoridad para atender, tramitar y resol-
ver las quejas o denuncias presentadas por la ciudadanía
contra presuntas irregularidades administrativas cometidas
por los servidores públicos”5.

Luego, a diferencia de la revisión a cargo de la ASF, la que
realizan los OIC es paralela a la gestión administrativa, lo
que permite brindar asesoría a la entidad o dependencia en
el curso de cualquier procedimiento de gasto público y, en
su caso, formular recomendaciones inmediatas, así como
proponer medidas correctivas o preventivas oportunas. 6

Ese esquema de actuación permite que la revisión o fiscali-
zación interna tenga, entre otros beneficios, los siguientes:

• Realización de auditorías a obras y adquisiciones deri-
vadas de los programas de inversión del ejercicio; 

• Realización de auditorías especiales ante cualquier in-
dicio del que pudieran derivarse irregularidades en per-
juicio de los bienes del sector;

• Intervención en los cambios de funcionarios de las en-
tidades públicas, con el fin de supervisar el control de
los bienes y valores;

• Posibilidad de sugerir medidas y programas para me-
jorar la eficiencia en las operaciones administrativas de
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la dependencia, como resultado de su actividad de audi-
toría operacional;

• Supervisión directa de los concursos que se realizan
para la adjudicación de contratos de obra dentro de la
entidad;

• Práctica de visitas a las obras en proceso para auditar
las operaciones respectivas, supervisando los aspectos
financieros de los contratos de obra;

• Revisión total o selectiva de las operaciones de la en-
tidad, para estar en condiciones de emitir un dictamen
sobre la razonabilidad de los estados financieros;

• Verificación del ejercicio del presupuesto asignado a
cada dependencia se realice conforme a las disposicio-
nes legales en vigor; 

• Verificación del estado que guardan los diversos fon-
dos especiales, tales como revolventes, subsidios, ingre-
sos y otros;

• Verificación del estado que guardan los registros con-
tables y estados financieros de la dependencia; 

• Evaluación global y objetiva de los problemas de la
dependencia o entidad que generalmente suelen ser in-
terpretados de una manera parcial por los departamentos
afectados; y

• Mayor conocimiento de las operaciones instituciona-
les, derivado del trabajo de verificación de los datos
contables y financieros.

Empero, aún reconociendo la conveniencia y utilidad de la
actividad de control interno en la APF, se considera que es
posible mejorar el esquema vigente, con el fin de apro-
vechar de manera óptima los recursos con los que cuen-
ta, asegurando la necesaria “cohesión y suma de esfuerzos
entre las instancias de fiscalización en México”7.

En este punto conviene recordar que el propio Ejecutivo fe-
deral, en el Plan Nacional de Desarrollo 2007-2012, iden-
tificó entre otros pilares fundamentales, las normas y valo-
res de la democracia, tales como la libertad, la legalidad, la
pluralidad, la honestidad, la tolerancia y el ejercicio ético
del poder.

En congruencia con ello, como parte del capítulo relativo
al “Estado de Derecho y seguridad”, se establece como ob-
jetivo número 9, el de “Generalizar la confianza de los ha-
bitantes en las instituciones públicas, particularmente en
las de seguridad pública, procuración e impartición de jus-
ticia”, para lo cual define como estrategia la relativa a “Im-
pulsar la vigencia de leyes modernas, suficientes, claras y
sencillas en todos los ámbitos de la actividad nacional”, a
fin de mejorar el marco jurídico vigente y permitir el desa-
rrollo de la sociedad, por la vía del respeto, la armonía y la
productividad.

Asimismo, en el objetivo 10 del mismo capítulo, inherente
al “Combate a la corrupción”, contempla como estrategia,
la relativa a “Consolidar el esquema de trabajo de los ór-
ganos internos de control para disminuir los riesgos de co-
rrupción y opacidad en el sector público”.

Agrega que “se deben buscar las mejores prácticas para
un óptimo aprovechamiento de los recursos y expandir
su actividad a los aspectos sustantivos de la operación de
las dependencias y entidades de la administración”.8

En congruencia con ese propósito, a través del vigésimo
tercero transitorio del decreto de Presupuesto de Egresos
para el Ejercicio Fiscal de 2010, así como del numeral 19
del Programa Nacional de Reducción de Gasto Público –de
alcance plurianual y previsto en el propio decreto–, se dis-
puso que las dependencias y entidades paraestatales de
la APF debían reducir las estructuras orgánicas y ocu-
pacionales de sus respectivos OIC, a cuyo efecto, toma-
rían en cuenta las disposiciones jurídicas aplicables y los
Lineamientos específicos que al respecto emitieran la
SHCP y la SFP, mismos que fueron expedidos el 5 de abril
de ese año, por los titulares de ambas Secretarías.9

De la mayor importancia resulta lo dispuesto en el capítu-
lo II de los lineamientos, denominado “Criterios para la re-
ducción de las estructuras”, cuyo numeral tercero estable-
ce que “el proceso de reducción de estructuras orgánicas y
ocupacionales de los OIC está orientado a la disminución de
plazas y el rediseño de sus estructuras y, en ambos casos, de-
berán atender criterios de eficiencia y efectividad que garan-
tice el óptimo aprovechamiento de los recursos con que
cuentan los OIC para el logro de los resultados esperados, y
que no pongan en riesgo la operación de los mismos”.

El numeral cuarto del mismo capítulo, señaló que el proce-
so de reducción de la estructura orgánico ocupacional de
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los OIC se efectuaría “con base en el resultado del análisis
orgánico funcional que efectuara la SFP y que debía con-
cluir a más tardar el 30 de junio de 2010”, tomando en
cuenta, entre otros aspectos, los siguientes:

1. Las facultades y obligaciones de los titulares de los
OIC y de los titulares de sus áreas sustantivas;

2. El número de plazas, distinguiendo las que corres-
ponden a las áreas sustantivas y las que integran la es-
tructura de apoyo;

3. Las cargas de trabajo tanto de las áreas sustantivas
como de las estructuras de apoyo;

4. La productividad y eficiencia de los OIC en función
de cumplimiento de facultades y obligaciones;

5. El número de OIC delegacionales y regionales, o bien
de oficinas en las entidades federativas; y

6. Las funciones y características propias de las depen-
dencias y entidades de adscripción de los OIC.

Finalmente, el numeral quinto de dichos lineamientos, se-
ñaló que el proceso de reducción de las estructuras orgáni-
co-ocupacionales en los OIC, consideraría lo siguiente:

a) La compactación de los OIC, cuando resulte facti-
ble en términos de las disposiciones jurídicas aplicables; 

b) La adecuada distribución del personal dentro de su
estructura;

c) La separación y racionalización en su caso, de las áre-
as de quejas y responsabilidades;

d) En su caso, la creación de nuevos OIC conforme a las
necesidades fiscalización y control de la APF.

De lo anterior, es posible advertir con claridad el propósito
perseguido por el Poder Ejecutivo Federal y la SFP, en el
sentido de eficientar el aprovechamiento de los recursos
destinados al control interno de la actividad de la adminis-
tración pública; proyectando para tal efecto, la reducción
de la estructura orgánico ocupacional de los OIC adscritos
a cada dependencia y entidad de la APF.

Si bien se tiene noticia de que la SFP ha tomado medidas
para disminuir la estructura orgánico ocupacional en los

OIC, se considera que es factible proponer otras acciones
y modificaciones legislativas que coadyuven al estableci-
miento de mejores prácticas para el óptimo aprovecha-
miento de los recursos en la APF. Con ese fin, se propone
lo siguiente:

a) Posibilitar que los OIC de las dependencias coordi-
nadoras de sector, sean las encargadas de llevar a cabo
las tareas de evaluación de los sistemas, mecanismos y
procedimientos de control; así como las revisiones, au-
ditorías y vigilancia en el manejo y aplicación de los re-
cursos públicos de las entidades pertenecientes al sector
paraestatal de la APF que coordinan;

b) Consecuentemente, suprimir de la estructura orgáni-
co ocupacional de cada OIC en las entidades paraestata-
les, las plazas de los titulares del OIC y de sus áreas sus-
tantivas;

c) Adscribir al demás personal al OIC de la dependencia
coordinadora de sector;

d) Establecer la facultad del titular de la SFP para que en
el caso de que existan razones técnicas suficientes que
justifiquen la existencia de un OIC en una entidad pa-
raestatal, así lo determine, previo dictamen que suscriba
al efecto; y

e) Posibilitar que el personal del OIC de determinada
dependencia o entidad, por instrucción del titular de la
SFP y cuando existan razones que así lo justifiquen, re-
alice o participe de la revisión o tareas de fiscalización
de otra dependencia o entidad.

La propuesta pretende, por un lado, mejorar la actividad de
control interno de la APF; y por otro, contribuir a la sim-
plificación administrativa, con el consecuente ahorro de re-
cursos financieros y la optimización de los recursos huma-
nos; caminando a su vez hacia el fortalecimiento de una
entidad de fiscalización externa del quehacer público.

En cuanto al primer aspecto, se tiene presente que, según
se expuso, la intervención del titular del Ejecutivo en la
operación de las entidades pertenecientes a la administra-
ción pública paraestatal, se realiza a través de la dependen-
cia designada como coordinadora de sector; en el entendi-
do que los aspectos de control y evaluación se llevan a
cabo por conducto de las SHCP y SFP, tal como lo dispo-
ne el numeral 50 de la LOAPF.
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La intervención referida busca una gestión administrativa
congruente en toda la APF, que bien puede fortalecerse y
eficientarse a través de la fiscalización interna llevada a
cabo por la propia dependencia coordinadora de sector,
pues si las actividades de las entidades sectorizadas deben
guardar congruencia con aquellas que realiza la coordina-
dora, bajo esa misma lógica, la labor de fiscalización bien
puede realizarla el OIC de la dependencia coordinadora, lo
que abonaría a la homologación de políticas, criterios y
mecanismos propios de la actividad desplegada y que
tiendan al cumplimiento de metas y objetivos en común pa-
ra el desarrollo nacional.

Además, un esquema de fiscalización interna como el que
se propone, también permitiría al OIC de la dependencia
encargada de la coordinación global del sector, perfeccio-
nar los mecanismos de supervisión y vigilancia, para ga-
rantizar el desempeño honesto, eficiente y responsable de
los servidores públicos de las entidades paraestatales de la
APF, así como para coadyuvar al cumplimiento de los ob-
jetivos y metas que correspondan a dicha dependencia con-
forme a sus actividades sustantivas y sus atribuciones.

Asimismo, la reforma busca avanzar hacia la simplifica-
ción administrativa y la optimización de los recursos,
pues al encomendarse al OIC de la dependencia coordina-
dora de sector la fiscalización de la gestión administrativa
de las entidades agrupadas, se generaría un menor gasto
por concepto de servicios personales, al compactarse las
estructuras administrativas de estas áreas con los conse-
cuentes ahorros en recursos materiales y servicios genera-
les necesarios para su operación.

Para ejemplificar el ahorro que pudiera generarse adoptan-
do una medida como la propuesta, se toma en cuenta lo si-
guiente:

La estructura básica de un OIC es: titular del Órgano Inter-
no de Control, un titular del área de Responsabilidades, un
titular del área de Auditoría y un titular del área de Que-
jas10, es decir, 4 plazas cuya supresión se propone, sin
afectar a todo el personal de mando medio y operativo, el
cual quedaría adscrito al OIC de la dependencia coordina-
dora de sector.

Ahora bien, según datos proporcionados por la Coordina-
ción General de Órganos de Vigilancia y Control de la
SFP11, en toda la APF existen 231 OIC, de los cuales, 176
pertenecen exclusivamente al sector paraestatal12, cuyos ti-
tulares, así como los de sus áreas sustantivas (en total 4

personas), son designados por el titular de la SFP, lo que
por tanto, implica la existencia de 704 plazas.

Considerando que esas cuatro plazas tuvieran al menos el
nivel director de área y que conforme al tabulador de re-
muneraciones de los servidores públicos de la Federación
inserto en el Presupuesto de Egresos de la Federación para
el Ejercicio Fiscal de 2011, publicado el 7 de diciembre de
2010, las percepciones ordinarias totales para ese tipo de
plazas oscilan mensualmente entre 46 mil 520 pesos –mí-
nimo– y 114 mil 689 pesos –máximo–, puede obtenerse
una percepción mensual promedio de 80 mil 604.50 pe-
sos para cada uno de esos servidores públicos.

Luego, sin considerar alguna otra área de las entidades pa-
raestatales ni al demás personal de mando medio y opera-
tivo adscrito a los OIC, la supresión de esas cuatro pla-
zas en cada OIC generaría un ahorro –por demás
significativo– de 56 millones 745 mil 568 pesos al mes y
de 680 millones 946 mil 816 pesos al año.13

La simplificación administrativa que se propone, en modo
alguno atenta contra el buen desempeño de las labores a
cargo de los OIC en las entidades paraestatales, pues se
confiere al titular de la SFP la posibilidad de mantener un
órgano de esa índole cuando existan circunstancias o razo-
nes que así lo justifiquen, para lo cual se concede un plazo
prudente en el que deberá dictaminar la necesaria subsis-
tencia de los OIC existentes a la fecha.

En ese trabajo de dictaminación, resultará particularmente
útil el “resultado del análisis orgánico funcional” que debía
efectuar y concluir la SFP a más tardar el 30 de junio de
2010, en términos del numeral cuarto de los “Lineamientos
que establecen los Criterios que se deberán observar para
la reducción de las estructuras orgánicas y ocupacionales
de los Órganos Internos de Control” emitidos el 6 de abril
de 2010 por los titulares de la SHCP y de la SFP, mismo
que consideró las facultades y obligaciones de los titulares
de los OIC y de los titulares de sus áreas sustantivas; el nú-
mero de plazas, distinguiendo las que corresponden a las
áreas sustantivas y las que integran la estructura de apoyo;
las cargas de trabajo tanto de las áreas sustantivas como de
las estructuras de apoyo; la productividad y eficiencia de
los OIC en función de cumplimiento de facultades y obli-
gaciones;  el número de OIC delegacionales y regionales, o
bien de oficinas en las entidades federativas; y las funcio-
nes y características propias de las dependencias y entida-
des de adscripción de los OIC.
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Asimismo, se concede al titular de la SFP la facultad de
apoyar la labor del OIC de determinada dependencia o en-
tidad con el personal adscrito a otro OIC, partiendo de la
premisa de que la función a cargo de esos servidores es me-
ramente técnica y bien puede realizarse en uno u otro ór-
gano; muestra de ello es que comúnmente los titulares de
los OIC y de las áreas sustantivas, son objeto de rotación o
de nuevas designaciones por parte del Secretario de la Fun-
ción Pública, quien les otorga nombramientos para desem-
peñarse en el OIC de otra dependencia o entidad, precisa-
mente, porque la labor de control que realizan es técnica y
puede efectuarse en instituciones de distinta naturaleza.

Finalmente, dado que se propone actualizar la denomina-
ción de la Secretaría de la Función Pública en el artículo 62
de la Ley, se estima conveniente proceder en el mismo sen-
tido tratándose de los artículos 10, 60, 63, 65, 67 y 68 del
ordenamiento que nos ocupa.

Por lo expuesto, someto a consideración de este honorable
pleno de la Cámara de Diputados la siguiente iniciativa con
proyecto de

Decreto que reforma los artículos 10, 60, 62, 63, 65, 67
y 68 de la Ley Federal de las Entidades Paraestatales

Artículo Único. Se reforman los artículos 10, 60, 62, 63,
65, 67 y 68 de la Ley Federal de las Entidades Paraestata-
les, para quedar como sigue:

Artículo 10. …

Para el cumplimiento de lo anteriormente establecido, la
coordinadora de sector conjuntamente con las Secretarías
de Hacienda y Crédito Público y de la Secretaría de la
Función Pública, harán compatibles los requerimientos de
información que se demanden a las dependencias y entida-
des paraestatales racionalizando los flujos de información.

Artículo 60. El órgano de vigilancia de los organismos
descentralizados estará integrado por un Comisario Públi-
co Propietario y un Suplente, designados por la Secretaría
de la Función Pública.

Los Comisarios Públicos evaluarán el desempeño general
y por funciones del organismo, realizarán estudios sobre la
eficiencia con la que se ejerzan los desembolsos en los ru-
bros de gasto corriente y de inversión, así como en lo refe-
rente a los ingresos y, en general, solicitarán la información
y efectuarán los actos que requiera el adecuado cumpli-

miento de sus funciones, sin perjuicio de las tareas que la
Secretaría de la Función Pública les asigne específicamen-
te conforme a la Ley. Para el cumplimiento de las funcio-
nes citadas el Órgano de Gobierno y el Director General
deberán proporcionar la información que soliciten los Co-
misarios Públicos. 

Artículo 62. Las entidades serán revisadas por conduc-
to de los órganos de control interno de las dependencias
coordinadoras de sector, salvo que a juicio de la Secre-
taría de la Función Pública exista causa justificada pa-
ra el establecimiento de un órgano específico de esta na-
turaleza en la entidad de que se trate, lo que se
determinará mediante el dictamen correspondiente.

De establecer un órgano de control interno, éste será
parte integrante de la estructura de la entidad paraestatal.
Sus acciones tendrán por objeto apoyar la función directi-
va y promover el mejoramiento de gestión de la entidad;
desarrollarán sus funciones conforme a los lineamientos
que emita la Secretaría de la Función Pública, de la cual
dependerán los titulares de dichos órganos y de sus áreas
de auditoría, quejas y responsabilidades, de acuerdo a las
bases siguientes:

I. Recibirán quejas, investigarán y, en su caso, por con-
ducto del titular del órgano de control interno o del área
de responsabilidades, determinarán la responsabilidad
administrativa de los servidores públicos de la entidad e
impondrán las sanciones aplicables en los términos pre-
vistos en la ley de la materia, así como dictarán las re-
soluciones en los recursos de revocación que interpon-
gan los servidores públicos de la entidad respecto de la
imposición de sanciones administrativas.

Dichos órganos realizarán la defensa jurídica de las re-
soluciones que emitan ante los diversos Tribunales Fe-
derales, representando al Titular de la Secretaría de la
Función Pública;

II. Realizarán sus actividades de acuerdo a reglas y ba-
ses que les permitan cumplir su cometido con autosufi-
ciencia y autonomía; y

III. Examinarán y evaluarán los sistemas, mecanismos y
procedimientos de control; efectuarán revisiones y audi-
torías, vigilarán que el manejo y aplicación de los re-
cursos públicos se efectúe conforme a las disposiciones
aplicables; presentarán al Director General, al Órgano
de Gobierno y a las demás instancias internas de deci-
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sión, los informes resultantes de las auditorías, exáme-
nes y evaluaciones realizados.

El titular de la Secretaría de la Función Pública tendrá
la facultad de instruir al personal de los órganos inter-
nos de control para que realicen tareas de investigación
y control en una dependencia o entidad distinta a su
adscripción, cuando existan circunstancias o razones
que así lo justifiquen.

Artículo 63. Las empresas de participación estatal mayori-
taria, sin perjuicio de lo establecido en sus estatutos y en
los términos de la legislación civil o mercantil aplicable,
para su vigilancia, control y evaluación, incorporarán los
órganos de control interno y contarán con los Comisarios
Públicos que designe la Secretaría de la Función Pública
en los términos de los precedentes artículos de esta Ley.

…

Artículo 65. La Secretaría de la Función Pública podrá
realizar visitas y auditorías a las entidades paraestatales,
cualquiera que sea su naturaleza, a fin de supervisar el ade-
cuado funcionamiento del sistema de control; el cumpli-
miento de las responsabilidades a cargo de cada uno de los
niveles de la administración mencionados en el artículo 61,
y en su caso promover lo necesario para corregir las defi-
ciencias u omisiones en que se hubiera incurrido. 

Artículo 67. En aquellas empresas en las que participe la
Administración Pública Federal con la suscripción del 25
por ciento al 50 por ciento del capital, diversas a las señala-
das en el artículo 29 de esta Ley, se vigilarán las inversiones
de la Federación o en su caso del Departamento del Distrito
Federal, a través del comisario que se designe por la Secre-
taría de la Función Pública y el ejercicio de los derechos
respectivos se hará por conducto de la dependencia corres-
pondiente en los términos del artículo 33 de esta ley.

Artículo 68. …

La Secretaría de la Función Pública vigilará el debido
cumplimiento de lo dispuesto en el párrafo anterior.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor a los tres me-
ses siguientes al día de su publicación en el Diario Oficial
de la Federación.

Segundo. Las menciones que se hagan en las distintas le-
yes, reglamentos, y ordenamientos administrativos, a los
Órganos Internos de Control en las entidades, se entende-
rán referidos a los Órganos Internos de Control en las de-
pendencias coordinadoras de sector, salvo que por decisión
del titular de la Secretaría de la Función Pública alguno
subsista.

Tercero. El personal de mando medio y operativo adscrito
a los Órganos Internos de Control de las entidades del sec-
tor paraestatal de la administración pública federal, queda-
rá adscrito al Órgano Interno de Control de la dependencia
coordinadora de sector, con el respeto pleno de sus dere-
chos laborales.

Cuarto. La Secretaría de la Función Pública contará con
un plazo de tres meses contados a partir de la publicación
de este Decreto en el Diario Oficial de la Federación, para
emitir dictamen técnico sobre la necesidad de permanencia
de los Órganos Internos de Control en cada entidad del sec-
tor paraestatal de la administración pública federal.

Notas:

1 Manual de Organización General de la Secretaría de la Función Pú-
blica. Diario Oficial de la Federación 10 de mayo de 2006.

2 Michel Padilla, Roberto, Tendencias recientes de la fiscalización en
México; consultable en http://www.milenio.analisiseconomico.com.
mx/pdf/0315.pdf, página 36.

3 Ibídem páginas 32-34.

4 En la denominada Declaración de Lima de 1977, en el marco del IX
Congreso de la Organización Internacional de Entidades Fiscalizado-
ras Superiores, celebrado en Perú. se definieron algunos lineamientos
básicos para la fiscalización gubernamental, destacando la necesidad
de que cada Estado cuente con una entidad fiscalizadora independien-
te, garantizada por la Ley.  Esa declaratoria culminó con el estableci-
miento y/o reconocimiento de autonomía e independencia de un buen
número de entidades fiscalizadoras en el mundo. A la fecha, con inde-
pendencia de su grado de desarrollo, la mayoría de los países en Euro-
pa, América y Asia, cuentan con un órgano superior de fiscalización
que encabeza la actividad de control y vigilancia de la función pública
y constituye el principal instrumento para hacer transparente la rendi-
ción de cuentas, contribuyendo a prevenir y combatir la corrupción.
Ibídem. págs. 13-16.
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5 Así lo define la propia SFP en su portal de Internet http://www.fun-
cionpublica.gob.mx /index.php/coordinacion-general-de-organos-de-
vigilancia-y-control/organos-de-vigilancia-y-control.html

6 Adicionalmente, aun cuando la ASF tiene facultades para realizar au-
ditorías de desempeño, eficacia y economía del gasto público, lo cual
implicaría acercar la función de fiscalización a un enfoque preventivo
y de mejora de la gestión gubernamental, conforme dictan las mejores
prácticas internacionales en la materia, hasta la fecha este tipo de revi-
siones se dejan en manos de los OIC, lo cual es lógico si se considera
que ese tipo de auditorías exige un alto nivel de desarrollo en la fisca-
lización, de ahí que ese tipo de revisión de desempeño en nuestro país
aún no tiene un peso significativo. Asimismo, gran parte de las accio-
nes correctivas determinadas por la ASF son canalizadas para su sol-
ventación a los OIC de los entes auditados, a pesar de que el organis-
mo superior de fiscalización tiene facultades para actuar directamente.

7 Michel Padilla, Roberto, Obra citada página 40.

8 Consultable en http://pnd.calderon.presidencia.gob.mx/eje1/confian-
za-en-las-instituciones-publicas.html

“Lineamientos que establecen los Criterios que se deberán observar pa-
ra la reducción de las estructuras orgánicas y ocupacionales de los Ór-
ganos Internos de Control” emitidos el 6 de abril de 2010 por los titu-
lares de la SHCP y de la SFP, consultables en la sección Normateca del
sitio de Internet www.funcionpublica.gob.mx

9 Según datos publicados en http://www.funcionpublica.gob.mx/in-
dex.php/coordinacion-general-de-organos-de-vigilancia-y-control/or-
ganos-de-vigilancia-y-control.html

Respuesta otorgada el 1 de junio de 2011 a la solicitud de información
pública identificada con el número de folio 0002700115311, tramitada
a través del sistema Infomex.

10 De acuerdo a la Relación de Entidades Paraestatales de la Adminis-
tración Pública Federal sujetas a la Ley Federal de Entidades Paraesta-
tales y su Reglamento, publicada en el Diario Oficial de la Federación
el 12 de agosto de 2010, existen 197 entidades públicas pertenecientes
a este sector.

11 Esta suma puede variar, considerando el nivel real de cada plaza que
se propone suprimir, pues es factible que no todos los titulares de las
áreas sustantivas en un OIC tengan nivel de director de área, ya que en
ocasiones tienen asignada plaza de Subdirector, lógicamente, con una
remuneración mensual menor a la considerada.

12 De acuerdo a la Relación de Entidades Paraestatales de la Adminis-
tración Pública Federal sujetas a la Ley Federal de Entidades Paraesta-

tales y su Reglamento, publicada en el Diario Oficial de la Federación
el 12 de agosto de 2010, existen 197 entidades públicas pertenecientes
a este sector.

13 Esta suma puede variar, considerando el nivel real de cada plaza que
se propone suprimir, pues es factible que no todos los titulares de las
áreas sustantivas en un OIC tengan nivel de director de área, ya que en
ocasiones tienen asignada plaza de Subdirector, lógicamente, con una
remuneración mensual menor a la considerada.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 6 de septiembre de 2011.— Di-
putado Marcos Pérez Esquer (rúbrica).»

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Túr-
nese a la Comisión de Gobernación para su dictamen.

ARTICULO 89 CONSTITUCIONAL - 
LEY DE MINERIA - 

ARTICULO 38 CONSTITUCIONAL

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Tie-
ne la palabra el diputado Jaime Cárdenas Gracia, del Gru-
po Parlamentario del Partido del Trabajo, para presentar, en
una sola intervención, tres iniciativas que reforman el artí-
culo 89 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, diversas disposiciones de la Ley Minera y el
artículo 38 de la misma Constitución.

El diputado Jaime Fernando Cárdenas Gracia: Gracias,
presidente. Compañeras diputadas, compañeros diputados:
Estas tres iniciativas deseo que lo antes posible estén en co-
misiones para que sean analizadas y en su caso, dictamina-
das por los señores diputados.

La primera de ellas propone una modificación al artículo
89, fracción VI, a efecto de derogar, de eliminar la atribu-
ción que se concedió al Ejecutivo federal en 2004 para que
el Ejecutivo federal se encargara de preservar la seguridad
nacional.

Estimo que en el debate nacional que tenemos sobre este
tema de reformas a la Ley de Seguridad Nacional y por la
forma en que ha ejercido el titular del Ejecutivo esta atri-
bución durante el sexenio, considero que es importante su
eliminación. La seguridad nacional en nuestro país se ha
prestado para que las Fuerzas Armadas mexicanas realicen
tareas que no les corresponden, violando el artículo 21 de
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la Constitución, al desempeñar tareas de seguridad pública
que son de exclusiva competencia de las policías federal,
estatal y municipal.

El concepto de seguridad nacional empleado por el Ejecu-
tivo también ha servido para que los órganos de inteligen-
cia de nuestro país, principalmente el Cisen, se encarguen
de perseguir, espiar y reprimir a los movimientos sociales
de México.

No les estoy hablando de rumores, les estoy hablando por-
que lo sé, porque me consta cómo la seguridad nacional se
utiliza para reprimir movimientos sociales. En este sentido
propongo derogar esta atribución del Poder Ejecutivo.

También propongo, respecto al artículo 89, fracción VI,
que la tarea de las Fuerzas Armadas en relación con asun-
tos internos solamente pueda emplearse en los términos del
artículo 29 de la Constitución: suspensión de garantías; en
los términos del artículo 119 de la Constitución: interven-
ción federal y desde luego, cuando existen riesgos me-
dioambientales, como lo ha hecho el Ejército, y para aten-
der programas de salud y educativos, pero siempre
subordinadas las Fuerzas Armadas a la autoridad civil.

Por lo que ve a la propuesta de legislación minera, tiene
dos finalidades; en primer lugar, salvaguardar el derecho
de consulta que prevé el Convenio 169 de la OIT. La Or-
ganización Internacional del Trabajo en este convenio que
México ratificó y que forma parte del derecho mexicano,
establece que en todos los casos de explotaciones de los re-
cursos naturales que se encuentren en población indígena o
en población campesina, se deberá solicitar el derecho de
consulta.

Estoy proponiendo que en materia minera, antes de otorgar
la concesión, se consulte a los pueblos indígenas, se con-
sulte a los ejidos y a las comunidades agrarias.

También en esta legislación minera estamos proponiendo
restringir las minas a cielo abierto, que destruyen el medio
ambiente y que son altamente contaminantes, sobre todo
por el uso indiscriminado y extensivo de sustancias quími-
cas relacionadas con el cianuro.

En cuanto a la última iniciativa, que tiene que ver con el ar-
tículo 38 de la Constitución, estamos proponiendo la dero-
gación de las fracciones II, IV y V de este artículo. ¿Por
qué? Porque estimamos que no deben suspenderse los de-
rechos políticos con el auto de formal prisión; que tampo-

co debe ser causa de suspensión de derechos políticos el es-
tado de embriaguez consuetudinaria de las personas o el
que estos sean vagos.

Tampoco debe ser causa de suspensión de derechos políti-
cos la emisión de una orden de aprehensión, aunque la per-
sona se haya dado a la fuga, porque esto violenta los prin-
cipios de presunción de inocencia, el principio de
reinserción social previsto en el artículo 18 de la Constitu-
ción y algo muy importante, porque se viola el principio de
dignidad de las personas, contemplado en el artículo 1o. de
la Constitución.

En esto consisten estas tres iniciativas; dos de reforma
constitucional y una de reforma legal. Espero que las co-
misiones correspondientes de la Cámara de Diputados
cuanto antes las discutan, las analicen y en su caso, las dic-
taminen favorablemente.

En virtud del tiempo conferido, señor presidente, solicito
que estas tres iniciativas consten íntegras en el Diario de
los Debates. Por su atención, muchas gracias.

«Iniciativa que reforma el artículo 89 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del di-
putado Jaime Fernando Cárdenas Gracia, del Grupo Parla-
mentario del PT

El suscrito, Jaime Fernando Cárdenas Gracia, diputado a la
LXI Legislatura del Congreso de la Unión, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo, con funda-
mento en el artículo 71, fracción II, de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos somete a conside-
ración del pleno de esta soberanía la siguiente iniciativa
con proyecto de decreto, que modifica y adiciona la frac-
ción VI del artículo 89 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, para derogar la facultad del
Ejecutivo de preservar la seguridad nacional y para limitar
la intervención de las Fuerzas Armadas en el orden interno.

Exposición de Motivos

El decreto 156 de modificación constitucional adicionó la
fracción XXIX-M al artículo 73 y reformó la fracción VI
del artículo 89 de la Constitución para facultar al Ejecutivo
a fin de preservar la seguridad nacional –fue publicado en
el Diario Oficial de la Federación el 5 de abril de 2004.

La modificación constitucional facultó al Congreso para
expedir leyes en materia de seguridad nacional, estable-
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ciendo los requisitos y límites a las investigaciones. Se
precisó que el Ejecutivo debe proteger la seguridad nacio-
nal.

La reforma, además de fortalecer la facultad legislativa del
Congreso con afectación a las legislaturas locales, otorgó
al Ejecutivo, por encima de los otros poderes, órganos au-
tónomos y niveles de gobierno, el deber de conservar la se-
guridad nacional, lo que constituye desde nuestro punto de
vista una violación del principio de división de poderes,
previsto en el artículo 49 de la Constitución, un daño gra-
ve al equilibrio que debe haber entre los poderes y una re-
ducción de los alcances del federalismo.

Lo más inaceptable es que esta reforma constitucional ha
estado vinculada a la legislación secundaria que se des-
prende de ella y que pretende seguir derivándose de la mis-
ma: situar a las Fuerzas Armadas y al Consejo de Seguri-
dad Nacional como garantes de la seguridad nacional y con
poderes para determinar declaraciones de afectación a la
seguridad interior sin participación del poder legislativo fe-
deral ni de las legislaturas locales y para menoscabar los
derechos fundamentales de los gobernados, suspendiéndo-
los de facto y de jure.

El riesgo de que se aprueben estas reformas de la Ley de
Seguridad Nacional hoy vigente nos recuerda a la Ley de
Jurisdicciones española de 1905 que otorgó al ejército de
ese país la custodia del patriotismo y, que al decir de mu-
chos autores, desde Unamuno a Abellán, fue la causa, al
colocar al poder militar por encima del civil, del militaris-
mo español y de sus dos dictaduras en el siglo XX.1

Consideramos que las Fuerzas Armadas no pueden ser las
defensoras del Estado. En un estado constitucional de de-
recho, el defensor último y final es y debe ser el órgano de
control de constitucionalidad. La guerra está proscrita en el
derecho internacional y en el derecho interno de los Esta-
dos democráticos, salvo cuando es en legítima defensa.

Aceptar la tesis de que las Fuerzas Armadas son las defen-
soras del Estado es admitir el punto de vista del jurista na-
zi Carl Schmitt quien, en la obra La defensa de la Consti-
tución,2 mantiene que el jefe del Estado y las Fuerzas
Armadas tutelan al Estado y defienden la Constitución.
Nosotros preferimos el punto de vista de Hans Kelsen que
sostuvo que los tribunales constitucionales, las institucio-
nes todas y los ciudadanos defienden al Estado y la Cons-
titución.3

Estamos de acuerdo con el punto de vista de Kelsen porque
el estado de derecho, si lo es, sólo puede estar tutelado y
defendido por los procedimientos democráticos y la racio-
nalidad más plena del ordenamiento jurídico, así como por
las de sus instancias garantes y por los ciudadanos.

Si aceptamos que sólo el Ejecutivo o las Fuerzas Armadas
defienden la seguridad nacional y al Estado, estamos al
borde de la dictadura, del rompimiento con el orden cons-
titucional democrático.

Por eso fue incorrecta la reforma de la fracción VI del artí-
culo 89 de la Constitución de 2004, por sus tintes autorita-
rios no consecuentes con el estado constitucional y demo-
crático de derecho. El Ejecutivo no puede por sí ni ante sí
ser el garante único de la seguridad nacional ni el encarga-
do de preservarla o custodiarla.

La idea de un Estado en donde las Fuerzas Armadas juegan
un papel destacado en la defensa del orden constitucional y
la soberanía subvierte la lógica entera del estado constitu-
cional y democrático de derecho. Las Fuerzas Armadas son
auxiliares en ese propósito y su papel debe estar constreñi-
do por la propia Constitución. Además, deben estar subor-
dinadas al órgano de control de constitucionalidad, al resto
de los poderes públicos y a los propios ciudadanos.

El hecho de que las decisiones del Ejecutivo o de un con-
sejo de seguridad nacional no puedan ser controladas por el
legislativo, el poder judicial, las entidades federativas, los
municipios o, los ciudadanos, coloca a ese poder por enci-
ma de los demás órganos y poderes del Estado. 

Conceder al Ejecutivo ese superpoder –preservar la seguri-
dad nacional y además disponer de la totalidad de las Fuer-
zas Armadas– limita de entrada la soberanía popular y, co-
mo ya se dijo, hace nugatorios los principios de división de
poderes y el federalismo.

Además, la reforma de 2004 de la fracción VI del artículo
89 de la Constitución fue y es muy peligrosa pues, como lo
hemos visto recientemente, se interpreta sin tomar en cuen-
ta el carácter sistémico e integral de la Constitución. Es de-
cir, algunos, empezando por el titular del Ejecutivo actual,
la leen desvinculándola del procedimiento de suspensión
de garantías, de la declaración de guerra que debe ser au-
torizada por el Congreso, de los mecanismo de interven-
ción federal previstos en el artículo 119 de la Constitución,
de la competencia en materia de seguridad pública que co-
rresponde a las autoridades civiles según el artículo 21 de
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la Constitución, de lo dispuesto en el artículo 129 de la
Constitución que indica que en tiempos de paz la compe-
tencia de las Fuerzas Armadas se constriñe a la disciplina
militar y, de las normas constitucionales sobre derechos
fundamentales y que prohíben actos de molestia que no es-
tén fundados y motivados por una autoridad competente.

La competencia de la fracción VI del artículo 89 de la
Constitución ha sido malinterpretada y mal aplicada por el
titular del Ejecutivo, pues se ha usado para militarizar el
país y emprender una guerra de facto y no de jure en con-
tra del crimen organizado. Tal estrategia bélica ha costado
hasta ahora más de cincuenta mil muertos, diez mil desa-
parecidos, un número inmenso de víctimas, huérfanos y
desplazados.

El gobierno federal si quiere justificar jurídicamente la mi-
litarización y la guerra de facto emprendida tendría forzo-
samente que recurrir en condiciones democráticas al pro-
cedimiento de suspensión de garantías del artículo 29 de la
Constitución, a una declaración de guerra autorizada por el
Congreso en los términos del artículo 73 fracción XII de la
Constitución o, al procedimiento, al menos, previsto en el
artículo 119 de la Constitución de intervención federal en
las entidades federativas.

La militarización en curso, que se fundamenta por el titular
del Ejecutivo en la fracción VI del artículo 89 de la Cons-
titución reformada en 2004, violenta los derechos funda-
mentales al permitir los retenes, los cateos, las detenciones
y, las intervenciones telefónicas, entre otras acciones, a
cargo de las Fuerzas Armadas.

Éstas han asumido atribuciones de facto que no les corres-
ponden como son las relacionadas con la seguridad públi-
ca, la prevención, persecución, investigación y sanción de
los delitos que sólo competen constitucionalmente a los
jueces, al Ministerio Público y a la policía, según establece
el artículo 21 de la Constitución.

Además, se ha mantenido, contraria a decisiones de la Cor-
te Interamericana de Derechos Humanos y de la Suprema
Corte de Justicia de la Nación, la atribución del fuero mili-
tar para los militares que cometan delitos contra los ciuda-
danos y en violación de los derechos fundamentales.

La competencia de la fracción VI del artículo 89 de la
Constitución ha intentado indebidamente justificar que el
Ejecutivo tenga poderes extraordinarios para militarizar al

país, violando el principio de división de poderes y el pac-
to federal.

La militarización que vivimos no permite la participación
ciudadana efectiva en las políticas y en el diseño de la se-
guridad nacional y pública, pues no existe a la fecha un so-
lo mecanismo de democracia participativa ciudadana, de
transparencia o de rendición de cuentas en las instituciones
de las Fuerzas Armadas, en el Ejecutivo o en los esquemas
gubernamentales hoy vigentes, en donde los ciudadanos de
verdad se involucren en las funciones de seguridad pública
y nacional.

El papel del Congreso de la Unión se ha obviado por el
Ejecutivo abusando de la interpretación sui generis que ha-
ce de la fracción VI del artículo 89 de la Constitución. Los
actos de militarización del Ejecutivo constituyen auténticas
resoluciones de estados de excepción o de sitio (suspensión
de garantías) que para nada cumplen el procedimiento del
artículo 29 de la Constitución.

Se entiende además, por los voceros del actual régimen,
que la seguridad es del Estado o, peor aún, del gobierno en
turno y se olvida que cualquier concepto de seguridad jurí-
dica, pública o nacional, debe estar orientada y justificada
en los derechos fundamentales de los gobernados.

Ningún concepto de seguridad pública o nacional debe co-
locarse por encima de los derechos humanos y, para des-
preciar la vida, la libertad, el debido proceso, etcétera, de
los ciudadanos a través de una lógica de guerra que destru-
ye el tejido social y deslegitima a las instituciones.

La seguridad debe ante todo ser soberana, es decir, decidi-
da por los ciudadanos de este país, de preferencia a través
de mecanismos participativos como el referéndum. La se-
guridad nacional no debe responder como ahora responde
a los intereses de los Estados Unidos.

Esta guerra no declarada constitucionalmente contra el cri-
men organizado tiene su origen en los acuerdos ASPAN, en
la iniciativa Mérida y en otros acuerdos a la palabra entre los
jefes de Estado y de Gobierno de los Estados Unidos y Mé-
xico. Nunca ha sido ratificada por el Senado de la Repúbli-
ca a través de un tratado, lo que implica que todos esos
acuerdos internacionales devengan en anticonstitucionales.

Existe también un elemento político en la estrategia bélica
de Calderón que surge de su ilegitimidad de origen. Me-
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diante su estrategia fallida y la mala interpretación consti-
tucional de la fracción VI del artículo 89 de la Constitución
ha buscado legitimarse infructuosamente en el ejercicio del
poder y, en este sexenio se ha abusado del concepto de se-
guridad nacional y de la ley secundaria en la materia para
espiar, perseguir y reprimir movimientos sociales.

La seguridad nacional es un concepto derivado de la gue-
rra fría, imaginado por teóricos y políticos norteamerica-
nos, para mantener áreas de influencia de los Estados Uni-
dos en el mundo y, evitar con ello, la propagación en
aquella época del socialismo real en esas regiones. Es por
tanto una categoría teóricamente caduca que ha sido susti-
tuida por las de seguridad humana y ciudadana. Su finali-
dad estribaba en mantener condiciones de estabilidad y go-
bernabilidad en Estados Unidos, previniendo y rechazando
las amenazas militares de otros Estados y a nivel interno
para enfrentar y prevenir el terrorismo, los riesgos me-
dioambientales y fenómenos sociales como la inmigración
masiva hacia las fronteras norteamericanas; en los últimos
años, se ha empleado para rechazar al crimen organizado,
principalmente el que tiene que ver con el narcotráfico.

El concepto de seguridad nacional en México es importa-
do y promovido para garantizar sobre todo la seguridad de
Estados Unidos. Es por ello necesario que se modifique la
fracción VI del artículo 89 de la Constitución para que no
seamos los policías de la frontera sur de Estados Unidos y
para que el Ejecutivo no siga haciendo a través de una in-
debida interpretación de esta facultad fraude a la Constitu-
ción y ejerciendo poderes metaconstitucionales que son in-
aceptables en una democracia y, en un estado
constitucional y democrático de derecho.

Adicionalmente, en una iniciativa del año pasado,4 sostuve
que la guerra es la negación del derecho y, que por eso, su
existencia y, además, su reconocimiento jurídico absoluto,
sin matices, son muestras fehacientes de que el Estado sal-
vaje aún prevalece. Desde el bellum justum (“guerra justa”)
hasta hoy, con la llamada guerra contra el crimen organiza-
do, la guerra constituye un problema para la existencia del
estado de derecho y la conciencia del desarrollo civilizado
y democrático de los pueblos.

Norberto Bobbio ha explicado que “la historia de la eva-
luación moral de la guerra puede dividirse, por lo menos en
lo que respecta a las obras relativamente más cercanas, en
tres fases: la del bellum justum, la de la raison d’etat y la
de la guerra como crimen”.5 En ese contexto, desde el de-

recho la guerra se ha considerado, en primer término, como
un posible medio de justicia; en segundo, como una pre-
rrogativa de la soberanía y tercero que es el contemporá-
neo, como un crimen. La guerra es hoy día un crimen con-
tra la humanidad.

A su vez, desde la ciencia política, se ha dicho que la gue-
rra es la continuación de la política por otros medios (Von
Clausewitz). Según la doctrina tradicional que se ha cons-
truido en torno del fenómeno colectivo de la guerra como
objeto de estudio, varios son los elementos constitutivos
que ayudan a determinar su concepto: a) una actividad mi-
litar, b) un elevado grado de tensión en la opinión pública,
c) la entrada en vigor de normas jurídicas atípicas, y por
cierto difícilmente democráticas, respecto de las que rigen
en el periodo “de paz”, d) una progresiva integración polí-
tica dentro de las estructuras estatales beligerantes. En la
caracterización de la guerra, además, ésta “adopta al mis-
mo tiempo la forma de una especie de conflicto, de una es-
pecie de violencia, de un fenómeno psicológico-social, de
una situación jurídica excepcional y de un proceso de co-
hesión interna en algunas ocasiones”.6

Por ello, Kant no dudó en expresar que la guerra es intrín-
secamente antidemocrática, pues el pueblo obligado a ha-
cerla pierde no sólo su soberanía sino su dignidad humana
y civil.7

Precisamente porque se trata de un estado de excepción, en
el que se coloca en extrema vulneración a grandes grupos
humanos, la guerra debe ser la última ratio, el último re-
curso que debe utilizar un Estado que se pretenda civiliza-
do. Por eso, la guerra, como dice Luigi Ferrajoli

(…) por sus intrínsecas características destructivas, no ad-
mite hoy justificaciones morales y políticas. Es de por sí un
mal absoluto, con respecto al cual los viejos límites iusna-
turalistas de la guerra justa resultan ahora insuficientes, al
haber quedado desbordados todos los límites naturales a
sus capacidades destructivas. Por sus propias característi-
cas, la guerra es una regresión al estado salvaje o de natu-
raleza del homo homini lupus. Con la diferencia de que la
sociedad salvaje de los Estados no es una sociedad de lo-
bos naturales, sino una sociedad de lobos artificiales, es de-
cir, de esos “hombres artificiales”, como los llamó Hobbes,
que son los Estados creados por los hombres para tutela de
sus derechos y que hoy amenazan con escapar a su control
y revolverse contra sus creadores como máquinas artificia-
les capaces de destruirlos.8
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El espíritu de prohibir el uso de la fuerza y, por ello, consi-
derar como último recurso la guerra lo incorporó desde su
constitución la Organización de las Naciones Unidas en su
Carta. En el preámbulo, la Carta de Naciones Unidas se
pronuncia por defender la paz, expresando que los Estados
miembros se comprometen “a preservar a las generaciones
venideras del flagelo de la guerra (...) a unir nuestras fuer-
zas para el mantenimiento de la paz y la seguridad interna-
cionales, a asegurar, mediante la aceptación de principios y
la adopción de métodos, que no se usará; la fuerza armada
sino en servicio del interés común”. Así pues, como premi-
sa mayor la Carta de Naciones Unidas prohíbe el uso de la
fuerza; esto, en el artículo 2o., párrafo 4: “Los miembros
de la Organización, en sus relaciones internacionales, se
abstendrán de recurrir a la amenaza o al uso de la fuerza
contra la integridad territorial o la independencia política
de cualquier Estado, o en cualquier otra forma incompati-
ble con los propósitos de las Naciones Unidas”.

La guerra así, en el marco jurídico internacional, sólo está
permitida cuando se lleva a cabo en legítima defensa, lo
cual explica que actualmente se considere a la guerra como
un crimen contra la humanidad y por ello, que cualquier re-
fugio en la misma se pueda considerar contrario a la moral
y al derecho.9

La propuesta en específico que estamos planteando se ins-
cribe en la formulación de la Carta de Naciones Unidas, en
el derecho internacional de los derechos humanos y en los
principios de nuestra Constitución. Se propone reformar
las fracción VI del artículo 89 de la Constitución. La mo-
dificación es para derogar que el titular del Ejecutivo ten-
ga la facultad de preservar la seguridad nacional, pues ésta
corresponde preservarla y garantizarla a todos los ciudada-
nos y a la totalidad de las autoridades del Estado y para que
el presidente pueda disponer de la totalidad de la Fuerza
Armada permanente; o sea, del Ejército, de la Armada y de
la Fuerza Aérea, para la defensa exterior del país y, a nivel
interno, en los casos de suspensión de garantías, interven-
ción federal, de amenazas o riesgos medioambientales, cam-
pañas de salud y educativas, en donde la autoridad militar
estará subordinada al Ejecutivo, al Congreso de la Unión, al
Poder Judicial federal y al resto de los niveles de gobierno y
órganos constitucionales previstos en la Constitución.

Con esta reforma estamos enfatizando que las Fuerzas Ar-
madas no pueden intervenir en funciones vinculadas a la
seguridad pública o para prevenir o reprimir movimientos
sociales y, mucho menos violentar derechos fundamentales
de los gobernados.

Por todo lo anterior, se somete a consideración de esta so-
beranía la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto que modifica y adiciona la fracción VI del artí-
culo 89 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, para derogar la facultad del Ejecutivo
de preservar la seguridad nacional y para limitar la in-
tervención de las Fuerzas Armadas en el orden interno

Artículo Único. Se modifica y adiciona la fracción VI del
artículo 89 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, para quedar en los siguientes términos:

Artículo 89. Las facultades y obligaciones del presidente
son las siguientes:

I. a V. …

VI. Disponer de la totalidad de la Fuerza Armada per-
manente; o sea, del Ejército, de la Armada y de la Fuer-
za Aérea, para la defensa exterior de la federación y, en
el ámbito interno en los siguientes supuestos: en situa-
ción de suspensión de garantías, intervención federal
prevista en el primer párrafo del artículo 119 de la Cons-
titución, de amenazas o riesgos medioambientales, cam-
pañas de salud y educativas, en donde la autoridad mili-
tar estará subordinada al ejecutivo, al Congreso de la
Unión, al Poder Judicial federal y al resto de los niveles
de gobierno y órganos constitucionales establecidos en
esta norma fundamental.

VII. …

…

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1 Abellán, José Luis. Ensayo sobre las dos Españas. Una voz de espe-
ranza, Barcelona, Península, 2011.

2 Schmitt, Carl. La defensa de la Constitución, prólogo de Pedro de
Vega, Madrid, Tecnos, 1998.
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3 Kelsen, Hans. ¿Quién debe ser el defensor de la Constitución?, Ma-
drid, Tecnos, 2002.

4 Gaceta Parlamentaria de la Cámara de Diputados, 29 de abril de
2010.

5 Bobbio, Norberto; y Matteucci, Incola. Diccionario de política, Mé-
xico, Siglo XXI Editores, 1988, página 766.

6 Bobbio, Norberto; y Matteucci, Incola. Obra citada, página 762.

7 Ferrajoli, Luigi. Democracia y garantismo, Madrid, Trotta, 2008, pá-
gina 366.

8 Ferrajoli, Luigi. Las razones jurídicas del pacifismo, Madrid, Trotta,
2004, página 33.

9 Bobbio, Norberto; y Matteucci, Incola. Obra citada, página 769.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 6 de septiembre de 2011.— Di-
putado Jaime Fernando Cárdenas Gracia (rúbrica).»

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Se
hará la publicación correspondiente. En el orden de pre-
sentación de las iniciativas, la primera se turna a la Co-
misión de Puntos Constitucionales. 

El diputado Jaime Fernando Cárdenas Gracia: «Inicia-
tiva que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley Minera, a cargo del diputado Jaime Fernando Cárde-
nas Gracia, del Grupo Parlamentario del PT

El suscrito, Jaime Fernando Cárdenas Gracia, diputado a la
LXI Legislatura del Congreso de la Unión, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo, con funda-
mento en los artículos 71, fracción II, y 78, fracción III, de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
somete a consideración del pleno de esta soberanía la si-
guiente iniciativa con proyecto de decreto que  reforma y
adiciona diversos artículos de la Ley de Minería con el
propósito de garantizar los derechos colectivos que se re-
conocen en la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos y en los convenios internacionales ratificados
por el Senado a los pueblos y comunidades indígenas así
como de los núcleos agrarios, ejidales y comunales y para
restringir la minería a cielo abierto y el uso de técnicas ba-
sadas en el cianuro.

I. Planteamiento del problema

Por razones históricas, económicas y estratégicas la mine-
ría ha sido una actividad que ha gozado en todos los países
de un tratamiento privilegiado en materia de regulación ju-
rídica.  En México, su desarrollo se considera de utilidad
pública por lo que adquiere un carácter preferente que sub-
ordina todas las demás actividades productivas y, por con-
secuencia, los intereses individuales o colectivos de quie-
nes las ejercen, entre ellos, los de los pueblos indígenas y
núcleos ejidales y comunales.

Son argumentos de índole económica fundamentalmente
los que se esgrimen para justificar el tratamiento de privi-
legio del que goza la industria minera; esencialmente, se
maneja lo relativo a su participación en el producto interno
bruto, su aportación de capital externo y la creación de
fuentes de empleo.

Generalmente estos argumentos se han aceptado sin mayor
discusión, lo que significa que no se cuestionen los benefi-
cios reales que aporta la industria minera a la economía na-
cional una vez confrontados con los costos globales deri-
vados de su operación. Un análisis a profundidad del
costo-beneficio de la minería obligaría a considerar sus
efectos sobre el medio ambiente, la ecología, el agota-
miento de recursos naturales, los estilos de vida y formas
de convivencia de las comunidades, y, en general, los ele-
vados costos que implica esta industria para un proyecto de
desarrollo económico sustentable y de largo plazo, como el
que mandata nuestra constitución.

Lo anterior no significa desconocer el papel que la minería
ha desempeñado en la economía nacional, sin embargo, di-
versas opiniones de especialistas en el tema consideran ne-
cesario revisar a fondo y de manera integral las caracterís-
ticas que esta industria presenta en la actualidad, sus costos
ambientales, hídricos, energéticos, sociales y culturales así
como su aportación real a la economía, con el objetivo de
que sus operaciones se sujeten a los intereses y necesidades
nacionales y no a los de quienes sólo se interesan por el ni-
vel de sus utilidades.

Desde el enfoque puramente económico, existen suficien-
tes razones que obligan a reformular las condiciones gene-
rales en las que opera la actividad minera en nuestro país
para reorientarla hacia el beneficio del desarrollo nacional
y no sólo de un grupo privilegiado de inversionistas que
obtienen cuantiosas utilidades con el aprovechamiento
prácticamente ilimitado del subsuelo nacional. Esta revi-
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sión  implicaría una tarea de gran calado que debe ser em-
prendida cuanto antes por el poder legislativo; sin embar-
go, cabe señalar que no es el objeto de esta iniciativa que
solamente se propone reformar aspectos específicas de la
Ley Minera en lo que se refiere a sus efectos sociales.

En este sentido, es evidente que en los últimos años ha ad-
quirido cada vez mayor relevancia en el país una conflicti-
vidad de carácter social vinculada con las operaciones de
las empresas mineras.

A partir de que la explotación a cielo abierto se ha venido
implantando en la mayor parte de las proyectos mineros
como la modalidad predominante, se han vuelto cada vez
más frecuentes los conflictos que se suscitan entre los con-
cesionarios y las comunidades agrarias o indígenas propie-
tarias de las tierras que ampara la concesión.

Los ejes en torno a los cuales se articula este activismo
opositor de las comunidades indígenas y rurales son la de-
fensa de la integridad de sus tierras y la protección de sus
recursos naturales, el agua, de manera primordial.

De unos años a la fecha han venido ocurriendo en todos los
estados que cuentan con actividad minera, diversos movi-
mientos sociales que denuncian los abusos y violaciones a
los derechos de los pueblos y comunidades asentadas en las
áreas concesionadas a empresas mineras.

Los medios periodísticos dan cuenta casi todos los días de
las acciones que despliegan estos grupos sociales para im-
pedir que las empresas mineras, al amparo de la concesión
otorgada, los despojen de sus tierras, destruyan el entorno
físico de su territorio, agoten sus mantos acuíferos y tras-
toquen de manera irremediable sus costumbres y forma de
vida.

Los ejemplos sobran, baste mencionar que en Oaxaca, Za-
catecas, San Luis Potosí, Chiapas, Guerrero, Puebla y Chi-
huahua, entre otros, desde hace varios años se han organi-
zado amplios grupos de resistencia para defender los
recursos naturales de las comunidades y núcleos agrarios
afectados por los proyectos mineros, principalmente cana-
dienses.

Esta oleada de movilizaciones sociales y la evidente legiti-
midad de las causas que defienden ponen de relieve la ur-
gencia de revisar el marco regulatorio de la minería para
generar los cambios que permitan procesar sus demandas
colectivas por la vía de la legalidad democrática y en el

marco de los derechos reconocidos por nuestra constitu-
ción y por el derecho internacional a las comunidades indí-
genas y agrarias.

La respuesta a estas demandas que plantean las comunida-
des y organizaciones sociales en defensa de sus legítimos
derechos a preservar la integridad de sus tierras, de sus
aguas y de su medio ambiente, debe venir de las tareas del
legislador antes que de la acción represora del estado, re-
curso, éste último, que sólo agudizaría el conflicto y debi-
litaría la legitimidad de los poderes públicos ante la socie-
dad.

En este marco de referencia, me permito presentar esta ini-
ciativa de reformas a la Ley Minera con un objetivo espe-
cífico: Establecer el marco legal que permita garantizar el
respeto a los derechos colectivos de los pueblos indígenas
y comunidades rurales sobre sus tierras, que son violenta-
dos de manera sistemática por las empresas mineras. El
propósito de esta iniciativa es el de alinear el contenido de
la Ley Minera con las disposiciones de nuestro texto cons-
titucional y con lo que establecen los ordenamientos inter-
nacionales de aplicación obligatoria en el territorio nacio-
nal.

II. Argumentos o exposición de motivos

La explotación intensiva de sus reservas minerales que per-
mitió a los países desarrollados impulsar su proceso de in-
dustrialización, provocó también el agotamiento de sus ya-
cimientos o la incosteabilidad de su explotación por la baja
ley de sus reservas.

Este agotamiento o paulatino descenso de la riqueza de los
yacimientos impulsó avances tecnológicos que permitieron
que la actividad minera tradicional orientada a la explota-
ción de vetas subterráneas, con altos requerimientos de ma-
no de obra,  se transformara en una minería moderna, enfo-
cada a la explotación a cielo abierto con mínimos
requerimientos de mano de obra, pero con una impresionan-
te capacidad para devastar el entorno en el que se practica.

En el caso específico del oro, en 1969 la Oficina de Minas
de los Estados Unidos propuso el sistema de remojo con
cianuro de sodio al aire libre como un método económico
de tratar grandes volúmenes de minerales de oro de baja
ley. Los crecientes costos laborales hicieron que las minas
de oro a cielo abierto fueran más competitivas que las mi-
nas subterráneas que requerían grandes cantidades de ma-
no de obra. Así, los bajos costos y la capacidad de procesar

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 8 de septiembre de 2011343



cantidades inmensas de material que caracterizaban a la
nueva técnica, conocida después como lixiviación de cú-
mulos, revitalizaron a la industria minera y la impulsaron a
una expansión agresiva de sus fronteras.

El método de lixiviación de cúmulos, que substituyó de
manera muy ventajosa al de amalgamación con mercurio,
consiste en acumular el material removido en una gigan-
tesca montaña de miles de toneladas a la que se rocía una
solución de cianuro de sodio a fin de extraer el oro. Su uti-
lización elevó de manera dramática los porcentajes de re-
cuperación, lo que volvió rentable la explotación de gran-
des superficies en donde se localizan extensos yacimientos
de mineral de baja calidad. 

El uso del cianuro ha sido el detonante del tipo de minería
a cielo abierto que predomina en el desarrollo de los gran-
des proyectos de esta industria y, al mismo tiempo, de la
etapa más depredadora de la minería por los altos impactos
ecológicos que conlleva, que en muchos casos pueden ser
catalogados de desastre ambiental. 

Además de los graves daños por contaminación que el uso
del cianuro puede ocasionar, y que ha ocasionado en mu-
chos sitios, en el medio ambiente, la minería a cielo abier-
to produce una afectación irreversible al entorno físico en
el que opera, lo que provoca inevitablemente la destrucción
del equilibrio ecológico de la zona. Para hacer accesibles
los extensos yacimientos de mineral, los modernos equipos
de excavación remueven la capa superficial de tierra des-
truyendo montañas enteras en cuestión de horas. El resul-
tado es la formación  de cráteres gigantescos, que pueden
llegar a tener más de 150 hectáreas de extensión y más de
500 metros de profundidad.

Por otro lado, el uso del cianuro exige que se empleen mi-
llones de litros de agua para formar la solución con la que
se bañan las inmensas montañas de material acumulado,
esto implica un uso desmedido de los recursos hídricos que
afecta el  nivel de los mantos e, inclusive, puede provocar
su agotamiento. Un ejemplo de ello es la operación de la
mina a cielo abierto “Bajo la Alumbrera” en la provincia de
Catamarca, en Argentina, que provocó que el nivel de los
mantos freáticos bajara hasta 7 metros, dejando sin agua a
pobladores y agricultores de la región.

Innumerables estudios de especialistas en la materia han
documentado de manera exhaustiva que ninguna actividad
industrial es tan agresiva ambiental, social y culturalmente

como la minería a cielo abierto. Los efectos de su opera-
ción son devastadores: elimina bosques, remueve y destru-
ye suelos, agota y contamina el agua, despoja a ejidos y co-
munidades de sus tierras, elimina la flora y fauna nativas y
afecta la salud de los pobladores. Por ello la conclusión es
demoledora: La minería a cielo abierto es generadora de
miseria, contaminación y muerte en los lugares en donde se
asienta.

Estas graves consecuencias de la minería a cielo abierto ex-
plican porque su desarrollo está enfrentando una vigorosa
oposición no solamente de las comunidades directamente
afectadas, sino también por grupos sociales cada vez más
numerosos, en la mayor parte de los países en los que se
pretende implantar.

Los poderes públicos de algunos países con alto nivel de
desarrollo se han hecho eco de las protestas sociales en
contra de este tipo de minería y han procesado las reformas
legales necesarias para impedir que en sus territorios se
continúe desarrollando la minería a cielo abierto. Así, este
tipo de minería ha sido prohibido en la República Checa
desde el año 2000, en Alemania desde 2002 y en Hungría
en 2009.

En América Latina, aún cuando en la mayor parte de los
países con minería se sigue permitiendo la modalidad de
cielo abierto con el consecuente uso de la tecnología cen-
trada en el cianuro de sodio, ya se han generado algunos
casos de avanzada que permiten vislumbrar una tendencia
hacia la armonización de las legislaciones nacionales con
las normas  y tratados internacionales en esta materia. En
esta línea podemos mencionar los siguientes avances legis-
lativos.

En Argentina, los órganos legislativos de siete provincias
han aprobado leyes que prohíben la minería a cielo abierto
así como la utilización de sustancias tóxicas, como el cia-
nuro, ácido sulfúrico y ácido clorhídrico, entre otros. En el
mismo sentido, el diputado Fernando Solanas presentó en
agosto de 2010 un proyecto de ley nacional para prohibir la
minería a cielo abierto en todo el país y el uso de de cianu-
ro de sodio, mercurio, ácido sulfúrico y otras sustancias
contaminantes en toda la actividad minera. 

En Uruguay, el senador Pedro Bordaberry Herrán presentó
en el Parlamento en junio de 2011 un proyecto de ley para
prohibir la minería a cielo abierto en todo el territorio uru-
guayo así como el empleo de cianuro en la minería, otor-
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gando facultades al ejecutivo para autorizar excepciones si
se cumplen las condiciones que señala el propio proyecto y
que básicamente son las siguientes:

• Debe mantenerse una distancia de 3 kilómetros de los
bordes de la mina respecto de cualquier población de más
de mil 500 habitantes.

• La participación del Estado en el beneficio neto del con-
cesionario no debe ser menor al 18 por ciento o al 10 por
ciento sobre el beneficio bruto.

• El concesionario debe presentar un plan de cierre de la
mina que incluya una remodelación paisajística congruen-
te con la existente antes de la explotación y un proyecto de
aplicación productiva del predio que sea equivalente o me-
jor a la existente previa a la explotación, entre otras condi-
ciones.

Es importante destacar que las excepciones que el ejecuti-
vo puede autorizar solamente se refieren al tipo de explo-
tación pero no al uso de los materiales prohibidos en el pro-
yecto de ley.

La Asamblea Legislativa de Costa Rica aprobó el 9 de no-
viembre de 2010 la ley 8904 por la que se prohíbe el otor-
gamiento de permisos y concesiones para exploración y
explotación de minería a cielo abierto y el uso de sustan-
cias tóxicas como el cianuro y el mercurio en la actividad
minera.

Estas acciones legislativas son resultado de la oposición de
amplios movimientos sociales a la minería a cielo abierto y
al uso de sustancias peligrosas para la vida humana y el
medio ambiente como el cianuro de sodio, entre otras. En
los demás países latinoamericanos en los que todavía no se
han adoptado este tipo de medidas legislativas respecto a la
minería a cielo abierto, los movimientos que se oponen a
ella adquieren cada vez mayor fuerza social y política, lo
que no podrá ser ignorado por los órganos legislativos a
riesgo de que los costos sociales se incrementen en la me-
dida en que las partes polaricen sus posiciones.

Los avances plasmados en las legislaciones nacionales
mencionadas son de una gran relevancia en la lucha por la
defensa de derechos humanos fundamentales como el de-
recho a la vida y a un medio ambiente sano, sin embargo,
es en el ámbito internacional en donde se han logrado los
avances más significativos para la protección, no solamen-
te de estos derechos, sino también de los derechos colecti-

vos de los pueblos indígenas y comunidades agrarias que
son avasallados por las empresas mineras al amparo del tí-
tulo de concesión.

Al respecto cabe destacar la Declaración sobre los Dere-
chos de los Pueblos Indígenas aprobada por la Asamblea
General de la ONU el 13 de septiembre de 2007; el Con-
venio 169 sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países
Independientes aprobado por la Conferencia General de la
OIT, el 27 de junio de 1989, y la Resolución del Parla-
mento Europeo sobre la prohibición general del uso de
las tecnologías mineras a base de cianuro en la Unión
Europea, emitida el 5 de mayo de 2010.

• El 13 de septiembre de 2007 la Asamblea General de
la Organización de las Naciones Unidas aprobó la De-
claración sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas
que establece, entre otros, los siguientes derechos de es-
tos pueblos:

a) A participar en las cuestiones que afecten a sus de-
rechos de conformidad con sus propios procedi-
mientos e instituciones. (Artículo 18).

b) Los Estados celebrarán consultas y cooperarán de
buena fe con los pueblos indígenas interesados por
medio de sus instituciones representativas antes de
adoptar y aplicar medidas legislativas o administra-
tivas que los afecten, a fin de obtener su consenti-
miento libre, previo e informado. (Artículo 19).

c) A mantener y desarrollar sus sistemas e institu-
ciones políticos, económicos y sociales, a que se les
asegure el disfrute de sus propios medios de subsis-
tencia y desarrollo y a dedicarse libremente a todas
sus actividades económicas tradicionales y de otro
tipo. (Artículo 20).

d) A mantener y fortalecer su propia relación espiri-
tual con las tierras, territorios, aguas, mares costeros
y otros recursos que tradicionalmente han poseído u
ocupado y utilizado de otra forma y a asumir las res-
ponsabilidades que a ese respecto les incumben para
con las generaciones venideras. (Artículo 25).

e) A poseer, utilizar, desarrollar y controlar las
tierras, territorios y recursos que poseen en ra-
zón de la propiedad tradicional u de otra forma
tradicional de ocupación o utilización, así como
aquellos que hayan adquirido de otra forma. Los Es-
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tados asegurarán el reconocimiento y protección ju-
rídicos de esas tierras, territorios y recursos. Dicho
reconocimiento respetará debidamente las costum-
bres, las tradiciones y los sistemas de tenencia de la
tierra de los pueblos indígenas de que se trate. (Artí-
culo 26).

f) A la conservación y protección del medio ambien-
te y de la capacidad productiva de sus tierras o terri-
torios y recursos. Los Estados adoptarán medidas
eficaces para garantizar que no se almacenen ni
eliminen materiales peligrosos en las tierras o te-
rritorios de los pueblos indígenas sin su consenti-
miento libre, previo e informado. (Artículo 29).

g) A determinar y elaborar prioridades y estrate-
gias para el desarrollo o la utilización de sus tie-
rras o territorios y otros recursos. Los Estados
celebrarán consultas y cooperarán de buena fe
con los pueblos indígenas interesados por con-
ducto de sus propias instituciones representativas
a fin de obtener su consentimiento libre e infor-
mado antes de aprobar cualquier proyecto que
afecte sus tierras o territorios y otros recursos,
particularmente en relación con el desarrollo, la
utilización o la explotación de recursos minerales,
hídricos o de otro tipo. Los Estados establecerán
mecanismos eficaces para la reparación justa y equi-
tativa por esas actividades, y se adoptarán medidas
adecuadas para mitigar las consecuencias nocivas de
orden ambiental, económico, social, cultural o espi-
ritual. (Artículo 32).

• El 27 de junio de 1989, la 76 reunión de la Conferen-
cia General de la Organización Internacional del Traba-
jo, Convenio 169 de la Organización Internacional
del Trabajo sobre Pueblos Indígenas y Tribales en
Países Independientes, aprobado por la Cámara de Se-
nadores el 11 de julio de 1990 y ratificado por el Ejecu-
tivo el 13 de agosto de 1990, establece los siguientes de-
rechos a favor de los pueblos indígenas:

a) A ser consultados por los gobiernos, mediante
procedimientos apropiados y en particular a través
de sus instituciones representativas, cada vez que se
prevean medidas legislativas o administrativas sus-
ceptibles de afectarles directamente. (Artículo 6).

b) A decidir sus propias prioridades en lo que ata-
ñe al proceso de desarrollo, en la medida en que és-

te afecte a sus vidas, creencias, instituciones y bien-
estar espiritual y a las tierras que ocupan o utilizan
de alguna manera, y de controlar, en la medida de los
posible, su propio desarrollo económico, social y
cultural. Además, dichos pueblos deberán participar
en la formulación, aplicación y evaluación de los
planes y programas de desarrollo nacional y regional
susceptibles de afectarles directamente. (artículo 7).

c) A que el Estado proteja especialmente su dere-
cho sobre los recursos naturales existentes en sus
tierras. Estos derechos comprenden el derecho de
esos pueblos a participar en la utilización, admi-
nistración y conservación de dichos recursos. (Ar-
tículo 15). 

d) A que el Estado los consulte antes de empren-
der o autorizar cualquier programa de prospec-
ción o explotación de los recursos existentes en
sus tierras a fin de determinar si sus intereses serán
perjudicados y en qué medida. Los pueblos interesa-
dos deberán participar siempre que sea posible en
los beneficios que reporten tales actividades, y per-
cibir una indemnización equitativa por cualquier da-
ño que puedan sufrir como resultado de esas activi-
dades. (artículo 15).

• El 5 de mayo de 2010, el Parlamento Europeo emitió
una Resolución sobre la prohibición general del uso
de las tecnologías mineras a base de cianuro en la
Unión Europea, en la que se establece lo siguiente:

a) El cianuro es una sustancia química altamente
tóxica utilizada en la minería del oro que está
considerado como uno de los principales conta-
minantes y su uso puede tener un impacto catas-
trófico e irreversible en la salud humana y el me-
dio ambiente y, por ende, en la diversidad
biológica.

b) El uso de cianuro en minería crea poco empleo
y sólo por un periodo de entre ocho y dieciséis
años, pero puede provocar enormes daños ecoló-
gicos que, por lo general, no son reparados por
las empresas explotadoras responsables, que sue-
len desaparecer o declararse en quiebra, sino por
el Estado, es decir, por los contribuyentes. Los
proyectos mineros de gran escala que emplean cia-
nuro utilizan varios millones de kilogramos de cia-
nuro de sodio al año y un fallo en su transporte y al-
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macenamiento puede tener consecuencias catastrófi-
cas.

c) El objetivo de proteger los recursos hídricos y
la diversidad biológica de un país sólo puede lo-
grarse mediante una prohibición general del uso
de las tecnologías mineras a base de cianuro.

d) Pide a la comisión que proponga la prohibición
completa del uso de las tecnologías mineras a ba-
se de cianuro en la Unión Europea antes de fina-
les de 2011, puesto que es la única forma segura
de proteger nuestros recursos hídricos y ecosiste-
mas de la contaminación por cianuro procedente
de las actividades mineras y que, al mismo tiem-
po, proceda a una evaluación de impacto ordina-
ria.

e) Pide a la comisión que proponga una modifica-
ción de la legislación vigente sobre la gestión de los
residuos de las industrias extractivas, con objeto de
exigir que todas las empresas explotadoras estén
obligadas a disponer de un seguro para las indemni-
zaciones por daños y para cubrir todos los gastos de
las medidas de reparación destinadas a restaurar el
estado ecológico y químico original en caso de acci-
dente o funcionamiento defectuoso.

En México, diversos analistas del tema estiman que la mi-
nería a cielo abierto ocupa ya el 9% del territorio nacional,
lo que, vistas las características de este tipo de explotación
minera, es un dato alarmante que debe motivar las acciones
legislativas necesarias para su adecuada regulación en be-
neficio de los intereses nacionales.

Antes de entrar a la materia de esta iniciativa, vale la pena
destacar algunos datos que nos ilustran de manera general
sobre el panorama que guarda la industria minera en Mé-
xico:

De acuerdo con cifras oficiales, al mes mayo de 2011 se
han otorgado 26,007 concesiones mineras que abarcan una
superficie de 27.1 millones de hectáreas, es decir, el 13.8
por ciento del territorio nacional. Sin embargo, de acuerdo
a otras cifras, aportadas por organizaciones sociales invo-
lucradas en la materia, a la fecha, el gobierno federal ha
otorgado concesiones mineras sobre 56 millones de hectá-
reas, algo así como el 26 por ciento del territorio continen-
tal mexicano.

México es ya el cuarto destino más importante para la in-
versión minera mundial destinada a la exportación y el pri-
mero en América Latina. De los 4 mil 400 millones de dó-
lares invertidos en la minería mexicana en 2010, 2 mil 70
millones fueron inversión extranjera, de la cual mil 952 mi-
llones de dólares (94 por ciento) provinieron de empresas
canadienses. Del total de inversión extranjera en la indus-
tria minera nacional, Canadá representa el 75 por ciento.
De las 286 mineras extranjeras en México, 210 (73 por
ciento) son canadienses. Del total de la inversión cana-
diense en México, el 44 por ciento se concentra en el sec-
tor minero.

En su conjunto, la industria minera tiene presencia en 26
estados. El mayor número de proyectos se encuentra en So-
nora, con 180; Chihuahua, 112; Durango, 82; Sinaloa, 80;
Zacatecas, 62; Jalisco, 46; Oaxaca, 32, y Guerrero, 21. Un
dato que resulta alarmante es el hecho de que la mayor par-
te de estos proyectos se ubican en los estados con menos
reservas de agua del territorio nacional. El norte del país
apenas cuenta con 30% de la disponibilidad del líquido a
escala nacional pero concentra 416 proyectos mineros en
cuyos procesos de extracción de metales se utiliza el agua
como recurso principal. 

En cuanto a la composición de la producción minera, el oro
ocupa ya el primer lugar con el 21 por ciento del total, se-
guido de la plata con el 19 por ciento y el cobre con el 14
por ciento. México es la duodécima fuente de oro en el
mundo, con reservas aproximadas de 91.4 millones de on-
zas.

De acuerdo a cifras periodísticas, en México, la producción
de oro pasó de 35 toneladas en 2006 a 79 toneladas en
2010, cifras que reflejan una tendencia constante a la alza
que, de acuerdo al mercado mundial de este metal, se man-
tendrá durante los próximos años. Datos de la firma Metals
Economics Group, citados por la Cámara Minera Mexica-
na (Camimex) en su reporte 2010, indican que México es
el único país productor de oro en el mundo que ha mante-
nido un crecimiento sostenido en este mercado.

El vigor de la producción de este metal descansa en el po-
tencial de sólo 11 minas dispersas por el territorio nacional,
cuyas reservas totales de oro están valuadas, a precios de
junio de 2011, en 86 mil millones de dólares. De esta cifra,
83 mil millones de dólares corresponden al valor de las re-
servas de oro de las minas controladas por empresas cana-
dienses. Ocho de estas minas son propiedad de seis empre-
sas de Canadá y controlan el 70 por ciento de la producción
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de oro en México. Actualmente 198 compañías de ese país
realizan operaciones de exploración y explotación en el te-
rritorio nacional.

Las anteriores cifras dan cuenta del enorme potencial que
representa el territorio nacional para las grandes empresas
mineras, principalmente canadienses, que operan en el pa-
ís. Sin embargo, los enormes beneficios que les reportan
sus operaciones en México, y que seguramente les conti-
nuarán reportando en el futuro, no guardan ninguna rela-
ción con los beneficios que recibe el país a cambio ni, mu-
cho menos, con los costos ecológicos y sociales que sus
actividades generan.

Uno de las más graves consecuencias que está provocando
la expansión de la minería en el país es la conflictividad so-
cial derivada del antagonismo entre los intereses de los
concesionarios y los derechos colectivos de las comunida-
des. Este conflicto de intereses está directamente vincula-
do con el marco jurídico que regula el otorgamiento de las
concesiones y la operación de las empresas, es decir, con lo
que establece la ley reglamentaria del artículo 27 constitu-
cional en materia minera.

En el marco de la ley minera, la concesión se constituye pa-
ra su titular en una patente de corzo que le permite subor-
dinar a cualquier interés o derecho que interfiera con su
concesión. Para doblegar la resistencia de las comunidades
propietarias de la tierra, el concesionario hace uso de los
recursos que sean necesarios, entre otros, los de promover
la división y el temor entre sus integrantes a través de me-
canismos no siempre lícitos. Lo más grave es que en la ma-
yoría de estos casos las autoridades respaldan, por acción o
por omisión, los intereses de los concesionarios antes que
los derechos de las comunidades.

En una reciente nota del periódico La Jornada, Fernanda
Díaz Costa, redactora del informe de Amnistía Internacio-
nal “Sacrificar los derechos en nombre del desarrollo”, se-
ñala que las empresas mineras, como parte de su estrategia
para llevar adelante sus actividades, dividen a las pobla-
ciones e incluso recurren a los servicios de empresas de se-
guridad multinacionales para la creación de grupos para-
militares que utilizan para amedrentar a los opositores a sus
proyectos, como se puede constatar en el amplio número
de denuncias e indicios que la organización ha recabado.

En el informe mencionado, Amnistía Internacional formu-
la una severa denuncia sobre la sistemática violación a los

derechos humanos de los pueblos indígenas propiciada por
una alianza entre empresas y gobiernos, lo que lleva a la or-
ganización a concluir que los pueblos indígenas se han
convertido en un “estorbo para los intereses comerciales,
por lo que los amenazan, los desalojan por la fuerza, los
desplazan y hasta los matan en su afán por explotar recur-
sos naturales de las zonas en las que viven”.

De acuerdo con el artículo 6 de la Ley Minera, la actividad
minera, al ser considerada como de utilidad pública, tiene
prioridad sobre cualquier otra actividad productiva que se
realice o pretenda realizarse en la superficie que compren-
de la concesión. Con apoyo en este artículo, el titular de
una concesión minera se convierte en depositario y agente
del interés público al ser el responsable de llevar a cabo
una actividad productiva de mayor importancia que cual-
quiera otra que se desarrolle en la superficie concesionada,
incluyendo aquellas que desarrollan los núcleos agrarios
ejidales y comunales así como los pueblos y comunidades
indígenas.

Este tratamiento de privilegio que otorga la ley a la mine-
ría, en abierta contradicción con los derechos que la Cons-
titución y los instrumentos jurídicos internacionales reco-
nocen a los ejidos, pueblos y comunidades agrarias e
indígenas se puede corroborar en varias de sus disposicio-
nes como las siguientes:

a) El artículo 13 establece un supuesto derecho de pre-
ferencia a favor de los pueblos o comunidades indígenas
cuando la concesión comprenda terrenos habitados u
ocupados por ellos, sin embargo este derecho se condi-
ciona a que soliciten la concesión simultáneamente con
otra persona y a que cumplan con las condiciones y re-
quisitos que establecen la ley y el reglamento. Lo que
significa que si solicitan la concesión después de que lo
haga otro interesado, los pueblos y comunidades indíge-
nas pierden su derecho preferente, como si estos núcle-
os tuvieran los mismos medios que las grandes empre-
sas para allegarse la información sobre la riqueza
minera de su subsuelo, para adelantarse a ellas en pre-
sentar la solicitud. Por otro lado, en el supuesto que así
lo hicieran, resulta claramente inequitativo condicionar-
los a que cumplan con los mismos requisitos que se es-
tablecen para las empresas privadas cuando es evidente
su imposibilidad de hacerlo.

En conclusión, este supuesto derecho de preferencia a
favor de pueblos y comunidades indígenas resulta iluso-
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rio para todo efecto práctico, al no respetarse el derecho
de las comunidades a disponer de una información pre-
via al otorgamiento de la concesión sobre las riquezas
minerales que existen en el subsuelo de sus tierras, lo
que hace inviable su ejercicio.

b) Tanto en el artículo 21 de la ley como en el 56 de su
reglamento se señala que tratándose de tierras ejidales o
comunales su expropiación, ocupación temporal o cons-
titución de servidumbres se sujetarán a lo dispuesto por
la Ley Agraria. En apariencia esta remisión a la Ley
Agraria debiera constituir una garantía protectora de los
derechos de ejidos y comunidades, sin embargo esto no
es así debido a que lo único que garantiza es la legiti-
mación de los mecanismos de sometimiento de la vo-
luntad de los núcleos ejidales o comunales a los intere-
ses de las empresas, debido a las prácticas de
manipulación, engaño, corrupción, divisionismo e inti-
midación a que son sometidos sus integrantes por los re-
presentantes de las empresas, y, en no pocas ocasiones,
por las propias autoridades agrarias. 

Estos mecanismos que la ley establece, claramente orienta-
dos a favorecer los intereses de las empresas, son los que
propician el surgimiento de movimientos opositores en eji-
dos, comunidades y pueblos indígenas a los proyectos mi-
neros al permitir el otorgamiento de derechos a terceros so-
bre sus tierras sin haber sido previamente informados y,
lo que resulta más grave, sin haber obtenido previamente
su aprobación, como lo establecen, fundamentalmente, los
artículos 2 y 27 de nuestra constitución así como diversos
instrumentos jurídicos internacionales con fuerza legal en
nuestro país.

En efecto, el artículo 27 constitucional establece claramen-
te el reconocimiento pleno a los derechos colectivos de los
pueblos indígenas y de los ejidos y comunidades agrarias
así como el mandato de proteger la propiedad sobre sus tie-
rras y de respetar su voluntad para adoptar las decisiones
que más les convengan en el aprovechamiento de sus re-
cursos productivos, en los siguientes términos:

Artículo 27. …

VII. Se reconoce la personalidad jurídica de los nú-
cleos de población ejidales y comunales y se protege
su propiedad sobre la tierra, tanto para el asenta-
miento humano como para actividades productivas.

La ley protegerá la integridad de las tierras de los
grupos indígenas.

…

La ley, con respeto a la voluntad de los ejidatarios y
comuneros para adoptar las decisiones que más les
convengan en el aprovechamiento de sus recursos
productivos, regulará el ejercicio de los derechos de
los comuneros sobre la tierra y de cada ejidatario so-
bre su parcela.

El artículo 2 de nuestra norma fundamental, cuyo decreto
de reforma se publicó en el Diario Oficial de la Federación
el 14 de agosto de 2001, eleva a rango constitucional los
derechos de los pueblos y comunidades indígenas, entre
ellos, los de preservar la integridad de sus tierras y estable-
cer de manera autónoma sus propios mecanismos para el
aprovechamiento de sus recursos naturales, en los siguien-
tes términos:

A. Esta Constitución reconoce y garantiza el derecho
de los pueblos y las comunidades indígenas a la libre
determinación y, en consecuencia, a la autonomía
para:

I. Decidir sus formas internas de convivencia y orga-
nización social, económica, política y cultural.

II. …

III. …

IV. …

V. Conservar y mejorar el hábitat y preservar la in-
tegridad de sus tierras en los términos establecidos
en la propia Constitución.

Acceder de manera preferente al uso y disfrute de los
recursos naturales de los lugares que habitan y ocu-
pan, salvo aquellos que corresponden a las áreas es-
tratégicas, respetando los derechos adquiridos por
terceros o por integrantes de la comunidad.

De acuerdo a lo que establece el último párrafo de este ar-
tículo, los mismos derechos que se reconocen a las comu-
nidades y pueblos indígenas son reconocidos también a to-
da comunidad equiparable a estos, lo que incluye a los
núcleos agrarios, ejidales y comunales.
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Por otro lado, el artículo 25 de la Carta Magna establece el
mandato para que el Estado garantice que el desarrollo eco-
nómico sea integral y sustentable orientado a lograr una
justa distribución de la riqueza y el pleno ejercicio de la li-
bertad y la dignidad de los individuos, grupos y clases so-
ciales. 

Artículo 25. Corresponde al Estado la rectoría del
desarrollo nacional para garantizar que éste sea in-
tegral y sustentable, que fortalezca la soberanía de la
nación y su régimen democrático y que, mediante el
fomento del crecimiento económico y el empleo y una
más justa distribución del ingreso y la riqueza, per-
mita el pleno ejercicio de la libertad y la dignidad de
los individuos, grupos y clases sociales, cuya seguri-
dad protege esta Constitución.

El Estado planeará, conducirá, coordinará y orien-
tará la actividad económica nacional, y llevará a ca-
bo la regulación y fomento de las actividades que de-
mande el interés general en el marco de libertades
que otorga esta Constitución.

…

…

…

Bajo criterios de equidad social y productividad se
apoyará e impulsará a las empresas de los sectores
social y privado de la economía, sujetándolos a las
modalidades que dicte el interés público y al uso, en
beneficio general, de los recursos productivos, cui-
dando su conservación y el medio ambiente.

La Ley General de Protección al Ambiente y Desarrollo
Ecológico establece lo que debe entenderse por desarrollo
sustentable en los siguientes términos:

Es el proceso evaluable mediante criterios e indica-
dores de carácter ambiental, ecológico y social que
tiende a mejorar la calidad de vida y la productivi-
dad de las personas, que se funda en medidas apro-
piadas de preservación del equilibrio ecológico, pro-
tección del ambiente y aprovechamiento de los
recursos naturales, de manera que no se comprome-
ta la satisfacción de las necesidades de las generacio-
nes futuras.

Aún cuando estas disposiciones adolecen de la amplitud y
la fuerza que amerita una materia de tanta relevancia como
es el equilibrio ecológico, su contenido si precisa con sufi-
ciente claridad las características que el Estado está obliga-
do a imprimir a todas las actividades productivas en el te-
rritorio nacional a través de las disposiciones legales
específicas.

Estas son, principalmente, las normas constitucionales con
las que la ley minera tiene una evidente contradicción en lo
que se refiere a la protección ambiental y a los derechos de
las comunidades indígenas y núcleos agrarios.

Estas anomalías jurídicas, vale decir, estas disposiciones
inconstitucionales de la ley minera, deben ser corregidas a
efecto de armonizarlas con el texto constitucional a fin de
que los derechos que consagra la norma fundamental en es-
tas materias tengan vigencia real en la práctica y se garan-
tice plenamente su aplicación. De esta forma será posible
conjugar de manera provechosa para el desarrollo nacional
los intereses de las empresas mineras con los derechos co-
lectivos de las comunidades agrarias y pueblos indígenas.
Conciliar los intereses privados con los derechos colecti-
vos en el marco del interés público es el sentido funda-
mental del estado constitucional democrático de derecho
en el que aspiramos a vivir todos los mexicanos.

A similar conclusión llega un reciente estudio sobre las
consecuencias sociales de la minería promovido por la
Universidad de Manchester y el Centro Peruano de Estu-
dios Sociales: “…el reto es comprender hasta que punto y
de que forma la protesta y el activismo pueden contribuir a
construir salidas a la maldición de los recursos naturales y
evitar una situación de convivencia perversa entre extrac-
ción poco regulada y conflicto generalizado lo cual tendría
serias repercusiones para el medio ambiente, la economía,
la sociedad y el funcionamiento del estado”.

Con apoyo en las consideraciones expuestas, me permito
someter al pleno de esta Cámara la siguiente iniciativa con
proyecto de

Decreto que reforma y adiciona diversos artículos de la
Ley Minera publicada en el Diario Oficial de la Federación
el 26 de junio de 1992.

Artículo Único. Se adicionan el artículo 6 y la fracción I
del artículo 19; se reforman los artículos 13 y 21 para que-
dar de la siguiente manera:
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Artículo 6. La exploración, explotación y beneficio de los
minerales o sustancias a que se refiere esta Ley son de uti-
lidad pública, serán preferentes sobre cualquier uso o apro-
vechamiento del terreno, con sujeción a las condiciones
que establece la misma, y únicamente por ley de carácter
federal podrán establecerse contribuciones que graven es-
tas actividades.

En tierras pertenecientes a ejidos, comunidades agra-
rias, pueblos o comunidades indígenas  sólo podrá au-
torizarse la exploración, explotación y beneficio de los
minerales o sustancias a que se refiere esta ley cuando
estos núcleos agrarios o indígenas manifiesten previa-
mente su conformidad a través de los mecanismos y
procedimientos que establezcan sus normas internas o
la legislación agraria.

Artículo 13. Las concesiones y las asignaciones mineras se
otorgarán sobre terreno libre al primer solicitante en tiem-
po de un lote minero, siempre que se cumplan las condi-
ciones y requisitos que establecen la presente Ley y su Re-
glamento.

Cuando por surtir efecto la publicación de una declaratoria
de libertad de terreno de un lote minero, se presenten de
manera simultánea una o más solicitudes de concesión mi-
nera y una o más solicitudes de asignación minera, tendrán
preferencia para su admisión y trámite las solicitudes de
concesión sobre las de asignación.

Cuando el terreno o la mayor parte de él se encuentre
en un área habitada y ocupada por un ejido, comunidad
agraria, pueblo o comunidad indígena, estos núcleos
tendrán derecho preferente para obtener la concesión
respectiva siempre y cuando cumplan con las condicio-
nes y requisitos que establecen la presente ley y su Re-
glamento, con excepción de aquellos que por su natura-
leza jurídica no estén en posibilidades de cumplir. Este
derecho preferente se respetará hasta por un periodo de
un año a partir de la fecha de publicación de la decla-
ratoria de libertad de terreno.

En el caso de asignaciones que se cancelen o de las zonas
de reservas mineras cuya desincorporación se decrete, las
concesiones mineras se podrán otorgar mediante concurso,
antes de que se declare la libertad de terreno, salvo que se
trate de tierras pertenecientes a ejidos, comunidades
agrarias, pueblos o comunidades indígenas, en cuyo ca-
so se procederá en los términos que establece el párra-
fo tercero de este artículo.

Solamente podrán incorporarse a reservas mineras zonas
cuya exploración haya sido realizada previamente por el
Servicio Geológico Mexicano mediante asignación, se jus-
tifique su incorporación con base en el potencial minero de
la zona, determinado mediante obras y trabajos de explora-
ción a semidetalle, y se acredite la causa de utilidad públi-
ca o se trate de minerales o sustancias considerados dentro
de las áreas estratégicas a cargo del Estado.

Artículo 19. Las concesiones mineras confieren derecho a:

Realizar obras y trabajos de exploración y de explotación
dentro de los lotes mineros que amparen.

I. La explotación de los minerales o sustancias suje-
tos a la aplicación de esta ley sólo podrá realizarse a
cielo abierto cuando se cumplan las siguientes condi-
ciones

a) Que entre el perímetro del lote minero que
comprenda la concesión y el centro de población
más próximo se mantenga una distancia mínima
de cinco kilómetros.

b) Que en los procesos de explotación y beneficio
no se usen tecnologías a base de cianuro.

c) Que el concesionario entregue a la Secretaría,
previamente al inicio de los trabajos de explota-
ción, copia de la póliza del seguro contratado pa-
ra cubrir los gastos que impliquen las acciones de
restauración de la superficie utilizada a las con-
diciones morfológicas que guardaba antes de los
trabajos de explotación y beneficio.   

d) Que el concesionario entregue a la Secretaría,
previamente al inicio de los trabajos de explota-
ción, copia de la póliza del seguro contratado pa-
ra cubrir la indemnización por los daños o per-
juicios ocasionados así como los gastos que
impliquen las acciones de restauración al estado
ecológico y químico original en caso de accidente
o fallas en los trabajos de explotación o beneficio. 

II. …

III. …

IV. …
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V. …

VI. …

VII. …

VIII. …

IX. …

X. …

XI. …

XII. …

XIII. …

Artículo 21. La Secretaría resolverá sobre la procedencia
de las solicitudes de expropiación, ocupación temporal o
constitución de servidumbre, previa audiencia de la parte
afectada y dictamen técnico fundado. El monto de la in-
demnización se determinará por medio de avalúo practica-
do por la Comisión de Avalúos de Bienes Nacionales, con
base en los criterios que fije el Reglamento de la presente
ley.

Tratándose de expropiaciones, cuando proceda, la Secreta-
ría someterá a la consideración del Ejecutivo federal la re-
solución respectiva.

Las expropiaciones de bienes ejidales y comunales se suje-
tarán a lo dispuesto en la legislación agraria. En este tipo
de bienes sólo se autorizará la ocupación temporal o la
constitución de servidumbres una vez los núcleos agra-
rios o indígenas manifiesten su aprobación a través de
los mecanismos o procedimientos que establezcan sus
normas internas o la legislación agraria.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la Cámara de
Diputados, México, Distrito Federal, a 6 de septiembre de 2011.— Di-
putados: Jaime Cárdenas Gracia, Jesús María Rodríguez Hernández
(rúbricas).»

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Se
turna a la Comisión de Energía.

El diputado Jaime Fernando Cárdenas Gracia: «Inicia-
tiva que reforma el artículo 38 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Jai-
me Fernando Cárdenas Gracia, del Grupo Parlamentario
del PT

El suscrito, Jaime Fernando Cárdenas Gracia, diputado fe-
deral a la LXI Legislatura del Congreso de la Unión, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo,
con fundamento en los artículos 71, fracción II, de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 6,
fracción I, y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputa-
dos, somete a consideración del pleno de la honorable Cá-
mara de Diputados la siguiente iniciativa con proyecto de
decreto por la que se derogan las fracciones II, IV y V del
artículo 38 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos a fin de eliminar las causas de suspensión
de derechos políticos ahí previstas con el propósito de sal-
vaguardar los principios de presunción de inocencia, digni-
dad de las personas y reinserción social.

Exposición de Motivos

Los derechos políticos son derechos fundamentales que el
derecho constitucional mexicano durante décadas descono-
ció.1 Hoy día en nuestro país no se pone en duda que los
derechos políticos son auténticos derechos fundamentales
en un sentido doble: como derechos subjetivos de carácter
básico que son el fundamento de otros derechos e institu-
ciones y, como derechos subjetivos consagrados en las nor-
mas fundamentales del ordenamiento jurídico.2

En esta iniciativa nos referiremos a los motivos de suspen-
sión de los derechos políticos contemplados en el artículo
38 de la Constitución. Esta norma desde su promulgación
en 1917 nunca ha sido reformada y contiene hipótesis nor-
mativas de suspensión de los derechos políticos que son
aberrantes en un Estado constitucional y democrático de
derecho. La fracción II de ese artículo determina que se
suspenden automáticamente los derechos políticos por es-
tar una persona sujeta a un proceso criminal por delito que
merezca pena corporal, a contar desde el auto de formal
prisión. La fracción IV del artículo 38 de la ley fundamen-
tal contempla suspender los derechos políticos por vagan-
cia o ebriedad consuetudinaria, declarada en los términos
que prevengan las leyes. La fracción V de esa norma seña-
la que se suspenden automáticamente los derechos políti-
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cos por estar prófugo de la justicia, desde que se dicte la
orden de aprehensión hasta que prescriba la acción penal.

Las anteriores causas de suspensión de derechos políticos
deben ser revisadas porque trastocan los fines del Estado
constitucional y democrático de derecho y las garantías ne-
cesarias para que los gobernados puedan ejercer plenamen-
te sus derechos a la participación política. En esta iniciati-
va propondremos la derogación de las tres fracciones arriba
citadas del artículo 38 constitucional, a partir de la funda-
mentación y motivación que hacemos a continuación.

La fracción II del artículo 38 de la Constitución proviene
de las bases constitucionales de 1843, obra de Antonio Ló-
pez de Santa Anna, en cuyo artículo 21, fracción III, se des-
pojaba de los derechos a cualquier ciudadano “por estar
procesado criminalmente, desde el acto motivado de pri-
sión”. Esta disposición representó y representa un atentado
autoritario en contra de los derechos de las personas. Lo
grave es que hoy día permanezca en vigor a pesar que des-
de el 13 de enero de 1984 el Código Penal Federal incluyó
el principio de presunción de inocencia, producto de la ra-
tificación por parte de México, el 3 de abril de 1982 de la
Convención Americana sobre Derechos Humanos, que en
su artículo 8.2 establece que toda persona inculpada de al-
gún delito, tiene derecho a que se presuma su inocencia,
mientras no se establezca legalmente su culpabilidad. Hoy
día, como sabemos, a consecuencia de la reforma constitu-
cional penal de 18 de junio de 2008, el artículo 20.B.I, de
la Carta Magna contempla el principio de presunción de
inocencia, el que significa que antes de aplicar cualquier
pena —incluyendo la suspensión de derechos políticos—,
debe probarse ante el órgano jurisdiccional la culpabilidad
del acusado.

Además, no debe perderse de vista que el sistema peniten-
ciario previsto en el artículo 18 de la Constitución, estatu-
ye el principio constitucional de la reinserción del senten-
ciado a la sociedad, lo que implica por mayoría de razón,
que los no sentenciados, los procesados, deben de gozar
con mayores motivos de derechos plenos de carácter polí-
tico para poder participar en los asuntos de su comunidad.
La suspensión de derechos políticos, cuando no se ha dic-
tado sentencia ejecutoria, también violenta el artículo pri-
mero de nuestra Constitución, que prevé el principio de
dignidad humana y la prohibición de discriminar a las per-
sonas con el propósito de anular o menoscabar los derechos
y libertades de las personas. Igualmente, el propio artículo
primero de la Constitución, modificado recientemente por
reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el

diez de junio del presente, introdujo al derecho mexicano
el principio “pro homine” en la interpretación y aplicación
de los derechos fundamentales de las personas, lo que sig-
nifica que los derechos de las personas deben ser maximi-
zados, optimizados y, acrecentados y nunca limitados o re-
ducidos.

En el derecho comparado, Sudáfrica, eliminó a través de
una sentencia de su Corte Constitucional en 1999, la sus-
pensión de los derechos políticos que antes de ella, recaía
en quienes estaban privados de su libertad. Tal determina-
ción de la corte sudafricana se fundamentó en el artículo
10.1 de la Convención Internacional sobre Derechos y Po-
líticos, que señala que los inculpados privados de su liber-
tad deben ser tratados con humanidad y con respeto a su
dignidad de seres humanos; así como en el artículo 10.3 de
la citada Convención, en donde se determina que el siste-
ma penitenciario de los países firmantes debe tener como
objetivo la reforma y rehabilitación social de los detenidos.

La Suprema Corte de Canadá estableció en el caso “Suavé
vs. Canadá”, en octubre de 2002, el concepto de “pena
constitucional”, que implica que la pena no debe ser arbi-
traria sino que sólo se justifica si tiende a la rehabilitación
de delincuentes, por lo que consideró en su opinión mayo-
ritaria, que la suspensión de derechos políticos es una pena
que no promueve ninguna rehabilitación y, antes bien, mar-
gina al ciudadano que la sufre.

En los Estados Unidos y a pesar de que en veinte Estados
de la unión americana se permite la pena de muerte, los tri-
bunales norteamericanos han indicado en repetidas ocasio-
nes que la privación de los derechos políticos sólo procede
por sentencia condenatoria de más de un año de prisión.
Por ejemplo, Lyndon La Rouche hizo campaña para presi-
dente de Estados Unidos en 1992 desde su prisión en Min-
nesota.

Por los antecedentes y razones anteriores nos manifesta-
mos en contra de la suspensión automática de los derechos
políticos de las personas que están procesadas. Agregamos
además los motivos siguientes: 1) La suspensión de los de-
rechos políticos de los sujetos a un auto de formal prisión
es una pena inconstitucional porque atenta contra el dere-
cho a la reinserción de las personas en su comunidad; 2) La
pena de suspensión de derechos políticos con auto de for-
mal prisión prejuzga sobre la culpabilidad del acusado y
contraviene el principio de presunción de inocencia; 3) La
pena de suspensión de derechos políticos para un candida-
to que pretende contender en las próximas elecciones con-
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traviene la obligación del Estado mexicano de observar el
principio de derecho internacional de reparabilidad previs-
to en el artículo 9.5 del Pacto Internacional de Derechos
Civiles y Políticos; 4) La suspensión automática de los de-
rechos políticos para los procesados violenta la dignidad de
las personas y el principio pro homine; 5) La suspensión
automática de derechos políticos para los procesados es
una infracción al principio de sufragio libre y universal; 6)
La suspensión automática de derechos políticos para los
procesados infringe el principio de reserva de ley porque
las penas deben estar previstas en una ley para cada con-
ducta típica; 7) En materia de imposición de penas, deben
regir los criterios de razonabilidad, proporcionalidad y ne-
cesidad; cómo satisfacer estos principios si la pena de sus-
pensión de derechos es automática; 8) La suspensión auto-
mática de derechos políticos a los procesados equivale
anticonstitucionalmente a una presunción de culpabilidad;
9) Cualquier limitación de los derechos políticos debe te-
ner como objetivo fomentar los fines de una sociedad de-
mocrática y la pena automática del artículo 38 fracción II
de la Constitución no cumple con esa finalidad; y 10) La li-
mitación de un derecho político debe evitar la arbitrarie-
dad, la injusticia y, evitar el mayor daño posible, lo que no
ocurre con la suspensión automática de derechos políticos
de los procesados.

En México, la suspensión automática de derechos políticos
a los procesados se ha utilizado indebidamente. En muchos
casos, como en el de Andrés Manuel López Obrador o en
otros recientes como el de Gregorio Sánchez Martínez, ha
sido un instrumento de eliminación política del adversario.
El artículo 38, fracción II, de la Constitución ha tenido un
mal uso —de carácter político para afectar una carrera po-
lítica— en detrimento de los derechos fundamentales de
los afectados pero también con menoscabo a las condicio-
nes de libertad y autenticidad de las elecciones democráti-
cas.3

Más allá de los casos políticamente relevantes, la suspen-
sión automática de los derechos políticos por existir auto
de formal prisión, restringe a miles de ciudadanos de este
país la posibilidad de votar y de ser votados. En los centros
penitenciarios de México los no sentenciados debieran te-
ner el derecho, al menos de votar por correo o en urnas, lo
que favorecería psicológica y simbólicamente su reinser-
ción en el tejido social.

Jurisprudencialmente tenemos en México dos posturas al
respecto. La lectura categórica de la Suprema Corte de Jus-
ticia de la Nación que sostiene la suspensión automática de

derechos fundamentales cuando se dicta un auto de formal
prisión4 y la del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la
Federación que mantiene una regla particular, según la cual
si hay libertad provisional, no hay suspensión preventiva
de los derechos políticos, por lo que la consecuencia penal
es relevante en la medida en que la detención preventiva es
causa idónea, necesaria y suficiente para la suspensión de
derechos políticos: los presos no pueden salir a votar, dice
el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación.5

La doctrina nacional más contemporánea mantiene una
postura que autodenomina garantista. Dicha posición, por
un lado rechaza la suspensión automática de los derechos
políticos a partir del auto de formal prisión pero también se
aleja de la posición principalista basada en la defensa del
principio de presunción de inocencia que exigiría la sen-
tencia definitiva y ejecutoriada para privar o suspender de-
rechos políticos en algunos casos previstos por los tipos pe-
nales. En esta visión, la suspensión preventiva del voto a
partir del auto de formal prisión requeriría de tres condi-
ciones: 1) Que se trate de un delito que conforme a las cir-
cunstancias de ejecución fijadas en la formal prisión, me-
rezca en forma proporcional la suspensión del voto
—delitos como terrorismo, rebelión, delincuencia organi-
zada—; 2) Que se trate de un fin relevante para tutelar de
manera idónea, útil y necesaria la democracia electoral, en
especial los fines del sufragio activo; y 3) Que se trate de
un riesgo grave, claro y presente para motivar en forma in-
dividual la peligrosidad electoral a evitar para no frustrar el
ejercicio del derecho a votar.6

Nosotros por el contrario, consideramos que ante todo de-
ben prevalecer los principios de presunción de inocencia,
de dignidad de la persona y, de reinserción social, lo que no
significa que el principio de proporcionalidad no opere, si-
no que debe encuadrarse en el bloque de la Constitución. Si
aceptamos que sólo respecto de ciertos delitos y mediante
el análisis de la proporcionalidad se debe permitir la sus-
pensión de derechos políticos a partir del auto de formal
prisión hacemos nugatorios en buena medida los principios
antes mencionados. Además, los llamados delitos políticos
o contra la democracia (por ejemplo, los delitos electorales,
el terrorismo, la rebelión, el motín, etcétera) en países co-
mo el nuestro, en donde el Ministerio Público no cuenta
con autonomía y la independencia judicial es precaria, se-
rían la puerta de entrada para limitar la participación polí-
tica de muchos adversarios políticos, si a los presuntos res-
ponsables se les dicta el auto de formal prisión. Por lo que
preferimos que en todos los casos la afectación de los de-
rechos políticos sea consecuencia de una sentencia penal
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firme y siempre y cuando la conducta típica establezca esa
pena. Respecto al voto activo, la posición llamada garan-
tista no tiene ningún sentido. Desde mi punto de vista, en
todos los casos, los procesados deben tener incólumes sus
derechos políticos para votar, sin importar el tipo de delito,
y las autoridades electorales debieran maximizar esos de-
rechos de los procesados, estableciendo las vías para que
puedan votar por correo o a través de otras vías, incluyen-
do la instalación de urnas en los centros penitenciarios.

En este sentido, proponemos en esta iniciativa la deroga-
ción de la fracción II del artículo 38 de la Constitución por
decimonónica y contraria a los derechos fundamentales. 

En cuanto a la fracción IV del artículo 38 de la Constitu-
ción, que se refiere a la suspensión de derechos políticos
por vagancia o ebriedad consuetudinaria, declaradas en los
términos que prevengan las leyes, son hipótesis además de
anacrónicas totalmente injustas en la sociedad contempo-
ránea. En los códigos penales ya ni siquiera se mantiene
como conducta típica la vagancia, ésta aludía a los que sin
causa justificada carecían de trabajo honesto y tenían ma-
los antecedentes.7 El tipo penal ya no vigente, como puede
apreciarse, era demasiado general y castigaba a los que pa-
decían los efectos de los problemas sociales irresueltos,
que son competencia y responsabilidad en primerísimo lu-
gar del Estado y de la sociedad. Tal vez y lo rechazo, la hi-
pótesis de la fracción IV del artículo 38 constitucional te-
nía algún sentido en el Estado liberal de derecho del siglo
XIX pero en el Estado social y democrático de derecho de
principios del siglo XXI carece de toda justificación, pues
el Estado está obligado a garantizar los derechos sociales al
trabajo, a la educación, a la salud, a la cultura, incluso al
ocio, intentando que las sociedades sean incluyentes y no
excluyentes con los menos aventajados por razón de las in-
justas características del status quo imperante. El desem-
pleo o los malos antecedentes son motivados por desajus-
tes sociales que tienen que ver con la incapacidad de las
sociedades contemporáneas para brindar pleno empleo y
para propiciar condiciones de igualdad aceptables para to-
dos. En cuanto a la ebriedad y otras adicciones, éstas deben
entenderse y atenderse como problemas de salud pública
que son responsabilidad del Estado y de la sociedad y no
como argumento para suspender los derechos políticos. En
este tenor, la fracción IV del artículo 38 de la Constitución
debe ser derogada por estar desfasada históricamente y por
ser injusta, al castigar a las víctimas y no a los causantes de
los desarreglos institucionales y sociales.

Respecto a la fracción V del artículo 38 de la Constitución,
que determina que es causa de suspensión de derechos po-
líticos estar prófugo de la justicia, desde que se dicta la or-
den de aprehensión hasta que prescriba la acción penal, nos
parece una causa igualmente desacertada, porque no es
coincidente con los principios de presunción de inocencia,
de reinserción social y, de dignidad de las personas. San-
cionar a los prófugos con la suspensión de derechos políti-
cos implica alentar su separación y alejamiento de la so-
ciedad y menoscabar en su perjuicio la presunción de
inocencia a que tienen derecho. Los argumentos que esgri-
mimos para derogar la fracción II del artículo 38 de la Car-
ta Magna valen para derogar la fracción V del mismo artí-
culo constitucional. Sin sentencia ejecutoriada, las
personas no deben ser suspendidas de sus derechos políti-
cos porque trastocamos, entre otros, el principio de presun-
ción de inocencia previsto en la Constitución.

En síntesis, las fracciones II, IV y V del artículo 38 de la
Constitución son incompatibles con la propia Constitución
y con los tratados sobre derechos humanos suscritos y rati-
ficados por México, principalmente con el artículo 8 de la
Convención Americana sobre Derechos Humanos. Son hi-
pótesis normativas que responden a lógicas decimonónicas
y autoritarias que ven a los procesados y a los prófugos co-
mo a enemigos del Estado y no como personas que mere-
cen reinsertarse en la sociedad a través de la participación
política y su integración en la comunidad, entre otros me-
dios y vías constitucionales. Las causas de vagancia y
ebriedad para suspender derechos políticos son inverosími-
les en el contexto de la desigualdad prevaleciente en la so-
ciedad mexicana y en el marco de la prevención y atención
de la salud pública contemporánea. Es necesario que el ar-
tículo 38 de la Constitución se integre plenamente a la
Constitución, tanto en sentido formal como material.

Por lo anteriormente expuesto se propone a esta soberanía
la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por la que se derogan las fracciones II, IV y V
del artículo 38 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos a fin de eliminar las causas de sus-
pensión de derechos políticos ahí previstas con el pro-
pósito de salvaguardar los principios de presunción de
inocencia, dignidad de las personas y reinserción social

Único. Se derogan las fracciones II, IV y V del artículo 38
de la Constitución para quedar ese precepto en los siguien-
tes términos:
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Artículo 38. Los derechos o prerrogativas de los ciudada-
nos se suspenden:

I. Por falta de cumplimiento, sin causa justificada, de
cualquiera de las obligaciones que impone el artículo
36. Esta suspensión durará un año y se impondrá ade-
más de las otras penas que por el mismo hecho señalare
la ley;

II. Se deroga;

III. Durante la extinción de una pena corporal;

IV. Se deroga;

V. Se deroga;

VI. Por sentencia ejecutoria que imponga como pena
esa suspensión.

La ley fijará los casos en que se pierden, y los demás en
que se suspenden los derechos de ciudadano, y la manera
de hacer la rehabilitación.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. El Congreso de la Unión en un plazo de 90 días
posteriores a la publicación de este decreto en el Diario
Oficial de la Federación aprobará la ley reglamentaria del
artículo 38 constitucional.

Notas:

1 Fix-Fierro, Héctor, Los derechos políticos de los mexicanos, México,
UNAM, 2006.

2 Alexy, Robert, Teoría de los derechos fundamentales, Madrid, Cen-
tro de Estudios Constitucionales, 1987.

3 Entre los casos importantes ver: acción de inconstitucionalidad
33/2009, contradicción de tesis 6/2008, ambas de la Suprema Corte de
Justicia de la Nación. Respecto a los casos del Tribunal Electoral del
Poder Judicial de la Federación ver: SUP-JDC 2045/2007, SUP-JDC
670/2009, SUP-JDC 20/2007, SUP-JDC 98/2010, SUP-JDC 85/2007,
SUP-JDC 157/2010.

4 Suprema Corte de Justicia de la Nación. Contradicción de tesis
29/2007.

5 Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, SUP-JDC
85/2007 (caso Pedraza).

6 Ríos Vega, Luis Efrén, Sufragio pasivo, inmunidad parlamentaria y
delincuencia organizada. El caso Godoy, México, Porrúa, 2010; Ríos
Vega, Luis Efrén, El derecho a la rehabilitación de los derechos polí-
ticos. El caso Hernández, México, Tribunal Electoral del Poder Judi-
cial de la Federación, 2010; Ríos Vega, Luis Efrén, El debate de la sus-
pensión del sufragio activo por causa penal. La doctrina Pedraza,
inédito; y Ríos Vega, Luis Efrén, La suspensión preventiva del sufra-
gio pasivo: ¿prisión, libertad o proporcionalidad?, inédito.

7 La vagancia y la malvivencia han desaparecido como delitos del Có-
digo Penal Federal (anteriores artículos 255 y 256). La ebriedad con-
suetudinaria constituye una causa de incapacidad, de acuerdo con la
fracción II del artículo 450 del Código Civil Federal, pero debe decla-
rarse judicialmente.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, residencia de la Cáma-
ra de Diputados del Congreso de la Unión, a 5 de septiembre de
2011.— Diputado Jaime Fernando Cárdenas Gracia (rúbrica).»

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Se
turna a la Comisión de Puntos Constitucionales. 

LEY GENERAL DE DESARROLLO SOCIAL

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Tie-
ne la palabra el diputado Elpidio Desiderio Concha Arella-
no, del Grupo Parlamentario del PRI, para presentar inicia-
tiva con proyecto de decreto que reforma el artículo 50 de
la Ley General de Desarrollo Social.

El diputado Elpidio Desiderio Concha Arellano: Con su
venia, señor presidente. Compañeras y compañeros diputa-
dos, en 2004 la Ley de Desarrollo Social determinó las
obligaciones del Estado mexicano para proponer, imple-
mentar y evaluar la política de desarrollo social. Define los
objetivos de la política nacional en la materia y regula las
obligaciones de los tres niveles de gobierno. Establece
también las instituciones responsables.

De acuerdo con el Coneval, de los años 2005 a 2008 el gas-
to en desarrollo social se incrementó 38.5 por ciento. En
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este último año fue del 59.2 por ciento; sin embargo, el nú-
mero de pobres se incrementó en 5.9 millones de personas,
entre 2006 y 2008. Para este último año México tenía 50.6
millones de pobres de patrimonio.

Por lo que se refiere a la Fiscalización de la Cuenta Públi-
ca de 2009, la Auditoría Superior de la Federación hace no-
tar que el Coneval, en este año, realizó el inventario de 145
programas de desarrollo social, que implicó 191 evaluacio-
nes. De estas evaluaciones se desprendieron 30 recomen-
daciones de carácter general, cuyo grado de agregación no
permite verificar cuántas y cuáles fueron para corregirlos.

La ley contempla en el proceso de planeación a los respon-
sables de implementar la política de desarrollo social, pre-
viendo la construcción del Sistema Nacional de Desarrollo
Social.

En relación a los órganos responsables, en el sistema se es-
tableció la creación de la Comisión Nacional de Desarrollo
Social, encargada de integrar las acciones de los tres nive-
les de gobierno desde el ámbito de los municipios, estados
y la federación.

Se publicó el decreto que regula la actuación de la comi-
sión, determinándose entre sus funciones proponer políti-
cas públicas de desarrollo social en los ámbitos estatal, re-
gional y municipal.

En la expresión misma del espíritu del federalismo, a tra-
vés de la concurrencia de los tres órdenes de gobierno, en-
tre otros actores, desde mi perspectiva, dada la retroali-
mentación que pueden aportar, tanto los gobiernos de los
estados, municipios y secretarios de los estados vinculados
a temas más económicos, sería posible lograr que la con-
junción de la dinámica social y económica fortalezca el di-
seño de las políticas sociales.

La comisión puede coadyuvar en la revisión y aporte de su
opinión para el mejor diseño de las reglas de operación, ya
que estas son un instrumento base para la operación de los
programas.

El análisis y opinión que emita la comisión, puede ayudar
en su simplificación administrativa y burocrática, para una
mejor operatividad, siendo una herramienta que dote de in-
formación objetiva, oportuna y de calidad para apoyar la
toma de decisiones de política pública que mejore la efi-
ciencia y la eficacia de los programas sociales, permitien-
do la construcción de respuestas concretas e incida en el

bienestar de la población beneficiaria. Lo que permite ge-
nerar transparencia y confianza de la ciudadanía.

La ley establece a la comisión, en el artículo 50, un con-
junto de obligaciones, como el proponer políticas públicas
de desarrollo social, bajo los criterios de integralidad y
transversalidad. Con el propósito de que se conozca el aná-
lisis de las reglas de operación de los programas sociales
del año fiscal en curso, para estar en posibilidades de dar
su opinión a dichas reglas a la Secretaría de Desarrollo So-
cial, estamos proponiendo en el artículo 50 que analice y
emita opinión a más tardar el 15 de febrero, al respecto de
las reglas de operación de los programas sociales del año
fiscal en curso, publicadas por el Ejecutivo federal; que de-
ban regir la participación social que haga la Secretaría.
Opinión que deberá estar fundada y motivada conforme a
los criterios a que se refiere el último párrafo del artículo
77 de la Ley de Presupuesto y Responsabilidad Hacenda-
ria.

Es esta propuesta de modificación a la Ley de Desarrollo
Social, en su artículo 50 y modificando la fracción IX. Es
cuanto, señor presidente.

«Iniciativa que reforma el artículo 50 de la Ley General de
Desarrollo Social, a cargo del diputado Elpidio Desiderio
Concha Arellano, del Grupo Parlamentario del PRI

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 71, frac-
ción II, y 72 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, así como los artículos 6, numeral 1, frac-
ción I, 76, fracción II, 77 y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, quien suscribe, diputado a la LXI
Legislatura por el Grupo Parlamentario del Partido Revo-
lucionario Institucional, Elpidio Desiderio Concha Arella-
no, somete a consideración del pleno de la Cámara de Di-
putados del Honorable Congreso de la Unión, la presente
iniciativa con proyecto de decreto por la que se reforma la
fracción IX del artículo 50 de la Ley General de Desarro-
llo Social, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El desarrollo social de acuerdo con expertos como Sara
María Ochoa León, es un proceso de promoción del bien-
estar de las personas en conjunción con un proceso diná-
mico de desarrollo económico, que a través del tiempo de-
be implicar el mejoramiento de las condiciones de vida de
la población para satisfacer sus necesidades fundamentales
de salud, educación, nutrición, vivienda, vulnerabilidad,
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seguridad social, empleo, salarios; permitiendo reducir la
pobreza y la desigualdad en el ingreso.1

En tanto, la pobreza2 es considerada como una condición
socioeconómica y política en la que las personas viven con
muy bajos niveles de bienestar, condición que impone di-
ferencias entre distintas sociedades a su interior, entre dis-
tintas, regiones, comunidades, y grupos humanos, como
entre naciones.

En el caso de México, ha implicado darse los marcos lega-
les, instituciones y acciones necesarias para promover la
participación de todos los actores del país e ir dando res-
puestas de solución a las problemáticas en esta materia; a
través de armonizar leyes, políticas públicas, así como pro-
gramas sociales, focalizados tanto en educación y salud,
entre otros, para atender a grupos específicos como es el
caso de comunidades en zonas de alta y muy alta margina-
ción.

En el año de 2004, se crea la Ley General de Desarrollo So-
cial, determinando las obligaciones del Estado Mexicano
para proponer, implementar y evaluar la política de desa-
rrollo social a través de un conjunto de acciones cuyo que-
hacer busca contribuir a la construcción de acuerdos entre
los distintos grupos sociales, los tres ordenes de gobierno
y, asimismo, articular y complementar los programas so-
ciales.

La ley, tiene sus bases en nuestra Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, tanto por lo dispuesto en el
artículo 25 como en el artículo 26, relativos a la garantía de
que el desarrollo nacional sea integral y que, a través del
fomento al crecimiento económico, al empleo, al equitati-
vo reparto del ingreso y la riqueza, se permita el ejercicio
de la libertad y la dignidad de los individuos y grupos so-
ciales.

La Ley General de Desarrollo Social, por su carácter gene-
ral, define los objetivos de la política nacional en la mate-
ria, regula las obligaciones de los tres niveles de gobierno,
establece las instituciones responsables en el ámbito de fi-
nanciamiento, señala los lineamientos y criterios, determi-
nando que los programas, fondos y recursos destinados se-
an considerados prioritarios y de interés público, los cuales
son sujetos de evaluación y no podrán sufrir disminuciones
en su montos.

Asimismo, es importante señalar que los miembros de la
Cámara de Diputados como parte del Congreso de la

Unión, cuentan con la facultad constitucional de contribuir
a la planeación nacional, tal como lo establece el artículo
73 en su fracción XXIX-D, a saber: 

“Artículo 73. El Congreso tiene facultad:

XXIX-D. Para expedir leyes sobre planeación nacional
del desarrollo económico y social, así como en materia
de información estadística y geográfica de interés na-
cional”; 

Ahora bien, en México, los problemas generados por la po-
breza se han visto agravados a causa de los desastres natu-
rales; también a una mala administración, una gestión po-
co eficiente, honesta y transparente de los responsables de
las instituciones públicas, propiciándose entre otras conse-
cuencias la falta capacidad para coadyuvar en la genera-
ción de condiciones para crear empleos, favoreciendo la
economía informal, la migración laboral a otras regiones
dentro y fuera del país por falta de opciones.

De acuerdo con datos del Instituto Nacional de Estadística
y Geografía, en los últimos años la economía ha crecido a
una tasa media anual de apenas el 1.2 por ciento.3 Orga-
nismos internacionales como la Comisión Económica para
América Latina y el Caribe, también ofrecen sus cifras.4
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Entre el año de 2000 a 2010 casi se ha triplicado la canti-
dad del Presupuesto de Egresos de la Federación, al pasar
de 1 billón 195 mil millones de pesos en el año 2000, a 3
billones 176 mil millones en el año 2010,5 y para el 2011 a
3 billones 438 mil millones,6 persistiendo los mismos pro-
blemas.

Para el año 2000 el Foro Económico Mundial ubicó a Mé-
xico en el lugar 42 en competitividad. Con base en su “Re-
porte Global de Competitividad 2010-211”, el país perdió
24 posiciones al quedar en 2010 en la posición 66 de 139
países, de bajo de países de la región como Chile, Barba-
dos, Panamá y Costa Rica.7

Al respecto del índice de Desarrollo Humano medido por
la ONU, en el año 2000, México ocupaba el lugar 54 de en-
tre 173 naciones a pesar de las políticas de asistencialismo
y de los recursos económicos canalizados a ellas, nuestro
país en el año de 2010 ocupó el lugar 56 de entre 169 paí-
ses, después de Chile, Argentina, Uruguay y Panamá.8

De acuerdo con el Consejo Nacional de Evaluación de la
Política de Desarrollo Social (Coneval) y los resultados
preliminares de la Cuenta Pública 2008, entre los años de
2005 y 2008 el gasto en el desarrollo social se incremento
38.5%; solamente en éste último año, dicho incremento fue
del 59.2%, sin embargo; el número de pobres se incremen-
to en 5.9 millones de personas entre 2006 y 2008.9

Así, para el 2008 México tenía 50.6 millones de pobres de
patrimonio, al publicar el Inegi en 2009 la información de
los resultados de la Encuesta Nacional de Ingresos y Gas-
tos de los Hogares (ENIGH 2008), es decir, no contaban

con un ingreso suficiente para satisfacer sus necesidades de
salud, de educación, de alimentación, de vivienda, de ves-
tido y de transporte público, aún si dedicaran la totalidad
de sus recursos económicos a este propósito.10

En abril de 2010, el Banco Mundial, dio a conocer un in-
forme señalando que, producto de la crisis económica y fi-
nanciera de 2009 en México, además de los millones de
pobres ya existentes, se sumaron el año pasado 5 millones
más, lo cual fue confirmado por el actual Secretario de Ha-
cienda.11

De acuerdo al informe de resultados de la revisión de la
cuenta pública de 2008 de la Auditoria Superior de la Fe-
deración (ASF), los programas específicos de subsidio no
se destinaron exclusivamente a la población en condicio-
nes de pobreza y marginación;12 y se presentaron serias de-
ficiencias en el padrón de beneficiarios del Programa
Oportunidades, indicado también que el ingreso medio dia-
rio de la población mexicana más pobre es inferior a un dó-
lar.13

Por lo que se refiere a la Fiscalización de la Cuenta Públi-
ca 2009, la Auditoría Superior de la Federación, hace notar
que el Coneval en este año realizó el inventario de 145 pro-
gramas de desarrollo social, que en conjunto con la Secre-
taría de Hacienda y Crédito Público y la Secretaría de la
Función Pública, implicó la realización de 191 evaluacio-
nes.

De estas evaluaciones, se desprendieron 30 recomendacio-
nes de carácter general, cuyo grado de agregación, en consi-
deración de la Auditoría Superior de la Federación no per-
mite verificar de manera específica cuántas y cuáles
recomendaciones fueron dirigidas a los programas, a las me-
tas y a las acciones de la política de desarrollo social, ni ve-
rificar cuántas y cuáles fueron para corregirlos, modificar-
los, adicionarlos, reorientarlos y suspenderlos total o
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parcialmente. Aunado a lo anterior, el consejo no dispuso
la información que permita medir la contribución de la eva-
luación de los programas sociales en la mejora de los pro-
cesos de planeación, operación, ejecución y evaluación de
la política de desarrollo social.14

Respecto de la “Evaluación de los Programas Federales
2009-2010”, que elabora el Coneval, cerca de 45 de los
principales programas federales del área de desarrollo so-
cial presentan fallas y debilidades, entre los programas se
encuentran: Procampo, Alianza para el Campo, Proárbol,
Primer Empleo, Apoyo y Fomento al Empleo, Productivi-
dad, Enciclomedia, Fonart, Vivienda Rural, entre otros. En
estos programas, es constante la ausencia de mecanismos
de medición para conocer si las acciones que se realizan
son efectivas, la inexistencia o inexactitud de cifras de po-
blación objetivo limita la focalización del subsidio e inclu-
so hay carencia de diagnósticos que permita la eficacia en
la planeación.15

Por su parte, la Ley General de Desarrollo Social contem-
pla en el proceso de planeación, ejecución y la valoración
del desarrollo social, tanto a los grupos sociales beneficia-
rios, los responsables de implementar la política de desa-
rrollo social y los organismos externos, previendo la cons-
trucción del Sistema Nacional de Desarrollo Social como
un mecanismo permanente de concurrencia, colaboración,
coordinación y concertación de los gobiernos; federal, de
las entidades federativas y municipios, así como los secto-
res social y privado.

En relación con los órganos responsables, en el Sistema, se
estableció la creación de la Comisión Nacional de Desa-
rrollo Social encargada de integrar las acciones de los tres
niveles de gobierno desde el ámbito de los municipios, es-
tados y federación.16

Por mandato de ley, se publicó el decreto que regula la ac-
tuación, integración, atribuciones y alcances de la Comi-
sión, determinándose en su tercer considerando que, tiene
entre sus funciones, proponer políticas públicas de desa-
rrollo social, criterios para la planeación y ejecución de las
políticas y programas de desarrollo social en los ámbitos
estatal, regional y municipal, así como los programas esta-
tales y regionales en el marco de los instrumentos de pla-
neación del desarrollo social.17

Esta comisión, es presidida por el titular de la Secretaría de
Desarrollo Social, e integrada por los 32 titulares respon-
sables del desarrollo social de los gobiernos de las entida-

des federativas; por los presidentes de las comisiones de
Desarrollo Social de las Cámaras de Diputados y de Sena-
dores; por un representante de cada una de las asociaciones
nacionales de autoridades municipales, y por los titulares
de las secretarías de Desarrollo Social; Educación Pública;
Salud; Trabajo y Previsión Social; Agricultura, Ganadería,
Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación, y Medio Ambien-
te y Recursos Naturales. 

En este sentido, la comisión es considerada como una ins-
tancia de participación y coordinación de esfuerzos de los
tres órdenes de gobierno y del Poder Legislativo para co-
adyuvar en la definición e instrumentación de la política
nacional de desarrollo social para la superación de la po-
breza.

Así, por consenso de las distintas fuerzas políticas al crear-
se la ley, esta Comisión forma parte del esfuerzo para for-
talecer el diseño de la política en la materia, a partir de una
visión estratégica.

La Comisión Nacional de Desarrollo Social, en la Ley Ge-
neral de Desarrollo Social, es la expresión misma del espí-
ritu del Federalismo a través de la concurrencia de los tres
órdenes de gobierno entre otros actores, la cual apoya en el
diseño de las políticas públicas.

Es de suma importancia la labor de la Comisión ya que du-
rante el periodo de septiembre de 2009 al mes de agosto de
2010, revisó temas como, el Informe de Resultados de la
Evaluación de la Política de Desarrollo Social, el Presu-
puesto de Egresos de la Federación para 2010, así como el
Cambio Climático y la medición de la pobreza.18

Desde mi perspectiva, esta Comisión debe potencializar y
coadyuvar aún más con su participación, siendo importan-
te destacar que dada la retroalimentación que pueden apor-
tar tanto los gobiernos de los estados, municipios y secre-
tarios de estado vinculados a temas más económicos, sería
posible lograr que la conjunción de la dinámica social y la
económica fortalezca el diseño de las políticas sociales. 

Por sus cualidades de interacción interinstitucional y de co-
ordinación intergubernamental, al respecto de los Progra-
mas sociales en particular de aquellos sujetos a Reglas de
Operación, le posibilitaría coadyuvar en la revisión de di-
chas Reglas de Operación, ya que los beneficiarios no solo
son la población objetivo de estas reglas, sino la justifica-
ción de la existencia misma de los programas sociales co-
mo de las reglas de operación que tiene entre otros propó-
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sitos cumplir con eficacia, transparencia y equidad en la
asignación y ejecución del gasto y simplicidad para el ac-
ceso a los beneficios.

Es de la mayor trascendencia señalar la evolución que ex-
perimentó el artículo 29 en su fracción II del Presupuesto
de Egresos de la Federación del 2010 al actual en 2011.

En tanto el PEF de 2010 en el citado artículo y fracción,
disponía que, debían emitir opinión todas aquellas comi-
siones que tenían que ver con reglas de operación, a más
tardar el 1° de diciembre previo a la publicación de las mis-
mas, sin precisar disposición de que las opiniones de la co-
misiones estuvieran fundadas y motivadas.

El actual Presupuesto de Egresos de la Federación 2011, en
su artículo 30 fracción II, dispone explícitamente que ór-
ganos legislativos como las comisiones legislativas que
tengan que ver con reglas de operación como la Comisión
de Desarrollo Social de la Cámara de Diputados, ahora dis-
pongan hasta el 15 de febrero como tiempo suficiente para
poder emitir en tiempo y forma su opiniones al respecto de
Reglas de Operación ya publicadas por el Ejecutivo Fede-
ral, más aún debidamente fundadas y motivadas, permi-
tiéndoles contar con mayores elementos para valorar la efi-
ciencia y eficacia de dichas reglas.

En este orden de ideas, la Comisión puede coadyuvar en la
revisión y aporte de su opinión para el mejor diseño de las
Reglas de Operación, ya que éstas son un instrumento ba-
se para la operación de los programas que expresan los ob-
jetivos que persiguen, la población que atienden, los resul-
tados que esperan lograr, los bienes y servicios que
otorgan, así como los criterios de selección de los benefi-
ciarios y demás aspectos relacionados con su operación y
financiamiento.

El análisis y opinión que emita la Comisión, puede ayudar
en su simplificación administrativa y burocrática, para una
mejor operatividad, siendo una herramienta que dote de in-
formación objetiva, oportuna y de calidad para apoyar la
toma de decisiones de política pública que mejore la efi-
ciencia y eficacia de los programas sociales permitiendo la
construcción de respuestas concretas, e incida en bienestar
de la población beneficiaria, lo que permitirá generar,
transparencia y confianza, en la ciudadanía.

Lo anterior contribuirá a una mejor planeación estratégica
de los, programas sociales y productivos, relacionados al

presupuesto federal que permitirá su mejor diseño y opera-
ción ya que sus impactos son de índole municipal, estatal,
regional y nacional, evitando discrecionalidades, autorita-
rismos, decisiones unilaterales, impulsando la cultura de
una evaluación necesaria.

Por lo que en un proceso dinámico de cambio y transfor-
mación de la realidad social e institucional, los distintos
marcos legales por las que se rige, deben estar acordes con
sus necesidades y demandas que la misma realidad le im-
pone para un mejor desarrollo.

Así, la ley, establece a la comisión, en su artículo 50 un
conjunto de obligaciones, como el proponer políticas pú-
blicas de desarrollo social bajo los criterio de integralidad
y transversalidad.19

Por lo que se refiere a la ambigüedad del mandato, como
está actualmente dado en la fracción IX referida, a la apro-
bación de propuestas de reglas que deban regir la partici-
pación social que haga la secretaría, éste, requiere de ser
enriquecido, ya que una de las formas de participación de
la Secretaría de Desarrollo Social, son los programas so-
ciales particularmente los sujetos a reglas de operación,
punta de lanza de las políticas públicas en materia de desa-
rrollo social.

La ley ha venido perfeccionándose a partir de la experien-
cia de su aplicación en la práctica, que permite la formula-
ción de políticas públicas coherentes y acordes con la rea-
lidad del país.

Dada la disposición de que la Comisión, de entre sus atri-
buciones esté facultada para proponer criterios de planea-
ción y ejecución de las políticas y programas sociales  en
la materia en los ámbitos regional, estatal, y municipal; se
plantea, contribuya a través de revisión y emisión de opi-
nión, de las reglas de Operación para la generación y dis-
tribución justa y equitativa de la riqueza para que la pobla-
ción pueda cubrir sus necesidades básicas.

Por lo que, el propósito es que, conozca y analice las reglas
de operación de los programas sociales del año fiscal en
curso, para estar en posibilidades de dar su opinión de di-
chas reglas a la Secretaría de Desarrollo Social.

Por todo lo antes expuesto, someto a la consideración del
pleno de la Cámara de Diputados del Honorable Congreso
de la Unión, la presente iniciativa con proyecto de
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Decreto por el que se reforma la fracción IX del artícu-
lo 50 de la Ley General de Desarrollo Social

Artículo Único. Se reforma la fracción IX del artículo 50
de la Ley General de Desarrollo Social, para quedar comos
sigue:

Artículo 50. …

I. a VIII. …;

IX. Analizar y emitir opinión, a más tardar el 15 de
febrero, al respecto de las reglas de operación de los
programas sociales del año fiscal en curso publica-
das por el Ejecutivo Federal, que deban regir la parti-
cipación social que haga la Secretaría; opinión que de-
berá estar fundada y motivada conforme a los
criterios a que se refiere el último párrafo del artícu-
lo 77 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsa-
bilidad Hacendaria.

Transitorios

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.
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11 González Amador. “La pobreza en América Latina, al alza. Mexi-
canos, 50% de los nuevos pobres”. Periódico “La Jornada”, jueves 22
de abril de 2010, página 2.

12 Analisis del informe del resultado 2008. Páginas 1.8. Funciones de
0000000000000000000000000desarrollo social, Auditoría Superior de
la Federación. 7 de abril de 2010... En 2008 se destinaron al sector
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16 Ley General de Desarrollo Social, Capítulo III Artículo 47, página
11, 20 de enero de 2004. http://www.diputados.gob.mx/ LeyesBi-
blio/doc/264.doc
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co 2010, página 84.
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Palacio Legislativo de San Lázaro, a 8 de septiembre de 2011.— Di-
putados: Elpidio Desiderio Concha Arellano, Hilda Ceballos Llerenas,
Margarita Gallegos Soto, Diana Patricia González Soto, Josefina Ro-
darte Ayala, Héctor Fernández Aguirre, Rosalina Mazari Espín, Laura
Felícitas García Dávila, Elsa María Martínez Pérez, José Isabel Meza
Elizondo, Narcedalia Ramírez Pineda, Hugo Héctor Martínez Gonzá-
lez, Guadalupe Pérez Domínguez (rúbricas).»

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Túr-
nese a la Comisión de Desarrollo Social, para dictamen.

ARTICULO 89 CONSTITUCIONAL - 
LEY DE MINERIA - 

ARTICULO 38 CONSTITUCIONAL

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: En
relación a la iniciativa sobre minería que hiciera el diputa-
do Cárdenas Gracia, equivocadamente dije que se turnaba
a la Comisión de Energía, siendo la de Economía la perti-
nente.

LEY GENERAL DE DESARROLLO SOCIAL

El diputado Hugo Héctor Martínez González (desde la
curul): Presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Sí,
señor diputado.

El diputado Hugo Héctor Martínez González (desde la
curul): Presidente, preguntarle al diputado que si no tiene
inconveniente en que nos adhiramos a su propuesta tres di-
putados aquí del estado de Coahuila.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: ¿Se-
ñor diputado?

El diputado Elpidio Desiderio Concha Arellano (desde
la curul): Con todo gusto.

CLAUSURA Y CITATORIO

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor (a las
14:51 horas): Esta Presidencia cuenta con la información
de que existen 86 diputados en el salón de sesiones; por
tanto, por falta de quórum declara cerrada la sesión.

Se convoca a la del martes a las 11 horas, quedando a las
8:30 horas el sistema electrónico abierto para el registro de
asistencia.

————— O —————
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RESUMEN DE ACTIVIDADES

• Tiempo de duración: 4 horas 17 minutos

• Quórum a la apertura de sesión: 255 diputados

• Asistencia al cierre de registro: 323 diputados

• Diputado que se reincorpora: 1

• Oradores que participaron: 40

PRI 10
PAN 7
PRD 5
PVEM 4
PT 10
Convergencia 2
Nueva Alianza 2

Se recibió o presentó:

• 1 comunicación de la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados con la que comunica modificación
de turno, de minuta e iniciativas;

• 1 oficio de la Mesa Directiva de conformidad con los artículos 77 y 79 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, informa el retiro de 14 iniciativas;

• 3 oficios de la Junta de Coordinación Política por los que comunica cambios de integrantes en las
Comisiones de: Relaciones Exteriores; Medio Ambiente y Recursos Naturales; Fortalecimiento al Fe-
deralismo; Turismo; Atención a Grupos Vulnerables; y de Seguridad Social; y en las Comisiones Es-
peciales: sobre Migración; y para Analizar los Esquemas de Tercerización del Servicio en el Sector
Público;

• 1 oficio de la diputada Alejandra Noemí Reynoso Sánchez, por la que solicita que sus iniciativas
presentadas de septiembre de 2009 a diciembre de 2010 sean turnadas nuevamente, de conformidad
con lo que establece el artículo sexto transitorio del Reglamento de la Cámara de Diputados;

• 2 oficio de los diputados Elpidio Desidirio Concha Arellano y Liev Vladimir Ramos Cárdenas, res-
pectivamente, por los que solicitan sea retiradas iniciativas;

• 1 oficio de la Comisión de Vigilancia de la Auditoría Superior de la Federación, con el que remite
contestación a punto de acuerdo aprobado por la Comisión Permanente;

• 5 oficios de la Secretaría de Gobernación con los que remite contestaciones a puntos de acuerdo
aprobados por la Cámara de Diputados;

• 1 oficio de la Secretaría de Gobernación con el que remite contestación a punto de acuerdo aproba-
do por la Comisión Permanente;
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• 1 oficio de la Cámara de Senadores, con el que remite las conclusiones del Grupo de Trabajo para
dar seguimiento al proceso de negociaciones del Acuerdo Comercial Antifalsificaciones;

• 1 oficio de la Cámara de Senadores, con el que remite proposición con punto de acuerdo que exhorta
a las Juntas de Coordinación Política de ambas Cámaras a organizar y apoyar la constitución, con ca-
rácter bicamaral y permanente, de un frente parlamentario contra el hambre en nuestro país, presen-
tado por la senadora María de los Ángeles Moreno Uriegas;

• 1 oficio de la Cámara de Senadores, con el que remite solicitud de excitativa a la Comisión de Ha-
cienda y Crédito Público, de los senadores Carlos Navarrete Ruíz y Francisco Javier Castellón Fon-
seca, sobre iniciativa con proyecto de decreto que adiciona una fracción V al artículo 2o.-A de la Ley
del Impuesto al Valor Agregado;

• 2 iniciativas del PRI;

• 1 iniciativa del PAN;

• 1 iniciativa del PRD;

• 1 iniciativa del PVEM;

• 3 iniciativas del PT;

• 1 iniciativa de Nueva Alianza

Declaratoria de publicidad de dictamen:

• 1 de la Comisión de Desarrollo Rural, con proyecto de decreto que adiciona un párrafo al artículo
32 de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable;

• 1 de la Comisión de Población, Fronteras y Asuntos Migratorios, con proyecto de decreto que re-
forma el artículo 32 y adiciona un artículo 43 Bis a la Ley General de Población;

• 1 de las Comisiones Unidas de Turismo y de Atención a Grupos Vulnerables, con proyecto de de-
creto que adiciona una fracción XIX Bis al artículo 3 de la Ley General de Turismo;

• 1 de la Comisión de Transportes, con proyecto de decreto que reforma la fracción II del artículo 33
y el primer párrafo del artículo 35 de la Ley de Caminos, Puentes y Autotransporte Federal;

• 1 de la Comisión de Equidad y Género, con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas dis-
posiciones de las Leyes Generales de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, y de Igual-
dad entre Mujeres y Hombres;

• 1 de la Comisión de Comunicaciones, con proyecto de decreto que reforma el artículo 44 de la Ley
Federal de Telecomunicaciones;

• 1 de la Comisión de Economía, con proyecto de decreto que reforma el artículo 1411 del Código de
Comercio;
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• 1 de la Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos, con proyecto de decreto que refor-
ma el artículo 7o. de la Ley General de Educación, en materia de fomento de valores humanos y edu-
cación artística;

• 1 de la Comisión de Marina, con proyecto de decreto que reforma, adiciona y deroga diversas dis-
posiciones de la Ley Orgánica de la Armada de México;

• 1 de la Comisión de Turismo, con proyecto de decreto que reforma los artículos 2, en su fracción
VI, y 18 y 19, primer párrafo, de la Ley General de Turismo;

• 1 de la Comisión de Asuntos Indígenas con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo fe-
deral a convocar a las entidades federativas a diseñar un programa conjunto de atención integral de la
migración indígena y a prever en el proyecto de Presupuesto de Egresos de la Federación recursos pa-
ra ejecutarlo a partir de 2012;

• 1 de la Comisión de Población, Fronteras y Asuntos Migratorios con punto de acuerdo, por el que
se exhorta al titular del Instituto Nacional de Migración a revisar y actualizar las medidas y políticas
que se aplican para proteger a niños y a adolescentes deportados de Estados Unidos de América;

• 1 de la Comisión de Comunicaciones con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Secretaría de
Comunicaciones y Transportes y a la Comisión Federal de Telecomunicaciones a adoptar medidas pa-
ra atender los problemas de calidad en las redes de telefonía móvil;

• 1 de la Comisión de Turismo con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo federal y al
gobierno de Tamaulipas a generar e intensificar en la entidad campañas de promoción del turismo en
sus diferentes modalidades, e impulsar y desarrollar infraestructura en las playas de Matamoros, Ta-
maulipas;

• 1 de la Comisión de Equidad y Género con punto de acuerdo, por el que se exhorta a las institucio-
nes de los tres órdenes de gobierno del Estado mexicano a trabajar para erradicar las agresiones en el
noviazgo, en el marco del Día Internacional de la Eliminación de la Violencia contra la Mujer;

• 1 de la Comisión de Equidad y Género con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los gobiernos
federal, estatales, municipales y del Distrito Federal a crear, implantar o reforzar las acciones y polí-
ticas dirigidas a impedir la discriminación contra las mujeres en sus diversos ámbitos de acción;

• 1 de la Comisión de Economía con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Procuraduría Fede-
ral del Consumidor tome las medidas necesarias para resarcir a los usuarios que compraron boletos
del grupo Mexicana, vigilando que la empresa reembolse todos los gastos en que incurrieron los con-
sumidores con el fin de protegerlos integralmente de los daños causados por la quiebra;

• 1 de la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales con punto de acuerdo, por el que se ex-
horta a la Secretaría del Medio Ambiente del estado de México a respetar la decisión del cabildo del
ayuntamiento de Tepetlaoxtoc sobre el total rechazo a la creación de rellenos sanitarios de gran ta-
maño en el municipio y a apoyar proyectos de reciclaje de basura ambientalmente responsables y que
involucren a los ciudadanos;

• 1 de la Comisión de Transportes con punto de acuerdo, por el que se exhorta al titular de la Secre-
taría de Comunicaciones y Transportes a instruir lo necesario para que las casetas de peaje sean so-
metidas a un proceso de modernización que mejore la eficiencia de su operación;
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• 1 de la Comisión de Desarrollo Social con punto de acuerdo a proposición presentada en la sesión
del 24 de febrero pasado, por el que se exhorta al gobierno de Nuevo León a incorporar el municipio
de General Zuazua a la zona metropolitana de Monterrey y beneficiarlo con los recursos del Fondo
Metropolitano;

• 1 de la Comisión de Desarrollo Social con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Secretaría de
Desarrollo Social a ampliar el padrón de beneficiarios de 70 y Más para que dé cobertura a los adul-
tos mayores que habitan los polígonos urbanos de pobreza detectados por el Programa Hábitat;

• 1 de la Comisión de Pesca con punto de acuerdo a proposición presentada en la sesión del 28 de oc-
tubre de 2010, por el que se exhorta a la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pes-
ca y Alimentación a fortalecer las áreas estratégicas del Instituto Nacional de Pesca, a evitar la can-
celación de plazas de sus investigadores que queden vacantes producto del retiro laboral y a incluir
las universidades y los centros de investigación o instituciones académicas en la integración y el fun-
cionamiento de la Red Nacional de Información e Investigación en Pesca y Acuacultura; y se solicita
que en el proyecto de Presupuesto de Egresos de la Federación de 2011 se considere un monto supe-
rior o igual al aprobado en 2010;

• 1 de la Comisión de Desarrollo Social con punto de acuerdo, por el que se solicita al gobierno fe-
deral que por las instancias correspondientes se lleven a cabo los estudios técnicos necesarios para de-
cretar zona metropolitana los municipios de Sahuayo, Jiquilpan, Venustiano Carranza y Villamar, Mi-
choacán;

• 1 de la Comisión de Desarrollo Social con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Secretaría de
Desarrollo Social, a la Secretaría de la Función Pública y a la Auditoría Superior del Congreso del es-
tado de Yucatán a realizar una investigación exhaustiva por el presunto desvío de recursos destinados
a la construcción de 100 baños ecológicos en el municipio de Hunucmá, Yucatán;

• 1 de la Comisión de Transportes con punto de acuerdo, por el que se exhorta al gobierno federal re-
active el funcionamiento del aeropuerto de Agualeguas, Nuevo León;

• 1 de las Comisiones Unidas de Educación Pública y Servicios Educativos y de Salud con punto de
acuerdo, por el que se exhorta a la Secretaría de Educación Pública, a la Secretaría de Salud, al go-
bierno de Michoacán, al ayuntamiento de Morelia y a las autoridades de la Universidad Michoacana
de San Nicolás de Hidalgo a iniciar las actividades necesarias para crear en ésta el hospital universi-
tario;

• 1 de las Comisiones Unidas de Educación Pública y Servicios Educativos y de Salud con punto de
acuerdo, por el que se solicita a las Secretarías de Educación Pública, y de Salud informar las políti-
cas de control en relación a los productos chatarra que se expenden en las tiendas y cooperativas de
los centros escolares y sus programas para combatir la obesidad

Dictámenes aprobados:

• 1 de la Comisión de Justicia con proyecto de decreto que reforma los artículos 419 y 423, y se adi-
cionan los artículos 419 Bis y 419 Ter del Código Penal Federal;

• 1 de la Comisión de Justicia con proyecto de decreto que reforma el primer párrafo del artículo 60
del Código Penal Federal;
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• 1 de la Comisión de Justicia con proyecto de decreto que reforma el primer párrafo del artículo 203
del Código Penal Federal;

• 1 de la Comisión de Justicia con proyecto de decreto que deroga los numerales 14 y 15 de la frac-
ción I del artículo 194 del Código Federal de Procedimientos Penales;

• 1 de la Comisión de Régimen, Reglamentos y Prácticas Parlamentarias con proyecto de decreto que
reforma el artículo 4 del Reglamento del Canal de Televisión del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos;

• 1 de la Comisión de Asuntos Indígenas con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo fe-
deral a convocar a las entidades federativas a diseñar un programa conjunto de atención integral de la
migración indígena y a prever en el proyecto de Presupuesto de Egresos de la Federación recursos pa-
ra ejecutarlo a partir de 2012;

• 1 de la Comisión de Población, Fronteras y Asuntos Migratorios con punto de acuerdo, por el que
se exhorta al titular del Instituto Nacional de Migración a revisar y actualizar las medidas y políticas
que se aplican para proteger a niños y a adolescentes deportados de Estados Unidos de América;

• 1 de la Comisión de Comunicaciones con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Secretaría de
Comunicaciones y Transportes y a la Comisión Federal de Telecomunicaciones a adoptar medidas pa-
ra atender los problemas de calidad en las redes de telefonía móvil;

• 1 de la Comisión de Turismo con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo federal y al
gobierno de Tamaulipas a generar e intensificar en la entidad campañas de promoción del turismo en
sus diferentes modalidades, e impulsar y desarrollar infraestructura en las playas de Matamoros, Ta-
maulipas;

• 1 de la Comisión de Equidad y Género con punto de acuerdo, por el que se exhorta a las institucio-
nes de los tres órdenes de gobierno del Estado mexicano a trabajar para erradicar las agresiones en el
noviazgo, en el marco del Día Internacional de la Eliminación de la Violencia contra la Mujer;

• 1 de la Comisión de Equidad y Género con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los gobiernos
federal, estatales, municipales y del Distrito Federal a crear, implantar o reforzar las acciones y polí-
ticas dirigidas a impedir la discriminación contra las mujeres en sus diversos ámbitos de acción;

• 1 de la Comisión de Economía con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Procuraduría Fede-
ral del Consumidor tome las medidas necesarias para resarcir a los usuarios que compraron boletos
del grupo Mexicana, vigilando que la empresa reembolse todos los gastos en que incurrieron los con-
sumidores con el fin de protegerlos integralmente de los daños causados por la quiebra;

• 1 de la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales con punto de acuerdo, por el que se ex-
horta a la Secretaría del Medio Ambiente del estado de México a respetar la decisión del cabildo del
ayuntamiento de Tepetlaoxtoc sobre el total rechazo a la creación de rellenos sanitarios de gran ta-
maño en el municipio y a apoyar proyectos de reciclaje de basura ambientalmente responsables y que
involucren a los ciudadanos;

• 1 de la Comisión de Transportes con punto de acuerdo, por el que se exhorta al titular de la Secre-
taría de Comunicaciones y Transportes a instruir lo necesario para que las casetas de peaje sean so-
metidas a un proceso de modernización que mejore la eficiencia de su operación;
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• 1 de la Comisión de Desarrollo Social con punto de acuerdo a proposición presentada en la sesión
del 24 de febrero pasado, por el que se exhorta al gobierno de Nuevo León a incorporar el municipio
de General Zuazua a la zona metropolitana de Monterrey y beneficiarlo con los recursos del Fondo
Metropolitano;

• 1 de la Comisión de Desarrollo Social con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Secretaría de
Desarrollo Social a ampliar el padrón de beneficiarios de 70 y Más para que dé cobertura a los adul-
tos mayores que habitan los polígonos urbanos de pobreza detectados por el Programa Hábitat;

• 1 de la Comisión de Pesca con punto de acuerdo a proposición presentada en la sesión del 28 de oc-
tubre de 2010, por el que se exhorta a la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pes-
ca y Alimentación a fortalecer las áreas estratégicas del Instituto Nacional de Pesca, a evitar la can-
celación de plazas de sus investigadores que queden vacantes producto del retiro laboral y a incluir
las universidades y los centros de investigación o instituciones académicas en la integración y el fun-
cionamiento de la Red Nacional de Información e Investigación en Pesca y Acuacultura; y se solicita
que en el proyecto de Presupuesto de Egresos de la Federación de 2011 se considere un monto supe-
rior o igual al aprobado en 2010;

• 1 de la Comisión de Desarrollo Social con punto de acuerdo, por el que se solicita al gobierno fe-
deral que por las instancias correspondientes se lleven a cabo los estudios técnicos necesarios para de-
cretar zona metropolitana los municipios de Sahuayo, Jiquilpan, Venustiano Carranza y Villamar, Mi-
choacán;

• 1 de la Comisión de Desarrollo Social con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Secretaría de
Desarrollo Social, a la Secretaría de la Función Pública y a la Auditoría Superior del Congreso del es-
tado de Yucatán a realizar una investigación exhaustiva por el presunto desvío de recursos destinados
a la construcción de 100 baños ecológicos en el municipio de Hunucmá, Yucatán;

• 1 de la Comisión de Transportes con punto de acuerdo, por el que se exhorta al gobierno federal
reactive el funcionamiento del aeropuerto de Agualeguas, Nuevo León;

• 1 de las Comisiones Unidas de Educación Pública y Servicios Educativos y de Salud con punto de
acuerdo, por el que se exhorta a la Secretaría de Educación Pública, a la Secretaría de Salud, al go-
bierno de Michoacán, al ayuntamiento de Morelia y a las autoridades de la Universidad Michoacana
de San Nicolás de Hidalgo a iniciar las actividades necesarias para crear en ésta el hospital universi-
tario;

• 1 de las Comisiones Unidas de Educación Pública y Servicios Educativos y de Salud con punto de
acuerdo, por el que se solicita a las Secretarías de Educación Pública, y de Salud informar las políti-
cas de control en relación a los productos chatarra que se expenden en las tiendas y cooperativas de
los centros escolares y sus programas para combatir la obesidad;

• 1 de la Comisión de Defensa Nacional, con puntos de acuerdo por los que se desecha la iniciativa
con proyecto de decreto que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de la Ley del Servicio
Militar;

• 1 de la Comisión de Defensa Nacional, con puntos de acuerdo por los que se desecha la iniciativa
con proyecto de decreto que reforma y adiciona el artículo 5 de la Ley de Educación Militar del Ejér-
cito y Fuerza Aérea Mexicana;
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• 1 de la Comisión de Defensa Nacional, con puntos de acuerdo por los que se desecha la iniciativa
con proyecto de decreto que reforma los artículos 1 y 10 de la Ley del Servicio Militar;

• 1 de las Comisiones Unidas de Agricultura y Ganadería y de Medio Ambiente y Recursos Natura-
les, con puntos de acuerdo por los que se desecha la iniciativa con proyecto de decreto que reforma
los artículos 21 de la Ley Federal de Sanidad Animal y 87 Bis 2 de la Ley General del Equilibrio Eco-
lógico y la Protección al Ambiente;

• 1 de las Comisiones Unidas de Fomento Cooperativo y Economía Social y de Energía, con puntos
de acuerdo por los que se desecha la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona di-
versas disposiciones de la Ley General de Sociedad Cooperativas, de la Ley del Servicio Público de
Energía Eléctrica y de la Ley para el Aprovechamiento de Energías Renovables y el Financiamiento
de la Transición Energética;

• 1 de las Comisiones Unidas de Justicia y de Medio Ambiente y Recursos Naturales y de Energía,
con puntos de acuerdo por los que se desecha la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adi-
ciona diversas disposiciones del Código Civil Federal, de la Ley General del Equilibrio Ecológico y
la Protección al Ambiente y de la Ley Reglamentaria del Artículo 27 Constitucional en el Ramo del
Petróleo;

• 1 de la Comisión de Energía, con puntos de acuerdo por los que se desecha iniciativa con proyecto
de decreto que reforma el artículo 3º de la Ley de Energía para el Campo;

• 1 de la Comisión de Régimen, Reglamentos y Prácticas Parlamentarias, con puntos de acuerdo por
los que se desechan dos iniciativas con proyecto de decreto que reforman y derogan diversas disposi-
ciones del Reglamento de la Cámara de Diputados;

• 1 de la Comisión de Desarrollo Social, con puntos de acuerdo por los que se desecha iniciativa con
proyecto de decreto que adiciona el artículo 21 de la Ley General de Asentamientos Humanos;

• 1 de la Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos, con puntos de acuerdo por los que
se desecha iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 69 y adiciona el 73 Bis a la Ley
General de Educación;

• 1 de la Comisión de Juventud y Deporte, con puntos de acuerdo por los que se desecha iniciativa
con proyecto de decreto que adiciona un artículo 73 Bis a la Ley General de Cultura Física y Depor-
te;

• 1 de la Comisión de Juventud y Deporte, con puntos de acuerdo por los que se desecha iniciativa
con proyecto de decreto que adiciona un artículo 83 Bis a la Ley General de Cultura Física y Depor-
te;

• 1 de la Comisión de Población, Fronteras y Asuntos Migratorios, con puntos de acuerdo los que se
desechan dos iniciativas con proyecto de decreto que expide la Ley para la Protección de los Dere-
chos de las y los Trabajadores Migrantes y sus Familias;

• 1 de la Comisión de Población, Fronteras y Asuntos Migratorios, con puntos de acuerdo los que se
desechan cuatro iniciativas con proyecto de decreto que reforman y adicionan diversas disposiciones
de la Ley General de Población;
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• 1 de la Comisión de Economía, con puntos de acuerdo por los que se desecha iniciativa con proyecto
de decreto que reforma el artículo 34 de la Ley Federal de Protección al Consumidor;

• 1 de la Comisión de Derechos Humanos, con puntos de acuerdo por los que se desecha iniciativa
con proyecto de decreto que reforma los artículos 5 y 6 de la Ley para Prevenir y Sancionar la Trata
de Personas;

• 1 de la Comisión de Derechos Humanos, con puntos de acuerdo por los que se desecha iniciativa
con proyecto de decreto que reforma el artículo 5 de la Ley para Prevenir y Sancionar la Trata de Per-
sonas;

• 1 de las Comisiones Unidas de Salud y de Atención a Grupos Vulnerables, con puntos de acuerdo
por los que se desecha iniciativa con proyecto de decreto que reforma los artículos 9 de la Ley de Asis-
tencia Social; 28 de la Ley para la Protección de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes; y 7 de
la Ley General de las Personas con Discapacidad;

• 1 de la Comisión de Ciencia y Tecnología, con puntos de acuerdo por los que se desecha iniciativa
con proyecto de decreto que reforma los artículos 1, 2, 3 y 5 de la Ley de Ciencia y Tecnología;

• 1 de las Comisiones de Economía y de Salud, con puntos de acuerdo por los que se desecha inicia-
tiva con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley Federal de Pro-
tección al Consumidor y de la Ley General de Salud;

• 1 de la Comisión de Población, Fronteras y Asuntos Migratorios, con puntos de acuerdo por los que
se desecha iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Población;

• 1 de la Comisión de Defensa Nacional, con puntos de acuerdo por los que se desecha iniciativa con
proyecto de decreto que reforma el artículo 31, en sus fracciones I, II, III, IV y V de la Ley del Insti-
tuto de Seguridad Social para las Fuerzas Armadas Mexicanas;

• 1 de las Comisiones Unidas de Transportes y de Economía, con puntos de acuerdo por los que se
desecha iniciativa con proyecto de decreto que reforma los artículos 61 de la Ley de Aviación Civil y
7 de la Ley Federal de Protección al Consumidor;

• 1 de las Comisiones Unidas de Desarrollo Rural y de Agricultura y Ganadería, con puntos de acuer-
do por los que se desecha la minuta proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas disposicio-
nes de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable;

• 1 de la Comisión de Población, Fronteras y Asuntos Migratorios, con puntos de acuerdo por los que
se desecha la minuta proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley Ge-
neral de Población.
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• Arámbula López, José Antonio (PAN). . . . . . . . . . . . 

• Balderas Vaquera, Víctor Alejandro (PAN). . . . . . . . 

• Benítez Lucho, Antonio (PRI). . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Benítez Treviño, Víctor Humberto (PRI). . . . . . . . . . 

• Carabias Icaza, Alejandro (PVEM). . . . . . . . . . . . . . 

• Cárdenas Gracia, Jaime Fernando (PT). . . . . . . . . . . 

• Cárdenas Gracia, Jaime Fernando (PT). . . . . . . . . . . 

• Cárdenas Gracia, Jaime Fernando (PT). . . . . . . . . . . 

• Cárdenas Gracia, Jaime Fernando (PT). . . . . . . . . . . 

• Cárdenas Gracia, Jaime Fernando (PT). . . . . . . . . . . 

• Castro Ríos, Sofía (PRI). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Concha Arellano, Elpidio Desiderio (PRI). . . . . . . . . 

• Cortazar Ramos, Ovidio (PAN). . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Escudero Morales, Pablo (PVEM). . . . . . . . . . . . . . . 

• Espinosa Morales, Olga Luz (PRD). . . . . . . . . . . . . . 

• Fernández Noroña, José Gerardo Rodolfo (PT). . . . . 

• Fernández Noroña, José Gerardo Rodolfo (PT). . . . . 

• Flores Ramírez, Juan Gerardo (PVEM). . . . . . . . . . . 

• González Ulloa, Nancy (PAN). . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Reglamento del Canal de Televisión del
Congreso: 155

Situación política: 302

Orden del día: 30

Código Penal Federal: 143

Código Penal Federal: 127

Artículo 89 constitucional - Ley de Mi-
nería - Artículo 38 constitucional: 336

Cédula de Identidad Ciudadana: 116

Código Penal Federal: 134

Dictámenes a discusión con puntos de
acuerdo: 156

Orden del día: 28

Ley del Impuesto a los Depósitos en
Efectivo: 322

Ley General de Desarrollo Social: 356,
363

Código Penal Federal: 134

Orden del día: 30

Reglamento del Canal de Televisión del
Congreso: 153

Orden del día: 28

Situación política: 306

Situación política: 310

Código Federal de Procedimientos Pena-
les: 147

DIPUTADOS QUE PARTICIPARON DURANTE LA SESION
( en orden alfabético )
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• Guajardo Villarreal, Mary Telma (PRD). . . . . . . . . . 

• Guevara Ramírez, Héctor (PRI). . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Guillén Medina, Leonardo Arturo (PAN). . . . . . . . . . 

• Jiménez León, Pedro (Convergencia).. . . . . . . . . . . . 

• Jiménez León, Pedro (Convergencia).. . . . . . . . . . . . 

• Kahwagi Macari, Jorge Antonio (Nueva Alianza). . . 

• López Pescador, José Ricardo (PRI). . . . . . . . . . . . . 

• Martínez González Hugo Héctor (PRI). . . . . . . . . . . 

• Méndez Rangel, Avelino (PRD).. . . . . . . . . . . . . . . . 

• Nazares Jerónimo, Dolores de los Ángeles (PRD). . . 

• Norberto Sánchez, Nazario (PRD). . . . . . . . . . . . . . . 

• Pérez Esquer, Marcos (PAN). . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Ramírez Puente, Camilo (PAN). . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Rojo García de Alba, Jorge (PRI). . . . . . . . . . . . . . . 

• Sarur Torre, Adriana (PVEM). . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Torre Canales, María del Pilar (Nueva Alianza). . . . . 

• Vázquez González, Pedro (PT). . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Vázquez González, Pedro (PT). . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Zamora Jiménez, Arturo (PRI).. . . . . . . . . . . . . . . . . 

Ley General de Instituciones y Socieda-
des Mutualistas de Seguros: 315

Reglamento del Canal de Televisión del
Congreso: 154

Código Penal Federal: 126

Orden del día: 29

Situación política: 308

Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y
Servicios del Sector Público: 320

Reglamento del Canal de Televisión del
Congreso: 152

Ley General de Desarrollo Social: 363

Situación política: 311

Código Penal Federal: 142

Código Penal Federal: 126

Ley Federal de las Entidades Paraestata-
les: 326

Código Penal Federal: 143

Situación política: 314

Ley Federal de Armas de Fuego y Ex-
plosivos: 318

Situación política: 305

Reglamento del Canal de Televisión del
Congreso: 152

Código Penal Federal: 125, 141

Código Penal Federal: 125
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SIGNIFICADO DE LAS SIGLAS Y ACRONIMOS INCLUIDOS

Acuerdo Comercial Antifalsificaciones

Iniciativa América Latina y el Caribe sin Hambre

Alianza para la Seguridad y Prosperidad de América del Norte

Banco Nacional de Obras y Servicios Públicos

Cámara Minera Mexicana

Caminos y Puentes Federales de Ingresos y Servicios Conexos

Convención sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra la Mujer (por sus si-
glas en inglés)

Centro de Estudios para el Desarrollo Rural Sustentable y la Soberanía Alimentaria

Comisión Federal de Electricidad

Centro de Investigación y Seguridad Nacional

Comisión Federal de Telecomunicaciones

Comisión Nacional de Cultura Física y Deporte

Consejo Nacional de Población

Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros

Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social

Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer

Consejo de Promoción Turística de México, SA de CV

Comisión Reguladora de Energía

Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia

Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación (por sus siglas en inglés
Food and Agriculture Organization of the United Nations)

Fondo de Apoyo al Rescate de Autopistas Concesionadas

Foro de Presidentes Legislativos de Centroamérica y el Caribe

Frente Parlamentario contra el Hambre

ACTA

ALCSH

ASPAN

Banobras

Camimex

Capufe

CEDAW

CEDRSSA

CFE

Cisen

Cofetel

Conade

Conapo

Condusef

Coneval

Convención de
Belem do Pará

CPTM

CRE

DIF

FAO

FARAC

Foprel

FPH
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Identificación Automática Vehicular, tarjeta para el sistema de cobro de peaje en carreteras

Impuesto Empresarial a Tasa Única

Instituto Federal Electoral

Instituto Mexicano de la Juventud

Instituto Nacional para el Desarrollo de Capacidades del Sector Rural

Instituto Nacional para la Educación de los Adultos

Instituto Nacional de Estadística y Geografía

Instituto Nacional de Migración

Impuesto sobre la Renta

Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado

Impuesto al Valor Agregado

Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico

Organización Internacional del Trabajo

Organización de las Naciones Unidas

Partido Acción Nacional

Parlamento Andino

Parlamento del Mercosur

Parlamento Latinoamericano

Programa Especial Concurrente para el Desarrollo Rural Sustentable

Procuraduría General de la República

Programa Integral Alimentario y Nutricional

Producto Interno Bruto

Programa de Intercambio, Diálogo y Asesoría en Agricultura Sostenible y Soberanía Alimentaría

Programa Integral de Inversiones Estratégicas para la Soberanía y Seguridad Agroalimentaria y Nu-
tricional

Partido de la Revolución Democrática

IAVE

IETU

IFE

Imjuve

INCA-Rural

INEA

Inegi

INM

ISR

ISSSTE

IVA

OCDE

OIT

ONU

PAN

Parlacen

Parlasur

Parlatino

PEC

PGR

PIAN

PIB

PIDAASSA

PIIESSAN

PRD
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Partido Revolucionario Institucional

Procuraduría Federal del Consumidor

Partido del Trabajo

Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación

Servicio de Administración Tributaria

Secretaría de Comunicaciones y Transportes

Secretaría de Turismo

Secretaría de la Defensa Nacional

Secretaría de Educación Pública

Tratado de Libre Comercio para América del Norte

Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura, por sus siglas en
inglés United Nations Educational, Scientific and Cultural Organization

Fondo de Población de las Naciones Unidas

PRI

Profeco

PT

Sagarpa

SAT

SCT

Sectur

Sedena

SEP

TLCAN

UNESCO

UNFPA
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PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL

1 Acosta Gutiérrez, Manuel Ignacio Maloro Favor
2 Agüero Tovar, José Manuel Favor
3 Aguilar Góngora, Efraín Ernesto Ausente
4 Aguilar González, José Óscar Ausente
5 Aguirre Maldonado, María de Jesús Favor
6 Aguirre Romero, Andrés Favor
7 Ahued Bardahuil, Ricardo Favor
8 Albarrán Mendoza, Esteban Favor
9 Albores Gleason, Roberto Armando Ausente
10 Alvarado Arroyo, Fermín Gerardo Favor
11 Álvarez Martínez, José Luis Favor
12 Álvarez Santamaría, Miguel Favor
13 Ambrosio Cipriano, Heriberto Favor
14 Arana Arana, Jorge Ausente
15 Avila Nevárez, Pedro Favor
16 Aysa Bernat, José Antonio Favor
17 Báez Pinal, Armando Jesús Favor
18 Bailey Elizondo, Eduardo Alonso Favor
19 Bautista Concepción, Sabino Favor
20 Bellizia Aboaf, Nicolás Carlos Favor
21 Benítez Lucho, Antonio Favor
22 Benítez Treviño, Víctor Humberto Favor
23 Bojórquez Gutiérrez, Rolando Ausente
24 Borja Texocotitla, Felipe Favor
25 Cadena Morales, Manuel Favor
26 Callejas Arroyo, Juan Nicolás Favor
27 Campos Villegas, Luis Carlos Favor
28 Cano Ricaud, Alejandro Favor
29 Cano Vélez, Jesús Alberto Favor
30 Caro Cabrera, Salvador Favor
31 Casique Vences, Guillermina Favor
32 Castillo Ruz, Martín Enrique Ausente
33 Castro Ríos, Sofía Favor
34 Ceballos Llerenas, Hilda Ausente
35 Cerda Pérez, Rogelio Favor
36 Cervera Hernández, Felipe Ausente
37 Chirinos del Ángel, Patricio Favor
38 Chuayffet Chemor, Emilio Favor
39 Clariond Reyes Retana, Benjamín Favor
40 Concha Arellano, Elpidio Desiderio Favor
41 Contreras García, Germán Favor
42 Córdova Hernández, José del Pilar Favor
43 Corona Rivera, Armando Favor
44 Cota Jiménez, Manuel Humberto Ausente
45 Cruz Mendoza, Carlos Favor
46 David David, Sami Favor
47 De Esesarte Pesqueira, Manuel Esteban Ausente
48 De la Fuente Dagdug, María Estela Ausente
49 De la Torre Valdez, Yolanda Ausente

50 De Lucas Hopkins, Ernesto Favor
51 Díaz Brown Ramsburgh, Rogelio Manuel Ausente
52 Díaz Escárraga, Heliodoro Carlos Favor
53 Díaz Salazar, María Cristina Favor
54 Domínguez Arvizu, María Hilaria Favor
55 Domínguez Rex, Raúl Favor
56 Durán Rico, Ana Estela Ausente
57 Enríquez Fuentes, Jesús Ricardo Favor
58 Enríquez Hernández, Felipe Favor
59 Espino Arévalo, Fernando Favor
60 Fayad Meneses, Omar Favor
61 Fernández Aguirre, Héctor Favor
62 Fernández Martínez, Silvia Ausente
63 Ferreyra Olivares, Fernando Favor
64 Flores Castañeda, Jaime Favor
65 Flores Espinosa, Felipe Amadeo Favor
66 Flores Morales, Víctor Félix Favor
67 Flores Rico, Carlos Ausente
68 Franco López, Héctor Favor
69 Franco Vargas, Jorge Fernando Ausente
70 Galicia Avila, Víctor Manuel Anastasio Favor
71 Gallegos Soto, Margarita Favor
72 García Ayala, Marco Antonio Favor
73 García Barrón, Óscar Ausente
74 García Corpus, Teófilo Manuel Ausente
75 García Dávila, Laura Felícitas Ausente
76 García Granados, Miguel Ángel Ausente
77 García Silva, Luis Ausente
78 Garza Flores, Noé Fernando Favor
79 Gastélum Bajo, Diva Hadamira Ausente
80 Gil Ortiz, Francisco Javier Martín Favor
81 Gómez Caro, Clara Favor
82 González Cuevas, Isaías Ausente
83 González Díaz, Joel Favor
84 González Ilescas, Jorge Venustiano Favor
85 González Morales, José Alberto Ausente
86 González Soto, Diana Ausente
87 González Tostado, Janet Graciela Ausente
88 Guajardo Villarreal, Ildefonso Ausente
89 Guerra Castillo, Marcela Ausente
90 Guerrero Coronado, Delia Favor
91 Guevara Cobos, Luis Alejandro Favor
92 Guevara Ramírez, Héctor Favor
93 Guillén Padilla, Olivia Favor
94 Guillén Vicente, Mercedes del Carmen Favor
95 Gutiérrez de la Torre, Cuauhtémoc Ausente
96 Hernández García, Elvia Favor
97 Hernández Hernández, Jorge Ausente
98 Hernández Olmos, Paula Angélica Ausente
99 Hernández Pérez, David Favor
100 Hernández Silva, Héctor Favor
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101 Hernández Vallín, David Ausente
102 Herrera Jiménez, Francisco Favor
103 Hinojosa Ochoa, Baltazar Manuel Favor
104 Hurtado Vallejo, Susana Ausente
105 Ibarra Piña, Inocencio Favor
106 Irízar López, Aarón Favor
107 Izaguirre Francos, María del Carmen Favor
108 Jiménez Concha, Juan Pablo Favor
109 Jiménez Hernández, Blanca Estela Favor
110 Jiménez Merino, Francisco Alberto Ausente
111 Joaquín González, Carlos Manuel Ausente
112 Juraidini Rumilla, Jorge Alberto Favor
113 Kidnie de la Cruz, Víctor Manuel Ausente
114 Kuri Grajales, Fidel Favor
115 Lagos Galindo, Silvio Favor
116 Lara Aréchiga, Óscar Javier Ausente
117 Lara Salazar, Óscar Favor
118 Lastiri Quirós, Juan Carlos Favor
119 Ledesma Magaña, Israel Reyes Favor
120 León Perea, José Luis Marcos Ausente
121 Lepe Lepe, Humberto Favor
122 Lerdo de Tejada Covarrubias, Sebastián Ausente
123 Levin Coppel, Óscar Guillermo Favor
124 Liborio Arrazola, Margarita Ausente
125 Lobato García, Sergio Favor
126 López Aguilar, Cruz Favor
127 López Loyo, María Elena Perla Favor
128 López Pescador, José Ricardo Favor
129 López Portillo Basave, Jorge Humberto Ausente
130 Lugo Oñate, Alfredo Francisco Favor
131 Luna Munguía, Miguel Ángel Favor
132 Mancilla Zayas, Sergio Ausente
133 Marín Torres, Julieta Octavia Favor
134 Mariscales Delgadillo, Onésimo Favor
135 Márquez Lizalde, Manuel Guillermo Favor
136 Martel López, José Ramón Favor
137 Martínez Armengol, Luis Antonio Favor
138 Martínez González, Hugo Héctor Favor
139 Massieu Fernández, Andrés Favor
140 Mazari Espín, Rosalina Favor
141 Medina Ramírez, Tereso Favor
142 Mejía de la Merced, Genaro Favor
143 Melhem Salinas, Edgardo Favor
144 Méndez Hernández, Sandra Favor
145 Mendoza Kaplan, Emilio Andrés Favor
146 Merlo Talavera, María Isabel Ausente
147 Miranda Herrera, Nely Edith Ausente
148 Monroy Estrada, Amador Ausente
149 Montes Cavazos, Fermín Favor
150 Morales Martínez, Fernando Ausente
151 Moreno Arcos, Mario Favor
152 Moreno Merino, Francisco Alejandro Ausente
153 Nadal Riquelme, Daniela Ausente
154 Navarrete Prida, Jesús Alfonso Favor
155 Nazar Morales, Julián Ausente
156 Neyra Chávez, Armando Favor
157 Ochoa Millán, Maurilio Ausente
158 Orantes López, Hernán de Jesús Ausente
159 Pacheco Castro, Carlos Oznerol Ausente
160 Padilla López, José Trinidad Ausente

161 Paredes Rangel, Beatriz Elena Ausente
162 Pedraza Olguín, Héctor Favor
163 Pedroza Jiménez, Héctor Favor
164 Penchyna Grub, David Favor
165 Pérez Domínguez, Guadalupe Favor
166 Pérez Magaña, Eviel Favor
167 Pérez Santos, María Isabel Ausente
168 Pichardo Lechuga, José Ignacio Ausente
169 Pompa Corella, Miguel Ernesto Favor
170 Quiñones Cornejo, María de la Paz Ausente
171 Quiroz Cruz, Sergio Lorenzo Favor
172 Rábago Castillo, José Francisco Favor
173 Ramírez Marín, Jorge Carlos Ausente
174 Ramírez Pineda, Narcedalia Favor
175 Ramírez Puga Leyva, Héctor Pablo Favor
176 Ramos Montaño, Francisco Favor
177 Rebollo Mendoza, Ricardo Armando Favor
178 Rebollo Vivero, Roberto Favor
179 Reina Liceaga, Rodrigo Favor
180 Rivera de la Torre, Reginaldo Favor
181 Robles Colín, Leticia Favor
182 Robles Morales, Adela Favor
183 Rodarte Ayala, Josefina Favor
184 Rodríguez Cisneros, Omar Favor
185 Rodríguez Hernández, Jesús María Ausente
186 Rodríguez González, Rafael Favor
187 Rodríguez Sosa, Luis Félix Ausente
188 Rojas Gutiérrez, Francisco José Favor
189 Rojas San Román, Francisco Lauro Ausente
190 Rojo García de Alba, Jorge Ausente
191 Romero Romero, Jorge Favor
192 Rosas González, Oscar Román Ausente
193 Rosas Ramírez, Enrique Salomón Ausente
194 Rubí Salazar, José Adán Ignacio Favor
195 Rubio Barthell, Eric Luis Ausente
196 Ruiz de Teresa, Guillermo Raúl Favor
197 Ruiz Massieu Salinas, Claudia Ausente
198 Saldaña del Moral, Fausto Sergio Favor
199 Salgado Romero, Cuauhtémoc Favor
200 Sánchez de la Fuente, Melchor Ausente
201 Sánchez Gálvez, Ricardo Favor
202 Sánchez García, Gerardo Ausente
203 Sánchez Guevara, David Ricardo Ausente
204 Sánchez Vélez, Jaime Favor
205 Santiago Ramírez, César Augusto Ausente
206 Saracho Navarro, Francisco Favor
207 Scherman Leaño, María Esther de Jesús Ausente
208 Serrano Hernández, Maricela Favor
209 Silva Chacón, Víctor Roberto Favor
210 Solís Acero, Felipe Favor
211 Soria Morales, Blanca Juana Favor
212 Soto Martínez, Leobardo Ausente
213 Soto Oseguera, José Luis Favor
214 Terán Velázquez, María Esther Favor
215 Terrazas Porras, Adriana Ausente
216 Terrón Mendoza, Miguel Ángel Ausente
217 Torres Huitrón, José Alfredo Favor
218 Trujillo Zentella, Georgina Favor
219 Urzua Rivera, Ricardo Ausente
220 Valdés Huezo, Josué Cirino Ausente
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221 Vázquez Góngora, Alejandro Canek Ausente
222 Vázquez Pérez, Noé Martín Favor
223 Velasco Lino, José Luis Ausente
224 Velasco Monroy, Héctor Eduardo Favor
225 Vieyra Alamilla, Marcela Favor
226 Viggiano Austria, Alma Carolina Favor
227 Villanueva de la Luz, Moíses Ausente
228 Villegas Arreola, Alfredo Favor
229 Yáñez Montaño, J. Eduardo Favor
230 Yerena Zambrano, Rafael Favor
231 Yglesias Arreola, José Antonio Favor
232 Yúnes Zorrilla, José Francisco Favor
233 Zamora Cabrera, Cristabell Favor
234 Zamora Jiménez, Arturo Favor
235 Zamora Villalva, Alicia Elizabeth Favor
236 Zapata Bello, Rolando Rodrigo Ausente
237 Zapata Lucero, Ana Georgina Ausente
238 Zarzosa Sánchez, Eduardo Favor
239 Zubia Rivera, Rolando Ausente

Favor: 156
Contra: 0
Abstención: 0
Quorum: 0
Ausentes: 83
Total: 239

PARTIDO ACCION NACIONAL

1 Aguilar Armendáriz, Velia Idalia Ausente
2 Agúndiz Pérez, Laura Viviana Favor
3 Arámbula López, José Antonio Favor
4 Arce Paniagua, Óscar Martín Favor
5 Arellano Rodríguez, Rubén Favor
6 Arévalo Sosa, Cecilia Soledad Favor
7 Arriaga Rojas, Justino Eugenio Favor
8 Ávila Ruíz, Daniel Gabriel Ausente
9 Bahena Flores, Alejandro Favor
10 Balderas Vaquera, Víctor Alejandro Favor
11 Becerra Pocoroba, Mario Alberto Favor
12 Bello Otero, Carlos Favor
13 Bermúdez Méndez, José Erandi Ausente
14 Camacho Pedrero, Mirna Lucrecia Ausente
15 Cantú Rodríguez, Felipe de Jesús Favor
16 Castellanos Flores, Gumercindo Ausente
17 Castellanos Ramírez, Julio Favor
18 Castilla Marroquín, Agustín Carlos Favor
19 Castillo Andrade, Oscar Saúl Favor
20 Clouthier Carrillo, Manuel Jesús Favor
21 Corral Jurado, Javier Ausente
22 Cortázar Ramos, Ovidio Favor
23 Cortés León, Yulenny Guylaine Ausente
24 Cortez Mendoza, Jesús Gerardo Favor
25 Cuadra García, Raúl Gerardo Quorum
26 Cuevas Barrón, Gabriela Favor
27 Cuevas García, Juan José Favor
28 De los Cobos Silva, José Gerardo Ausente
29 Del Río Sánchez, María Dolores Favor

30 Díaz de Rivera Hernández, Augusta Valentina Favor
31 Díaz Lizama, Rosa Adriana Favor
32 Escobar Martínez, Juan Pablo Favor
33 Esquer Gutiérrez, Alberto Ausente
34 Estrada Rodríguez, Laura Elena Ausente
35 Fuentes Cortés, Adriana Favor
36 Gallegos Camarena, Lucila del Carmen Favor
37 Gama Dufour, Sergio Favor
38 García Bringas, Leandro Rafael Ausente
39 García Portillo, Arturo Favor
40 Germán Olivares, Sergio Octavio Favor
41 Giles Sánchez, Jesús Ausente
42 González Hernández, Gustavo Favor
43 González Hernández, Sergio Favor
44 González Madruga, César Daniel Ausente
45 González Ulloa, Nancy Favor
46 Guillén Medina, Leonardo Arturo Favor
47 Gutiérrez Cortina, Paz Favor
48 Gutiérrez Fragoso, Valdemar Ausente
49 Gutiérrez Ramírez, Tomás Ausente
50 Guzmán Lozano, María del Carmen Favor
51 Herrera Rivera, Bonifacio Favor
52 Hinojosa Céspedes, Adriana de Lourdes Favor
53 Hinojosa Pérez, José Manuel Favor
54 Hurtado Leija, Gregorio Favor
55 Iñiguez Gámez, José Luis Favor
56 Landero Gutiérrez, José Francisco Javier Favor
57 López Hernández, Oralia Favor
58 López Rabadán, Kenia Ausente
59 Lugo Martínez, Ruth Esperanza Favor
60 Luken Garza, Gastón Favor
61 Luna Ruiz, Gloria Trinidad Favor
62 Madrigal Díaz, César Octavio Ausente
63 Mancillas Amador, César Favor
64 Márquez Zapata, Nelly del Carmen Favor
65 Marroquín Toledo, José Manuel Favor
66 Martín López, Miguel Favor
67 Martínez Martínez, Carlos Ausente
68 Martínez Montemayor, Baltazar Ausente
69 Martínez Peñaloza, Miguel Favor
70 Meillón Johnston, Carlos Luis Favor
71 Méndez Herrera, Alba Leonila Favor
72 Mendoza Díaz, Sonia Favor
73 Mendoza Sánchez, María de Jesús Favor
74 Mercado Sánchez, Luis Enrique Ausente
75 Merino Loo, Ramón Favor
76 Monge Villalobos, Silvia Isabel Favor
77 Montalvo López, Yolanda del Carmen Ausente
78 Morán Sánchez, Leoncio Alfonso Favor
79 Nava Vázquez, José César Favor
80 Novoa Mossberger, María Joann Ausente
81 Oliva Ramírez, Jaime Ausente
82 Orduño Valdez, Francisco Javier Ausente
83 Orozco, Rosi Favor
84 Ortega Joaquín, Gustavo Antonio Miguel Favor
85 Osuna Millán, Miguel Antonio Ausente
86 Ovando Patrón, José Luis Favor
87 Paredes Árciga, Ana Elia Ausente
88 Parra Becerra, María Felícitas Favor
89 Pedroza Gaitán, César Octavio Ausente
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90 Peralta Rivas, Pedro Favor
91 Pérez Ceballos, Silvia Esther Favor
92 Pérez Cuevas, Carlos Alberto Favor
93 Pérez de Tejada Romero, María Elena Ausente
94 Pérez Esquer, Marcos Favor
95 Pérez Reyes, María Antonieta Ausente
96 Quezada Naranjo, Benigno Favor
97 Quintana Padilla, Aranzazú Favor
98 Ramírez Acuña, Francisco Javier Favor
99 Ramírez Bucio, Arturo Favor
100 Ramírez Puente, Camilo Favor
101 Ramírez Rangel, Jesús Favor
102 Ramos Cárdenas, Liev Vladimir Favor
103 Rangel Vargas, Felipe de Jesús Favor
104 Rétiz Gutiérrez, Ezequiel Ausente
105 Reyes Hernández, Ivideliza Ausente
106 Reynoso Femat, Ma. de Lourdes Favor
107 Reynoso Sánchez, Alejandra Noemí Favor
108 Rico Jiménez, Martín Favor
109 Robles Medina, Guadalupe Eduardo Favor
110 Rodríguez Dávila, Alfredo Javier Ausente
111 Rodríguez Galarza, Wendy Guadalupe Favor
112 Rojo Montoya, Adolfo Favor
113 Romero León, Gloria Favor
114 Salazar Blanco, Iridia Favor
115 Salazar Sáenz, Francisco Javier Favor
116 Salazar Vázquez, Norma Leticia Favor
117 Saldaña Moran, Julio Favor
118 Sánchez Romero, Norma Favor
119 Santamaría Prieto, Fernando Favor
120 Seara Sierra, José Ignacio Favor
121 Suárez González, Laura Margarita Ausente
122 Téllez González, Ignacio Favor
123 Téllez Juárez, Bernardo Margarito Favor
124 Tolento Hernández, Sergio Favor
125 Torres Delgado, Enrique Favor
126 Torres Ibarrola, Agustín Ausente
127 Torres Peimbert, María Marcela Favor
128 Torres Santos, Sergio Arturo Favor
129 Trejo Azuara, Enrique Octavio Favor
130 Trigueras Durón, Dora Evelyn Ausente
131 Ugalde Basaldua, María Sandra Favor
132 Usabiaga Arroyo, Javier Bernardo Favor
133 Valencia Vales, María Yolanda Favor
134 Valenzuela Cabrales, Guadalupe Ausente
135 Valls Esponda, Maricarmen Favor
136 Vega de Lamadrid, Francisco Arturo Favor
137 Velázquez y Llorente, Julián Francisco Favor
138 Vera Hernández, J. Guadalupe Favor
139 Vives Preciado, Tomasa Favor
140 Zetina Soto, Sixto Alfonso Favor

Favor: 103
Contra: 0
Abstención: 0
Quorum: 1
Ausentes: 37
Total: 141

PARTIDO DE LA REVOLUCION DEMOCRATICA

1 Acosta Naranjo, Guadalupe Ausente
2 Aguirre Herrera, Ángel Ausente
3 Anaya Mota, Claudia Edith Ausente
4 Barraza Chávez, Héctor Elías Quorum
5 Bernardino Rojas, Martha Angélica Ausente
6 Burelo Burelo, César Francisco Favor
7 Carmona Cabrera, Bélgica Nabil Ausente
8 Castro Cosío, Víctor Manuel Ausente
9 Castro y Castro, Juventino Víctor Favor
10 Cruz Cruz, Juanita Arcelia Favor
11 Cruz Martínez, Marcos Carlos Ausente
12 Damián Peralta, Esthela Ausente
13 Díaz Juárez, Pavel Favor
14 Eguía Pérez, Luis Felipe Ausente
15 Encinas Rodríguez, Alejandro de Jesús Ausente
16 Espinosa Morales, Olga Luz Favor
17 García Avilés, Martín Ausente
18 García Coronado, Lizbeth Favor
19 García Gómez, Martha Elena Ausente
20 Gómez León, Ariel Favor
21 González Díaz, José Alfredo Favor
22 Guajardo Villarreal, Mary Telma Ausente
23 Guerrero Castillo, Agustín Ausente
24 Gutiérrez Villanueva, Sergio Ernesto Ausente
25 Hernández Cruz, Luis Favor
26 Hernández Juárez, Francisco Ausente
27 Hernández Rodríguez, Héctor Hugo Ausente
28 Herrera Chávez, Samuel Ausente
29 Herrera Soto, María Dina Favor
30 Incháustegui Romero, Teresa del Carmen Favor
31 Jaime Correa, José Luis Ausente
32 Jiménez Fuentes, Ramón Favor
33 Jiménez López, Ramón Favor
34 Lara Lagunas, Rodolfo Favor
35 Leyva Hernández, Gerardo Ausente
36 Llerenas Morales, Vidal Ausente
37 Lobato Ramírez, Ana Luz Ausente
38 López Hernández, Adán Augusto Favor
39 López Fernández, Juan Carlos Favor
40 López Paredes, Uriel Favor
41 Lozano Herrera, Ilich Augusto Favor
42 Madrigal Ceja, Israel Favor
43 Marín Díaz, Feliciano Rosendo Ausente
44 Méndez Rangel, Avelino Favor
45 Mendoza Arellano, Eduardo Favor
46 Meza Castro, Francisco Armando Favor
47 Narro Céspedes, José Ausente
48 Navarro Aguilar, Filemón Favor
49 Nazares Jerónimo, Dolores de los Ángeles Favor
50 Norberto Sánchez, Nazario Favor
51 Ovalle Vaquera, Federico Ausente
52 Puppo Gastélum, Silvia Favor
53 Quezada Contreras, Leticia Ausente
54 Ríos Piter, Armando Ausente
55 Rodríguez Martell, Domingo Favor
56 Rosario Morales, Florentina Ausente
57 Salgado Vázquez, Rigoberto Favor
58 Santana Alfaro, Arturo Ausente
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59 Serrano Jiménez, Emilio Ausente
60 Toledo Gutiérrez, Mauricio Alonso Ausente
61 Torres Abarca, Obdulia Magdalena Ausente
62 Torres Robledo, José M. Ausente
63 Uranga Muñoz, Enoé Margarita Ausente
64 Valencia Barajas, José María Ausente
65 Vargas Cortez, Balfre Ausente
66 Vázquez Camacho, María Araceli Favor
67 Velázquez Esquivel, Emiliano Favor
68 Verver y Vargas Ramírez, Heladio Gerardo Ausente
69 Vizcaíno Silva, Indira Favor

Favor: 31
Contra: 0
Abstención: 0
Quorum: 1
Ausentes: 36
Total: 68

PARTIDO VERDE ECOLOGISTA DE MEXICO

1 Brindis Álvarez, María del Rosario Ausente
2 Carabias Icaza, Alejandro Favor
3 Cinta Martínez, Alberto Emiliano Favor
4 Corona Valdés, Lorena Favor
5 Cueva Sada, Guillermo Favor
6 Del Mazo Maza, Alejandro Ausente
7 Escudero Morales, Pablo Favor
8 Ezeta Salcedo, Carlos Alberto Favor
9 Flores Ramírez, Juan Gerardo Favor
10 Guerra Abud, Juan José Favor
11 Herrera Martínez, Jorge Favor
12 Ledesma Romo, Eduardo Ausente
13 Moreno Terán, Carlos Samuel Abstención
14 Natale López, Juan Carlos Favor
15 Orozco Torres, Norma Leticia Ausente
16 Pacchiano Alaman, Rafael Favor
17 Pérezalonso González, Rodrigo Ausente
18 Sáenz Vargas, Caritina Ausente
19 Salinas Sada, Ninfa Clara Ausente
20 Sarur Torre, Adriana Ausente
21 Vidal Aguilar, Liborio Ausente

Favor: 11
Contra: 0
Abstención: 1
Quorum: 0
Ausentes: 9
Total: 21

PARTIDO DEL TRABAJO

1 Cárdenas Gracia, Jaime Fernando Favor
2 Castillo Juárez, Laura Itzel Ausente
3 Di Costanzo Armenta, Mario Alberto Ausente

4 Escobar García, Herón Agustín Favor
5 Espinosa Ramos, Francisco Amadeo Ausente
6 Fernández Noroña, José Gerardo Rodolfo Ausente
7 González Yáñez, Óscar Ausente
8 Ibarra Pedroza, Juan Enrique Ausente
9 Martínez Hernández, Ifigenia Martha Favor
10 Muñoz Ledo y Lazo de la Vega, Porfirio Alejandro Favor
11 Reyes Sahagún, Teresa Guadalupe Ausente
12 Ríos Vázquez, Alfonso Primitivo Ausente
13 Vázquez González, Pedro Favor

Favor: 5
Contra: 0
Abstención: 0
Quorum: 0
Ausentes: 8
Total: 13

PARTIDO NUEVA ALIANZA

1 Del Mazo Morales, Gerardo Favor
2 Kahwagi Macari, Jorge Antonio Ausente
3 Martínez Peña, Elsa María Favor
4 Meza Elizondo, José Favor
5 Pérez de Alva Blanco, Roberto Favor
6 Pinedo Alonso, Cora Cecilia Ausente
7 Torre Canales, María del Pilar Favor

Favor: 5
Contra: 0
Abstención: 0
Quorum: 0
Ausentes: 2
Total: 7

CONVERGENCIA

1 Álvarez Cisneros, Jaime Ausente
2 Arizmendi Campos, Laura Favor
3 Círigo Vasquez, Víctor Hugo Ausente
4 García Almaza, María Favor
5 Gertz Manero, Alejandro Favor
6 Jiménez León, Pedro Favor
7 Ochoa Mejía, Ma. Teresa Rosaura Ausente
8 Piña Olmedo, Laura Ausente

Favor: 4
Contra: 0
Abstención: 0
Quorum: 0
Ausentes: 4
Total: 8
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DIPUTADOS SIN PARTIDO

1 Vázquez Aguilar, Jaime Arturo Ausente

Favor: 0
Contra: 0
Abstención: 0
Quorum: 0
Ausentes: 1
Total: 1
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PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL

1 Acosta Gutiérrez, Manuel Ignacio Maloro Ausente
2 Agüero Tovar, José Manuel Favor
3 Aguilar Góngora, Efraín Ernesto Ausente
4 Aguilar González, José Óscar Favor
5 Aguirre Maldonado, María de Jesús Favor
6 Aguirre Romero, Andrés Favor
7 Ahued Bardahuil, Ricardo Favor
8 Albarrán Mendoza, Esteban Favor
9 Albores Gleason, Roberto Armando Ausente
10 Alvarado Arroyo, Fermín Gerardo Favor
11 Álvarez Martínez, José Luis Favor
12 Álvarez Santamaría, Miguel Favor
13 Ambrosio Cipriano, Heriberto Favor
14 Arana Arana, Jorge Ausente
15 Avila Nevárez, Pedro Favor
16 Aysa Bernat, José Antonio Ausente
17 Báez Pinal, Armando Jesús Favor
18 Bailey Elizondo, Eduardo Alonso Favor
19 Bautista Concepción, Sabino Favor
20 Bellizia Aboaf, Nicolás Carlos Favor
21 Benítez Lucho, Antonio Favor
22 Benítez Treviño, Víctor Humberto Favor
23 Bojórquez Gutiérrez, Rolando Ausente
24 Borja Texocotitla, Felipe Favor
25 Cadena Morales, Manuel Favor
26 Callejas Arroyo, Juan Nicolás Favor
27 Campos Villegas, Luis Carlos Favor
28 Cano Ricaud, Alejandro Favor
29 Cano Vélez, Jesús Alberto Favor
30 Caro Cabrera, Salvador Favor
31 Casique Vences, Guillermina Favor
32 Castillo Ruz, Martín Enrique Ausente
33 Castro Ríos, Sofía Favor
34 Ceballos Llerenas, Hilda Ausente
35 Cerda Pérez, Rogelio Favor
36 Cervera Hernández, Felipe Ausente
37 Chirinos del Ángel, Patricio Favor
38 Chuayffet Chemor, Emilio Favor
39 Clariond Reyes Retana, Benjamín Favor
40 Concha Arellano, Elpidio Desiderio Favor
41 Contreras García, Germán Favor
42 Córdova Hernández, José del Pilar Favor
43 Corona Rivera, Armando Favor
44 Cota Jiménez, Manuel Humberto Ausente
45 Cruz Mendoza, Carlos Favor
46 David David, Sami Favor
47 De Esesarte Pesqueira, Manuel Esteban Favor
48 De la Fuente Dagdug, María Estela Ausente
49 De la Torre Valdez, Yolanda Ausente

50 De Lucas Hopkins, Ernesto Favor
51 Díaz Brown Ramsburgh, Rogelio Manuel Ausente
52 Díaz Escárraga, Heliodoro Carlos Favor
53 Díaz Salazar, María Cristina Favor
54 Domínguez Arvizu, María Hilaria Favor
55 Domínguez Rex, Raúl Favor
56 Durán Rico, Ana Estela Ausente
57 Enríquez Fuentes, Jesús Ricardo Ausente
58 Enríquez Hernández, Felipe Favor
59 Espino Arévalo, Fernando Favor
60 Fayad Meneses, Omar Favor
61 Fernández Aguirre, Héctor Ausente
62 Fernández Martínez, Silvia Favor
63 Ferreyra Olivares, Fernando Favor
64 Flores Castañeda, Jaime Favor
65 Flores Espinosa, Felipe Amadeo Favor
66 Flores Morales, Víctor Félix Favor
67 Flores Rico, Carlos Ausente
68 Franco López, Héctor Favor
69 Franco Vargas, Jorge Fernando Ausente
70 Galicia Avila, Víctor Manuel Anastasio Favor
71 Gallegos Soto, Margarita Favor
72 García Ayala, Marco Antonio Favor
73 García Barrón, Óscar Ausente
74 García Corpus, Teófilo Manuel Ausente
75 García Dávila, Laura Felícitas Ausente
76 García Granados, Miguel Ángel Ausente
77 García Silva, Luis Ausente
78 Garza Flores, Noé Fernando Favor
79 Gastélum Bajo, Diva Hadamira Ausente
80 Gil Ortiz, Francisco Javier Martín Favor
81 Gómez Caro, Clara Favor
82 González Cuevas, Isaías Ausente
83 González Díaz, Joel Favor
84 González Ilescas, Jorge Venustiano Favor
85 González Morales, José Alberto Ausente
86 González Soto, Diana Ausente
87 González Tostado, Janet Graciela Ausente
88 Guajardo Villarreal, Ildefonso Ausente
89 Guerra Castillo, Marcela Ausente
90 Guerrero Coronado, Delia Favor
91 Guevara Cobos, Luis Alejandro Favor
92 Guevara Ramírez, Héctor Favor
93 Guillén Padilla, Olivia Favor
94 Guillén Vicente, Mercedes del Carmen Favor
95 Gutiérrez de la Torre, Cuauhtémoc Favor
96 Hernández García, Elvia Favor
97 Hernández Hernández, Jorge Favor
98 Hernández Olmos, Paula Angélica Ausente
99 Hernández Pérez, David Favor
100 Hernández Silva, Héctor Ausente
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101 Hernández Vallín, David Ausente
102 Herrera Jiménez, Francisco Favor
103 Hinojosa Ochoa, Baltazar Manuel Favor
104 Hurtado Vallejo, Susana Ausente
105 Ibarra Piña, Inocencio Favor
106 Irízar López, Aarón Favor
107 Izaguirre Francos, María del Carmen Favor
108 Jiménez Concha, Juan Pablo Favor
109 Jiménez Hernández, Blanca Estela Ausente
110 Jiménez Merino, Francisco Alberto Favor
111 Joaquín González, Carlos Manuel Ausente
112 Juraidini Rumilla, Jorge Alberto Favor
113 Kidnie de la Cruz, Víctor Manuel Ausente
114 Kuri Grajales, Fidel Favor
115 Lagos Galindo, Silvio Favor
116 Lara Aréchiga, Óscar Javier Ausente
117 Lara Salazar, Óscar Favor
118 Lastiri Quirós, Juan Carlos Favor
119 Ledesma Magaña, Israel Reyes Favor
120 León Perea, José Luis Marcos Ausente
121 Lepe Lepe, Humberto Favor
122 Lerdo de Tejada Covarrubias, Sebastián Ausente
123 Levin Coppel, Óscar Guillermo Favor
124 Liborio Arrazola, Margarita Favor
125 Lobato García, Sergio Favor
126 López Aguilar, Cruz Favor
127 López Loyo, María Elena Perla Favor
128 López Pescador, José Ricardo Ausente
129 López Portillo Basave, Jorge Humberto Ausente
130 Lugo Oñate, Alfredo Francisco Favor
131 Luna Munguía, Miguel Ángel Favor
132 Mancilla Zayas, Sergio Ausente
133 Marín Torres, Julieta Octavia Favor
134 Mariscales Delgadillo, Onésimo Favor
135 Márquez Lizalde, Manuel Guillermo Favor
136 Martel López, José Ramón Favor
137 Martínez Armengol, Luis Antonio Favor
138 Martínez González, Hugo Héctor Favor
139 Massieu Fernández, Andrés Favor
140 Mazari Espín, Rosalina Favor
141 Medina Ramírez, Tereso Favor
142 Mejía de la Merced, Genaro Favor
143 Melhem Salinas, Edgardo Favor
144 Méndez Hernández, Sandra Favor
145 Mendoza Kaplan, Emilio Andrés Favor
146 Merlo Talavera, María Isabel Ausente
147 Miranda Herrera, Nely Edith Ausente
148 Monroy Estrada, Amador Favor
149 Montes Cavazos, Fermín Favor
150 Morales Martínez, Fernando Ausente
151 Moreno Arcos, Mario Favor
152 Moreno Merino, Francisco Alejandro Ausente
153 Nadal Riquelme, Daniela Ausente
154 Navarrete Prida, Jesús Alfonso Favor
155 Nazar Morales, Julián Ausente
156 Neyra Chávez, Armando Ausente
157 Ochoa Millán, Maurilio Ausente
158 Orantes López, Hernán de Jesús Ausente
159 Pacheco Castro, Carlos Oznerol Ausente
160 Padilla López, José Trinidad Ausente

161 Paredes Rangel, Beatriz Elena Favor
162 Pedraza Olguín, Héctor Favor
163 Pedroza Jiménez, Héctor Favor
164 Penchyna Grub, David Favor
165 Pérez Domínguez, Guadalupe Favor
166 Pérez Magaña, Eviel Favor
167 Pérez Santos, María Isabel Ausente
168 Pichardo Lechuga, José Ignacio Ausente
169 Pompa Corella, Miguel Ernesto Favor
170 Quiñones Cornejo, María de la Paz Ausente
171 Quiroz Cruz, Sergio Lorenzo Favor
172 Rábago Castillo, José Francisco Favor
173 Ramírez Marín, Jorge Carlos Ausente
174 Ramírez Pineda, Narcedalia Favor
175 Ramírez Puga Leyva, Héctor Pablo Favor
176 Ramos Montaño, Francisco Favor
177 Rebollo Mendoza, Ricardo Armando Favor
178 Rebollo Vivero, Roberto Favor
179 Reina Liceaga, Rodrigo Favor
180 Rivera de la Torre, Reginaldo Favor
181 Robles Colín, Leticia Favor
182 Robles Morales, Adela Favor
183 Rodarte Ayala, Josefina Favor
184 Rodríguez Cisneros, Omar Favor
185 Rodríguez Hernández, Jesús María Ausente
186 Rodríguez González, Rafael Favor
187 Rodríguez Sosa, Luis Félix Ausente
188 Rojas Gutiérrez, Francisco José Favor
189 Rojas San Román, Francisco Lauro Favor
190 Rojo García de Alba, Jorge Ausente
191 Romero Romero, Jorge Favor
192 Rosas González, Oscar Román Ausente
193 Rosas Ramírez, Enrique Salomón Ausente
194 Rubí Salazar, José Adán Ignacio Favor
195 Rubio Barthell, Eric Luis Favor
196 Ruiz de Teresa, Guillermo Raúl Favor
197 Ruiz Massieu Salinas, Claudia Ausente
198 Saldaña del Moral, Fausto Sergio Favor
199 Salgado Romero, Cuauhtémoc Favor
200 Sánchez de la Fuente, Melchor Ausente
201 Sánchez Gálvez, Ricardo Ausente
202 Sánchez García, Gerardo Ausente
203 Sánchez Guevara, David Ricardo Ausente
204 Sánchez Vélez, Jaime Favor
205 Santiago Ramírez, César Augusto Ausente
206 Saracho Navarro, Francisco Favor
207 Scherman Leaño, María Esther de Jesús Ausente
208 Serrano Hernández, Maricela Favor
209 Silva Chacón, Víctor Roberto Favor
210 Solís Acero, Felipe Favor
211 Soria Morales, Blanca Juana Favor
212 Soto Martínez, Leobardo Ausente
213 Soto Oseguera, José Luis Favor
214 Terán Velázquez, María Esther Favor
215 Terrazas Porras, Adriana Ausente
216 Terrón Mendoza, Miguel Ángel Ausente
217 Torres Huitrón, José Alfredo Favor
218 Trujillo Zentella, Georgina Favor
219 Urzua Rivera, Ricardo Ausente
220 Valdés Huezo, Josué Cirino Ausente
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221 Vázquez Góngora, Alejandro Canek Ausente
222 Vázquez Pérez, Noé Martín Favor
223 Velasco Lino, José Luis Ausente
224 Velasco Monroy, Héctor Eduardo Ausente
225 Vieyra Alamilla, Marcela Quorum
226 Viggiano Austria, Alma Carolina Favor
227 Villanueva de la Luz, Moíses Ausente
228 Villegas Arreola, Alfredo Favor
229 Yáñez Montaño, J. Eduardo Favor
230 Yerena Zambrano, Rafael Favor
231 Yglesias Arreola, José Antonio Favor
232 Yúnes Zorrilla, José Francisco Favor
233 Zamora Cabrera, Cristabell Ausente
234 Zamora Jiménez, Arturo Favor
235 Zamora Villalva, Alicia Elizabeth Favor
236 Zapata Bello, Rolando Rodrigo Ausente
237 Zapata Lucero, Ana Georgina Ausente
238 Zarzosa Sánchez, Eduardo Favor
239 Zubia Rivera, Rolando Ausente

Favor: 155
Contra: 0
Abstención: 0
Quorum: 1
Ausentes: 83
Total: 239

PARTIDO ACCION NACIONAL

1 Aguilar Armendáriz, Velia Idalia Ausente
2 Agúndiz Pérez, Laura Viviana Favor
3 Arámbula López, José Antonio Favor
4 Arce Paniagua, Óscar Martín Favor
5 Arellano Rodríguez, Rubén Favor
6 Arévalo Sosa, Cecilia Soledad Favor
7 Arriaga Rojas, Justino Eugenio Favor
8 Ávila Ruíz, Daniel Gabriel Ausente
9 Bahena Flores, Alejandro Favor
10 Balderas Vaquera, Víctor Alejandro Favor
11 Becerra Pocoroba, Mario Alberto Favor
12 Bello Otero, Carlos Ausente
13 Bermúdez Méndez, José Erandi Favor
14 Camacho Pedrero, Mirna Lucrecia Ausente
15 Cantú Rodríguez, Felipe de Jesús Favor
16 Castellanos Flores, Gumercindo Ausente
17 Castellanos Ramírez, Julio Favor
18 Castilla Marroquín, Agustín Carlos Favor
19 Castillo Andrade, Oscar Saúl Favor
20 Clouthier Carrillo, Manuel Jesús Favor
21 Corral Jurado, Javier Ausente
22 Cortázar Ramos, Ovidio Favor
23 Cortés León, Yulenny Guylaine Ausente
24 Cortez Mendoza, Jesús Gerardo Favor
25 Cuadra García, Raúl Gerardo Favor
26 Cuevas Barrón, Gabriela Favor
27 Cuevas García, Juan José Favor
28 De los Cobos Silva, José Gerardo Ausente
29 Del Río Sánchez, María Dolores Favor

30 Díaz de Rivera Hernández, Augusta Valentina Favor
31 Díaz Lizama, Rosa Adriana Favor
32 Escobar Martínez, Juan Pablo Favor
33 Esquer Gutiérrez, Alberto Favor
34 Estrada Rodríguez, Laura Elena Ausente
35 Fuentes Cortés, Adriana Favor
36 Gallegos Camarena, Lucila del Carmen Favor
37 Gama Dufour, Sergio Favor
38 García Bringas, Leandro Rafael Ausente
39 García Portillo, Arturo Favor
40 Germán Olivares, Sergio Octavio Favor
41 Giles Sánchez, Jesús Ausente
42 González Hernández, Gustavo Favor
43 González Hernández, Sergio Favor
44 González Madruga, César Daniel Favor
45 González Ulloa, Nancy Ausente
46 Guillén Medina, Leonardo Arturo Favor
47 Gutiérrez Cortina, Paz Favor
48 Gutiérrez Fragoso, Valdemar Ausente
49 Gutiérrez Ramírez, Tomás Ausente
50 Guzmán Lozano, María del Carmen Favor
51 Herrera Rivera, Bonifacio Favor
52 Hinojosa Céspedes, Adriana de Lourdes Favor
53 Hinojosa Pérez, José Manuel Ausente
54 Hurtado Leija, Gregorio Favor
55 Iñiguez Gámez, José Luis Favor
56 Landero Gutiérrez, José Francisco Javier Favor
57 López Hernández, Oralia Favor
58 López Rabadán, Kenia Ausente
59 Lugo Martínez, Ruth Esperanza Favor
60 Luken Garza, Gastón Abstención
61 Luna Ruiz, Gloria Trinidad Favor
62 Madrigal Díaz, César Octavio Ausente
63 Mancillas Amador, César Ausente
64 Márquez Zapata, Nelly del Carmen Quorum
65 Marroquín Toledo, José Manuel Favor
66 Martín López, Miguel Favor
67 Martínez Martínez, Carlos Ausente
68 Martínez Montemayor, Baltazar Ausente
69 Martínez Peñaloza, Miguel Favor
70 Meillón Johnston, Carlos Luis Favor
71 Méndez Herrera, Alba Leonila Favor
72 Mendoza Díaz, Sonia Favor
73 Mendoza Sánchez, María de Jesús Favor
74 Mercado Sánchez, Luis Enrique Ausente
75 Merino Loo, Ramón Favor
76 Monge Villalobos, Silvia Isabel Favor
77 Montalvo López, Yolanda del Carmen Ausente
78 Morán Sánchez, Leoncio Alfonso Favor
79 Nava Vázquez, José César Favor
80 Novoa Mossberger, María Joann Ausente
81 Oliva Ramírez, Jaime Favor
82 Orduño Valdez, Francisco Javier Ausente
83 Orozco, Rosi Favor
84 Ortega Joaquín, Gustavo Antonio Miguel Favor
85 Osuna Millán, Miguel Antonio Ausente
86 Ovando Patrón, José Luis Ausente
87 Paredes Árciga, Ana Elia Ausente
88 Parra Becerra, María Felícitas Favor
89 Pedroza Gaitán, César Octavio Ausente
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90 Peralta Rivas, Pedro Favor
91 Pérez Ceballos, Silvia Esther Favor
92 Pérez Cuevas, Carlos Alberto Ausente
93 Pérez de Tejada Romero, María Elena Favor
94 Pérez Esquer, Marcos Favor
95 Pérez Reyes, María Antonieta Ausente
96 Quezada Naranjo, Benigno Favor
97 Quintana Padilla, Aranzazú Favor
98 Ramírez Acuña, Francisco Javier Favor
99 Ramírez Bucio, Arturo Favor
100 Ramírez Puente, Camilo Favor
101 Ramírez Rangel, Jesús Favor
102 Ramos Cárdenas, Liev Vladimir Ausente
103 Rangel Vargas, Felipe de Jesús Favor
104 Rétiz Gutiérrez, Ezequiel Ausente
105 Reyes Hernández, Ivideliza Ausente
106 Reynoso Femat, Ma. de Lourdes Favor
107 Reynoso Sánchez, Alejandra Noemí Favor
108 Rico Jiménez, Martín Favor
109 Robles Medina, Guadalupe Eduardo Favor
110 Rodríguez Dávila, Alfredo Javier Ausente
111 Rodríguez Galarza, Wendy Guadalupe Favor
112 Rojo Montoya, Adolfo Favor
113 Romero León, Gloria Favor
114 Salazar Blanco, Iridia Favor
115 Salazar Sáenz, Francisco Javier Favor
116 Salazar Vázquez, Norma Leticia Favor
117 Saldaña Moran, Julio Favor
118 Sánchez Romero, Norma Favor
119 Santamaría Prieto, Fernando Favor
120 Seara Sierra, José Ignacio Favor
121 Suárez González, Laura Margarita Ausente
122 Téllez González, Ignacio Favor
123 Téllez Juárez, Bernardo Margarito Favor
124 Tolento Hernández, Sergio Favor
125 Torres Delgado, Enrique Favor
126 Torres Ibarrola, Agustín Ausente
127 Torres Peimbert, María Marcela Favor
128 Torres Santos, Sergio Arturo Favor
129 Trejo Azuara, Enrique Octavio Favor
130 Trigueras Durón, Dora Evelyn Ausente
131 Ugalde Basaldua, María Sandra Ausente
132 Usabiaga Arroyo, Javier Bernardo Ausente
133 Valencia Vales, María Yolanda Favor
134 Valenzuela Cabrales, Guadalupe Ausente
135 Valls Esponda, Maricarmen Favor
136 Vega de Lamadrid, Francisco Arturo Favor
137 Velázquez y Llorente, Julián Francisco Favor
138 Vera Hernández, J. Guadalupe Favor
139 Vives Preciado, Tomasa Ausente
140 Zetina Soto, Sixto Alfonso Favor

Favor: 97
Contra: 0
Abstención: 1
Quorum: 1
Ausentes: 42
Total: 141

PARTIDO DE LA REVOLUCION DEMOCRATICA

1 Acosta Naranjo, Guadalupe Ausente
2 Aguirre Herrera, Ángel Ausente
3 Anaya Mota, Claudia Edith Ausente
4 Barraza Chávez, Héctor Elías Quorum
5 Bernardino Rojas, Martha Angélica Ausente
6 Burelo Burelo, César Francisco Contra
7 Carmona Cabrera, Bélgica Nabil Ausente
8 Castro Cosío, Víctor Manuel Ausente
9 Castro y Castro, Juventino Víctor Abstención
10 Cruz Cruz, Juanita Arcelia Favor
11 Cruz Martínez, Marcos Carlos Ausente
12 Damián Peralta, Esthela Ausente
13 Díaz Juárez, Pavel Favor
14 Eguía Pérez, Luis Felipe Ausente
15 Encinas Rodríguez, Alejandro de Jesús Ausente
16 Espinosa Morales, Olga Luz Favor
17 García Avilés, Martín Ausente
18 García Coronado, Lizbeth Favor
19 García Gómez, Martha Elena Ausente
20 Gómez León, Ariel Favor
21 González Díaz, José Alfredo Favor
22 Guajardo Villarreal, Mary Telma Ausente
23 Guerrero Castillo, Agustín Ausente
24 Gutiérrez Villanueva, Sergio Ernesto Ausente
25 Hernández Cruz, Luis Favor
26 Hernández Juárez, Francisco Favor
27 Hernández Rodríguez, Héctor Hugo Ausente
28 Herrera Chávez, Samuel Ausente
29 Herrera Soto, María Dina Favor
30 Incháustegui Romero, Teresa del Carmen Favor
31 Jaime Correa, José Luis Favor
32 Jiménez Fuentes, Ramón Favor
33 Jiménez López, Ramón Contra
34 Lara Lagunas, Rodolfo Contra
35 Leyva Hernández, Gerardo Ausente
36 Llerenas Morales, Vidal Ausente
37 Lobato Ramírez, Ana Luz Ausente
38 López Hernández, Adán Augusto Contra
39 López Fernández, Juan Carlos Favor
40 López Paredes, Uriel Favor
41 Lozano Herrera, Ilich Augusto Ausente
42 Madrigal Ceja, Israel Favor
43 Marín Díaz, Feliciano Rosendo Ausente
44 Méndez Rangel, Avelino Favor
45 Mendoza Arellano, Eduardo Favor
46 Meza Castro, Francisco Armando Favor
47 Narro Céspedes, José Ausente
48 Navarro Aguilar, Filemón Favor
49 Nazares Jerónimo, Dolores de los Ángeles Favor
50 Norberto Sánchez, Nazario Favor
51 Ovalle Vaquera, Federico Ausente
52 Puppo Gastélum, Silvia Favor
53 Quezada Contreras, Leticia Contra
54 Ríos Piter, Armando Ausente
55 Rodríguez Martell, Domingo Favor
56 Rosario Morales, Florentina Ausente
57 Salgado Vázquez, Rigoberto Contra
58 Santana Alfaro, Arturo Ausente
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59 Serrano Jiménez, Emilio Ausente
60 Toledo Gutiérrez, Mauricio Alonso Ausente
61 Torres Abarca, Obdulia Magdalena Ausente
62 Torres Robledo, José M. Ausente
63 Uranga Muñoz, Enoé Margarita Ausente
64 Valencia Barajas, José María Ausente
65 Vargas Cortez, Balfre Ausente
66 Vázquez Camacho, María Araceli Ausente
67 Velázquez Esquivel, Emiliano Favor
68 Verver y Vargas Ramírez, Heladio Gerardo Ausente
69 Vizcaíno Silva, Indira Favor

Favor: 25
Contra: 6
Abstención: 1
Quorum: 1
Ausentes: 35
Total: 68

PARTIDO VERDE ECOLOGISTA DE MEXICO

1 Brindis Álvarez, María del Rosario Ausente
2 Carabias Icaza, Alejandro Favor
3 Cinta Martínez, Alberto Emiliano Favor
4 Corona Valdés, Lorena Favor
5 Cueva Sada, Guillermo Favor
6 Del Mazo Maza, Alejandro Ausente
7 Escudero Morales, Pablo Favor
8 Ezeta Salcedo, Carlos Alberto Favor
9 Flores Ramírez, Juan Gerardo Favor
10 Guerra Abud, Juan José Favor
11 Herrera Martínez, Jorge Favor
12 Ledesma Romo, Eduardo Ausente
13 Moreno Terán, Carlos Samuel Favor
14 Natale López, Juan Carlos Favor
15 Orozco Torres, Norma Leticia Ausente
16 Pacchiano Alaman, Rafael Favor
17 Pérezalonso González, Rodrigo Ausente
18 Sáenz Vargas, Caritina Ausente
19 Salinas Sada, Ninfa Clara Ausente
20 Sarur Torre, Adriana Ausente
21 Vidal Aguilar, Liborio Ausente

Favor: 12
Contra: 0
Abstención: 0
Quorum: 0
Ausentes: 9
Total: 21

PARTIDO DEL TRABAJO

1 Cárdenas Gracia, Jaime Fernando Contra
2 Castillo Juárez, Laura Itzel Abstención
3 Di Costanzo Armenta, Mario Alberto Ausente

4 Escobar García, Herón Agustín Favor
5 Espinosa Ramos, Francisco Amadeo Ausente
6 Fernández Noroña, José Gerardo Rodolfo Ausente
7 González Yáñez, Óscar Ausente
8 Ibarra Pedroza, Juan Enrique Ausente
9 Martínez Hernández, Ifigenia Martha Favor
10 Muñoz Ledo y Lazo de la Vega, Porfirio Alejandro Contra
11 Reyes Sahagún, Teresa Guadalupe Ausente
12 Ríos Vázquez, Alfonso Primitivo Ausente
13 Vázquez González, Pedro Favor

Favor: 3
Contra: 2
Abstención: 1
Quorum: 0
Ausentes: 7
Total: 13

PARTIDO NUEVA ALIANZA

1 Del Mazo Morales, Gerardo Favor
2 Kahwagi Macari, Jorge Antonio Ausente
3 Martínez Peña, Elsa María Favor
4 Meza Elizondo, José Favor
5 Pérez de Alva Blanco, Roberto Favor
6 Pinedo Alonso, Cora Cecilia Ausente
7 Torre Canales, María del Pilar Favor

Favor: 5
Contra: 0
Abstención: 0
Quorum: 0
Ausentes: 2
Total: 7

CONVERGENCIA

1 Álvarez Cisneros, Jaime Ausente
2 Arizmendi Campos, Laura Favor
3 Círigo Vasquez, Víctor Hugo Ausente
4 García Almaza, María Favor
5 Gertz Manero, Alejandro Favor
6 Jiménez León, Pedro Abstención
7 Ochoa Mejía, Ma. Teresa Rosaura Ausente
8 Piña Olmedo, Laura Quorum

Favor: 3
Contra: 0
Abstención: 1
Quorum: 1
Ausentes: 3
Total: 8

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 8 de septiembre de 2011389



DIPUTADOS SIN PARTIDO

1 Vázquez Aguilar, Jaime Arturo Ausente

Favor: 0
Contra: 0
Abstención: 0
Quorum: 0
Ausentes: 1
Total: 1
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PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL

1 Acosta Gutiérrez, Manuel Ignacio Maloro Ausente
2 Agüero Tovar, José Manuel Favor
3 Aguilar Góngora, Efraín Ernesto Ausente
4 Aguilar González, José Óscar Favor
5 Aguirre Maldonado, María de Jesús Favor
6 Aguirre Romero, Andrés Favor
7 Ahued Bardahuil, Ricardo Favor
8 Albarrán Mendoza, Esteban Favor
9 Albores Gleason, Roberto Armando Ausente
10 Alvarado Arroyo, Fermín Gerardo Favor
11 Álvarez Martínez, José Luis Favor
12 Álvarez Santamaría, Miguel Favor
13 Ambrosio Cipriano, Heriberto Favor
14 Arana Arana, Jorge Ausente
15 Avila Nevárez, Pedro Favor
16 Aysa Bernat, José Antonio Favor
17 Báez Pinal, Armando Jesús Favor
18 Bailey Elizondo, Eduardo Alonso Favor
19 Bautista Concepción, Sabino Favor
20 Bellizia Aboaf, Nicolás Carlos Favor
21 Benítez Lucho, Antonio Favor
22 Benítez Treviño, Víctor Humberto Favor
23 Bojórquez Gutiérrez, Rolando Ausente
24 Borja Texocotitla, Felipe Favor
25 Cadena Morales, Manuel Favor
26 Callejas Arroyo, Juan Nicolás Favor
27 Campos Villegas, Luis Carlos Favor
28 Cano Ricaud, Alejandro Favor
29 Cano Vélez, Jesús Alberto Favor
30 Caro Cabrera, Salvador Favor
31 Casique Vences, Guillermina Favor
32 Castillo Ruz, Martín Enrique Ausente
33 Castro Ríos, Sofía Favor
34 Ceballos Llerenas, Hilda Favor
35 Cerda Pérez, Rogelio Favor
36 Cervera Hernández, Felipe Ausente
37 Chirinos del Ángel, Patricio Favor
38 Chuayffet Chemor, Emilio Favor
39 Clariond Reyes Retana, Benjamín Favor
40 Concha Arellano, Elpidio Desiderio Favor
41 Contreras García, Germán Ausente
42 Córdova Hernández, José del Pilar Favor
43 Corona Rivera, Armando Favor
44 Cota Jiménez, Manuel Humberto Ausente
45 Cruz Mendoza, Carlos Favor
46 David David, Sami Favor
47 De Esesarte Pesqueira, Manuel Esteban Favor
48 De la Fuente Dagdug, María Estela Ausente
49 De la Torre Valdez, Yolanda Ausente

50 De Lucas Hopkins, Ernesto Favor
51 Díaz Brown Ramsburgh, Rogelio Manuel Ausente
52 Díaz Escárraga, Heliodoro Carlos Favor
53 Díaz Salazar, María Cristina Favor
54 Domínguez Arvizu, María Hilaria Favor
55 Domínguez Rex, Raúl Favor
56 Durán Rico, Ana Estela Ausente
57 Enríquez Fuentes, Jesús Ricardo Ausente
58 Enríquez Hernández, Felipe Favor
59 Espino Arévalo, Fernando Favor
60 Fayad Meneses, Omar Favor
61 Fernández Aguirre, Héctor Favor
62 Fernández Martínez, Silvia Favor
63 Ferreyra Olivares, Fernando Favor
64 Flores Castañeda, Jaime Favor
65 Flores Espinosa, Felipe Amadeo Favor
66 Flores Morales, Víctor Félix Favor
67 Flores Rico, Carlos Ausente
68 Franco López, Héctor Favor
69 Franco Vargas, Jorge Fernando Ausente
70 Galicia Avila, Víctor Manuel Anastasio Favor
71 Gallegos Soto, Margarita Favor
72 García Ayala, Marco Antonio Favor
73 García Barrón, Óscar Ausente
74 García Corpus, Teófilo Manuel Favor
75 García Dávila, Laura Felícitas Favor
76 García Granados, Miguel Ángel Ausente
77 García Silva, Luis Ausente
78 Garza Flores, Noé Fernando Favor
79 Gastélum Bajo, Diva Hadamira Ausente
80 Gil Ortiz, Francisco Javier Martín Favor
81 Gómez Caro, Clara Favor
82 González Cuevas, Isaías Ausente
83 González Díaz, Joel Favor
84 González Ilescas, Jorge Venustiano Favor
85 González Morales, José Alberto Ausente
86 González Soto, Diana Favor
87 González Tostado, Janet Graciela Ausente
88 Guajardo Villarreal, Ildefonso Ausente
89 Guerra Castillo, Marcela Ausente
90 Guerrero Coronado, Delia Favor
91 Guevara Cobos, Luis Alejandro Favor
92 Guevara Ramírez, Héctor Favor
93 Guillén Padilla, Olivia Favor
94 Guillén Vicente, Mercedes del Carmen Favor
95 Gutiérrez de la Torre, Cuauhtémoc Favor
96 Hernández García, Elvia Favor
97 Hernández Hernández, Jorge Favor
98 Hernández Olmos, Paula Angélica Ausente
99 Hernández Pérez, David Favor
100 Hernández Silva, Héctor Favor
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101 Hernández Vallín, David Favor
102 Herrera Jiménez, Francisco Favor
103 Hinojosa Ochoa, Baltazar Manuel Favor
104 Hurtado Vallejo, Susana Ausente
105 Ibarra Piña, Inocencio Favor
106 Irízar López, Aarón Favor
107 Izaguirre Francos, María del Carmen Favor
108 Jiménez Concha, Juan Pablo Favor
109 Jiménez Hernández, Blanca Estela Ausente
110 Jiménez Merino, Francisco Alberto Favor
111 Joaquín González, Carlos Manuel Ausente
112 Juraidini Rumilla, Jorge Alberto Favor
113 Kidnie de la Cruz, Víctor Manuel Ausente
114 Kuri Grajales, Fidel Favor
115 Lagos Galindo, Silvio Favor
116 Lara Aréchiga, Óscar Javier Ausente
117 Lara Salazar, Óscar Favor
118 Lastiri Quirós, Juan Carlos Favor
119 Ledesma Magaña, Israel Reyes Favor
120 León Perea, José Luis Marcos Favor
121 Lepe Lepe, Humberto Favor
122 Lerdo de Tejada Covarrubias, Sebastián Ausente
123 Levin Coppel, Óscar Guillermo Favor
124 Liborio Arrazola, Margarita Favor
125 Lobato García, Sergio Favor
126 López Aguilar, Cruz Favor
127 López Loyo, María Elena Perla Favor
128 López Pescador, José Ricardo Favor
129 López Portillo Basave, Jorge Humberto Ausente
130 Lugo Oñate, Alfredo Francisco Favor
131 Luna Munguía, Miguel Ángel Favor
132 Mancilla Zayas, Sergio Favor
133 Marín Torres, Julieta Octavia Favor
134 Mariscales Delgadillo, Onésimo Ausente
135 Márquez Lizalde, Manuel Guillermo Favor
136 Martel López, José Ramón Favor
137 Martínez Armengol, Luis Antonio Favor
138 Martínez González, Hugo Héctor Favor
139 Massieu Fernández, Andrés Favor
140 Mazari Espín, Rosalina Favor
141 Medina Ramírez, Tereso Favor
142 Mejía de la Merced, Genaro Favor
143 Melhem Salinas, Edgardo Favor
144 Méndez Hernández, Sandra Favor
145 Mendoza Kaplan, Emilio Andrés Favor
146 Merlo Talavera, María Isabel Ausente
147 Miranda Herrera, Nely Edith Ausente
148 Monroy Estrada, Amador Favor
149 Montes Cavazos, Fermín Favor
150 Morales Martínez, Fernando Ausente
151 Moreno Arcos, Mario Favor
152 Moreno Merino, Francisco Alejandro Ausente
153 Nadal Riquelme, Daniela Ausente
154 Navarrete Prida, Jesús Alfonso Favor
155 Nazar Morales, Julián Ausente
156 Neyra Chávez, Armando Ausente
157 Ochoa Millán, Maurilio Favor
158 Orantes López, Hernán de Jesús Ausente
159 Pacheco Castro, Carlos Oznerol Ausente
160 Padilla López, José Trinidad Ausente

161 Paredes Rangel, Beatriz Elena Favor
162 Pedraza Olguín, Héctor Favor
163 Pedroza Jiménez, Héctor Favor
164 Penchyna Grub, David Favor
165 Pérez Domínguez, Guadalupe Favor
166 Pérez Magaña, Eviel Favor
167 Pérez Santos, María Isabel Ausente
168 Pichardo Lechuga, José Ignacio Ausente
169 Pompa Corella, Miguel Ernesto Favor
170 Quiñones Cornejo, María de la Paz Ausente
171 Quiroz Cruz, Sergio Lorenzo Favor
172 Rábago Castillo, José Francisco Favor
173 Ramírez Marín, Jorge Carlos Ausente
174 Ramírez Pineda, Narcedalia Favor
175 Ramírez Puga Leyva, Héctor Pablo Favor
176 Ramos Montaño, Francisco Favor
177 Rebollo Mendoza, Ricardo Armando Favor
178 Rebollo Vivero, Roberto Favor
179 Reina Liceaga, Rodrigo Favor
180 Rivera de la Torre, Reginaldo Favor
181 Robles Colín, Leticia Favor
182 Robles Morales, Adela Favor
183 Rodarte Ayala, Josefina Favor
184 Rodríguez Cisneros, Omar Favor
185 Rodríguez Hernández, Jesús María Ausente
186 Rodríguez González, Rafael Favor
187 Rodríguez Sosa, Luis Félix Ausente
188 Rojas Gutiérrez, Francisco José Favor
189 Rojas San Román, Francisco Lauro Favor
190 Rojo García de Alba, Jorge Ausente
191 Romero Romero, Jorge Favor
192 Rosas González, Oscar Román Ausente
193 Rosas Ramírez, Enrique Salomón Ausente
194 Rubí Salazar, José Adán Ignacio Favor
195 Rubio Barthell, Eric Luis Favor
196 Ruiz de Teresa, Guillermo Raúl Ausente
197 Ruiz Massieu Salinas, Claudia Ausente
198 Saldaña del Moral, Fausto Sergio Favor
199 Salgado Romero, Cuauhtémoc Ausente
200 Sánchez de la Fuente, Melchor Ausente
201 Sánchez Gálvez, Ricardo Ausente
202 Sánchez García, Gerardo Ausente
203 Sánchez Guevara, David Ricardo Favor
204 Sánchez Vélez, Jaime Favor
205 Santiago Ramírez, César Augusto Ausente
206 Saracho Navarro, Francisco Favor
207 Scherman Leaño, María Esther de Jesús Favor
208 Serrano Hernández, Maricela Favor
209 Silva Chacón, Víctor Roberto Favor
210 Solís Acero, Felipe Favor
211 Soria Morales, Blanca Juana Favor
212 Soto Martínez, Leobardo Favor
213 Soto Oseguera, José Luis Favor
214 Terán Velázquez, María Esther Favor
215 Terrazas Porras, Adriana Ausente
216 Terrón Mendoza, Miguel Ángel Ausente
217 Torres Huitrón, José Alfredo Favor
218 Trujillo Zentella, Georgina Favor
219 Urzua Rivera, Ricardo Ausente
220 Valdés Huezo, Josué Cirino Ausente
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221 Vázquez Góngora, Alejandro Canek Ausente
222 Vázquez Pérez, Noé Martín Favor
223 Velasco Lino, José Luis Ausente
224 Velasco Monroy, Héctor Eduardo Favor
225 Vieyra Alamilla, Marcela Favor
226 Viggiano Austria, Alma Carolina Favor
227 Villanueva de la Luz, Moíses Ausente
228 Villegas Arreola, Alfredo Favor
229 Yáñez Montaño, J. Eduardo Favor
230 Yerena Zambrano, Rafael Favor
231 Yglesias Arreola, José Antonio Favor
232 Yúnes Zorrilla, José Francisco Favor
233 Zamora Cabrera, Cristabell Ausente
234 Zamora Jiménez, Arturo Favor
235 Zamora Villalva, Alicia Elizabeth Favor
236 Zapata Bello, Rolando Rodrigo Ausente
237 Zapata Lucero, Ana Georgina Ausente
238 Zarzosa Sánchez, Eduardo Ausente
239 Zubia Rivera, Rolando Ausente

Favor: 167
Contra: 0
Abstención: 0
Quorum: 0
Ausentes: 72
Total: 239

PARTIDO ACCION NACIONAL

1 Aguilar Armendáriz, Velia Idalia Ausente
2 Agúndiz Pérez, Laura Viviana Favor
3 Arámbula López, José Antonio Ausente
4 Arce Paniagua, Óscar Martín Favor
5 Arellano Rodríguez, Rubén Favor
6 Arévalo Sosa, Cecilia Soledad Favor
7 Arriaga Rojas, Justino Eugenio Favor
8 Ávila Ruíz, Daniel Gabriel Favor
9 Bahena Flores, Alejandro Favor
10 Balderas Vaquera, Víctor Alejandro Favor
11 Becerra Pocoroba, Mario Alberto Favor
12 Bello Otero, Carlos Ausente
13 Bermúdez Méndez, José Erandi Favor
14 Camacho Pedrero, Mirna Lucrecia Ausente
15 Cantú Rodríguez, Felipe de Jesús Favor
16 Castellanos Flores, Gumercindo Ausente
17 Castellanos Ramírez, Julio Favor
18 Castilla Marroquín, Agustín Carlos Favor
19 Castillo Andrade, Oscar Saúl Favor
20 Clouthier Carrillo, Manuel Jesús Favor
21 Corral Jurado, Javier Ausente
22 Cortázar Ramos, Ovidio Favor
23 Cortés León, Yulenny Guylaine Ausente
24 Cortez Mendoza, Jesús Gerardo Favor
25 Cuadra García, Raúl Gerardo Favor
26 Cuevas Barrón, Gabriela Favor
27 Cuevas García, Juan José Favor
28 De los Cobos Silva, José Gerardo Ausente
29 Del Río Sánchez, María Dolores Favor

30 Díaz de Rivera Hernández, Augusta Valentina Favor
31 Díaz Lizama, Rosa Adriana Favor
32 Escobar Martínez, Juan Pablo Favor
33 Esquer Gutiérrez, Alberto Favor
34 Estrada Rodríguez, Laura Elena Ausente
35 Fuentes Cortés, Adriana Favor
36 Gallegos Camarena, Lucila del Carmen Favor
37 Gama Dufour, Sergio Favor
38 García Bringas, Leandro Rafael Ausente
39 García Portillo, Arturo Favor
40 Germán Olivares, Sergio Octavio Favor
41 Giles Sánchez, Jesús Ausente
42 González Hernández, Gustavo Favor
43 González Hernández, Sergio Favor
44 González Madruga, César Daniel Favor
45 González Ulloa, Nancy Favor
46 Guillén Medina, Leonardo Arturo Favor
47 Gutiérrez Cortina, Paz Favor
48 Gutiérrez Fragoso, Valdemar Ausente
49 Gutiérrez Ramírez, Tomás Ausente
50 Guzmán Lozano, María del Carmen Favor
51 Herrera Rivera, Bonifacio Favor
52 Hinojosa Céspedes, Adriana de Lourdes Ausente
53 Hinojosa Pérez, José Manuel Ausente
54 Hurtado Leija, Gregorio Favor
55 Iñiguez Gámez, José Luis Favor
56 Landero Gutiérrez, José Francisco Javier Favor
57 López Hernández, Oralia Favor
58 López Rabadán, Kenia Favor
59 Lugo Martínez, Ruth Esperanza Favor
60 Luken Garza, Gastón Favor
61 Luna Ruiz, Gloria Trinidad Favor
62 Madrigal Díaz, César Octavio Ausente
63 Mancillas Amador, César Ausente
64 Márquez Zapata, Nelly del Carmen Favor
65 Marroquín Toledo, José Manuel Favor
66 Martín López, Miguel Favor
67 Martínez Martínez, Carlos Ausente
68 Martínez Montemayor, Baltazar Favor
69 Martínez Peñaloza, Miguel Favor
70 Meillón Johnston, Carlos Luis Favor
71 Méndez Herrera, Alba Leonila Favor
72 Mendoza Díaz, Sonia Favor
73 Mendoza Sánchez, María de Jesús Favor
74 Mercado Sánchez, Luis Enrique Ausente
75 Merino Loo, Ramón Favor
76 Monge Villalobos, Silvia Isabel Favor
77 Montalvo López, Yolanda del Carmen Ausente
78 Morán Sánchez, Leoncio Alfonso Favor
79 Nava Vázquez, José César Favor
80 Novoa Mossberger, María Joann Ausente
81 Oliva Ramírez, Jaime Favor
82 Orduño Valdez, Francisco Javier Ausente
83 Orozco, Rosi Favor
84 Ortega Joaquín, Gustavo Antonio Miguel Favor
85 Osuna Millán, Miguel Antonio Ausente
86 Ovando Patrón, José Luis Favor
87 Paredes Árciga, Ana Elia Ausente
88 Parra Becerra, María Felícitas Favor
89 Pedroza Gaitán, César Octavio Ausente
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90 Peralta Rivas, Pedro Favor
91 Pérez Ceballos, Silvia Esther Favor
92 Pérez Cuevas, Carlos Alberto Ausente
93 Pérez de Tejada Romero, María Elena Favor
94 Pérez Esquer, Marcos Favor
95 Pérez Reyes, María Antonieta Ausente
96 Quezada Naranjo, Benigno Favor
97 Quintana Padilla, Aranzazú Favor
98 Ramírez Acuña, Francisco Javier Favor
99 Ramírez Bucio, Arturo Favor
100 Ramírez Puente, Camilo Favor
101 Ramírez Rangel, Jesús Favor
102 Ramos Cárdenas, Liev Vladimir Ausente
103 Rangel Vargas, Felipe de Jesús Favor
104 Rétiz Gutiérrez, Ezequiel Ausente
105 Reyes Hernández, Ivideliza Ausente
106 Reynoso Femat, Ma. de Lourdes Favor
107 Reynoso Sánchez, Alejandra Noemí Favor
108 Rico Jiménez, Martín Favor
109 Robles Medina, Guadalupe Eduardo Favor
110 Rodríguez Dávila, Alfredo Javier Ausente
111 Rodríguez Galarza, Wendy Guadalupe Favor
112 Rojo Montoya, Adolfo Favor
113 Romero León, Gloria Favor
114 Salazar Blanco, Iridia Favor
115 Salazar Sáenz, Francisco Javier Favor
116 Salazar Vázquez, Norma Leticia Favor
117 Saldaña Moran, Julio Favor
118 Sánchez Romero, Norma Favor
119 Santamaría Prieto, Fernando Favor
120 Seara Sierra, José Ignacio Favor
121 Suárez González, Laura Margarita Ausente
122 Téllez González, Ignacio Favor
123 Téllez Juárez, Bernardo Margarito Favor
124 Tolento Hernández, Sergio Favor
125 Torres Delgado, Enrique Favor
126 Torres Ibarrola, Agustín Favor
127 Torres Peimbert, María Marcela Favor
128 Torres Santos, Sergio Arturo Favor
129 Trejo Azuara, Enrique Octavio Favor
130 Trigueras Durón, Dora Evelyn Ausente
131 Ugalde Basaldua, María Sandra Ausente
132 Usabiaga Arroyo, Javier Bernardo Ausente
133 Valencia Vales, María Yolanda Favor
134 Valenzuela Cabrales, Guadalupe Ausente
135 Valls Esponda, Maricarmen Favor
136 Vega de Lamadrid, Francisco Arturo Favor
137 Velázquez y Llorente, Julián Francisco Favor
138 Vera Hernández, J. Guadalupe Favor
139 Vives Preciado, Tomasa Favor
140 Zetina Soto, Sixto Alfonso Favor

Favor: 104
Contra: 0
Abstención: 0
Quorum: 0
Ausentes: 37
Total: 141

PARTIDO DE LA REVOLUCION DEMOCRATICA

1 Acosta Naranjo, Guadalupe Ausente
2 Aguirre Herrera, Ángel Ausente
3 Anaya Mota, Claudia Edith Ausente
4 Barraza Chávez, Héctor Elías Favor
5 Bernardino Rojas, Martha Angélica Ausente
6 Burelo Burelo, César Francisco Favor
7 Carmona Cabrera, Bélgica Nabil Ausente
8 Castro Cosío, Víctor Manuel Ausente
9 Castro y Castro, Juventino Víctor Favor
10 Cruz Cruz, Juanita Arcelia Favor
11 Cruz Martínez, Marcos Carlos Ausente
12 Damián Peralta, Esthela Ausente
13 Díaz Juárez, Pavel Favor
14 Eguía Pérez, Luis Felipe Ausente
15 Encinas Rodríguez, Alejandro de Jesús Ausente
16 Espinosa Morales, Olga Luz Favor
17 García Avilés, Martín Ausente
18 García Coronado, Lizbeth Favor
19 García Gómez, Martha Elena Ausente
20 Gómez León, Ariel Favor
21 González Díaz, José Alfredo Favor
22 Guajardo Villarreal, Mary Telma Ausente
23 Guerrero Castillo, Agustín Favor
24 Gutiérrez Villanueva, Sergio Ernesto Ausente
25 Hernández Cruz, Luis Favor
26 Hernández Juárez, Francisco Favor
27 Hernández Rodríguez, Héctor Hugo Ausente
28 Herrera Chávez, Samuel Ausente
29 Herrera Soto, María Dina Favor
30 Incháustegui Romero, Teresa del Carmen Favor
31 Jaime Correa, José Luis Favor
32 Jiménez Fuentes, Ramón Favor
33 Jiménez López, Ramón Favor
34 Lara Lagunas, Rodolfo Favor
35 Leyva Hernández, Gerardo Ausente
36 Llerenas Morales, Vidal Favor
37 Lobato Ramírez, Ana Luz Ausente
38 López Hernández, Adán Augusto Favor
39 López Fernández, Juan Carlos Favor
40 López Paredes, Uriel Favor
41 Lozano Herrera, Ilich Augusto Favor
42 Madrigal Ceja, Israel Favor
43 Marín Díaz, Feliciano Rosendo Favor
44 Méndez Rangel, Avelino Favor
45 Mendoza Arellano, Eduardo Favor
46 Meza Castro, Francisco Armando Favor
47 Narro Céspedes, José Ausente
48 Navarro Aguilar, Filemón Favor
49 Nazares Jerónimo, Dolores de los Ángeles Favor
50 Norberto Sánchez, Nazario Favor
51 Ovalle Vaquera, Federico Ausente
52 Puppo Gastélum, Silvia Favor
53 Quezada Contreras, Leticia Favor
54 Ríos Piter, Armando Favor
55 Rodríguez Martell, Domingo Favor
56 Rosario Morales, Florentina Ausente
57 Salgado Vázquez, Rigoberto Favor
58 Santana Alfaro, Arturo Ausente
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59 Serrano Jiménez, Emilio Ausente
60 Toledo Gutiérrez, Mauricio Alonso Ausente
61 Torres Abarca, Obdulia Magdalena Ausente
62 Torres Robledo, José M. Ausente
63 Uranga Muñoz, Enoé Margarita Ausente
64 Valencia Barajas, José María Ausente
65 Vargas Cortez, Balfre Ausente
66 Vázquez Camacho, María Araceli Favor
67 Velázquez Esquivel, Emiliano Favor
68 Verver y Vargas Ramírez, Heladio Gerardo Ausente
69 Vizcaíno Silva, Indira Favor

Favor: 39
Contra: 0
Abstención: 0
Quorum: 0
Ausentes: 29
Total: 68

PARTIDO VERDE ECOLOGISTA DE MEXICO

1 Brindis Álvarez, María del Rosario Ausente
2 Carabias Icaza, Alejandro Favor
3 Cinta Martínez, Alberto Emiliano Favor
4 Corona Valdés, Lorena Favor
5 Cueva Sada, Guillermo Favor
6 Del Mazo Maza, Alejandro Favor
7 Escudero Morales, Pablo Favor
8 Ezeta Salcedo, Carlos Alberto Favor
9 Flores Ramírez, Juan Gerardo Favor
10 Guerra Abud, Juan José Favor
11 Herrera Martínez, Jorge Favor
12 Ledesma Romo, Eduardo Ausente
13 Moreno Terán, Carlos Samuel Ausente
14 Natale López, Juan Carlos Favor
15 Orozco Torres, Norma Leticia Ausente
16 Pacchiano Alaman, Rafael Favor
17 Pérezalonso González, Rodrigo Favor
18 Sáenz Vargas, Caritina Ausente
19 Salinas Sada, Ninfa Clara Ausente
20 Sarur Torre, Adriana Ausente
21 Vidal Aguilar, Liborio Ausente

Favor: 13
Contra: 0
Abstención: 0
Quorum: 0
Ausentes: 8
Total: 21

PARTIDO DEL TRABAJO

1 Cárdenas Gracia, Jaime Fernando Favor
2 Castillo Juárez, Laura Itzel Favor
3 Di Costanzo Armenta, Mario Alberto Ausente

4 Escobar García, Herón Agustín Favor
5 Espinosa Ramos, Francisco Amadeo Ausente
6 Fernández Noroña, José Gerardo Rodolfo Ausente
7 González Yáñez, Óscar Ausente
8 Ibarra Pedroza, Juan Enrique Ausente
9 Martínez Hernández, Ifigenia Martha Favor
10 Muñoz Ledo y Lazo de la Vega, Porfirio Alejandro Favor
11 Reyes Sahagún, Teresa Guadalupe Ausente
12 Ríos Vázquez, Alfonso Primitivo Ausente
13 Vázquez González, Pedro Favor

Favor: 6
Contra: 0
Abstención: 0
Quorum: 0
Ausentes: 7
Total: 13

PARTIDO NUEVA ALIANZA

1 Del Mazo Morales, Gerardo Favor
2 Kahwagi Macari, Jorge Antonio Ausente
3 Martínez Peña, Elsa María Favor
4 Meza Elizondo, José Favor
5 Pérez de Alva Blanco, Roberto Favor
6 Pinedo Alonso, Cora Cecilia Ausente
7 Torre Canales, María del Pilar Favor

Favor: 5
Contra: 0
Abstención: 0
Quorum: 0
Ausentes: 2
Total: 7

CONVERGENCIA

1 Álvarez Cisneros, Jaime Ausente
2 Arizmendi Campos, Laura Favor
3 Círigo Vasquez, Víctor Hugo Ausente
4 García Almaza, María Favor
5 Gertz Manero, Alejandro Favor
6 Jiménez León, Pedro Ausente
7 Ochoa Mejía, Ma. Teresa Rosaura Ausente
8 Piña Olmedo, Laura Favor

Favor: 4
Contra: 0
Abstención: 0
Quorum: 0
Ausentes: 4
Total: 8
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DIPUTADOS SIN PARTIDO

1 Vázquez Aguilar, Jaime Arturo Favor

Favor: 1
Contra: 0
Abstención: 0
Quorum: 0
Ausentes: 0
Total: 1
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PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL

1 Acosta Gutiérrez, Manuel Ignacio Maloro Ausente
2 Agüero Tovar, José Manuel Favor
3 Aguilar Góngora, Efraín Ernesto Ausente
4 Aguilar González, José Óscar Favor
5 Aguirre Maldonado, María de Jesús Favor
6 Aguirre Romero, Andrés Favor
7 Ahued Bardahuil, Ricardo Favor
8 Albarrán Mendoza, Esteban Favor
9 Albores Gleason, Roberto Armando Ausente
10 Alvarado Arroyo, Fermín Gerardo Favor
11 Álvarez Martínez, José Luis Favor
12 Álvarez Santamaría, Miguel Favor
13 Ambrosio Cipriano, Heriberto Favor
14 Arana Arana, Jorge Ausente
15 Avila Nevárez, Pedro Favor
16 Aysa Bernat, José Antonio Favor
17 Báez Pinal, Armando Jesús Favor
18 Bailey Elizondo, Eduardo Alonso Favor
19 Bautista Concepción, Sabino Favor
20 Bellizia Aboaf, Nicolás Carlos Favor
21 Benítez Lucho, Antonio Favor
22 Benítez Treviño, Víctor Humberto Favor
23 Bojórquez Gutiérrez, Rolando Ausente
24 Borja Texocotitla, Felipe Favor
25 Cadena Morales, Manuel Favor
26 Callejas Arroyo, Juan Nicolás Favor
27 Campos Villegas, Luis Carlos Favor
28 Cano Ricaud, Alejandro Favor
29 Cano Vélez, Jesús Alberto Favor
30 Caro Cabrera, Salvador Favor
31 Casique Vences, Guillermina Favor
32 Castillo Ruz, Martín Enrique Ausente
33 Castro Ríos, Sofía Favor
34 Ceballos Llerenas, Hilda Ausente
35 Cerda Pérez, Rogelio Favor
36 Cervera Hernández, Felipe Ausente
37 Chirinos del Ángel, Patricio Favor
38 Chuayffet Chemor, Emilio Favor
39 Clariond Reyes Retana, Benjamín Favor
40 Concha Arellano, Elpidio Desiderio Favor
41 Contreras García, Germán Ausente
42 Córdova Hernández, José del Pilar Favor
43 Corona Rivera, Armando Favor
44 Cota Jiménez, Manuel Humberto Ausente
45 Cruz Mendoza, Carlos Favor
46 David David, Sami Favor
47 De Esesarte Pesqueira, Manuel Esteban Favor
48 De la Fuente Dagdug, María Estela Ausente
49 De la Torre Valdez, Yolanda Ausente

50 De Lucas Hopkins, Ernesto Favor
51 Díaz Brown Ramsburgh, Rogelio Manuel Favor
52 Díaz Escárraga, Heliodoro Carlos Favor
53 Díaz Salazar, María Cristina Favor
54 Domínguez Arvizu, María Hilaria Favor
55 Domínguez Rex, Raúl Favor
56 Durán Rico, Ana Estela Ausente
57 Enríquez Fuentes, Jesús Ricardo Ausente
58 Enríquez Hernández, Felipe Favor
59 Espino Arévalo, Fernando Favor
60 Fayad Meneses, Omar Favor
61 Fernández Aguirre, Héctor Favor
62 Fernández Martínez, Silvia Favor
63 Ferreyra Olivares, Fernando Favor
64 Flores Castañeda, Jaime Favor
65 Flores Espinosa, Felipe Amadeo Favor
66 Flores Morales, Víctor Félix Favor
67 Flores Rico, Carlos Ausente
68 Franco López, Héctor Ausente
69 Franco Vargas, Jorge Fernando Ausente
70 Galicia Avila, Víctor Manuel Anastasio Favor
71 Gallegos Soto, Margarita Favor
72 García Ayala, Marco Antonio Favor
73 García Barrón, Óscar Ausente
74 García Corpus, Teófilo Manuel Favor
75 García Dávila, Laura Felícitas Ausente
76 García Granados, Miguel Ángel Ausente
77 García Silva, Luis Ausente
78 Garza Flores, Noé Fernando Favor
79 Gastélum Bajo, Diva Hadamira Ausente
80 Gil Ortiz, Francisco Javier Martín Favor
81 Gómez Caro, Clara Favor
82 González Cuevas, Isaías Ausente
83 González Díaz, Joel Favor
84 González Ilescas, Jorge Venustiano Favor
85 González Morales, José Alberto Favor
86 González Soto, Diana Favor
87 González Tostado, Janet Graciela Ausente
88 Guajardo Villarreal, Ildefonso Ausente
89 Guerra Castillo, Marcela Ausente
90 Guerrero Coronado, Delia Favor
91 Guevara Cobos, Luis Alejandro Favor
92 Guevara Ramírez, Héctor Favor
93 Guillén Padilla, Olivia Favor
94 Guillén Vicente, Mercedes del Carmen Favor
95 Gutiérrez de la Torre, Cuauhtémoc Favor
96 Hernández García, Elvia Favor
97 Hernández Hernández, Jorge Favor
98 Hernández Olmos, Paula Angélica Ausente
99 Hernández Pérez, David Favor
100 Hernández Silva, Héctor Favor
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101 Hernández Vallín, David Favor
102 Herrera Jiménez, Francisco Favor
103 Hinojosa Ochoa, Baltazar Manuel Favor
104 Hurtado Vallejo, Susana Ausente
105 Ibarra Piña, Inocencio Favor
106 Irízar López, Aarón Favor
107 Izaguirre Francos, María del Carmen Favor
108 Jiménez Concha, Juan Pablo Favor
109 Jiménez Hernández, Blanca Estela Ausente
110 Jiménez Merino, Francisco Alberto Favor
111 Joaquín González, Carlos Manuel Ausente
112 Juraidini Rumilla, Jorge Alberto Favor
113 Kidnie de la Cruz, Víctor Manuel Ausente
114 Kuri Grajales, Fidel Favor
115 Lagos Galindo, Silvio Favor
116 Lara Aréchiga, Óscar Javier Ausente
117 Lara Salazar, Óscar Favor
118 Lastiri Quirós, Juan Carlos Favor
119 Ledesma Magaña, Israel Reyes Favor
120 León Perea, José Luis Marcos Favor
121 Lepe Lepe, Humberto Favor
122 Lerdo de Tejada Covarrubias, Sebastián Favor
123 Levin Coppel, Óscar Guillermo Favor
124 Liborio Arrazola, Margarita Favor
125 Lobato García, Sergio Favor
126 López Aguilar, Cruz Favor
127 López Loyo, María Elena Perla Favor
128 López Pescador, José Ricardo Favor
129 López Portillo Basave, Jorge Humberto Ausente
130 Lugo Oñate, Alfredo Francisco Ausente
131 Luna Munguía, Miguel Ángel Favor
132 Mancilla Zayas, Sergio Ausente
133 Marín Torres, Julieta Octavia Favor
134 Mariscales Delgadillo, Onésimo Ausente
135 Márquez Lizalde, Manuel Guillermo Favor
136 Martel López, José Ramón Ausente
137 Martínez Armengol, Luis Antonio Favor
138 Martínez González, Hugo Héctor Favor
139 Massieu Fernández, Andrés Favor
140 Mazari Espín, Rosalina Favor
141 Medina Ramírez, Tereso Favor
142 Mejía de la Merced, Genaro Favor
143 Melhem Salinas, Edgardo Favor
144 Méndez Hernández, Sandra Favor
145 Mendoza Kaplan, Emilio Andrés Favor
146 Merlo Talavera, María Isabel Favor
147 Miranda Herrera, Nely Edith Ausente
148 Monroy Estrada, Amador Favor
149 Montes Cavazos, Fermín Favor
150 Morales Martínez, Fernando Ausente
151 Moreno Arcos, Mario Favor
152 Moreno Merino, Francisco Alejandro Ausente
153 Nadal Riquelme, Daniela Ausente
154 Navarrete Prida, Jesús Alfonso Favor
155 Nazar Morales, Julián Ausente
156 Neyra Chávez, Armando Ausente
157 Ochoa Millán, Maurilio Favor
158 Orantes López, Hernán de Jesús Ausente
159 Pacheco Castro, Carlos Oznerol Ausente
160 Padilla López, José Trinidad Ausente

161 Paredes Rangel, Beatriz Elena Favor
162 Pedraza Olguín, Héctor Favor
163 Pedroza Jiménez, Héctor Favor
164 Penchyna Grub, David Favor
165 Pérez Domínguez, Guadalupe Favor
166 Pérez Magaña, Eviel Favor
167 Pérez Santos, María Isabel Ausente
168 Pichardo Lechuga, José Ignacio Ausente
169 Pompa Corella, Miguel Ernesto Favor
170 Quiñones Cornejo, María de la Paz Ausente
171 Quiroz Cruz, Sergio Lorenzo Favor
172 Rábago Castillo, José Francisco Favor
173 Ramírez Marín, Jorge Carlos Ausente
174 Ramírez Pineda, Narcedalia Favor
175 Ramírez Puga Leyva, Héctor Pablo Favor
176 Ramos Montaño, Francisco Favor
177 Rebollo Mendoza, Ricardo Armando Favor
178 Rebollo Vivero, Roberto Ausente
179 Reina Liceaga, Rodrigo Favor
180 Rivera de la Torre, Reginaldo Favor
181 Robles Colín, Leticia Favor
182 Robles Morales, Adela Favor
183 Rodarte Ayala, Josefina Favor
184 Rodríguez Cisneros, Omar Favor
185 Rodríguez Hernández, Jesús María Ausente
186 Rodríguez González, Rafael Favor
187 Rodríguez Sosa, Luis Félix Ausente
188 Rojas Gutiérrez, Francisco José Favor
189 Rojas San Román, Francisco Lauro Favor
190 Rojo García de Alba, Jorge Ausente
191 Romero Romero, Jorge Favor
192 Rosas González, Oscar Román Ausente
193 Rosas Ramírez, Enrique Salomón Ausente
194 Rubí Salazar, José Adán Ignacio Ausente
195 Rubio Barthell, Eric Luis Ausente
196 Ruiz de Teresa, Guillermo Raúl Ausente
197 Ruiz Massieu Salinas, Claudia Ausente
198 Saldaña del Moral, Fausto Sergio Favor
199 Salgado Romero, Cuauhtémoc Favor
200 Sánchez de la Fuente, Melchor Ausente
201 Sánchez Gálvez, Ricardo Favor
202 Sánchez García, Gerardo Ausente
203 Sánchez Guevara, David Ricardo Favor
204 Sánchez Vélez, Jaime Favor
205 Santiago Ramírez, César Augusto Ausente
206 Saracho Navarro, Francisco Favor
207 Scherman Leaño, María Esther de Jesús Favor
208 Serrano Hernández, Maricela Favor
209 Silva Chacón, Víctor Roberto Favor
210 Solís Acero, Felipe Favor
211 Soria Morales, Blanca Juana Favor
212 Soto Martínez, Leobardo Favor
213 Soto Oseguera, José Luis Favor
214 Terán Velázquez, María Esther Ausente
215 Terrazas Porras, Adriana Ausente
216 Terrón Mendoza, Miguel Ángel Ausente
217 Torres Huitrón, José Alfredo Favor
218 Trujillo Zentella, Georgina Favor
219 Urzua Rivera, Ricardo Ausente
220 Valdés Huezo, Josué Cirino Ausente
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221 Vázquez Góngora, Alejandro Canek Ausente
222 Vázquez Pérez, Noé Martín Favor
223 Velasco Lino, José Luis Ausente
224 Velasco Monroy, Héctor Eduardo Favor
225 Vieyra Alamilla, Marcela Favor
226 Viggiano Austria, Alma Carolina Favor
227 Villanueva de la Luz, Moíses Ausente
228 Villegas Arreola, Alfredo Favor
229 Yáñez Montaño, J. Eduardo Favor
230 Yerena Zambrano, Rafael Favor
231 Yglesias Arreola, José Antonio Favor
232 Yúnes Zorrilla, José Francisco Favor
233 Zamora Cabrera, Cristabell Ausente
234 Zamora Jiménez, Arturo Favor
235 Zamora Villalva, Alicia Elizabeth Favor
236 Zapata Bello, Rolando Rodrigo Ausente
237 Zapata Lucero, Ana Georgina Ausente
238 Zarzosa Sánchez, Eduardo Ausente
239 Zubia Rivera, Rolando Ausente

Favor: 163
Contra: 0
Abstención: 0
Quorum: 0
Ausentes: 76
Total: 239

PARTIDO ACCION NACIONAL

1 Aguilar Armendáriz, Velia Idalia Ausente
2 Agúndiz Pérez, Laura Viviana Favor
3 Arámbula López, José Antonio Favor
4 Arce Paniagua, Óscar Martín Favor
5 Arellano Rodríguez, Rubén Favor
6 Arévalo Sosa, Cecilia Soledad Favor
7 Arriaga Rojas, Justino Eugenio Ausente
8 Ávila Ruíz, Daniel Gabriel Favor
9 Bahena Flores, Alejandro Favor
10 Balderas Vaquera, Víctor Alejandro Favor
11 Becerra Pocoroba, Mario Alberto Favor
12 Bello Otero, Carlos Ausente
13 Bermúdez Méndez, José Erandi Favor
14 Camacho Pedrero, Mirna Lucrecia Ausente
15 Cantú Rodríguez, Felipe de Jesús Ausente
16 Castellanos Flores, Gumercindo Ausente
17 Castellanos Ramírez, Julio Favor
18 Castilla Marroquín, Agustín Carlos Favor
19 Castillo Andrade, Oscar Saúl Favor
20 Clouthier Carrillo, Manuel Jesús Favor
21 Corral Jurado, Javier Ausente
22 Cortázar Ramos, Ovidio Favor
23 Cortés León, Yulenny Guylaine Ausente
24 Cortez Mendoza, Jesús Gerardo Favor
25 Cuadra García, Raúl Gerardo Favor
26 Cuevas Barrón, Gabriela Favor
27 Cuevas García, Juan José Favor
28 De los Cobos Silva, José Gerardo Ausente
29 Del Río Sánchez, María Dolores Favor

30 Díaz de Rivera Hernández, Augusta Valentina Favor
31 Díaz Lizama, Rosa Adriana Favor
32 Escobar Martínez, Juan Pablo Favor
33 Esquer Gutiérrez, Alberto Favor
34 Estrada Rodríguez, Laura Elena Ausente
35 Fuentes Cortés, Adriana Favor
36 Gallegos Camarena, Lucila del Carmen Favor
37 Gama Dufour, Sergio Favor
38 García Bringas, Leandro Rafael Ausente
39 García Portillo, Arturo Favor
40 Germán Olivares, Sergio Octavio Favor
41 Giles Sánchez, Jesús Ausente
42 González Hernández, Gustavo Favor
43 González Hernández, Sergio Favor
44 González Madruga, César Daniel Ausente
45 González Ulloa, Nancy Favor
46 Guillén Medina, Leonardo Arturo Favor
47 Gutiérrez Cortina, Paz Ausente
48 Gutiérrez Fragoso, Valdemar Ausente
49 Gutiérrez Ramírez, Tomás Ausente
50 Guzmán Lozano, María del Carmen Favor
51 Herrera Rivera, Bonifacio Favor
52 Hinojosa Céspedes, Adriana de Lourdes Favor
53 Hinojosa Pérez, José Manuel Ausente
54 Hurtado Leija, Gregorio Favor
55 Iñiguez Gámez, José Luis Favor
56 Landero Gutiérrez, José Francisco Javier Favor
57 López Hernández, Oralia Favor
58 López Rabadán, Kenia Favor
59 Lugo Martínez, Ruth Esperanza Favor
60 Luken Garza, Gastón Favor
61 Luna Ruiz, Gloria Trinidad Favor
62 Madrigal Díaz, César Octavio Ausente
63 Mancillas Amador, César Ausente
64 Márquez Zapata, Nelly del Carmen Favor
65 Marroquín Toledo, José Manuel Favor
66 Martín López, Miguel Favor
67 Martínez Martínez, Carlos Ausente
68 Martínez Montemayor, Baltazar Favor
69 Martínez Peñaloza, Miguel Favor
70 Meillón Johnston, Carlos Luis Favor
71 Méndez Herrera, Alba Leonila Favor
72 Mendoza Díaz, Sonia Favor
73 Mendoza Sánchez, María de Jesús Favor
74 Mercado Sánchez, Luis Enrique Ausente
75 Merino Loo, Ramón Favor
76 Monge Villalobos, Silvia Isabel Ausente
77 Montalvo López, Yolanda del Carmen Ausente
78 Morán Sánchez, Leoncio Alfonso Favor
79 Nava Vázquez, José César Favor
80 Novoa Mossberger, María Joann Ausente
81 Oliva Ramírez, Jaime Favor
82 Orduño Valdez, Francisco Javier Ausente
83 Orozco, Rosi Favor
84 Ortega Joaquín, Gustavo Antonio Miguel Favor
85 Osuna Millán, Miguel Antonio Ausente
86 Ovando Patrón, José Luis Favor
87 Paredes Árciga, Ana Elia Ausente
88 Parra Becerra, María Felícitas Favor
89 Pedroza Gaitán, César Octavio Ausente
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90 Peralta Rivas, Pedro Favor
91 Pérez Ceballos, Silvia Esther Favor
92 Pérez Cuevas, Carlos Alberto Ausente
93 Pérez de Tejada Romero, María Elena Ausente
94 Pérez Esquer, Marcos Favor
95 Pérez Reyes, María Antonieta Ausente
96 Quezada Naranjo, Benigno Favor
97 Quintana Padilla, Aranzazú Favor
98 Ramírez Acuña, Francisco Javier Favor
99 Ramírez Bucio, Arturo Favor
100 Ramírez Puente, Camilo Favor
101 Ramírez Rangel, Jesús Favor
102 Ramos Cárdenas, Liev Vladimir Ausente
103 Rangel Vargas, Felipe de Jesús Favor
104 Rétiz Gutiérrez, Ezequiel Ausente
105 Reyes Hernández, Ivideliza Ausente
106 Reynoso Femat, Ma. de Lourdes Favor
107 Reynoso Sánchez, Alejandra Noemí Favor
108 Rico Jiménez, Martín Favor
109 Robles Medina, Guadalupe Eduardo Favor
110 Rodríguez Dávila, Alfredo Javier Ausente
111 Rodríguez Galarza, Wendy Guadalupe Favor
112 Rojo Montoya, Adolfo Favor
113 Romero León, Gloria Favor
114 Salazar Blanco, Iridia Ausente
115 Salazar Sáenz, Francisco Javier Favor
116 Salazar Vázquez, Norma Leticia Favor
117 Saldaña Moran, Julio Favor
118 Sánchez Romero, Norma Ausente
119 Santamaría Prieto, Fernando Favor
120 Seara Sierra, José Ignacio Favor
121 Suárez González, Laura Margarita Ausente
122 Téllez González, Ignacio Favor
123 Téllez Juárez, Bernardo Margarito Favor
124 Tolento Hernández, Sergio Favor
125 Torres Delgado, Enrique Favor
126 Torres Ibarrola, Agustín Favor
127 Torres Peimbert, María Marcela Favor
128 Torres Santos, Sergio Arturo Ausente
129 Trejo Azuara, Enrique Octavio Favor
130 Trigueras Durón, Dora Evelyn Ausente
131 Ugalde Basaldua, María Sandra Ausente
132 Usabiaga Arroyo, Javier Bernardo Favor
133 Valencia Vales, María Yolanda Favor
134 Valenzuela Cabrales, Guadalupe Ausente
135 Valls Esponda, Maricarmen Favor
136 Vega de Lamadrid, Francisco Arturo Favor
137 Velázquez y Llorente, Julián Francisco Favor
138 Vera Hernández, J. Guadalupe Favor
139 Vives Preciado, Tomasa Favor
140 Zetina Soto, Sixto Alfonso Favor

Favor: 98
Contra: 0
Abstención: 0
Quorum: 0
Ausentes: 43
Total: 141

PARTIDO DE LA REVOLUCION DEMOCRATICA

1 Acosta Naranjo, Guadalupe Ausente
2 Aguirre Herrera, Ángel Ausente
3 Anaya Mota, Claudia Edith Ausente
4 Barraza Chávez, Héctor Elías Ausente
5 Bernardino Rojas, Martha Angélica Ausente
6 Burelo Burelo, César Francisco Ausente
7 Carmona Cabrera, Bélgica Nabil Ausente
8 Castro Cosío, Víctor Manuel Ausente
9 Castro y Castro, Juventino Víctor Favor
10 Cruz Cruz, Juanita Arcelia Favor
11 Cruz Martínez, Marcos Carlos Ausente
12 Damián Peralta, Esthela Ausente
13 Díaz Juárez, Pavel Favor
14 Eguía Pérez, Luis Felipe Ausente
15 Encinas Rodríguez, Alejandro de Jesús Ausente
16 Espinosa Morales, Olga Luz Favor
17 García Avilés, Martín Ausente
18 García Coronado, Lizbeth Ausente
19 García Gómez, Martha Elena Ausente
20 Gómez León, Ariel Favor
21 González Díaz, José Alfredo Ausente
22 Guajardo Villarreal, Mary Telma Ausente
23 Guerrero Castillo, Agustín Ausente
24 Gutiérrez Villanueva, Sergio Ernesto Ausente
25 Hernández Cruz, Luis Favor
26 Hernández Juárez, Francisco Favor
27 Hernández Rodríguez, Héctor Hugo Ausente
28 Herrera Chávez, Samuel Ausente
29 Herrera Soto, María Dina Favor
30 Incháustegui Romero, Teresa del Carmen Ausente
31 Jaime Correa, José Luis Favor
32 Jiménez Fuentes, Ramón Ausente
33 Jiménez López, Ramón Favor
34 Lara Lagunas, Rodolfo Favor
35 Leyva Hernández, Gerardo Ausente
36 Llerenas Morales, Vidal Ausente
37 Lobato Ramírez, Ana Luz Ausente
38 López Hernández, Adán Augusto Favor
39 López Fernández, Juan Carlos Favor
40 López Paredes, Uriel Favor
41 Lozano Herrera, Ilich Augusto Ausente
42 Madrigal Ceja, Israel Favor
43 Marín Díaz, Feliciano Rosendo Quorum
44 Méndez Rangel, Avelino Favor
45 Mendoza Arellano, Eduardo Favor
46 Meza Castro, Francisco Armando Favor
47 Narro Céspedes, José Ausente
48 Navarro Aguilar, Filemón Ausente
49 Nazares Jerónimo, Dolores de los Ángeles Favor
50 Norberto Sánchez, Nazario Ausente
51 Ovalle Vaquera, Federico Ausente
52 Puppo Gastélum, Silvia Favor
53 Quezada Contreras, Leticia Ausente
54 Ríos Piter, Armando Ausente
55 Rodríguez Martell, Domingo Favor
56 Rosario Morales, Florentina Ausente
57 Salgado Vázquez, Rigoberto Ausente
58 Santana Alfaro, Arturo Favor
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59 Serrano Jiménez, Emilio Ausente
60 Toledo Gutiérrez, Mauricio Alonso Ausente
61 Torres Abarca, Obdulia Magdalena Ausente
62 Torres Robledo, José M. Ausente
63 Uranga Muñoz, Enoé Margarita Ausente
64 Valencia Barajas, José María Ausente
65 Vargas Cortez, Balfre Ausente
66 Vázquez Camacho, María Araceli Favor
67 Velázquez Esquivel, Emiliano Ausente
68 Verver y Vargas Ramírez, Heladio Gerardo Ausente
69 Vizcaíno Silva, Indira Favor

Favor: 24
Contra: 0
Abstención: 0
Quorum: 1
Ausentes: 43
Total: 68

PARTIDO VERDE ECOLOGISTA DE MEXICO

1 Brindis Álvarez, María del Rosario Ausente
2 Carabias Icaza, Alejandro Favor
3 Cinta Martínez, Alberto Emiliano Favor
4 Corona Valdés, Lorena Favor
5 Cueva Sada, Guillermo Favor
6 Del Mazo Maza, Alejandro Favor
7 Escudero Morales, Pablo Favor
8 Ezeta Salcedo, Carlos Alberto Ausente
9 Flores Ramírez, Juan Gerardo Favor
10 Guerra Abud, Juan José Favor
11 Herrera Martínez, Jorge Favor
12 Ledesma Romo, Eduardo Ausente
13 Moreno Terán, Carlos Samuel Ausente
14 Natale López, Juan Carlos Favor
15 Orozco Torres, Norma Leticia Ausente
16 Pacchiano Alaman, Rafael Favor
17 Pérezalonso González, Rodrigo Favor
18 Sáenz Vargas, Caritina Ausente
19 Salinas Sada, Ninfa Clara Ausente
20 Sarur Torre, Adriana Ausente
21 Vidal Aguilar, Liborio Ausente

Favor: 12
Contra: 0
Abstención: 0
Quorum: 0
Ausentes: 9
Total: 21

PARTIDO DEL TRABAJO

1 Cárdenas Gracia, Jaime Fernando Favor
2 Castillo Juárez, Laura Itzel Ausente
3 Di Costanzo Armenta, Mario Alberto Ausente

4 Escobar García, Herón Agustín Favor
5 Espinosa Ramos, Francisco Amadeo Ausente
6 Fernández Noroña, José Gerardo Rodolfo Ausente
7 González Yáñez, Óscar Ausente
8 Ibarra Pedroza, Juan Enrique Ausente
9 Martínez Hernández, Ifigenia Martha Favor
10 Muñoz Ledo y Lazo de la Vega, Porfirio Alejandro Favor
11 Reyes Sahagún, Teresa Guadalupe Ausente
12 Ríos Vázquez, Alfonso Primitivo Ausente
13 Vázquez González, Pedro Favor

Favor: 5
Contra: 0
Abstención: 0
Quorum: 0
Ausentes: 8
Total: 13

PARTIDO NUEVA ALIANZA

1 Del Mazo Morales, Gerardo Favor
2 Kahwagi Macari, Jorge Antonio Ausente
3 Martínez Peña, Elsa María Favor
4 Meza Elizondo, José Favor
5 Pérez de Alva Blanco, Roberto Favor
6 Pinedo Alonso, Cora Cecilia Ausente
7 Torre Canales, María del Pilar Favor

Favor: 5
Contra: 0
Abstención: 0
Quorum: 0
Ausentes: 2
Total: 7

CONVERGENCIA

1 Álvarez Cisneros, Jaime Ausente
2 Arizmendi Campos, Laura Favor
3 Círigo Vasquez, Víctor Hugo Ausente
4 García Almaza, María Favor
5 Gertz Manero, Alejandro Ausente
6 Jiménez León, Pedro Favor
7 Ochoa Mejía, Ma. Teresa Rosaura Ausente
8 Piña Olmedo, Laura Favor

Favor: 4
Contra: 0
Abstención: 0
Quorum: 0
Ausentes: 4
Total: 8
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DIPUTADOS SIN PARTIDO

1 Vázquez Aguilar, Jaime Arturo Favor

Favor: 1
Contra: 0
Abstención: 0
Quorum: 0
Ausentes: 0
Total: 1
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PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL

1 Acosta Gutiérrez, Manuel Ignacio Maloro Favor
2 Agüero Tovar, José Manuel Favor
3 Aguilar Góngora, Efraín Ernesto Ausente
4 Aguilar González, José Óscar Favor
5 Aguirre Maldonado, María de Jesús Favor
6 Aguirre Romero, Andrés Favor
7 Ahued Bardahuil, Ricardo Favor
8 Albarrán Mendoza, Esteban Favor
9 Albores Gleason, Roberto Armando Ausente
10 Alvarado Arroyo, Fermín Gerardo Favor
11 Álvarez Martínez, José Luis Favor
12 Álvarez Santamaría, Miguel Favor
13 Ambrosio Cipriano, Heriberto Favor
14 Arana Arana, Jorge Ausente
15 Avila Nevárez, Pedro Favor
16 Aysa Bernat, José Antonio Favor
17 Báez Pinal, Armando Jesús Favor
18 Bailey Elizondo, Eduardo Alonso Favor
19 Bautista Concepción, Sabino Favor
20 Bellizia Aboaf, Nicolás Carlos Favor
21 Benítez Lucho, Antonio Favor
22 Benítez Treviño, Víctor Humberto Favor
23 Bojórquez Gutiérrez, Rolando Ausente
24 Borja Texocotitla, Felipe Favor
25 Cadena Morales, Manuel Favor
26 Callejas Arroyo, Juan Nicolás Favor
27 Campos Villegas, Luis Carlos Favor
28 Cano Ricaud, Alejandro Favor
29 Cano Vélez, Jesús Alberto Favor
30 Caro Cabrera, Salvador Favor
31 Casique Vences, Guillermina Favor
32 Castillo Ruz, Martín Enrique Ausente
33 Castro Ríos, Sofía Favor
34 Ceballos Llerenas, Hilda Ausente
35 Cerda Pérez, Rogelio Favor
36 Cervera Hernández, Felipe Ausente
37 Chirinos del Ángel, Patricio Favor
38 Chuayffet Chemor, Emilio Favor
39 Clariond Reyes Retana, Benjamín Favor
40 Concha Arellano, Elpidio Desiderio Favor
41 Contreras García, Germán Ausente
42 Córdova Hernández, José del Pilar Favor
43 Corona Rivera, Armando Favor
44 Cota Jiménez, Manuel Humberto Ausente
45 Cruz Mendoza, Carlos Favor
46 David David, Sami Favor
47 De Esesarte Pesqueira, Manuel Esteban Favor
48 De la Fuente Dagdug, María Estela Ausente
49 De la Torre Valdez, Yolanda Ausente

50 De Lucas Hopkins, Ernesto Ausente
51 Díaz Brown Ramsburgh, Rogelio Manuel Ausente
52 Díaz Escárraga, Heliodoro Carlos Favor
53 Díaz Salazar, María Cristina Favor
54 Domínguez Arvizu, María Hilaria Favor
55 Domínguez Rex, Raúl Favor
56 Durán Rico, Ana Estela Ausente
57 Enríquez Fuentes, Jesús Ricardo Ausente
58 Enríquez Hernández, Felipe Favor
59 Espino Arévalo, Fernando Favor
60 Fayad Meneses, Omar Favor
61 Fernández Aguirre, Héctor Favor
62 Fernández Martínez, Silvia Favor
63 Ferreyra Olivares, Fernando Favor
64 Flores Castañeda, Jaime Favor
65 Flores Espinosa, Felipe Amadeo Favor
66 Flores Morales, Víctor Félix Favor
67 Flores Rico, Carlos Ausente
68 Franco López, Héctor Favor
69 Franco Vargas, Jorge Fernando Ausente
70 Galicia Avila, Víctor Manuel Anastasio Favor
71 Gallegos Soto, Margarita Favor
72 García Ayala, Marco Antonio Favor
73 García Barrón, Óscar Ausente
74 García Corpus, Teófilo Manuel Favor
75 García Dávila, Laura Felícitas Ausente
76 García Granados, Miguel Ángel Ausente
77 García Silva, Luis Ausente
78 Garza Flores, Noé Fernando Favor
79 Gastélum Bajo, Diva Hadamira Ausente
80 Gil Ortiz, Francisco Javier Martín Favor
81 Gómez Caro, Clara Favor
82 González Cuevas, Isaías Ausente
83 González Díaz, Joel Favor
84 González Ilescas, Jorge Venustiano Favor
85 González Morales, José Alberto Favor
86 González Soto, Diana Ausente
87 González Tostado, Janet Graciela Ausente
88 Guajardo Villarreal, Ildefonso Ausente
89 Guerra Castillo, Marcela Ausente
90 Guerrero Coronado, Delia Favor
91 Guevara Cobos, Luis Alejandro Favor
92 Guevara Ramírez, Héctor Favor
93 Guillén Padilla, Olivia Favor
94 Guillén Vicente, Mercedes del Carmen Favor
95 Gutiérrez de la Torre, Cuauhtémoc Favor
96 Hernández García, Elvia Favor
97 Hernández Hernández, Jorge Favor
98 Hernández Olmos, Paula Angélica Favor
99 Hernández Pérez, David Favor
100 Hernández Silva, Héctor Ausente
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101 Hernández Vallín, David Favor
102 Herrera Jiménez, Francisco Favor
103 Hinojosa Ochoa, Baltazar Manuel Favor
104 Hurtado Vallejo, Susana Ausente
105 Ibarra Piña, Inocencio Ausente
106 Irízar López, Aarón Favor
107 Izaguirre Francos, María del Carmen Favor
108 Jiménez Concha, Juan Pablo Favor
109 Jiménez Hernández, Blanca Estela Ausente
110 Jiménez Merino, Francisco Alberto Favor
111 Joaquín González, Carlos Manuel Ausente
112 Juraidini Rumilla, Jorge Alberto Favor
113 Kidnie de la Cruz, Víctor Manuel Ausente
114 Kuri Grajales, Fidel Favor
115 Lagos Galindo, Silvio Favor
116 Lara Aréchiga, Óscar Javier Ausente
117 Lara Salazar, Óscar Favor
118 Lastiri Quirós, Juan Carlos Favor
119 Ledesma Magaña, Israel Reyes Favor
120 León Perea, José Luis Marcos Ausente
121 Lepe Lepe, Humberto Favor
122 Lerdo de Tejada Covarrubias, Sebastián Favor
123 Levin Coppel, Óscar Guillermo Favor
124 Liborio Arrazola, Margarita Ausente
125 Lobato García, Sergio Favor
126 López Aguilar, Cruz Favor
127 López Loyo, María Elena Perla Favor
128 López Pescador, José Ricardo Favor
129 López Portillo Basave, Jorge Humberto Ausente
130 Lugo Oñate, Alfredo Francisco Favor
131 Luna Munguía, Miguel Ángel Favor
132 Mancilla Zayas, Sergio Favor
133 Marín Torres, Julieta Octavia Favor
134 Mariscales Delgadillo, Onésimo Ausente
135 Márquez Lizalde, Manuel Guillermo Favor
136 Martel López, José Ramón Favor
137 Martínez Armengol, Luis Antonio Favor
138 Martínez González, Hugo Héctor Favor
139 Massieu Fernández, Andrés Favor
140 Mazari Espín, Rosalina Favor
141 Medina Ramírez, Tereso Favor
142 Mejía de la Merced, Genaro Favor
143 Melhem Salinas, Edgardo Favor
144 Méndez Hernández, Sandra Favor
145 Mendoza Kaplan, Emilio Andrés Favor
146 Merlo Talavera, María Isabel Favor
147 Miranda Herrera, Nely Edith Ausente
148 Monroy Estrada, Amador Favor
149 Montes Cavazos, Fermín Favor
150 Morales Martínez, Fernando Ausente
151 Moreno Arcos, Mario Favor
152 Moreno Merino, Francisco Alejandro Ausente
153 Nadal Riquelme, Daniela Ausente
154 Navarrete Prida, Jesús Alfonso Favor
155 Nazar Morales, Julián Ausente
156 Neyra Chávez, Armando Ausente
157 Ochoa Millán, Maurilio Favor
158 Orantes López, Hernán de Jesús Ausente
159 Pacheco Castro, Carlos Oznerol Ausente
160 Padilla López, José Trinidad Ausente

161 Paredes Rangel, Beatriz Elena Favor
162 Pedraza Olguín, Héctor Favor
163 Pedroza Jiménez, Héctor Favor
164 Penchyna Grub, David Favor
165 Pérez Domínguez, Guadalupe Favor
166 Pérez Magaña, Eviel Favor
167 Pérez Santos, María Isabel Ausente
168 Pichardo Lechuga, José Ignacio Ausente
169 Pompa Corella, Miguel Ernesto Favor
170 Quiñones Cornejo, María de la Paz Ausente
171 Quiroz Cruz, Sergio Lorenzo Favor
172 Rábago Castillo, José Francisco Favor
173 Ramírez Marín, Jorge Carlos Ausente
174 Ramírez Pineda, Narcedalia Favor
175 Ramírez Puga Leyva, Héctor Pablo Favor
176 Ramos Montaño, Francisco Favor
177 Rebollo Mendoza, Ricardo Armando Favor
178 Rebollo Vivero, Roberto Favor
179 Reina Liceaga, Rodrigo Favor
180 Rivera de la Torre, Reginaldo Favor
181 Robles Colín, Leticia Favor
182 Robles Morales, Adela Favor
183 Rodarte Ayala, Josefina Favor
184 Rodríguez Cisneros, Omar Favor
185 Rodríguez Hernández, Jesús María Ausente
186 Rodríguez González, Rafael Favor
187 Rodríguez Sosa, Luis Félix Ausente
188 Rojas Gutiérrez, Francisco José Ausente
189 Rojas San Román, Francisco Lauro Favor
190 Rojo García de Alba, Jorge Favor
191 Romero Romero, Jorge Favor
192 Rosas González, Oscar Román Ausente
193 Rosas Ramírez, Enrique Salomón Ausente
194 Rubí Salazar, José Adán Ignacio Favor
195 Rubio Barthell, Eric Luis Favor
196 Ruiz de Teresa, Guillermo Raúl Ausente
197 Ruiz Massieu Salinas, Claudia Ausente
198 Saldaña del Moral, Fausto Sergio Favor
199 Salgado Romero, Cuauhtémoc Favor
200 Sánchez de la Fuente, Melchor Ausente
201 Sánchez Gálvez, Ricardo Favor
202 Sánchez García, Gerardo Ausente
203 Sánchez Guevara, David Ricardo Favor
204 Sánchez Vélez, Jaime Favor
205 Santiago Ramírez, César Augusto Favor
206 Saracho Navarro, Francisco Favor
207 Scherman Leaño, María Esther de Jesús Favor
208 Serrano Hernández, Maricela Favor
209 Silva Chacón, Víctor Roberto Favor
210 Solís Acero, Felipe Favor
211 Soria Morales, Blanca Juana Favor
212 Soto Martínez, Leobardo Favor
213 Soto Oseguera, José Luis Favor
214 Terán Velázquez, María Esther Favor
215 Terrazas Porras, Adriana Ausente
216 Terrón Mendoza, Miguel Ángel Ausente
217 Torres Huitrón, José Alfredo Favor
218 Trujillo Zentella, Georgina Favor
219 Urzua Rivera, Ricardo Favor
220 Valdés Huezo, Josué Cirino Favor
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221 Vázquez Góngora, Alejandro Canek Ausente
222 Vázquez Pérez, Noé Martín Favor
223 Velasco Lino, José Luis Ausente
224 Velasco Monroy, Héctor Eduardo Favor
225 Vieyra Alamilla, Marcela Favor
226 Viggiano Austria, Alma Carolina Favor
227 Villanueva de la Luz, Moíses Ausente
228 Villegas Arreola, Alfredo Favor
229 Yáñez Montaño, J. Eduardo Favor
230 Yerena Zambrano, Rafael Favor
231 Yglesias Arreola, José Antonio Favor
232 Yúnes Zorrilla, José Francisco Favor
233 Zamora Cabrera, Cristabell Ausente
234 Zamora Jiménez, Arturo Ausente
235 Zamora Villalva, Alicia Elizabeth Favor
236 Zapata Bello, Rolando Rodrigo Ausente
237 Zapata Lucero, Ana Georgina Ausente
238 Zarzosa Sánchez, Eduardo Ausente
239 Zubia Rivera, Rolando Ausente

Favor: 168
Contra: 0
Abstención: 0
Quorum: 0
Ausentes: 71
Total: 239

PARTIDO ACCION NACIONAL

1 Aguilar Armendáriz, Velia Idalia Ausente
2 Agúndiz Pérez, Laura Viviana Favor
3 Arámbula López, José Antonio Favor
4 Arce Paniagua, Óscar Martín Favor
5 Arellano Rodríguez, Rubén Favor
6 Arévalo Sosa, Cecilia Soledad Favor
7 Arriaga Rojas, Justino Eugenio Favor
8 Ávila Ruíz, Daniel Gabriel Favor
9 Bahena Flores, Alejandro Favor
10 Balderas Vaquera, Víctor Alejandro Favor
11 Becerra Pocoroba, Mario Alberto Favor
12 Bello Otero, Carlos Ausente
13 Bermúdez Méndez, José Erandi Favor
14 Camacho Pedrero, Mirna Lucrecia Ausente
15 Cantú Rodríguez, Felipe de Jesús Ausente
16 Castellanos Flores, Gumercindo Ausente
17 Castellanos Ramírez, Julio Favor
18 Castilla Marroquín, Agustín Carlos Favor
19 Castillo Andrade, Oscar Saúl Favor
20 Clouthier Carrillo, Manuel Jesús Ausente
21 Corral Jurado, Javier Ausente
22 Cortázar Ramos, Ovidio Favor
23 Cortés León, Yulenny Guylaine Ausente
24 Cortez Mendoza, Jesús Gerardo Favor
25 Cuadra García, Raúl Gerardo Favor
26 Cuevas Barrón, Gabriela Favor
27 Cuevas García, Juan José Favor
28 De los Cobos Silva, José Gerardo Ausente
29 Del Río Sánchez, María Dolores Favor

30 Díaz de Rivera Hernández, Augusta Valentina Favor
31 Díaz Lizama, Rosa Adriana Favor
32 Escobar Martínez, Juan Pablo Favor
33 Esquer Gutiérrez, Alberto Favor
34 Estrada Rodríguez, Laura Elena Ausente
35 Fuentes Cortés, Adriana Favor
36 Gallegos Camarena, Lucila del Carmen Favor
37 Gama Dufour, Sergio Favor
38 García Bringas, Leandro Rafael Favor
39 García Portillo, Arturo Favor
40 Germán Olivares, Sergio Octavio Ausente
41 Giles Sánchez, Jesús Ausente
42 González Hernández, Gustavo Favor
43 González Hernández, Sergio Favor
44 González Madruga, César Daniel Favor
45 González Ulloa, Nancy Favor
46 Guillén Medina, Leonardo Arturo Favor
47 Gutiérrez Cortina, Paz Favor
48 Gutiérrez Fragoso, Valdemar Ausente
49 Gutiérrez Ramírez, Tomás Ausente
50 Guzmán Lozano, María del Carmen Favor
51 Herrera Rivera, Bonifacio Favor
52 Hinojosa Céspedes, Adriana de Lourdes Favor
53 Hinojosa Pérez, José Manuel Favor
54 Hurtado Leija, Gregorio Favor
55 Iñiguez Gámez, José Luis Favor
56 Landero Gutiérrez, José Francisco Javier Favor
57 López Hernández, Oralia Favor
58 López Rabadán, Kenia Favor
59 Lugo Martínez, Ruth Esperanza Ausente
60 Luken Garza, Gastón Favor
61 Luna Ruiz, Gloria Trinidad Favor
62 Madrigal Díaz, César Octavio Ausente
63 Mancillas Amador, César Ausente
64 Márquez Zapata, Nelly del Carmen Favor
65 Marroquín Toledo, José Manuel Favor
66 Martín López, Miguel Favor
67 Martínez Martínez, Carlos Favor
68 Martínez Montemayor, Baltazar Favor
69 Martínez Peñaloza, Miguel Favor
70 Meillón Johnston, Carlos Luis Favor
71 Méndez Herrera, Alba Leonila Favor
72 Mendoza Díaz, Sonia Favor
73 Mendoza Sánchez, María de Jesús Favor
74 Mercado Sánchez, Luis Enrique Ausente
75 Merino Loo, Ramón Favor
76 Monge Villalobos, Silvia Isabel Favor
77 Montalvo López, Yolanda del Carmen Ausente
78 Morán Sánchez, Leoncio Alfonso Favor
79 Nava Vázquez, José César Favor
80 Novoa Mossberger, María Joann Ausente
81 Oliva Ramírez, Jaime Favor
82 Orduño Valdez, Francisco Javier Ausente
83 Orozco, Rosi Favor
84 Ortega Joaquín, Gustavo Antonio Miguel Favor
85 Osuna Millán, Miguel Antonio Ausente
86 Ovando Patrón, José Luis Favor
87 Paredes Árciga, Ana Elia Ausente
88 Parra Becerra, María Felícitas Favor
89 Pedroza Gaitán, César Octavio Ausente
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90 Peralta Rivas, Pedro Favor
91 Pérez Ceballos, Silvia Esther Favor
92 Pérez Cuevas, Carlos Alberto Favor
93 Pérez de Tejada Romero, María Elena Favor
94 Pérez Esquer, Marcos Favor
95 Pérez Reyes, María Antonieta Ausente
96 Quezada Naranjo, Benigno Favor
97 Quintana Padilla, Aranzazú Favor
98 Ramírez Acuña, Francisco Javier Favor
99 Ramírez Bucio, Arturo Favor
100 Ramírez Puente, Camilo Favor
101 Ramírez Rangel, Jesús Favor
102 Ramos Cárdenas, Liev Vladimir Favor
103 Rangel Vargas, Felipe de Jesús Favor
104 Rétiz Gutiérrez, Ezequiel Ausente
105 Reyes Hernández, Ivideliza Ausente
106 Reynoso Femat, Ma. de Lourdes Favor
107 Reynoso Sánchez, Alejandra Noemí Favor
108 Rico Jiménez, Martín Favor
109 Robles Medina, Guadalupe Eduardo Favor
110 Rodríguez Dávila, Alfredo Javier Ausente
111 Rodríguez Galarza, Wendy Guadalupe Favor
112 Rojo Montoya, Adolfo Favor
113 Romero León, Gloria Favor
114 Salazar Blanco, Iridia Favor
115 Salazar Sáenz, Francisco Javier Favor
116 Salazar Vázquez, Norma Leticia Favor
117 Saldaña Moran, Julio Favor
118 Sánchez Romero, Norma Ausente
119 Santamaría Prieto, Fernando Favor
120 Seara Sierra, José Ignacio Favor
121 Suárez González, Laura Margarita Ausente
122 Téllez González, Ignacio Favor
123 Téllez Juárez, Bernardo Margarito Favor
124 Tolento Hernández, Sergio Favor
125 Torres Delgado, Enrique Favor
126 Torres Ibarrola, Agustín Favor
127 Torres Peimbert, María Marcela Ausente
128 Torres Santos, Sergio Arturo Favor
129 Trejo Azuara, Enrique Octavio Favor
130 Trigueras Durón, Dora Evelyn Ausente
131 Ugalde Basaldua, María Sandra Ausente
132 Usabiaga Arroyo, Javier Bernardo Favor
133 Valencia Vales, María Yolanda Ausente
134 Valenzuela Cabrales, Guadalupe Ausente
135 Valls Esponda, Maricarmen Favor
136 Vega de Lamadrid, Francisco Arturo Favor
137 Velázquez y Llorente, Julián Francisco Favor
138 Vera Hernández, J. Guadalupe Favor
139 Vives Preciado, Tomasa Favor
140 Zetina Soto, Sixto Alfonso Favor

Favor: 105
Contra: 0
Abstención: 0
Quorum: 0
Ausentes: 36
Total: 141

PARTIDO DE LA REVOLUCION DEMOCRATICA

1 Acosta Naranjo, Guadalupe Ausente
2 Aguirre Herrera, Ángel Ausente
3 Anaya Mota, Claudia Edith Ausente
4 Barraza Chávez, Héctor Elías Ausente
5 Bernardino Rojas, Martha Angélica Ausente
6 Burelo Burelo, César Francisco Ausente
7 Carmona Cabrera, Bélgica Nabil Ausente
8 Castro Cosío, Víctor Manuel Favor
9 Castro y Castro, Juventino Víctor Favor
10 Cruz Cruz, Juanita Arcelia Favor
11 Cruz Martínez, Marcos Carlos Favor
12 Damián Peralta, Esthela Ausente
13 Díaz Juárez, Pavel Favor
14 Eguía Pérez, Luis Felipe Ausente
15 Encinas Rodríguez, Alejandro de Jesús Ausente
16 Espinosa Morales, Olga Luz Favor
17 García Avilés, Martín Ausente
18 García Coronado, Lizbeth Favor
19 García Gómez, Martha Elena Ausente
20 Gómez León, Ariel Favor
21 González Díaz, José Alfredo Favor
22 Guajardo Villarreal, Mary Telma Ausente
23 Guerrero Castillo, Agustín Ausente
24 Gutiérrez Villanueva, Sergio Ernesto Ausente
25 Hernández Cruz, Luis Favor
26 Hernández Juárez, Francisco Favor
27 Hernández Rodríguez, Héctor Hugo Favor
28 Herrera Chávez, Samuel Ausente
29 Herrera Soto, María Dina Favor
30 Incháustegui Romero, Teresa del Carmen Favor
31 Jaime Correa, José Luis Ausente
32 Jiménez Fuentes, Ramón Ausente
33 Jiménez López, Ramón Favor
34 Lara Lagunas, Rodolfo Favor
35 Leyva Hernández, Gerardo Ausente
36 Llerenas Morales, Vidal Favor
37 Lobato Ramírez, Ana Luz Ausente
38 López Hernández, Adán Augusto Favor
39 López Fernández, Juan Carlos Favor
40 López Paredes, Uriel Favor
41 Lozano Herrera, Ilich Augusto Ausente
42 Madrigal Ceja, Israel Favor
43 Marín Díaz, Feliciano Rosendo Favor
44 Méndez Rangel, Avelino Favor
45 Mendoza Arellano, Eduardo Favor
46 Meza Castro, Francisco Armando Favor
47 Narro Céspedes, José Ausente
48 Navarro Aguilar, Filemón Ausente
49 Nazares Jerónimo, Dolores de los Ángeles Favor
50 Norberto Sánchez, Nazario Ausente
51 Ovalle Vaquera, Federico Ausente
52 Puppo Gastélum, Silvia Favor
53 Quezada Contreras, Leticia Ausente
54 Ríos Piter, Armando Ausente
55 Rodríguez Martell, Domingo Ausente
56 Rosario Morales, Florentina Ausente
57 Salgado Vázquez, Rigoberto Ausente
58 Santana Alfaro, Arturo Ausente
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59 Serrano Jiménez, Emilio Ausente
60 Toledo Gutiérrez, Mauricio Alonso Ausente
61 Torres Abarca, Obdulia Magdalena Ausente
62 Torres Robledo, José M. Ausente
63 Uranga Muñoz, Enoé Margarita Favor
64 Valencia Barajas, José María Ausente
65 Vargas Cortez, Balfre Ausente
66 Vázquez Camacho, María Araceli Favor
67 Velázquez Esquivel, Emiliano Ausente
68 Verver y Vargas Ramírez, Heladio Gerardo Ausente
69 Vizcaíno Silva, Indira Favor

Favor: 30
Contra: 0
Abstención: 0
Quorum: 0
Ausentes: 38
Total: 68

PARTIDO VERDE ECOLOGISTA DE MEXICO

1 Brindis Álvarez, María del Rosario Ausente
2 Carabias Icaza, Alejandro Favor
3 Cinta Martínez, Alberto Emiliano Favor
4 Corona Valdés, Lorena Favor
5 Cueva Sada, Guillermo Favor
6 Del Mazo Maza, Alejandro Favor
7 Escudero Morales, Pablo Favor
8 Ezeta Salcedo, Carlos Alberto Favor
9 Flores Ramírez, Juan Gerardo Favor
10 Guerra Abud, Juan José Favor
11 Herrera Martínez, Jorge Favor
12 Ledesma Romo, Eduardo Ausente
13 Moreno Terán, Carlos Samuel Ausente
14 Natale López, Juan Carlos Favor
15 Orozco Torres, Norma Leticia Ausente
16 Pacchiano Alaman, Rafael Favor
17 Pérezalonso González, Rodrigo Favor
18 Sáenz Vargas, Caritina Ausente
19 Salinas Sada, Ninfa Clara Ausente
20 Sarur Torre, Adriana Ausente
21 Vidal Aguilar, Liborio Ausente

Favor: 13
Contra: 0
Abstención: 0
Quorum: 0
Ausentes: 8
Total: 21

PARTIDO DEL TRABAJO

1 Cárdenas Gracia, Jaime Fernando Favor
2 Castillo Juárez, Laura Itzel Ausente
3 Di Costanzo Armenta, Mario Alberto Ausente

4 Escobar García, Herón Agustín Favor
5 Espinosa Ramos, Francisco Amadeo Ausente
6 Fernández Noroña, José Gerardo Rodolfo Ausente
7 González Yáñez, Óscar Ausente
8 Ibarra Pedroza, Juan Enrique Ausente
9 Martínez Hernández, Ifigenia Martha Favor
10 Muñoz Ledo y Lazo de la Vega, Porfirio Alejandro Favor
11 Reyes Sahagún, Teresa Guadalupe Ausente
12 Ríos Vázquez, Alfonso Primitivo Favor
13 Vázquez González, Pedro Favor

Favor: 6
Contra: 0
Abstención: 0
Quorum: 0
Ausentes: 7
Total: 13

PARTIDO NUEVA ALIANZA

1 Del Mazo Morales, Gerardo Favor
2 Kahwagi Macari, Jorge Antonio Ausente
3 Martínez Peña, Elsa María Favor
4 Meza Elizondo, José Favor
5 Pérez de Alva Blanco, Roberto Favor
6 Pinedo Alonso, Cora Cecilia Ausente
7 Torre Canales, María del Pilar Favor

Favor: 5
Contra: 0
Abstención: 0
Quorum: 0
Ausentes: 2
Total: 7

CONVERGENCIA

1 Álvarez Cisneros, Jaime Ausente
2 Arizmendi Campos, Laura Favor
3 Círigo Vasquez, Víctor Hugo Ausente
4 García Almaza, María Favor
5 Gertz Manero, Alejandro Ausente
6 Jiménez León, Pedro Favor
7 Ochoa Mejía, Ma. Teresa Rosaura Ausente
8 Piña Olmedo, Laura Favor

Favor: 4
Contra: 0
Abstención: 0
Quorum: 0
Ausentes: 4
Total: 8
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DIPUTADOS SIN PARTIDO

1 Vázquez Aguilar, Jaime Arturo Favor

Favor: 1
Contra: 0
Abstención: 0
Quorum: 0
Ausentes: 0
Total: 1
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PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL

1 Acosta Gutiérrez Manuel Ignacio  CÉDULA
2 Aguero Tovar José Manuel  ASISTENCIA
3 Aguilar Góngora Efraín Ernesto  INASISTENCIA
4 Aguilar González José Óscar  CÉDULA
5 Aguirre Maldonado Ma. de Jesús  ASISTENCIA
6 Aguirre Romero Andrés  ASISTENCIA
7 Ahued Bardahuil Ricardo  ASISTENCIA
8 Albarrán Mendoza Esteban  CÉDULA
9 Albores Gleason Roberto Armando  INASISTENCIA
10 Alvarado Arroyo Fermín Gerardo  ASISTENCIA
11 Álvarez Martínez José Luis  ASISTENCIA
12 Álvarez Santamaría Miguel  ASISTENCIA
13 Ambrosio Cipriano Heriberto  ASISTENCIA
14 Arana Arana Jorge  INASISTENCIA
15 Ávila Nevárez Pedro  ASISTENCIA
16 Aysa Bernat José Antonio  ASISTENCIA
17 Báez Pinal Armando Jesús  ASISTENCIA
18 Bailey Elizondo Eduardo Alonso  ASISTENCIA
19 Bautista Concepción Sabino  ASISTENCIA
20 Bellizia Aboaf Nicolás Carlos  CÉDULA
21 Benítez Lucho Antonio  ASISTENCIA
22 Benítez Treviño Víctor Humberto  CÉDULA

23 Bojórquez Gutiérrez Rolando  INASISTENCIA
24 Borja Texocotitla Felipe  ASISTENCIA
25 Cadena Morales Manuel  ASISTENCIA
26 Callejas Arroyo Juan Nicolás  ASISTENCIA
27 Campos Villegas Luis Carlos  ASISTENCIA
28 Cano Ricaud Alejandro  ASISTENCIA
29 Cano Vélez Jesús Alberto  ASISTENCIA
30 Caro Cabrera Salvador  ASISTENCIA
31 Casique Vences Guillermina  ASISTENCIA
32 Castillo Ruz Martín Enrique  INASISTENCIA
33 Castro Ríos Sofía  ASISTENCIA
34 Ceballos Llerenas Hilda  CÉDULA
35 Cerda Pérez Rogelio  ASISTENCIA
36 Cervera Hernández Felipe  INASISTENCIA
37 Clariond Reyes Retana Benjamín  ASISTENCIA
38 Concha Arellano Elpidio Desiderio  ASISTENCIA
39 Contreras García Germán  NO PRESENTE EN

LA MITAD DE
LAS VOTACIONES

40 Córdova Hernández José del Pilar  ASISTENCIA
41 Corona Rivera Armando  ASISTENCIA
42 Cota Jiménez Manuel Humberto  INASISTENCIA
43 Cruz Mendoza Carlos  ASISTENCIA
44 Chirinos del Ángel Patricio  ASISTENCIA
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ASISTENCIA

DE CONFORMIDAD CON LO QUE DISPONE EL REGLAMENTO PARA LA TRANSPARENCIA Y EL ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚ-
BLICA DE LA H. CÁMARA DE DIPUTADOS, SE PUBLICA LA SIGUIENTE LISTA DE ASISTENCIA DE LAS DIPUTADAS Y LOS DIPU-
TADOS

SECRETARÍA GENERAL

Nota: Las diferencias que existen entre las listas de asistencia y el número de votos pueden variar conforme a los diputados presentes al momento de la votación. 

SECRETARÍA GENERAL

REPORTE DE ASISTENCIA

GRUPO ASISTENCIA ASISTENCIA ASISTENCIA PERMISO INASISTENCIA INASISTENCIAS NO PRESENTES TOTAL
PARLAMENTARIO POR CÉDULA COMISIÓN MESA JUSTIFICADA EN LA MITAD

OFICIAL DIRECTIVA DE LAS VOTACIONES

PRI 143 37 9 6 0 33 11 239
PAN 104 17 5 5 0 8 2 141
PRD 35 10 3 8 0 9 3 68
PVEM 11 3 1 2 0 4 0 21
PT 6 2 1 1 0 3 0 13
CONV 4 2 1 0 0 1 0 8
NA 4 2 1 0 0 0 0 7
IND 0 1 0 0 0 0 0 1
TOTAL 307 74 21 22 0 58 16 498



45 Chuayffet Chemor Emilio  ASISTENCIA
46 David David Sami  ASISTENCIA
47 De Esesarte Pesqueira Manuel Esteban  CÉDULA
48 De la Fuente Dagdug María Estela  INASISTENCIA
49 De la Torre Valdez Yolanda  CÉDULA
50 De Lucas Hopkins Ernesto  CÉDULA
51 Díaz Escárraga Heliodoro Carlos  ASISTENCIA
52 Díaz Salazar María Cristina  CÉDULA
53 Díaz Brown Ramsburgh Rogelio Manuel  ASISTENCIA
54 Domínguez Arvizu María Hilaria  ASISTENCIA
55 Domínguez Rex Raúl  ASISTENCIA
56 Durán Rico Ana Estela  OFICIAL COMISIÓN
57 Enríquez Fuentes Jesús Ricardo  CÉDULA
58 Enríquez Hernández Felipe  ASISTENCIA
59 Espino Arévalo Fernando  CÉDULA
60 Fayad Meneses Omar  CÉDULA
61 Fernández Aguirre Héctor  ASISTENCIA
62 Fernández Martínez Silvia  CÉDULA
63 Ferreyra Olivares Fernando  ASISTENCIA
64 Flores Castañeda Jaime  ASISTENCIA
65 Flores Espinosa Felipe Amadeo  ASISTENCIA
66 Flores Morales Víctor Félix  ASISTENCIA
67 Flores Rico Carlos  OFICIAL COMISIÓN
68 Franco López Héctor  ASISTENCIA
69 Franco Vargas Jorge Fernando  INASISTENCIA
70 Galicia Ávila Víctor Manuel Anastasio  ASISTENCIA
71 Gallegos Soto Margarita  ASISTENCIA
72 García Ayala Marco Antonio  ASISTENCIA
73 García Barrón Óscar  INASISTENCIA
74 García Corpus Teófilo Manuel  CÉDULA
75 García Dávila Laura Felicitas  NO PRESENTE EN

LA MITAD DE
LAS VOTACIONES

76 García Granados Miguel Ángel  NO PRESENTE EN
LA MITAD DE

LAS VOTACIONES
77 García Silva Luis  NO PRESENTE EN

LA MITAD DE
LAS VOTACIONES

78 Garza Flores Noé Fernando  ASISTENCIA
79 Gastélum Bajo Diva Hadamira  OFICIAL COMISIÓN
80 Gil Ortiz Francisco Javier Martín  ASISTENCIA
81 Gómez Caro Clara  ASISTENCIA
82 González Cuevas Isaías  INASISTENCIA
83 González Díaz Joel  ASISTENCIA
84 González Ilescas Jorge Venustiano  ASISTENCIA
85 González Morales José Alberto  PERMISO

MESA DIRECTIVA
86 González Soto Diana Patricia  NO PRESENTE EN

LA MITAD DE
LAS VOTACIONES

87 González Tostado Janet Graciela  OFICIAL COMISIÓN
88 Guajardo Villarreal Ildefonso  INASISTENCIA
89 Guerra Castillo Marcela  CÉDULA
90 Guerrero Coronado Delia  ASISTENCIA
91 Guevara Cobos Luis Alejandro  ASISTENCIA
92 Guevara Ramírez Héctor  ASISTENCIA
93 Guillén Padilla Olivia  ASISTENCIA
94 Guillén Vicente Mercedes del Carmen  ASISTENCIA
95 Gutiérrez de la Torre Cuauhtémoc  CÉDULA

96 Hernández García Elvia  ASISTENCIA
97 Hernández Hernández Jorge  CÉDULA
98 Hernández Olmos Paula Angélica  NO PRESENTE EN

LA MITAD DE
LAS VOTACIONES

99 Hernández Pérez David  ASISTENCIA
100 Hernández Silva Héctor  ASISTENCIA
101 Hernández Vallin David  CÉDULA
102 Herrera Jiménez Francisco  ASISTENCIA
103 Hinojosa Ochoa Baltazar Manuel  ASISTENCIA
104 Hurtado Vallejo Susana  ASISTENCIA
105 Ibarra Piña Inocencio  ASISTENCIA
106 Irízar López Aarón  CÉDULA
107 Izaguirre Francos María del Carmen  ASISTENCIA
108 Jiménez Concha Juan Pablo  CÉDULA
109 Jiménez Hernández Blanca Estela  NO PRESENTE EN

LA MITAD DE
LAS VOTACIONES

110 Jiménez Merino Francisco Alberto  ASISTENCIA
111 Joaquín González Carlos Manuel  OFICIAL COMISIÓN
112 Juraidini Rumilla Jorge Alberto  ASISTENCIA
113 Kidnie De La Cruz Víctor Manuel  INASISTENCIA
114 Kuri Grajales Fidel  ASISTENCIA
115 Lagos Galindo Silvio  ASISTENCIA
116 Lara Aréchiga Óscar Javier  INASISTENCIA
117 Lara Salazar Óscar  ASISTENCIA
118 Lastiri Quirós Juan Carlos  CÉDULA
119 Ledesma Magaña Israel Reyes  ASISTENCIA
120 León Perea José Luis Marcos  ASISTENCIA
121 Lepe Lepe Humberto  CÉDULA
122 Lerdo de Tejada Covarrubias Sebastián  PERMISO

MESA DIRECTIVA
123 Levin Coppel Óscar Guillermo  CÉDULA
124 Liborio Arrazola Margarita  CÉDULA
125 Lobato García Sergio  ASISTENCIA
126 López Aguilar Cruz  ASISTENCIA
127 López Loyo María Elena Perla  ASISTENCIA
128 López Pescador José Ricardo  ASISTENCIA
129 López-Portillo Basave Jorge Humberto  INASISTENCIA
130 Lugo Oñate Alfredo Francisco  ASISTENCIA
131 Luna MunguÍa Miguel Ángel  ASISTENCIA
132 Mancilla Zayas Sergio  ASISTENCIA
133 Marín Torres Julieta Octavia  ASISTENCIA
134 Mariscales Delgadillo Onésimo  ASISTENCIA
135 Márquez Lizalde Manuel Guillermo  ASISTENCIA
136 Martel López José Ramón  ASISTENCIA
137 Martínez Armengol Luis Antonio  ASISTENCIA
138 Martínez González Hugo Héctor  ASISTENCIA
139 Massieu Fernández Andrés  ASISTENCIA
140 Mazari Espín Rosalina  ASISTENCIA
141 Medina Ramírez Tereso  ASISTENCIA
142 Mejía de la Merced Genaro  ASISTENCIA
143 Melhem Salinas Edgardo  ASISTENCIA
144 Méndez Hernández Sandra  ASISTENCIA
145 Mendoza Kaplan Emilio Andrés  ASISTENCIA
146 Merlo Talavera María Isabel  PERMISO

MESA DIRECTIVA
147 Miranda Herrera Nely Edith  NO PRESENTE EN

LA MITAD DE
LAS VOTACIONES
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148 Monroy Estrada Amador  CÉDULA
149 Montes Cavazos Fermín  ASISTENCIA
150 Morales Martínez Fernando  CÉDULA
151 Moreno Arcos Mario  ASISTENCIA
152 Moreno Merino Francisco Alejandro  INASISTENCIA
153 Nadal Riquelme Daniela  ASISTENCIA
154 Navarrete Prida Jesús Alfonso  ASISTENCIA
155 Nazar Morales Julián  OFICIAL COMISIÓN
156 Neyra Chávez Armando  ASISTENCIA
157 Ochoa Millán Maurilio  PERMISO

MESA DIRECTIVA
158 Orantes López Hernán de Jesús  INASISTENCIA
159 Pacheco Castro Carlos Oznerol  ASISTENCIA
160 Padilla López José Trinidad  NO PRESENTE EN

LA MITAD DE
LAS VOTACIONES

161 Paredes Rangel Beatríz Elena  CÉDULA
162 Pedraza Olguín Héctor  ASISTENCIA
163 Pedroza Jiménez Héctor  CÉDULA
164 Penchyna Grub David  ASISTENCIA
165 Pérez Domínguez Guadalupe  ASISTENCIA
166 Pérez Magaña Eviel  ASISTENCIA
167 Pérez Santos María Isabel  OFICIAL COMISIÓN
168 Pichardo Lechuga José Ignacio  INASISTENCIA
169 Pompa Corella Miguel Ernesto  ASISTENCIA
170 Quiñones Cornejo María de la Paz  INASISTENCIA
171 Quiroz Cruz Sergio Lorenzo  ASISTENCIA
172 Rábago Castillo José Francisco  ASISTENCIA
173 Ramírez Marín Jorge Carlos  CÉDULA
174 Ramírez Pineda Narcedalia  ASISTENCIA
175 Ramírez Puga Leyva Héctor Pablo  ASISTENCIA
176 Ramos Montaño Francisco  CÉDULA
177 Rebollo Mendoza Ricardo Armando  ASISTENCIA
178 Rebollo Vivero Roberto  CÉDULA
179 Reina Liceaga Rodrigo  ASISTENCIA
180 Rivera de la Torre Reginaldo  ASISTENCIA
181 Robles Colín Leticia  ASISTENCIA
182 Robles Morales Adela  ASISTENCIA
183 Rodarte Ayala Josefina  ASISTENCIA
184 Rodríguez Cisneros Omar  INASISTENCIA
185 Rodríguez González Rafael  ASISTENCIA
186 Rodríguez Hernández Jesús María  INASISTENCIA
187 Rodríguez Sosa Luis Félix  INASISTENCIA
188 Rojas Gutiérrez Francisco José  ASISTENCIA
189 Rojas San Román Francisco Lauro  ASISTENCIA
190 Rojo García de Alba Jorge  INASISTENCIA
191 Romero Romero Jorge  ASISTENCIA
192 Rosas González Óscar Román  INASISTENCIA
193 Rosas Ramírez Enrique Salomón  ASISTENCIA
194 Rubí Salazar José Adán Ignacio  ASISTENCIA
195 Rubio Barthell Eric Luis  ASISTENCIA
196 Ruíz de Teresa Guillermo Raúl  ASISTENCIA
197 Ruíz Massieu Salinas Claudia  INASISTENCIA
198 Saldaña del Moral Fausto Sergio  ASISTENCIA
199 Salgado Romero Cuauhtémoc  ASISTENCIA
200 Sánchez de la Fuente Melchor  INASISTENCIA
201 Sánchez Gálvez Ricardo  ASISTENCIA
202 Sánchez García Gerardo  INASISTENCIA
203 Sánchez Guevara David Ricardo  INASISTENCIA
204 Sánchez Vélez Jaime  ASISTENCIA

205 Santiago Ramírez César Augusto  ASISTENCIA
206 Saracho Navarro Francisco  ASISTENCIA
207 Scherman Leaño María Esther de Jesús  CÉDULA
208 Serrano Hernández Maricela  ASISTENCIA
209 Silva Chacón Víctor Roberto  ASISTENCIA
210 Solís Acero Felipe  ASISTENCIA
211 Soria Morales Blanca Juana  ASISTENCIA
212 Soto Martínez Leobardo  CÉDULA
213 Soto Oseguera José Luis  ASISTENCIA
214 Terán Velázquez María Esther  ASISTENCIA
215 Terrazas Porras Adriana  PERMISO

MESA DIRECTIVA
216 Terrón Mendoza Miguel Ángel  OFICIAL COMISIÓN
217 Torres Huitrón José Alfredo  ASISTENCIA
218 Trujillo Zentella Georgina  ASISTENCIA
219 Urzúa Rivera Ricardo  PERMISO

MESA DIRECTIVA
220 Valdés Huezo Josué Cirino  CÉDULA
221 Vázquez Góngora Canek  INASISTENCIA
222 Vázquez Pérez Noé Martín  ASISTENCIA
223 Velasco Lino José Luis  INASISTENCIA
224 Velasco Monroy Héctor Eduardo  CÉDULA
225 Vieyra Alamilla Marcela  ASISTENCIA
226 Viggiano Austria Alma Carolina  CÉDULA
227 Villanueva de la Luz Moisés  INASISTENCIA
228 Villegas Arreola Alfredo  ASISTENCIA
229 Yáñez Montaño J. Eduardo  ASISTENCIA
230 Yerena Zambrano Rafael  ASISTENCIA
231 Yglesias Arreola José Antonio  ASISTENCIA
232 Yunes Zorrilla José Francisco  ASISTENCIA
233 Zamora Cabrera Cristabell  NO PRESENTE EN

LA MITAD DE
LAS VOTACIONES

234 Zamora Jiménez Arturo  ASISTENCIA
235 Zamora Villalva Alicia Elizabeth  ASISTENCIA
236 Zapata Bello Rolando Rodrigo  INASISTENCIA
237 Zapata Lucero Ana Georgina  OFICIAL COMISIÓN
238 Zarzosa Sánchez Eduardo  NO PRESENTE EN

LA MITAD DE
LAS VOTACIONES

239 Zubia Rivera Rolando  INASISTENCIA

Asistencias: 143
Asistencias por cédula: 37
Asistencias comisión oficial: 9
Permiso Mesa Directiva: 6
Inasistencias justificadas: 0
Inasistencias: 33
No presentes en la mitad de las votaciones: 11
Total diputados: 239
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PARTIDO ACCIÓN NACIONAL

1 Aguilar Armendáriz Velia Idalia  ASISTENCIA
2 Agúndiz Pérez Laura Viviana  ASISTENCIA
3 Arámbula López José Antonio  CÉDULA
4 Arce Paniagua Óscar Martín  ASISTENCIA
5 Arellano Rodríguez Rubén  ASISTENCIA
6 Arévalo Sosa Cecilia Soledad  ASISTENCIA
7 Arriaga Rojas Justino Eugenio  ASISTENCIA
8 Ávila Ruíz Daniel Gabriel  ASISTENCIA
9 Bahena Flores Alejandro  ASISTENCIA
10 Balderas Vaquera Víctor Alejandro  ASISTENCIA
11 Becerra Pocoroba Mario Alberto  ASISTENCIA
12 Bello Otero Carlos  ASISTENCIA
13 Bermúdez Méndez José Erandi  ASISTENCIA
14 Camacho Pedrero Mirna Lucrecia  OFICIAL COMISIÓN
15 Cantú Rodríguez Felipe de Jesús  ASISTENCIA
16 Castellanos Flores Gumercindo  INASISTENCIA
17 Castellanos Ramírez Julio  ASISTENCIA
18 Castilla Marroquín Agustín Carlos  CÉDULA
19 Castillo Andrade Óscar Saúl  ASISTENCIA
20 Clouthier Carrillo Manuel Jesús  CÉDULA
21 Corral Jurado Javier  ASISTENCIA
22 Cortazar Ramos Ovidio  ASISTENCIA
23 Cortés León Yulenny Guylaine  INASISTENCIA
24 Cortez Mendoza Jesús Gerardo  ASISTENCIA
25 Cuadra García Raúl Gerardo  ASISTENCIA
26 Cuevas Barron Gabriela  ASISTENCIA
27 Cuevas García Juan José  ASISTENCIA
28 De los Cobos Silva José Gerardo  INASISTENCIA
29 Del Río Sánchez María Dolores  ASISTENCIA
30 Díaz Lizama Rosa Adriana  ASISTENCIA
31 Díaz de Rivera Hernández Augusta Valentina  ASISTENCIA
32 Escobar Martínez Juan Pablo  ASISTENCIA
33 Esquer Gutiérrez Alberto  ASISTENCIA
34 Estrada Rodríguez Laura Elena  OFICIAL COMISIÓN
35 Fuentes Cortés Adriana  ASISTENCIA
36 Gallegos Camarena Lucila del Carmen  ASISTENCIA
37 Gama Dufour Sergio  ASISTENCIA
38 García Bringas Leandro Rafael  ASISTENCIA
39 García Gómez Martha Elena  INASISTENCIA
40 García Portillo Arturo  ASISTENCIA
41 Germán Olivares Sergio Octavio  ASISTENCIA
42 Giles Sánchez Jesús  INASISTENCIA
43 González Hernández Gustavo  ASISTENCIA
44 González Hernández Sergio  ASISTENCIA
45 González Madruga César Daniel  ASISTENCIA
46 González Ulloa Nancy  ASISTENCIA
47 Guillén Medina Leonardo Arturo  ASISTENCIA
48 Gutiérrez Cortina Paz  ASISTENCIA
49 Gutiérrez Fragoso Valdemar  ASISTENCIA
50 Gutiérrez Ramírez Tomás  OFICIAL COMISIÓN
51 Guzmán Lozano María del Carmen  ASISTENCIA
52 Herrera Rivera Bonifacio  ASISTENCIA
53 Hinojosa Céspedes Adriana de Lourdes  ASISTENCIA
54 Hinojosa Pérez José Manuel  NO PRESENTE EN

LA MITAD DE
LAS VOTACIONES

55 Hurtado Leija Gregorio  ASISTENCIA
56 Iñiguez Gámez José Luis  ASISTENCIA

57 Landero Gutiérrez José Francisco Javier  CÉDULA
58 López Hernández Oralia  ASISTENCIA
59 López Rabadán Kenia  PERMISO

MESA DIRECTIVA
60 Lugo Martínez Ruth Esperanza  ASISTENCIA
61 Luken Garza Gastón  ASISTENCIA
62 Luna Ruíz Gloria Trinidad  ASISTENCIA
63 Madrigal Díaz César Octavio  PERMISO

MESA DIRECTIVA
64 Mancillas Amador César  CÉDULA
65 Márquez Zapata Nelly Del Carmen  ASISTENCIA
66 Marroquín Toledo José Manuel  ASISTENCIA
67 Martín López Miguel  ASISTENCIA
68 Martínez Martínez Carlos  ASISTENCIA
69 Martínez Montemayor Baltazar  CÉDULA
70 Martínez Peñaloza Miguel  ASISTENCIA
71 Meillón Johnston Carlos Luis  ASISTENCIA
72 Méndez Herrera Alba Leonila  ASISTENCIA
73 Mendoza Díaz Sonia  ASISTENCIA
74 Mendoza Sánchez María de Jesús  ASISTENCIA
75 Mercado Sánchez Luis Enrique  PERMISO

MESA DIRECTIVA
76 Merino Loo Ramón  ASISTENCIA
77 Monge Villalobos Silvia Isabel  ASISTENCIA
78 Montalvo López Yolanda del Carmen  ASISTENCIA
79 Morán Sánchez Leoncio Alfonso  ASISTENCIA
80 Nava Vázquez José César  CÉDULA
81 Novoa Mossberger María Joann  ASISTENCIA
82 Oliva Ramírez Jaime  CÉDULA
83 Orduño Valdez Francisco Javier  PERMISO

MESA DIRECTIVA
84 Orozco Rosi  ASISTENCIA
85 Ortega Joaquín Gustavo Antonio Miguel  CÉDULA
86 Osuna Millán Miguel Antonio  NO PRESENTE EN

LA MITAD DE
LAS VOTACIONES

87 Ovando Patrón José Luis  ASISTENCIA
88 Paredes Arciga Ana Elia  OFICIAL COMISIÓN
89 Parra Becerra María Felicitas  ASISTENCIA
90 Pedroza Gaitán César Octavio  INASISTENCIA
91 Peralta Rivas Pedro  CÉDULA
92 Pérez Ceballos Silvia Esther  ASISTENCIA
93 Pérez Cuevas Carlos Alberto  ASISTENCIA
94 Pérez Esquer Marcos  ASISTENCIA
95 Pérez Reyes María Antonieta  INASISTENCIA
96 Pérez de Tejada Romero Ma. Elena  CÉDULA
97 Quezada Naranjo Benigno  ASISTENCIA
98 Quintana Padilla Aránzazu  ASISTENCIA
99 Ramírez Acuña Francisco Javier  ASISTENCIA
100 Ramírez Bucio Arturo  ASISTENCIA
101 Ramírez Puente Camilo  ASISTENCIA
102 Ramírez Rangel Jesús  ASISTENCIA
103 Ramos Cárdenas Liev Vladimir  ASISTENCIA
104 Rangel Vargas Felipe de Jesús  ASISTENCIA
105 Rétiz Gutiérrez Ezequiel  PERMISO

MESA DIRECTIVA
106 Reyes Hernández Ivideliza  CÉDULA
107 Reynoso Femat Ma. de Lourdes  ASISTENCIA
108 Reynoso Sánchez Alejandra Noemí  ASISTENCIA
109 Rico Jiménez Martín  ASISTENCIA
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110 Robles Medina Guadalupe Eduardo  ASISTENCIA
111 Rodríguez Dávila Alfredo Javier  INASISTENCIA
112 Rodríguez Galarza Wendy Guadalupe  ASISTENCIA
113 Rojo Montoya Adolfo  ASISTENCIA
114 Romero León Gloria  CÉDULA
115 Salazar Blanco Iridia  ASISTENCIA
116 Salazar Sáenz Francisco Javier  ASISTENCIA
117 Salazar Vázquez Norma Leticia  ASISTENCIA
118 Saldaña Morán Julio  CÉDULA
119 Sánchez Romero Norma  ASISTENCIA
120 Santamaría Prieto Fernando  ASISTENCIA
121 Seara Sierra José Ignacio  ASISTENCIA
122 Suárez González Laura Margarita  ASISTENCIA
123 Téllez González Ignacio  ASISTENCIA
124 Téllez Juárez Bernardo Margarito  ASISTENCIA
125 Tolento Hernández Sergio  ASISTENCIA
126 Torres Delgado Enrique  CÉDULA
127 Torres Ibarrola Agustín  CÉDULA
128 Torres Peimbert María Marcela  ASISTENCIA
129 Torres Santos Sergio Arturo  ASISTENCIA
130 Trejo Azuara Enrique Octavio  ASISTENCIA
131 Trigueras Durón Dora Evelyn  OFICIAL COMISIÓN
132 Ugalde Basaldúa María Sandra  ASISTENCIA
133 Usabiaga Arroyo Javier Bernardo  ASISTENCIA
134 Valencia Vales María Yolanda  ASISTENCIA
135 Valenzuela Cabrales Guadalupe  ASISTENCIA
136 Valls Esponda Maricarmen  ASISTENCIA
137 Vega De Lamadrid Francisco Arturo  ASISTENCIA
138 Velázquez y Llorente Julián Francisco  ASISTENCIA
139 Vera Hernández J. Guadalupe  ASISTENCIA
140 Vives Preciado Tomasa  ASISTENCIA
141 Zetina Soto Sixto Alfonso  CÉDULA

Asistencias: 104
Asistencias por cédula: 17
Asistencias comisión oficial: 5
Permiso Mesa Directiva: 5
Inasistencias justificadas: 0
Inasistencias: 8
No presentes en la mitad de las votaciones: 2
Total diputados: 141

PARTIDO DE LA REVOLUCIÓN DEMOCRÁTICA

1 Acosta Naranjo Guadalupe  PERMISO
MESA DIRECTIVA

2 Aguirre Herrera Ángel  INASISTENCIA
3 Anaya Mota Claudia Edith  PERMISO

MESA DIRECTIVA
4 Barraza Chávez Héctor Elías  ASISTENCIA
5 Bernardino Rojas Martha Angélica  NO PRESENTE EN

LA MITAD DE
LAS VOTACIONES

6 Burelo Burelo César Francisco  ASISTENCIA
7 Carmona Cabrera Bélgica Nabil  INASISTENCIA
8 Castro Cosío Víctor Manuel  ASISTENCIA
9 Castro y Castro Juventino Víctor  ASISTENCIA

10 Cruz Cruz Juanita Arcelia  ASISTENCIA
11 Cruz Martínez Marcos Carlos  CÉDULA
12 Damián Peralta Esthela  ASISTENCIA
13 Díaz Juárez Pavel  ASISTENCIA
14 Eguía Pérez Luis Felipe  OFICIAL COMISIÓN
15 Encinas Rodríguez Alejandro de Jesús  PERMISO

MESA DIRECTIVA
16 Espinosa Morales Olga Luz  CÉDULA
17 García Avilés Martín  ASISTENCIA
18 García Coronado Lizbeth  ASISTENCIA
19 Gómez León Ariel  CÉDULA
20 González Díaz José Alfredo  ASISTENCIA
21 Guajardo Villarreal Mary Telma  NO PRESENTE EN

LA MITAD DE
LAS VOTACIONES

22 Guerrero Castillo Agustín  ASISTENCIA
23 Gutiérrez Villanueva Sergio Ernesto  INASISTENCIA
24 Hernández Cruz Luis  ASISTENCIA
25 Hernández Juárez Francisco  CÉDULA
26 Hernández Rodríguez Héctor Hugo  PERMISO

MESA DIRECTIVA
27 Herrera Chávez Samuel  PERMISO

MESA DIRECTIVA
28 Herrera Soto Ma. Dina  CÉDULA
29 Incháustegui Romero Teresa del Carmen  ASISTENCIA
30 Jaime Correa José Luis  ASISTENCIA
31 Jiménez Fuentes Ramón  ASISTENCIA
32 Jiménez López Ramón  ASISTENCIA
33 Lara Lagunas Rodolfo  ASISTENCIA
34 Leyva Hernández Gerardo  OFICIAL COMISIÓN
35 Lobato Ramírez Ana Luz  INASISTENCIA
36 López Fernández Juan Carlos  ASISTENCIA
37 López Hernández Adán Augusto  ASISTENCIA
38 López Paredes Uriel  ASISTENCIA
39 Lozano Herrera Ilich Augusto  ASISTENCIA
40 Llerenas Morales Vidal  CÉDULA
41 Madrigal Ceja Israel  ASISTENCIA
42 Marín Díaz Feliciano Rosendo  ASISTENCIA
43 Méndez Rangel Avelino  ASISTENCIA
44 Mendoza Arellano Eduardo  ASISTENCIA
45 Meza Castro Francisco Armando  ASISTENCIA
46 Narro Céspedes José  INASISTENCIA
47 Navarro Aguilar Filemón  ASISTENCIA
48 Nazares Jerónimo Dolores de los Ángeles  ASISTENCIA
49 Norberto Sánchez Nazario  ASISTENCIA
50 Ovalle Vaquera Federico  INASISTENCIA
51 Puppo Gastélum Silvia  CÉDULA
52 Quezada Contreras Leticia  ASISTENCIA
53 Ríos Piter Armando  CÉDULA
54 Rodríguez Martell Domingo  CÉDULA
55 Rosario Morales Florentina  NO PRESENTE EN

LA MITAD DE
LAS VOTACIONES

56 Salgado Vázquez Rigoberto  ASISTENCIA
57 Santana Alfaro Arturo  PERMISO

MESA DIRECTIVA
58 Serrano Jiménez Emilio  ASISTENCIA
59 Toledo Gutiérrez Mauricio Alonso  INASISTENCIA
60 Torres Abarca O. Magdalena  INASISTENCIA
61 Torres Robledo José M.  OFICIAL COMISIÓN
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62 Uranga Muñoz Enoé Margarita  PERMISO
MESA DIRECTIVA

63 Valencia Barajas José María  PERMISO
MESA DIRECTIVA

64 Vargas Cortez Balfre  ASISTENCIA
65 Vázquez Camacho María Araceli  CÉDULA
66 Velázquez Esquivel Emiliano  ASISTENCIA
67 Verver y Vargas Ramírez Heladio Gerardo  INASISTENCIA
68 Vizcaíno Silva Indira  ASISTENCIA

Asistencias: 35
Asistencias por cédula: 10
Asistencias comisión oficial: 3
Permiso Mesa Directiva: 8
Inasistencias justificadas: 0
Inasistencias: 9
No presentes en la mitad de las votaciones: 3
Total diputados: 68

PARTIDO VERDE ECOLOGISTA DE MÉXICO

1 Brindis Álvarez María del Rosario  INASISTENCIA
2 Carabias Icaza Alejandro  ASISTENCIA
3 Cinta Martínez Alberto Emiliano  ASISTENCIA
4 Corona Valdés Lorena  ASISTENCIA
5 Cueva Sada Guillermo  ASISTENCIA
6 Del Mazo Maza Alejandro  CÉDULA
7 Escudero Morales Pablo  ASISTENCIA
8 Ezeta Salcedo Carlos Alberto  ASISTENCIA
9 Flores Ramírez Juan Gerardo  ASISTENCIA
10 Guerra Abud Juan José  ASISTENCIA
11 Herrera Martínez Jorge  ASISTENCIA
12 Ledesma Romo Eduardo  PERMISO

MESA DIRECTIVA
13 Moreno Terán Carlos Samuel  ASISTENCIA
14 Natale López Juan Carlos  CÉDULA
15 Orozco Torres Norma Leticia  INASISTENCIA
16 Pacchiano Alamán Rafael  ASISTENCIA
17 Pérez-Alonso González Rodrigo  CÉDULA
18 Sáenz Vargas Caritina  OFICIAL COMISIÓN
19 Salinas Sada Ninfa Clara  INASISTENCIA
20 Sarur Torre Adriana  INASISTENCIA
21 Vidal Aguilar Liborio  PERMISO

MESA DIRECTIVA

Asistencias: 11
Asistencias por cédula: 3
Asistencias comisión oficial: 1
Permiso Mesa Directiva: 2
Inasistencias justificadas: 0
Inasistencias: 4
No presentes en la mitad de las votaciones: 0
Total diputados: 21

PARTIDO DEL TRABAJO

1 Cárdenas Gracia Jaime Fernando  ASISTENCIA
2 Castillo Juárez Laura Itzel  CÉDULA
3 Di Costanzo Armenta Mario Alberto  INASISTENCIA
4 Escobar García Herón Agustín  ASISTENCIA
5 Espinosa Ramos Francisco Amadeo  INASISTENCIA
6 Fernández Noroña José Gerardo Rodolfo  ASISTENCIA
7 González Yáñez Óscar  INASISTENCIA
8 Ibarra Pedroza Juan Enrique  OFICIAL COMISIÓN
9 Martínez y Hernández Ifigenia Martha  CÉDULA
10 Muñoz Ledo Porfirio  ASISTENCIA
11 Reyes Sahagún Teresa Guadalupe  ASISTENCIA
12 Ríos Vázquez Alfonso Primitivo  PERMISO

MESA DIRECTIVA
13 Vázquez González Pedro  ASISTENCIA

Asistencias: 6
Asistencias por cédula: 2
Asistencias comisión oficial: 1
Permiso Mesa Directiva: 1
Inasistencias justificadas: 0
Inasistencias: 3
No presentes en la mitad de las votaciones: 0
Total diputados: 13

CONVERGENCIA

1 Álvarez Cisneros Jaime  INASISTENCIA
2 Arizmendi Campos Laura  ASISTENCIA
3 Cirigo Vasquez Víctor Hugo  CÉDULA
4 García Almanza María Guadalupe  ASISTENCIA
5 Gertz Manero Alejandro  CÉDULA
6 Jiménez León Pedro  ASISTENCIA
7 Ochoa Mejía Ma. Teresa Rosaura  OFICIAL COMISIÓN
8 Piña Olmedo Laura  ASISTENCIA

Asistencias: 4
Asistencias por cédula: 2
Asistencias comisión oficial: 1
Permiso Mesa Directiva: 0
Inasistencias justificadas: 0
Inasistencias: 1
No presentes en la mitad de las votaciones: 0
Total diputados: 8

NUEVA ALIANZA

1 Del Mazo Morales Gerardo  ASISTENCIA
2 Kahwagi Macari Jorge Antonio  CÉDULA
3 Martínez Peña Elsa María  ASISTENCIA
4 Meza Elizondo José Isabel  ASISTENCIA
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5 Pérez de Alva Blanco Roberto  ASISTENCIA
6 Pinedo Alonso Cora  OFICIAL COMISIÓN
7 Torre Canales María del Pilar  CÉDULA

Asistencias: 4
Asistencias por cédula: 2
Asistencias comisión oficial: 1
Permiso Mesa Directiva: 0
Inasistencias justificadas: 0
Inasistencias: 0
No presentes en la mitad de las votaciones: 0
Total diputados: 7

DIPUTADOS SIN PARTIDO

1 Vázquez Aguilar Jaime Arturo  CÉDULA

Asistencias: 0
Asistencias por cédula: 1
Asistencias comisión oficial: 0
Permiso Mesa Directiva: 0
Inasistencias justificadas: 0
Inasistencias: 0
No presentes en la mitad de las votaciones: 0
Total diputados: 1
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SECRETARÍA GENERAL

REPORTE DE INASISTENCIAS

PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL

Diputado
1 Aguilar Góngora Efraín Ernesto
2 Albores Gleason Roberto Armando
3 Arana Arana Jorge
4 Bojórquez Gutiérrez Rolando
5 Castillo Ruz Martín Enrique
6 Cervera Hernández Felipe
7 Contreras García Germán                                                          
8 Cota Jiménez Manuel Humberto
9 De la Fuente Dagdug María Estela
10 Franco Vargas Jorge Fernando
11 García Barrón Óscar
12 García Dávila Laura Felicitas                                                      
13 García Granados Miguel Ángel                                                      
14 García Silva Luis                                                                 
15 González Cuevas Isaías
16 González Soto Diana Patricia                                                      
17 Guajardo Villarreal Ildefonso
18 Hernández Olmos Paula Angélica                                                    
19 Jiménez Hernández Blanca Estela                                                    
20 Kidnie De La Cruz Víctor Manuel
21 Lara Aréchiga Óscar Javier
22 López-Portillo Basave Jorge Humberto
23 Miranda Herrera Nely Edith                                                         
24 Moreno Merino Francisco Alejandro
25 Orantes López Hernán de Jesús
26 Padilla López José Trinidad                                                        
27 Pichardo Lechuga José Ignacio
28 Quiñones Cornejo María de la Paz
29 Rodríguez Cisneros Omar
30 Rodríguez Hernández Jesús María
31 Rodríguez Sosa Luis Félix
32 Rojo García de Alba Jorge
33 Rosas González Óscar Román
34 Ruíz Massieu Salinas Claudia
35 Sánchez de la Fuente Melchor
36 Sánchez García Gerardo
37 Sánchez Guevara David Ricardo
38 Vázquez Góngora Canek
39 Velasco Lino José Luis
40 Villanueva de la Luz Moisés
41 Zamora Cabrera Cristabell                                                          
42 Zapata Bello Rolando Rodrigo
43 Zarzosa Sánchez Eduardo                                                            
44 Zubia Rivera Rolando

Faltas por grupo: 44

PARTIDO ACCIÓN NACIONAL

Diputado
1 Castellanos Flores Gumercindo
2 Cortés León Yulenny Guylaine
3 De los Cobos Silva José Gerardo
4 García Gómez Martha Elena
5 Giles Sánchez Jesús
6 Hinojosa Pérez José Manuel                                                    
7 Osuna Millán Miguel Antonio                                                     
8 Pedroza Gaitán César Octavio
9 Pérez Reyes María Antonieta
10 Rodríguez Dávila Alfredo Javier

Faltas por grupo: 10

PARTIDO DE LA REVOLUCIÓN DEMOCRÁTICA

Diputado
1 Aguirre Herrera Ángel
2 Bernardino Rojas Martha Angélica                                                 
3 Carmona Cabrera Bélgica Nabil
4 Guajardo Villarreal Mary Telma                                                   
5 Gutiérrez Villanueva Sergio Ernesto
6 Lobato Ramírez Ana Luz
7 Narro Céspedes José
8 Ovalle Vaquera Federico
9 Rosario Morales Florentina                                                       
10 Toledo Gutiérrez Mauricio Alonso
11 Torres Abarca O. Magdalena
12 Verver y Vargas Ramírez Heladio Gerardo

Faltas por grupo: 12

PARTIDO VERDE ECOLOGISTA DE MÉXICO

Diputado
1 Brindis Álvarez María del Rosario
2 Orozco Torres Norma Leticia
3 Salinas Sada Ninfa Clara
4 Sarur Torre Adriana

Faltas por grupo: 4

PARTIDO DEL TRABAJO

Diputado
1 Di Costanzo Armenta Mario Alberto
2 Espinosa Ramos Francisco Amadeo
3 González Yáñez Óscar

Faltas por grupo: 3

CONVERGENCIA

Diputado
1 Álvarez Cisneros Jaime

Faltas por grupo: 1
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